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Los Servicios Jurídicos de la Cámara, en cumplimiento del Acuerdo de la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra, tienen el honor de elevar a la misma el siguiente

INFORME Acerca de las actuaciones de la CAN y su posible fiscalización por la Cámara de Comptos de NAVARRA.

ANTECEDENTES Y OBJETO DEL INFORME

1.º Con fecha 19 de noviembre de 2012, el G.P. Socialistas de Navarra instó la emisión de un informe jurídico en los siguientes términos literales;

“... que tendría como objeto el discernir si las actuaciones de la CAN , y en particular su integración en Banca Cívica y su apoyo posterior a la fusión de ésta con Caixabank, son o no fiscalizables por la Cámara de Comptos”.

2.º La Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra, en sesión celebrada el 26 de noviembre de 2012 acordó solicitar de los Servicios Jurídicos la emisión del informe en los términos contenidos en el escrito del G.P. Socialistas de Navarra.

3.º La emisión del reiterado informe requería previamente el conocimiento de las actuaciones expresamente mencionadas en la solicitud, esto es, la integración de la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Navarra (en adelante CAN o Caja Navarra) en Banca Cívica y posterior absorción por CaixaBank. A tal efecto, la Presidencia de este Parlamento dirigió escrito a la Consejera de Economía, Hacienda, Industria y Empleo, al objeto de recabar la información necesaria para la realización del Informe, en la siguiente forma literal:

“Mediante la presente, le comunico que la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra acordó solicitar de los Servicios Jurídicos de la Cámara la elaboración de un informe respecto al carácter de la Caja de Ahorros de Navarra y su posible fiscalización por la Cámara de Comptos.

La realización del mencionado informe corresponde al Letrado de esta institución, D. Miguel Esparza Oroz, quien –para llevar a cabo dicho cometido- precisa acceder a la documentación que puede obrar en los archivos de su Departamento, tal como los Estatutos de la Caja a partir del año 2000 o la relativa a las actuaciones en cuya virtud se produjo la integración en Banca Cívica y la posterior absorción por CaixaBank.

En consideración a todo lo anterior, le ruego que facilite al mencionado Letrado el acceso a la documentación referida, en las condiciones que VE estime más apropiadas”.

La información facilitada por dicho Departamento se ha contraído a los Acuerdos del Gobierno de Navarra aprobatorios de los Estatutos de la CAN, al texto de dichos Estatutos desde el año 2000 y a las diversas actuaciones de control relacionadas con el proceso de transformación de la entidad. También se ha accedido a las Web de las propias entidades afectadas –CAN, Banca Cívica y CaixaBank– así como a las de diversas instituciones oficiales con participación en los procesos de reestructuración bancaria, tales como el Banco de España (BDE), la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV), la Comisión Nacional de la Competencia (CNC) y el Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria (FROB). Los datos que se aportan, en relación con las cuestiones tratadas en el informe, se corresponden con la información obtenida, por lo general, en las páginas electrónicas de dichas entidades.

4.º Versando el informe que nos ocupa sobre una Caja de Ahorros de régimen comúnmente denominado como “aforado”, se ha estimado insoslayable verificar mínimamente su desenvolvimiento histórico. A tal efecto, se consideró pertinente examinar la documentación obrante en el Archivo Real y General de Navarra, a cuyo efecto la Presidencia de la Cámara cursó la oportuna petición al responsable del archivo, en los siguientes términos:

“En relación con su escrito de 7 de febrero actual, relativo a la consulta de documentación de acceso restringido, le comunico que la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra acordó solicitar de los Servicios Jurídicos de la Cámara la elaboración de un informe respecto al carácter de la Caja de Ahorros de Navarra y su posible fiscalización por la Cámara de Comptos.

La realización del mencionado informe corresponde al Letrado de esta institución, D. Miguel Esparza Oroz, quien –para llevar a cabo dicho cometido- precisa acceder a la documentación obrante en el Archivo Real y General de Navarra acerca de la constitución y desenvolvimiento de la CAN y sus relaciones con la Diputación Foral de Navarra.

En consideración a todo lo anterior, le ruego que facilite al mencionado Letrado el acceso y fotocopia de la documentación referida”.

Se autorizó al suscribiente el acceso a dicha información, centrada muy especialmente en la CAN y en muy menor medida en la Caja de Ahorros Municipal de Pamplona. De acuerdo con nuestras disponibilidades realizamos una investigación que no puede calificarse de profunda, aunque creemos que nos aportó elementos básicos sobre dichas entidades de ahorro, que se expondrán con posterioridad. Se han examinado también los escasos estudios históricos existentes sobre ambas Cajas.

5.º Mediante Orden Foral 1/2013, de 3 de enero, de la Consejera de Economía, Hacienda, Industria y Empleo, se designó una Comisión Gestora a la que se confirieron los “poderes y facultades necesarios para la adopción de cuantos actos y acuerdos exija la materialización de la transformación de la entidad (Caja Navarra) en fundación de carácter especial”.

CONSIDERACIONES JURÍDICAS

I. INTRODUCCIÓN

La petición de informe versa acerca de una cuestión en apariencia sencilla, a saber, si la Cámara de Comptos, órgano de control externo dependiente del Parlamento de Navarra, es competente para fiscalizar las actuaciones de la CAN, de conformidad con lo previsto en la Ley Foral 19/1984, de 20 de diciembre, reguladora del órgano fiscalizador (LFCC). A tenor de lo previsto en los arts. 1 y 2 de dicha Ley Foral, corresponde a la Cámara de Comptos la fiscalización de la gestión económica y financiera del sector público de la Comunidad Foral de Navarra, así como de aquellos fondos que tengan la consideración de públicos. ¿Es la CAN una entidad integrada en el sector público foral? La respuesta a esta interrogante constituye la premisa determinante de la solución que deba arbitrarse respecto a la competencia de la Cámara de Comptos para fiscalizar la CAN.

Pero la respuesta no está exenta de dificultades en atención a la tradicional controversia sobre el ser y naturaleza de las entidades denominadas Cajas de Ahorro. Dificultad que se acrecienta en el caso de Caja Navarra, cuyo régimen aforado, la diferencia del resto de las Cajas de Ahorro. A este respecto, ha de adelantarse ya que la controversia no incide sobre la naturaleza jurídica formal de las Cajas, cuyo carácter de personas jurídico-privadas es reconocido por la generalidad de sus Estatutos reguladores y que hoy nadie pone en duda. El debate, por el contrario, se centra en su naturaleza ontológica, en sus perfiles sustanciales, con arreglo a una normativa funcional y organizativa donde los contornos y fronteras entre lo público y lo privado no resultan nítidamente separables.

La presencia de las Cajas de Ahorro en España se remonta a 1834, en que fuera fundada la primera de ellas, la de Jerez de la Frontera. Desde entonces, como es lógico, la institución ha evolucionado profusamente, al albur de los persistentes cambios socioeconómicos y de la presencia de distintos regímenes políticos. Necesariamente, esta evolución deja su marchamo en el régimen jurídico de las Cajas, donde la intervención pública -normativa y tutelar- ha sido una constante más o menos intensa, sea cual fuere el carácter –público o privado- de sus creadores o fundadores. Estamos obligados a analizar sucintamente esta evolución histórica, no precisamente en un ocioso ejercicio de erudición, sino al objeto de conocer qué clase de entes eran las Cajas en el advenimiento del régimen democrático y la trascendencia de la eventual mutación que éste produjo en su ordenamiento jurídico regulador. Hasta hace muy pocos años existió cierta coincidencia en que, pese a las mutaciones habidas, las Cajas habían logrado adaptarse a las nuevas exigencias mediante el reforzamiento de su condición de intermediarios financieros, sin menoscabo de su función benéfico-social. Hoy, tras el proceso de reestructuración bancaria iniciado en el año 2009, las Cajas –salvo dos concretas excepciones- han perdido su condición de entidades de crédito, con lo que ha tenido lugar una transformación radical de su naturaleza institucional. A efectos de coherencia sistemática, por tanto, habremos de diferenciar los períodos anterior y posterior a dicha reestructuración.

Por otro lado, el caso de Caja Navarra ha resultado históricamente singular. Tan es así, como razonaremos, que las competencias de la Comunidad Foral de Navarra sobre dicha entidad son de carácter foral, incardinadas en sus derechos históricos, a diferencia de las que le corresponden respecto las restantes Cajas de Ahorro con domicilio social o que operen en Navarra (art. 56.1.f) del Amejoramiento), que son de carácter estatutario, atribuidas por la LORAFNA, y de corte similar a las que corresponden a las diversas Comunidades Autónomas, según sus Estatutos. La literatura histórico-jurídica acerca de la Caja de Ahorros de Navarra y de la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Pamplona, cuya absorción por la primera dio lugar a Caja Navarra, es mínima. Hemos de confesar nuestra propia ignorancia acerca del fundamento y alcance del “régimen especial de Convenios en esta materia”, a que alude el citado art. 56.1.f) de la LORAFNA. Circunstancia ésta que ha hecho imprescindible una mínima investigación histórica de lo que, precisamente, constituyen derechos históricos de Navarra, ejercidos por la anterior Diputación Foral y Provincial. Como no puede olvidarse, las hoy denominadas “entidades fundadoras” de Caja Navarra se han desenvuelto en un ámbito social, económico y político común al resto de las Cajas y, por ello, su análisis histórico-jurídico, aunque se expone separadamente, está estrechamente entrelazado e imbricado con aquéllas bajo el sustento de un ordenamiento jurídico, en principio, general, afectante a los ramos de la beneficencia, de la actividad social de interés general, de la intermediación financiera y del régimen local. Para el encuadramiento histórico de esta competencia foral, se ha de precisar ya que la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Pamplona fue creada en 1872 y la de Navarra en 1921. A los efectos de nuestro informe, se traerá a colación determinada jurisprudencia, así como doctrina del Consejo de Navarra y del Consejo de Estado alusiva al régimen especial convenido de Caja Navarra, si bien no concluyente respecto a la materia estricta que es de nuestro prioritario interés, esto es, su eventual inclusión en el sector público de la Comunidad Foral de Navarra.

En relación con la naturaleza de las Cajas de Ahorro, hasta la década de los ochenta del pasado siglo, el debate doctrinal y jurisprudencial, ha sido máximo, en el marco de una legislación abundante respecto a la actividad y organización de estas entidades, pero cargada de indefinición en cuanto a su esencia institucional. Pocas entidades han merecido tanta dedicación de la literatura jurídica y han levantado tanta polémica doctrinal como el ser material y formal de las Cajas, a todo lo cual haremos alguna referencia. Atendiendo a la mixtura de sus funciones –intermediación financiera y atención benéfico-social- se ha dudado, incluso negado, hasta no lejanas fechas, su carácter de empresa, en razón –se decía- a la ausencia de lucro mercantil. Se ha puesto en cuestión, asimismo, el carácter fundacional o de otra clase de su personalidad jurídica. Desde luego, el caballo de batalla de esta pugna doctrinal y jurisprudencial lo constituyó la naturaleza pública o privada de estas entidades.

A la vista de la legislación estatal a la que se hará ulterior referencia, así como de la profusa normativa dictada por la práctica totalidad de las Comunidades Autónomas, existía claridad acerca de una serie de notas predicables de las Cajas de Ahorro hasta su reestructuración al amparo de la procelosa y enmarañada legislación dictada en el último cuatrienio. Conforme a aquella normativa, no cabía duda de que las Cajas de Ahorro eran empresas mercantiles, auténticas entidades de crédito -así catalogadas legalmente-, sin perjuicio de su simultáneo carácter benéfico-social. Igualmente, conforme a la legislación autonómica y a los Estatutos respectivos, las Cajas se configuraban como fundaciones, generalmente de naturaleza jurídico-privada. Hoy, tras su reestructuración y segregación del negocio financiero, la abrumadora mayoría de las Cajas que no se han extinguido, han dejado de ser entidades de crédito para pasar a ser simples fundaciones con finalidades de interés general y participación accionarial en determinados Bancos. 

Pero es el carácter y esencia de las Cajas de Ahorro con anterioridad a su reestructuración y resolución lo que nos resulta prioritario atender en función de las cuestiones sometidas a informe, toda vez que estas afectan, preferentemente, a la integración de Caja Navarra en Banca Cívica y su posterior absorción por CaixaBank, proceso que se inició en 2010 y culminó en 2012. Ya se ha apuntado que, antes de la materialización de los procesos de reestructuración las Cajas, en la generalidad de los casos, constituían fundaciones de carácter privado y, en la forma que expondremos con mayor detalle, para una jurisprudencia y doctrina claramente mayoritarias, dicha naturaleza privada trascendía lo meramente formal, de tal forma que su eventual integración en el sector público empresarial era defendida por sectores minoritarios. A este respecto, las directrices sobre las que asentaremos nuestra posición se sustentan en las siguientes premisas, en general ya fijadas en otros informes de estos Servicios Jurídicos:

· La interpenetración entre lo público y lo privado trasciende al plano organizativo de las instituciones y al régimen jurídico que les es aplicable. La mera atribución de personalidad jurídica privada a un ente no dice demasiado acerca de su esencia constitutiva. El ordenamiento jurídico atribuye a los poderes públicos una amplia libertad, no exenta de determinados límites, para organizar la forma de prestación de los servicios públicos y de realización de las actividades comprendidas en su esfera competencial. La intercambiabilidad de formas jurídicas y la instrumentalidad del derecho se pone de relieve ante la realidad incontestable de personas jurídico-públicas, cuya actividad se rige parcialmente por el derecho privado y, a la inversa, de personificaciones jurídico-privadas sujetas, en ciertos aspectos, a determinaciones de derecho público.

· No es nueva la existencia de organizaciones con una difusa configuración jurídica, donde la iniciativa social concurre a la consecución de fines de interés general, formando una suerte de tercer género de personificaciones jurídicas de ambigua naturaleza, y donde el ejercicio de la actividad se somete a una intensa tutela por los poderes públicos.

· Ciñéndonos al caso de las Cajas de Ahorro, en la forma que se argumentará con mayor detalle, el perfil jurídico de la institución en cuanto tal no es sencillo establecerlo con carácter general. Pese a la existencia de una normativa estatal de carácter básico, que permite una aproximación general a la naturaleza de la institución en sus rasgos esenciales, concurre con ella una vasta legislación autonómica que singulariza el régimen jurídico de las diversas Cajas sujetas a las competencias de las respectivas Comunidades Autónomas. Si ello es así respecto a las Cajas sujetas al régimen común, puede serlo más intensamente en el caso de Caja Navarra, institución resultante de un precipitado histórico, sujeta a un régimen aforado que, como se verá, puede determinar la no aplicación del bloque normativo articulado en torno a la legislación estatal y navarra reguladora de las Cajas de Ahorro de régimen general. En lo que respecta a este análisis histórico, trataremos de huir de categorizaciones jurídicas de expresiones de otras épocas desde nuestra perspectiva actual, porque los significados pueden ser diferentes o presentar matices que no deben ser pasados por alto. 

Teniendo en cuenta todo lo anterior, acometeremos seguidamente el examen histórico-jurídico de las Cajas de Ahorros en España, con particular detenimiento en el devenir de la CAN hasta la promulgación de la LORAFNA.

II. el origen y desenvolvimiento histórico de las cajas de ahorros en españa

No pretendemos adoptar una perspectiva diacrónica, para fijar la esencia de las Cajas de Ahorro en atención a lo que fueron en el momento de su creación y a la identidad de su fundador. Pero es necesario que atendamos al origen de una institución determinada y a su evolución histórica si queremos conocer cabalmente su forma de ser actual y la problemática que plantea su configuración jurídica a la luz del ordenamiento por el que se rige. Así, suele afirmarse que es habitual la superposición de las distintas finalidades asignadas a una determinada institución, que se añaden o sustituyen –a lo largo del tiempo- a los que inicialmente tuviere asignados, en función de los cambiantes objetivos de las políticas públicas. Se sostiene, igualmente, que esta evolución histórica se proyecta, con mayor o menor fortuna, sobre el plano organizativo de la institución e, incluso, sobre su propia titularidad. Las Cajas de Ahorro han estado sujetas a diversas transformaciones en sus aspectos funcionales y orgánicos, así como respecto a la atribución de la titularidad o de la responsabilidad de su gobierno y administración. En definitiva, estas entidades, con un relevante y rico pasado a sus espaldas, han pervivido hasta nuestros días, presentando diversos desajustes institucionales –a juicio de muchos-, que han generado un intenso debate acerca de lo que en realidad eran y de lo que debían ser. Aunque en estos mismos momentos sabemos lo que han dejado de ser, reseñaremos sucintamente lo que fueron.

Nos basaremos para ello en los numerosos estudios históricos existentes sobre las Cajas, pero incidiremos especialmente en la normativa vigente en la época a que nos refiramos. Y en este aspecto que se acaba de mencionar, enfatizamos la necesidad ineludible del análisis de la legislación local, a menudo marginada en los estudios existentes. Lo cual viene exigido por la elemental razón de que la mayoría de las Cajas de origen público fueron constituidas por entidades locales, esto es, provincias y municipios, tal como fue el caso de la Caja de Ahorros de Navarra y de la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Pamplona.

1. Las Cajas de Ahorro como instituciones de beneficencia

1º El Origen

Con cierto retraso sobre otros países europeos, la creación de las Cajas de Ahorro en España se inicia en la primera mitad del Siglo XIX. La primera norma reguladora de carácter general fue el Real Decreto de 29 de junio de 1853, pero ya con anterioridad se habían constituido diversas Cajas de Ahorro. No fue ajeno a este hecho su promoción gubernamental, al encomendar al Gobernador civil el fomento de la fundación de Cajas de Ahorro en las provincias (Orden de 3 de septiembre de 1835 y Real Orden de 17 de abril de 1838). Es un hecho que desde sus orígenes, las diversas autoridades públicas intervienen en la promoción de estas entidades, como lo es que a menudo sus impulsores reales fueran las “personas acomodadas”, las Sociedades de Amigos del País o la propia Iglesia. En cualquier caso, el origen público o privado de cada Caja no puede establecerse a priori, sino que cada supuesto debe ser examinado individualmente. En igual forma, la clase de personalidad y el régimen jurídico aplicable es el singularmente establecido por cada una de ellas, aunque parece ser que el Reglamento de la Caja de Ahorros de Madrid (aprobado en 1839) sirvió de guía para muchas de ellas.

Las dos primeras normas gubernamentales alusivas a las Cajas de Ahorro son las Reales Órdenes de 3 de abril de 1835 (Ministerio de lo Interior, Gaceta de Madrid de 5 de abril de 1835) y de 17 de abril de 1839 (Gaceta de Madrid de 20 de abril de 1835). En la primera de ellas se prevenía a los Jefes Políticos de las provincias a:

“... mirando este asunto como del primer interés, excite a los pudientes, ó proponga los medios que según las circunstancias de esa provincia sean adecuados para establecer en ella caja o cajas de ahorros, teniendo siempre á la vista que la seguridad de los fondos depositados es entre las condiciones que este género de establecimientos requiere la mas esencial para su feliz éxito”.

En dicha Real Orden se hacía referencia a la funcionalidad de las Cajas “para establecer la moral y mejorar la condición de las clases industriosas”, mediante el depósito de “sumas muy tenues bajo la confianza de obtener un rédito proporcionado, de capitalizar los intereses en cortos periodos, y de realizar sus fondos en todo tiempo”. Garantizada la seguridad de los depósitos, se entendía que las Cajas de Ahorro “contribuyen a propagar el espíritu de la economía, y con él la propensión al trabajo, a desterrar los vicios y, con ello, las enfermedades y delitos...” y, en definitiva, aseguramiento del futuro y “amor al orden público”. Se aludía, asimismo, al inconveniente, derivado de la inestabilidad nacional, del descrédito del Estado, lo que no favorecía que fuesen “los fondos públicos el asilo seguro y ventajoso de los ahorros del pobre”. Por su parte, la Real Orden de 1839, constituida ya la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Madrid y comprobado su “feliz resultado”, reitera el llamamiento efectuado en 1835 para la creación de estas instituciones, apoyándose en similar fundamentación y añadiendo una nueva razón. Tal era la ventaja proporcionada con la alianza de la Caja y el Monte de Piedad, “... en favor de la clase poco acomodada”. Se reiteraba, por ello, la excitación “del celo de las personas pudientes y desplegando las mismas autoridades todo el que fuera necesario para la realización de una medida tan útil e importante”, provocando “... que se establezca en esa provincia una Caja de Ahorros, asimilándola a un Monte de Piedad o promoviendo la creación de establecimientos de esta especie”.

Las funciones de beneficencia, seguridad e, incluso, orden público y quietud social que estaban llamadas a desempeñar las Cajas resultaban ya bien evidentes. Como lo era también, ya en los inicios su velada trascendencia económica en la financiación de los servicios y obras públicas. Finalidades estas que, evolucionadas y matizadas, puede decirse que han trascendido la historia de las Cajas. Es esta una directriz fundamental que interesa resaltar y en este sentido, no es superfluo reseñar como enfocaban el fenómeno incipiente las Sociedades Económicas, muchas de ellas promotoras de estas instituciones. Así, la Sociedad Económica de Madrid publicó en la Gaceta de Madrid un acuerdo de 28 de octubre de 1838 en el que se sostenía: 

· Las Cajas constituían las instituciones de que “más puede envanecerse el presente siglo”, por su favorecimiento de la clase más numerosa del pueblo “... desprovista de medios para mejorar su condición desgraciada.”
· Facilitaban la previsión de medios para la vejez y la enfermedad, mediante la economía y la capitalización, con lo cual, además se “alcanza el dominio de la moral” y se previene el crimen, aumentado la moralidad pública y “mejorándose las costumbres, ante el amor al trabajo”.

· Se reconocía que “no son menos evidentes sus efectos económicos”, porque al reunirse “... en un fondo común esta multitud de ahorros particulares se forma a poco tiempo un capital de muchos millones, capital que produce una demanda mayor de los servicios de los depositantes...”. Y se advertía de la posibilidad, como sucedía en otros países, de destinar grandes sumas procedentes de las Cajas a la financiación de “obras públicas de la mayor importancia”, mediante “la compra de créditos contra el Estado” (deuda pública). Se era consciente, sin embargo, de que “semejante aplicación en España no era posible por el descrédito del papel del Gobierno y la desconfianza general que de él se tiene”. Como alternativa se ofrecía el destino de los depósitos a préstamos a los Montes de Piedad.

Sentada la funcionalidad de estas instituciones en la época, lo que nos interesa destacar son dos notas. En primer lugar, que la promoción de las Cajas de Ahorros desde sus inicios fue una tarea asumida por los poderes públicos, lo cual no empece a que sus impulsores reales fuesen personalidades prominentes, instituciones eclesiásticas o Sociedades Económicas. De acuerdo con ello, hubo Cajas de creación pública y privada, y quizás fuesen mayoritarias las del segundo origen. Desde luego, como se verá, no fueron ajenos al fenómeno las Provincias y Municipios.

En segundo lugar, no existiendo legislación reguladora de estas instituciones, la libertad de configuración jurídica de estas instituciones fue la norma general, si bien muchas se inspiraron en el Reglamento de la Caja y Monte de Piedad de Madrid, por consejo mismo de la Real Orden de 1839. Únicamente, como se acreditará, era inequívoco el carácter de establecimientos o instituciones de beneficencia que la normativa a la sazón vigente atribuyó a las Cajas.

2º La regulación uniforme de 1853

No obstante lo anterior, al inicio de la segunda mitad del siglo XIX se acometió la regulación general de estos establecimientos, fraguada en el Real Decreto de 29 de junio de 1853, con un obvio espíritu uniformizador de estos entes. Una de las razones capitales de la nueva ordenación era el reforzamiento de las operaciones de las Cajas, puesto que la falta de solidez de los depósitos obligaba a restringir la propia imposición de fondos y, en consecuencia, la quiebra de su función esencial, esto es, el estímulo del ahorro. Destacaremos de esta regulación los siguientes aspectos:

· Se extiende a todos los elementos esenciales de sus operaciones pasivas y activas, determinando las cuantías y plazos de los depósitos y sus réditos, así como de los préstamos, y el destino de los excedentes.

· El destino de los fondos depositados es el de financiar a los Montes de Piedad, cuya creación era obligatoria una vez que reunieran “el capital necesario”, así como su aplicación a la recién creada Caja General de Depósitos, que tenía la obligación de invertir en deuda pública consolidada.

· Las facultades de intervención del Gobierno Central son intensísimas. Los Reglamentos reguladores de las Cajas se elaboran por el Gobernador Civil, de acuerdo con sus Juntas de Gobierno, y corresponde al Ministro de la Gobernación su aprobación. El Gobierno o el Gobernador Civil designa a los vocales de las Juntas de Gobierno, según sean Cajas de capital de provincias o no. Al Ministerio de Hacienda corresponde supervisar y autorizar determinadas operaciones financieras y al de Gobernación el protectorado de las Cajas en tanto instituciones de beneficencia.

· Las Cajas de Ahorros y los Montes de Piedad tienen la consideración de “establecimientos municipales de beneficencia”, cuya organización está determinada en el propio Real Decreto, que ha de complementarse con las ordenanzas de la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Madrid, que “servirán de norma para formar los reglamentos de los establecimientos de la misma especie que se creen de nuevo en las provincias” (arts. 34 a 36). Nada se señala, sin embargo, en la norma acerca de la forma jurídica –sociedad, fundación, entidad mutualista,...- a adoptar por el establecimiento. Se obliga al “establecimiento de Cajas de Ahorros en todas las capitales de provincia en que no las haya, con sucursales en los pueblos de las mismas dónde a juicio de los Gobernadores Civiles y los Ayuntamientos respectivos puedan ser convenientes”. (art. 1 del Real Decreto)

· Para la debida inteligencia de las Cajas, en cuanto establecimientos de beneficencia, se ha de poner en relación la regulación reseñada con la legislación de beneficencia y la reguladora de las provincias y municipios entonces vigente, a la que nos referiremos con posterioridad. Sólo señalaremos ahora que la Ley de Beneficencia de 20 de junio de 1849 distingue entre los establecimientos “públicos” y los “particulares”, incluyendo entre los primeros a los “provinciales” y los “municipales”. Por su parte, toda la legislación provincial y municipal de la segunda mitad del siglo XIX, atribuía a las provincias y a los municipios, con mayor o menor autonomía, según la oscilante orientación política de la época, la competencia para la “creación, reforma o supresión de establecimientos de beneficencia”, con sujeción a la legislación general de la materia.

De acuerdo con este conjunto normativo, en los inicios de la segunda mitad del siglo XIX se forjó un modelo uniforme de Cajas de Ahorros, de tendencia municipalizadora, sujeto a intensa regulación e intervención gubernamental, con una finalidad básicamente de beneficencia que, indirectamente, habría de servir a la financiación de grandes obras y servicios públicos mediante la contracción de deuda pública a través de los fondos procedentes de las Cajas y depositados en la Caja General de Depósitos. Pero el modelo apenas si cuajó, debido al rechazo que produjo aquel uniformismo legal, y -de nuevo- a la escasa confianza de la población en la cotización de la deuda pública y al temor por la estatalización de los fondos impuestos. Sin desconocer el eventual efecto inspirador del Real Decreto de 1853, lo cierto es que se asentó un pronunciado particularismo normativo-organizativo, tanto en las Cajas de anterior como de posterior creación, todo ello tolerado por el Gobierno. Fueron creadas nuevas Cajas bajo los auspicios de los poderes públicos, como acreditan las estadísticas de la época. Precisamente entonces, en 1872, fue constituida la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Pamplona.

3º El modelo flexible de la Ley de 1880

El 29 de junio de 1880 se promulga la Ley de Cajas de Ahorro, primera con este rango de la Historia de España. Dicha Ley reconoce no solo el fracaso del uniformismo organizativo preconizado en 1853, sino que también admite la inconveniencia por el momento de “una organización uniforme o general para estos importantes servicios”. Dispone su art. 1:

“El Gobierno de S.M. promoverá por cuantos medios estén á su alcance la instalación de Cajas de Ahorros y Montes de Piedad en las capitales y poblaciones más importantes donde no existan, examinando y aprobando, segun proceda, los estatutos ó reglamentos de cada institución, ínterin no aconsejen la práctica y el estudio del asunto una organización uniforme ó general para estos importantes servicios”.

La Ley, con tan solo siete escuetos artículos, salvaguarda el particularismo de cada Caja, abandonado toda pretensión uniformista, y se limita a consagrar lo que eran postulados básicos de la institución, ya asentados, a saber:

· Su consideración como “instituciones de beneficencia”, bajo el Protectorado del Gobierno, a quien compete autorizar su creación y la aprobación de sus Estatutos o Reglamentos (arts. 1 y 3).

· Posibilidad de instalación independiente de las Cajas y Montes de Piedad, aun cuando “se procurará que se establezcan unidas unas y otras instituciones”. En atención a ello, se reconoce la facultad de determinar en los Estatutos el destino o colocación de los fondos depositados en las Cajas.

· Como novedad, se reconoce el establecimiento de “Cajas de Ahorros escolares”. (art. 4)

Debe resaltarse, una vez más, que esta Ley de 1880 no contiene alusión alguna a la forma jurídica de las Cajas ni a su organización, por lo que la diversidad de configuración se acentúa. La multiplicidad de personalidades jurídicas adoptadas se acreditará por el Real Decreto-Ley de 9 de abril de 1926, al que posteriormente nos referiremos, y cuyo objeto es precisamente reconducirla al uniformismo.

En este estado de cosas, teniendo en cuenta la consideración jurídica de las Cajas como “instituciones de beneficencia”, habremos de precisar algo más acerca de ellas desde la perspectiva de la regulación de esta materia así como de la legislación reguladora de las Entidades Locales.

a) Beneficencia. Tal como ya se ha señalado, la Ley de 1849 distinguía entre establecimientos de beneficencia públicos y particulares (art. 1). Los establecimientos públicos, en atención a la naturaleza de sus servicios y a la procedencia de sus fondos, se clasificaban en generales, provinciales y municipales (art. 2). Los establecimientos particulares, conforme a lo previsto en su art. 1, se definían así:

“...se considerarán como particulares si cumpliesen con el objeto de su fundacion, los que se costeen exclusivamente con fondos propios, donados ó legados por particulares, cuya direccion y administracion esté confiada á corporaciones autorizadas por el Gobierno para este efecto, ó á patronos designados por el fundador.

Cuando estos lo fuesen por razon de oficio, y el oficio quedase suprimido, el establecimiento se regirá por las disposiciones de esta ley, respetando en todo lo demas las de la fundacion”.

Como se observa, los establecimientos particulares no perdían este carácter por el hecho de que sus patronos, en virtud de la voluntad del fundador, fuesen entidades o cargos públicos, si bien podían mutar la condición por la desaparición del “oficio” correspondiente. Con posterioridad, el Decreto de 22 de enero de 1872, regulador de la beneficencia particular, vino a definir los establecimientos de esta naturaleza en términos similares, aunque más precisos, a los de la Ley de 1849, según lo ya visto. En dicho Decreto se vino a deslindar los conceptos de protectorado del Gobierno (Ministerio de la Gobernación) y de patronato, como órgano de gestión, que, al igual que anteriormente, podía ser confiado por el fundador a “Corporaciones, autoridades o particulares”. Bajo esta denominación de beneficencia particular se comprendían los establecimientos “conocidos comúnmente con los nombres de patronatos, memorias, obras y causas pías y otras semejantes”. Terminología toda ella, unida a los conceptos de patronato y de protectorado, que evoca ya la institución que acabó por triunfar con el nombre de “fundación”.

Entre los años 1868 y 1899 se dictó una profusa legislación referida a la beneficencia, que no vamos a analizar con carácter general. Sólo destacaremos que incidió especialmente sobre la denominada beneficencia “general” y la “particular”, con un desplazamiento del régimen orgánico y de funcionamiento de los establecimientos “provinciales” y “municipales” hacia la legislación de régimen local. A este respecto, se ha de precisar lo siguiente:

· Persiste la distinción entre beneficencia particular y pública, conforme a lo ya señalado. Las “instituciones particulares” no perdían este carácter por “recibir alguna subvención del Estado, de la Provincia o del Municipio, siempre que aquella fuera voluntaria y no indispensable para la subsistencia de las fundaciones” (art. 4 de la Instrucción aneja al Real Decreto de 27 de abril de 1875). De entre la pública, la “beneficencia general” es la que “... el Gobierno Central dirige y administra, y el Presupuesto del Estado mantiene”. (Preámbulo del Decreto de 16 de junio de 1873).

· En relación con las instituciones públicas de beneficencia provinciales y municipales, costeadas y organizadas por Diputaciones y Ayuntamientos, es menester constatar el parecer gubernamental acerca de su funcionamiento. En el preámbulo de la Orden del Ministerio de la Gobernación de 4 de noviembre de 1868 se sostiene:

“El Ministro que suscribe se ocupa ya de la formacion de un proyecto de ley más en armonía con el espíritu descentralizador de la revolucion, que dará vida propia y desahogada a las Corporaciones provinciales y municipales en lo relativo á este importante ramo de la Administracion pública”.

Y en la exposición de motivos del Decreto de 16 de junio de 1873 se afirma:

“La Beneficencia pública, que es una de las instituciones más simpáticas al Gobierno de la República, está descentralizada, al punto de que los Ayuntamientos y las Diputaciones provinciales dirigen y administran con omnimodo poder los servicios y los establecimientos que con recursos propios sustentan”.

Todo lo cual se cohonesta con las facultades atribuidas a las Entidades Locales por la legislación de régimen local, a la que aludiremos.

Las Cajas de Ahorro eran “establecimientos” o “instituciones” de beneficencia para toda la legislación de la época, sujetas al protectorado del Ministerio de la Gobernación (Dirección General de Beneficencia). A este respecto son numerosos los requerimientos dirigidos por dicho Ministerio a los Gobernadores Civiles en demanda de información diversa sobre los establecimientos de beneficencia existentes en las provincias, a efectos estadísticos y de control, con referencia singular a las  Cajas de Ahorro. Igualmente, los informes de la Dirección General de Beneficencia y Sanidad se referían a estas instituciones. A este respecto, por ejemplo, en la Real Orden de 23 de mayo de 1853, se aclaraba:

“Necesitando este Ministerio datos oficiales y exactos sobre el número y la clase de establecimientos de Beneficencia que existen en la Península, se pidieron en diferentes épocas á los Gobernadores  de las provincias relaciones circunstanciadas respecto á  aquellos, muchas de las cuales han llegado ya á manos del Gobierno. Sin embargo, en la enumeración de los establecimientos mencionados se han omitido, tal vez por no considerarlos pertenecientes al ramo de Beneficencia, los Montes de piedad y las Cajas de ahorros que contribuyen poderosamente á remediar la escasez y miseria de las clases menesterosas. Así, para completar las relaciones en esta materia, y á fin de cumplir como  corresponde las órdenes de S. M., que con tan maternal desvelo se interesa en la mejora de los establecimientos benéficos, remitirá V. S. á este Ministerio, en el preciso término de 15 días, las noticias siguientes: Una relacion nominal de los pueblos de esa provincia en que hay establecidas Cajas de Ahorros, y un ejemplar de sus reglamentos”.

Por su parte el art. 5 de la Instrucción para el ejercicio  del protectorado del Gobierno en la  Beneficencia, aprobada por Real  Decreto de 27 de abril de 1875, incluía a los “Montes de Piedad, Cajas de Ahorro y otros análogos” entre las “instituciones de beneficencia”, ratificando lo dispuesto en anteriores disposiciones. De acuerdo con este conjunto normativo, las Cajas se clasificaban en instituciones “públicas” (generales, provinciales y municipales) y “particulares”. Los arts. 1 y 2 del Real Decreto de 27 de enero de 1885 vinieron a reafirmar la distinción general entre establecimientos benéficos públicos y particulares, conforme a los criterios que ya conocemos relativos a su origen y costeamiento. No se incidirá en la forma jurídica de la personalidad, pero está acreditada su diversidad, especialmente en los establecimientos particulares. Quizá, una de las últimas normas en que se califica a las Cajas como instituciones, exclusivamente y sin matices, de “beneficencia” es en el art. 2 del Real Decreto de 14 de marzo de 1899, donde, asimismo, se engloba bajo el concepto de “fundaciones” a las entidades “…conocidas comúnmente con los nombres de Patronatos, Memorias, Legados, Obras y Causas pías”. El mencionado Real Decreto circunscribe el protectorado a las instituciones de beneficencia particular (art. 11).

En este contexto, las Cajas de Ahorro –en cuanto instituciones de beneficencia, sin ánimo de lucro-, gozaban de diversos privilegios fiscales, como el de pobreza legal, el de inembargabilidad, así como importantes desgravaciones fiscales, lo cual ha sido una constante en su historia. No obstante, el alcance de estos beneficios fiscales ha evolucionado al compás de la transformación de las finalidades y del carácter de las operaciones mercantiles de las Cajas.

Para cerrar el estudio de esta etapa histórica es preciso aludir a un hecho, constatado ya en 1873, que ha de marcar el devenir de las instituciones particulares de beneficencia, con un más intenso control público, debido a la difuminación de quienes ejercieron su patronazgo. A ello alude el preámbulo del Decreto de 30 de septiembre de 1873, en términos que prácticamente se reprodujeron en cierta legislación de los años veinte del Siglo XX y que decían así:

“No se oculta al Gobierno la necesidad, que ha procurado atender, de subvenir á los gastos de personal y de material que ocasionarán las juntas. Existen muchas fundaciones huérfanas de patronazgo porque los respectivos fundadores lo confiaron á oficios hoy suprimidos, porque corresponde á personas que lo abandonaron ó cuyo derecho está en litigio, ó porque fuera propio de familias que han desaparecido”.

b) Régimen Local. Dentro del llamado sexenio democrático fueron aprobadas las leyes municipal y provincial de 20 de agosto de 1870, que atribuían amplias competencias a Municipios y Provincias para el “establecimiento, creación y conservación de servicios” municipales y provinciales, entre ellos los relativos a las “instituciones de beneficencia” (art. 67.1 VIIª de la  primera y art. 46.1º de la segunda Ley). Pero no debe olvidarse el papel reservado al Gobierno y a sus delegados, los Gobernadores Civiles, en la vida local, a través de diversas facultades de inspección y control. En el caso de los municipios, el art. 70 de la Ley señalaba que “el Ministerio de la  Gobernación es el Jefe superior de los Ayuntamientos…”. Las reformas legales de 1876 reafirmaron las competencias municipales y provinciales en la materia, aunque es de destacar lo establecido en la Ley de 16 de diciembre de 1876, según la cual, las atribuciones provinciales y municipales en el ramo de beneficencia se entenderán “siempre sin perjuicio de la alta inspección que confiere al Gobierno la legislación vigente…”. Asimismo, el artículo 44.1 de la Ley Provincial de 2 de octubre de 1877 reitera dicha alta inspección gubernamental y somete el régimen de los establecimientos a las leyes especiales y reglamentos del ramo de beneficencia. Todo lo cual fue corroborado por la Ley provincial de 29 de agosto de 1882. Así las cosas, la creación de las Cajas de Ahorro -en cuanto establecimientos públicos de beneficencia provinciales y municipales- está sujeta a la aprobación del Gobierno, conforme a la Ley de Cajas de 1880 y a la Ley de Beneficencia de 1849 y su gestión se sujeta a la legislación especial del ramo, bajo la alta inspección gubernamental.

La intervención en el quehacer cotidiano de las Cajas, a salvo la alta inspección gubernamental, no es asfixiante en este periodo, que culmina en los años veinte del siglo XX. En dicha época fueron abundantes las Cajas, particulares y públicas, que se constituyeron sin sujeción a un modelo o forma jurídica de personificación y organización legalmente preestablecido, con independencia de que la práctica seguida -como es la usual- ponga de relieve cierta tendencia a la emulación del modelo de las ya existentes. En cualquier caso, enfatizando lo ya dicho, las Cajas constituidas por las Entidades Locales eran “Establecimientos” o “instituciones” de beneficencia provinciales o municipales, de carácter público, sin perjuicio de que se rigieran por el derecho privado en sus relaciones financieras con sus clientes-usuarios del servicio. De igual forma, las Cajas creadas por el sector privado eran instituciones “particulares” (privadas), con diversas formas jurídicas, pero donde el modelo de fundación iba adquiriendo carta de naturaleza. Todas ellas se regían por la legislación especial de la beneficencia.

2. De la beneficencia a lo “social” y lo “financiero”
1º La incipiente finalidad social de las Cajas.

En el primer cuarto del siglo XX tiene lugar una palpable evolución de los cometidos de las Cajas de Ahorro en sintonía con los nuevos aires de reforma social presentes en la Europa del momento. Es la orientación hacia lo “social” o, si se quiere, la introducción de dicho matiz en la función benéfica de estas instituciones. El hito fundamental de esta evolución se inicia con la creación del Instituto Nacional de Previsión (INP) por Ley de 27 de febrero de 1908, en la que se plantea la llamada previsión de segundo grado, que viene a unirse a la de primer grado desarrollada entonces por las Cajas. El art. 36 de dicha Ley contemplaba la reorganización del INP sobre la base de las Cajas de Ahorro provinciales y locales, con separación de las nuevas funciones a asignarles respecto a las que ya desempeñaban. El Real Decreto de 24 de diciembre de 1908 facultaba la declaración de las Cajas de la beneficencia como “colaboradoras y correspondientes” del INP (art. 14.11), “para la gestión y propaganda de las operaciones del INP, la tramitación referente a sus libretas, la recaudación y giro de cuotas y el pago de cantidades vencidas por razón de dichos contratos...” (art. 57).

El Real Decreto de 14 de julio de 1921 aprobó el Reglamento de las Cajas colaboradoras para el régimen del retiro obrero obligatorio, estableciendo un detallado régimen jurídico de dichas Cajas en cuanto a su organización, funciones y relaciones con el INP. Precisamente, le fue reconocida a la Caja de Ahorros de Navarra el carácter de entidad colaboradora del INP, lo cual no estuvo exento de problemas aplicativos. Digamos sólo, en este contexto, que este carácter de las Cajas otorgó al Estado un nuevo título de más intensa intervención sobre estas entidades, si bien con el discurrir del tiempo, las Cajas y el INP separarían su andadura (Ley de 1 de septiembre de 1939, artículo 7).

Esta directriz social de las Cajas se manifestó también en materia de “casas baratas”. Por un lado, la Real Orden de 18 de agosto de 1920 habilitó a las Cajas de Ahorro sometidas al Protectorado del Gobierno a conceder préstamos para la construcción de “casas baratas”, o a construirlas directamente. Por otro lado, el art. adicional 1º de la Ley de 10 de diciembre de 1921 autorizó a estas entidades para que, sin reforma de sus estatutos, adquiriesen deuda pública, emitida por el Gobierno para la financiación de los préstamos destinados a este tipo de viviendas contemplados en la Ley. De igual forma, el Reglamento de obras y servicios, aprobado por el Real Decreto de 14 de julio de 1924, autorizaba a las Cajas municipales a otorgar préstamos para “construcciones económicas”.

2º El Real Decreto-ley de 1926.

En esta línea, finalmente, la profusa legislación sobre las Cajas de Ahorro dictada entre 1925 y 1935 consagró definitivamente su carácter social. A partir del Real Decreto Ley de 9 de abril de 1926 se ubicaron bajo la dependencia del Ministerio de Trabajo, Comercio e Industria, en cuyo registro correspondiente debían inscribirse y a cuya inspección e intervención quedaban sometidas (arts. 1 y 20). Hemos de detenernos en el examen de esta norma porque, aunque modificada con posterioridad, constituye la fuente primigenia de cuanta problemática se fraguare a lo largo del siglo XX entre la Diputación Foral de Navarra y el Estado, en relación con las Cajas Municipal de Pamplona y la de Navarra. Destacaremos los siguientes aspectos de este Real Decreto Ley.

· En su preámbulo se enfatiza el valor del ahorro y la previsión para la protección individual y social, en la línea iniciada con la creación del INP y el establecimiento del seguro de retiro obligatorio, a la par que se elogia la finalidad social de la aplicación de “los inmensos recursos... cobijados en las Cajas de Ahorro...”, “a todo aquello que como excedente de ingresos se invierte en obras productivas...”. Muy en consonancia con el momento y el régimen político imperante, se atiende a la “...necesidad de tutelar las obras e instituciones que administran y acumulan ahorros sin garantía técnica de ningún género...”, con el fin de asegurar su solvencia, evitar la usura y “contener la fiebre de la especulación con ahorros ajenos, tan ilícita e inmoral...”. Se menciona, por otra parte, la necesidad y conveniencia de poner “...a cargo de los tutelados el costo...” de los servicios de inscripción e inspección, para no gravar al Tesoro Público, estableciendo al efecto el correspondiente impuesto.

· Novedad importante de la norma es que se aplica de manera uniforme, además de a estas entidades, a todas las “Cajas de Ahorro y de capitalización y similares”, incluyendo de forma expresa “las Cajas provinciales o municipales de ahorro y las de las Mancomunidades” (arts. 1 y 2). Conforme al art. 4 se reserva la denominación de Cajas de Ahorro a las “instituciones que tengan por objeto recibir de los particulares cantidades a interés, para invertirlas, sin que los fundadores, gestores, particulares, administradores u otros interesados tengan derecho a participar del remanente de beneficios obtenidos por las expresadas instituciones”. Dichas entidades precisan de la autorización e inscripción en el correspondiente registro del Ministerio de Trabajo para su establecimiento y funcionamiento (arts. 2 y 6), aunque las “instituciones creadas y administradas por las Diputaciones provinciales, Municipios y Mancomunidades”, declaradas instituciones de beneficiencia públicas, quedan exceptuadas de la obligación de constituir los depósitos previos, antes de su inscripción, en el Banco de España (BDE), conforme a lo previsto en sus arts. 11 a 14.

· Todas las Cajas de Ahorro quedan sujetas a la “vigilancia de la Inspección Mercantil y de Seguros” del Ministerio, cuyos integrantes podrán “comprobar... todas las operaciones que efectúen...” (arts. 21 a 23). Se fijan las inversiones a que deben destinarse los “fondos recogidos y de sus intereses”, tanto para los Montes de Piedad, como para las Cajas y se impone igualmente la prohibición de determinadas inversiones. Se ordena a las Cajas el destino del 50% de las imposiciones e intereses en valores públicos del Estado y el resto en hipotecas sobre edificios sitos en el casco urbano y en valores de empresas españolas (art. 27).

· Se establece un impuesto “... que no excederá del 2 por 100 de las sumas de ahorro, capitalización, imposición...”, con destino “exclusivamente a compensar a la Hacienda de los gastos que ocasione” la inspección de todas las entidades sujetas a vigilancia (art. 40).

3º El Real Decreto-ley de 1929.

Aunque anclado en los principios inspiradores de la norma examinada, el Real Decreto-Ley de 21 de noviembre de 1929, introduce algunas modificaciones de importancia, en la forma que se detalla a continuación.

· De nuevo se critica en el preámbulo “la amplia libertad... que presidía la actuación de esta clase de entidades”, y se ensalza la acción tutelar pública para “... evitar los graves perjuicios morales y materiales derivados” de dicha libertad. Se destaca, igualmente, la función “social” de las Cajas, coadyuvante de la acción pública en materia sanitaria, cultural y de instrucción. Al propio tiempo, se destaca su función impulsora del ahorro “nacional” y su orientación “hacia los fines de la producción”. Sin perjuicio de todo ello, la norma reconoce la necesidad de modificar el Real Decreto-Ley de 1926 al objeto de recoger las peculiaridades derivadas de la gran diversidad de entidades de ahorro existentes, distinguiendo sus categorías jurídicas y diferenciando determinados aspectos en su régimen jurídico. Así, además de las normas generales establecidas en el propio Real Decreto-Ley, se aprueban como anejos dos Estatutos diferentes, uno para las “Cajas Generales de Ahorro Popular”, y otro, para las “entidades particulares de ahorro, capitalización y similares”.

· El art. 2 diferencia las instituciones de ahorro en los dos grupos que se acaban de reseñar. Su art. 3 define a las Cajas Generales de Ahorro popular como aquellas “... de patronato o protectorado oficiales, con o sin Monte de Piedad; las colaboradoras del INP. Las provinciales y las municipales”. Las restantes instituciones de ahorro, “sean las Mutualidades, Asociaciones y Cooperativas” o “empresas mercantiles... que operan con fin de lucro o gratuitamente”, se consideran “entidades particulares de ahorro” (art. 4). Es de resaltar la inclusión de las Cajas “provinciales y las municipales” en las llamadas Cajas Generales de Ahorro popular, entre las que también se incluyen las de “patronato o protectorado oficial”, así como las “colaboradoras del INP”. Sabemos ya que entidades colaboradoras podrán serlo las instituciones de ahorro de “beneficencia particular”, por lo que la distinción “general-particular”, en puridad, no podía equipararse con “público-privado”. Por tanto, un tipo de entidades “particulares” de ahorro eran necesariamente instituciones privadas, con la forma jurídica de asociaciones, mutualidades, cooperativas o sociedades, tal como enumeraba el Real Decreto-ley. Otras entidades “particulares”, con protectorado oficial o colaboradoras con el INP se incluían en la clase de Cajas Generales de Ahorro Popular, sometidas al mismo Estatuto que las provinciales y municipales.

· Ciñéndonos a las Cajas generales, su Estatuto especial las califica de “instituciones de protectorado oficial, ejercido por el Ministerio de Trabajo y Previsión” (art. 1), sometidas a un registro especial, a los efectos de la eficacia de su “inspección, vigilancia y protectorado social”, que se llevará en la Inspección General de Previsión. El art. 9 de dicho Estatuto contiene una definición general de estas entidades que es preciso transcribir:

“Se considerarán Cajas generales de Ahorros las Instituciones de Patronato oficial o privado exentas de lucro mercantil para sus organizadores e imponentes, regidas por Juntas, Patronatos o Consejos de carácter social y de actuación gratuita, que,..., se propongan una finalidad general en cuanto a éste y a sus inversores dedicando los productos, si los tuvieren, después de descontados los gastos de administración autorizados, a constituir reservas, sanear el activo, estimular a los imponentes y realizar obras sociales y benéficas, admitiendo el ahorro libre como operación única o coexistente con otras de previsión social y aceptando como imponentes a todas las personas que dentro de las condiciones reglamentarias lo pretendan”.

· De acuerdo con el precepto que se acaba de transcribir, en relación con los arts. 12, 13 y 15 del Estatuto, queda manifiesta la consagración de un nuevo modelo exhaustivamente definido, según el cual las Cajas de Ahorro constituyen entidades sin ánimo de lucro facultadas para el ejercicio de actividades de intermediación financiera, que tienen encomendada la realización de obras sociales y benéficas, así como de previsión social. Comienza la cualificación de estas entidades como benéfico-sociales, conformando un tipo híbrido, inclusivo tanto de las Cajas de patronato oficial como privado, bajo la denominación tan reiterada de Cajas Generales de Ahorro Popular. En cuanto a las funciones financieras, se describen con gran amplitud las operaciones de acumulación de ahorros mediante las entregas en “libretas o cuentas de ahorro o imposiciones preferentes”, y su posterior inversión sin ánimo de lucro y con objetivos sociales. Por lo que hace a su finalidad social, en primer lugar, se les reconoce el papel coadyuvante con el INP y la facultad de simultanear el ahorro popular de primer grado y de segundo grado (art. 93); en segundo lugar, se les faculta y estimula a destinar los excedentes, tras la constitución de reservas, a obras sociales y benéficas (art. 9 y 14 del Estatuto), dada su consideración de colaboradores en la “obra social del Estado, Provincias y Municipios” (art. 1 del Real Decreto-Ley).

La consideración benéfico-social de las Cajas Generales fundamenta las desgravaciones fiscales establecidas en el art. 4 de su Estatuto.

· En línea con anteriores disposiciones, el Real Decreto-Ley incide en la garantía de las imposiciones, al establecer la necesidad de destinar parte de los excedentes a la constitución de reservas y saneamiento del activo. De gran interés es la referencia del art. 25 a la necesidad de que la entidad o personas fundadoras (con referencia expresa a Diputaciones y Ayuntamientos) dejaren constancia del “alcance y condiciones” de la garantía prestada a las Cajas fundadoras (art. 25). En relación con las Cajas de Ahorro provinciales y municipales era habitual incluso con anterioridad a la norma que nos ocupa, que se consignase en sus Estatutos la total garantía de la respectiva Diputación o Ayuntamiento para el buen funcionamiento de aquellas entidades.

· Persisten, desde luego, las facultades autorizatorias del establecimiento de las Cajas Generales y aprobatorias de sus Estatutos y de sus modificaciones, por parte del Ministerio de Trabajo, quien ejerce el Protectorado de estas instituciones. A los efectos de la adaptación de los Estatutos de las Entidades Locales al Real Decreto-Ley que nos ocupa, su artículo adicional 1º establece:

“Se autoriza al Ministro de Trabajo y Previsión para que, de acuerdo con las Diputaciones y con las demás Corporaciones públicas que ejerzan Patronato directo sobre las Cajas Generales de ahorro popular ya constituidas, pueda establecer las bases que armonicen la aplicación de las presentes disposiciones con los respectivos Estatutos, con sujeción estricta a los preceptos de las mismas.

El Ministro de Trabajo y Previsión dictará, por Real orden aprobada en Consejo de Ministros, dichas bases”.

Al contenido de esta determinación nos referiremos con más detenimiento al analizar el devenir de la CAN y de la C.A.M.P.

4º La legislación republicana

Con el advenimiento de la II República fue aprobado un nuevo Estatuto de las Cajas Generales de Ahorro Popular, mediante el Decreto de 14 de marzo de 1933, que deroga los anteriores Reales Decretos-Ley en cuanto lo contradigan y que regirá “... en todo el territorio nacional como forma de ejercicio de la Acción Social para coordinarla por la efectividad del Protectorado...” (disposición final del Estatuto). Este Estatuto de 1933 se inscribe en las directrices básicas de las normas de 1926 y 1929, realzando el carácter benéfico-social de las Cajas Generales y reconociendo la entidad de sus operaciones financieras, pero tratando de simplificar y “aligerar” su normativa reguladora, en la forma que sigue.

· El preámbulo, reconociendo el carácter “benéfico” de las Cajas, destaca su singularidad respecto a las instituciones de beneficencia general, en razón a la índole de sus operaciones financieras y al cometido social de sus excedentes. Dice así:

“... las Cajas de Ahorros, las cuales, aunque investidas de carácter benéfico, atributo indispensable para ser autorizadas, presentan peculiaridades diferenciativas de las simples Fundaciones de beneficencia generales o particulares, porque no se limitan como éstas a atender a sus fines con las rentas procedentes de un capital de dotación o de subvenciones fijas que les están asignadas, sino que mediante la administración de depósitos ajenos, cuya productividad y defensa requiere instrumentos ágiles, obtienen utilidades que les permiten acometer la ejecución de obras sociales.

Entre estas últimas manifestaciones, como aspecto filial de su actuación generosa, se hallan los Montes de Piedad, los Centros de protección a la madre trabajadora, los de reeducación de inválidos, las Guarderías infantiles, Colonias escolares y otras múltiples aplicaciones que constituyen el supremo designio de su humanitario concurso, y dañaría el concepto de Entidades económicas benéfico-sociales, que les corresponda, así como a la unidad de criterio que debe presidir la ordenación de sus movimientos, el que se desdoblase el Protectorado haciéndoles depender de dos jerarquías distintas”.

· Conforme a lo anterior, se califica a las Cajas Generales de Ahorro Popular como “instituciones benéfico-sociales”, bajo el Protectorado del Ministerio de Trabajo, y Previsión (art. 1) que ejerce las funciones autorizatorias, aprobatorias y de inspección ya vistas. No varía la definición de la norma de 1929 y se mantiene la distinción entre las Cajas Generales de “Patronato oficial o privado”. De importancia es resaltar que la denominación de “Cajas de Ahorros” queda reservada y es privativa de las Cajas Generales de Ahorro Popular. El art. 6 precisa que “en cuanto a la acción coadyuvante del Estado, todas las Cajas Generales de Ahorro Popular, cualquiera que sea la persona fundadora o el organismo o la corporación que las patrocine, tendrán igual consideración respecto a su naturaleza, derechos y obligaciones, de la amplitud de sus fines y extensión de sus servicios” Asimismo, las palabras “Nacional”, “Provincial” o “Municipal” solo pueden incorporarse a los títulos de las Cajas en el caso de las fundadas, respectivamente, por el Estado, por las Diputaciones y por los Ayuntamientos (art. 19).

· Se ratifica la función social de estas instituciones, que –en calidad de “complementaria” de su “actuación fundamental”, esto es, la intermediación financiera-, realizarán obra social, benéfica y cultural; junto a las funciones de seguro y auxilio de jubilación y otras contingencias, así como otras de “asistencia social”.

· No pierden, sin embargo, estas entidades su naturaleza “benéfica”, lo cual resulta inequívoco por el tratamiento fiscal que se les dispensa, al establecerse que gozarán de las mismas exenciones que alcancen a las instituciones de beneficencia. Es oportuno comprobar la extensión de este tratamiento fiscal, contemplado en el art. 5 del Estatuto, que –con el transcurso de los años-, suscitó abundante controversia ante los tribunales, dice así dicho precepto:

“Disfrutarán de las mismas exenciones fiscales presentes y futuras que alcancen a las entidades benéficas, así como de las demás prerrogativas legales a que éstas correspondan o se les confieran.

De consiguiente, estarán exentas de la contribución territorial e industrial y sobre las Utilidades de la riqueza mobiliaria; del impuesto de Derechos reales y del Timbre; del impuesto sobre pagos y del que grava los bienes de las personas jurídicas.

La exención se extenderá a los arbitrios provinciales y municipales, respecto a las operaciones anejas a las Cajas generales de Ahorro; sus anuncios y rótulos y a los bienes y fincas de su pertenencia afectos al servicio de las mismas o, en su caso, a la parte de los inmuebles que no produzca renta por ocuparla para sus fines sociales la institución propietaria”.

· Persisten, intensificadas, importantes funciones tutelares del Gobierno, que ejerce el Protectorado sobre las Cajas a través del Ministerio de Trabajo y Previsión (arts. 45 y ss. del Estatuto). A este Ministerio corresponde autorizar el establecimiento de estas entidades, aprobar sus Estatutos y sus modificaciones y autorizar las “agregaciones, transferencias o fusiones” entre Cajas (arts. 8 a 12). Es inexcusable para todas las Cajas Generales, incluso las constituidas con anterioridad, la inscripción en el Registro especial del Ministerio, que les habilita para actuar como tales entidades (arts. 8 y 13 a 16 del Estatuto).

· Se establece una regulación general de las condiciones de sus operaciones de depósito y préstamo, correspondiendo al Ministerio de Trabajo la fijación de los límites máximos de las cuantías e intereses (arts. 30 a 32). Igualmente se fijan los destinos de las inversiones, que pueden ser en préstamos hipotecarios, prendarios y personales, en valores industriales, en adquisición de inmuebles y en deuda pública estatal, provincial y municipal. Corresponde al Gobierno fijar la inversión en deuda pública, que no puede exceder el treinta por ciento del saldo total de imposiciones. Por otra parte, regulan los tipos de valores invertibles y las condiciones de los préstamos hipotecarios y sobre valores. Finalmente, se determina su contabilidad y se fijan sus fondos de reserva, obligatorios y voluntarios, que como mínimo han de alcanzar el 10 por ciento de los saldos de imposiciones y al que han de destinar un máximo del 50 por ciento de las utilidades líquidas del ejercicio (arts. 41 a 44).

· En cuanto a la naturaleza de intermediación financiera de estas entidades, reconocida en el propio Estatuto, tiene lugar un hecho decisivo, con base en el art. 43 de la Ley de 30 de junio de 1934, de Presupuestos para el segundo semestre de dicho año, por el que, entre otros, se traspasarán al Ministerio de Hacienda la Inspección General de Seguros y Ahorros y su Cuerpo técnico. Con base en ello, por Decreto de 3 de mayo de 1935, se pretende acabar “con una desarticulación existente en el sistema de la economía bancaria española por virtud de la cual podría existir una injustificable dualidad, de jurisdicciones, según la cual...” los Bancos dependían en cuanto a sus actuaciones del Ministerio de Hacienda, en tanto las Cajas de Ahorro no dependientes de ellos estaban sometidas al Ministerio de Trabajo “... incluso en sus operaciones puramente económicas y bancarias”. De acuerdo con ello, el Decreto resuelve, por una parte, que todas las Cajas de Ahorro, tanto generales como particulares, dependan del Ministerio de Hacienda y se sometan a su normativa “en cuanto a todas sus funciones económicas y bancarias”, para cumplir su misión “en lo que se refiere a banca o crédito público”; por otra, la ordenación de sus “funciones benéficas y sociales” se supedita a la “superior autoridad del Ministerio de Trabajo”.

· El Estatuto de 1933 reniega del uniformismo pretendido en la normativa inmediatamente anterior, en los expresivos términos de su preámbulo que a continuación se transcriben:

“Finalmente, la diversidad de las circunstancias locales, en medio de las cuales han de moverse dichos organismos, y la posibilidad de que existan en determinadas comarcas regimenes investidos de atribuciones más o menos extensas, han aconsejado que en el cuerpo legal hoy sometido a su aprobación, se defina y regule sólo aquello que por ser fundamental a la función de las Cajas, es común a todas ellas, dejando la reglamentación detallada de la parte meramente administrativa, a lo que en los territorios respectivos se disponga legítimamente, siempre bajo las normas de seguridad y dentro de los límites de prudencia que traza el Estatuto que nos rige”.

Con arreglo a esta inspiración directiva, la norma no contiene disposiciones organizativas de las Cajas Generales de Ahorro Popular, que “... se regirán por sus Estatutos y Reglamentos en cuanto no se opongan a las prescripciones de la presente Ordenanza” (art. 20 de los Estatutos).

· Desde la perspectiva del Régimen Local, se produce también una importante reforma legislativa, plasmada en el Estatuto Municipal de 1924 (Decreto de 8 de marzo de 1924) y en el Estatuto Provincial (Real Decreto Ley de 10 de marzo de 1925), que afecta a nuestra materia. Lo relevante es que las Cajas de Ahorro instituidas por los entes locales dejan de estar englobadas genéricamente en las llamadas “instituciones de beneficencia” para, conforme al signo de los tiempos, adquirir sustantividad propia como entidades de crédito y ahorro. Así, el art. 107 h) del Estatuto Provincial atribuye a las Diputaciones la competencia para la “creación, conservación y mejora de servicios”, tales como “instituciones de crédito popular y de ahorro...”. Por su parte, su art. 132 impone a las Diputaciones Provinciales el deber de estimular las “Cajas colaboradoras con el INP y los seguros de toda especie”. Por otro lado, el art. 150.16 del Estatuto Municipal asignaba a los Municipios la competencia sobre “instituciones de crédito popular o agrícola, de ahorro, de cooperación, de seguros sociales...”; en la misma línea, su art. 212.d) les impone el deber de “auxiliar y organizar” Cajas de Ahorro. Tanto el Estatuto Provincial (art. 109) como el Municipal (art. 151) facultan a las provincias y municipios a organizar y regir libremente sus servicios y establecimientos, con sujeción a lo que determinen las leyes en garantía de los intereses generales. Bajo la misma directriz se desenvuelve la Ley Municipal de 31 de octubre de 1935, cuyo art. 102.F).g) faculta a los municipios al establecimiento y prestación de los servicios de “Cajas de Ahorro y Montes de Piedad”, que pueden ser municipalizados sin monopolio, conforme a lo previsto en el art. 133 de dicha Ley. En el aspecto relativo al régimen interno de las Cajas provinciales y municipales, de la interpretación coordinada de la legislación de régimen local con lo previsto en el art. 20 del Estatuto de 1933, se deriva una amplia libertad y discrecionalidad de las Entidades Locales para determinar la organización de estas Entidades. Lo que la experiencia pone de relieve es que la organización básica de las Cajas provinciales y municipales de toda España fue muy similar, con una integración de sus órganos de gobierno en que la representación de la Corporación fundadora era normalmente mayoritaria. 

Visto todo ello, es el Estatuto de 1933 (llamado de Largo Caballero), complementado en diversos aspectos no modificados por el Real Decreto-Ley de 1929, la norma institucional básica reguladora de las Cajas de Ahorro que configura el modelo de estas entidades y les imprime el carácter que han de ostentar a lo largo del siglo XX, sin que nunca haya sido derogado de forma expresa, aunque haya sufrido diversas modificaciones. Conforme a la expresada normativa, en relación con la de régimen local, las Provincias y Municipios estaban facultadas para instituir estas entidades de ahorro, que eran auténticos servicios provinciales o municipales, como “Cajas Generales de Ahorro Popular”, de patronato oficial, sujetas al Protectorado del Gobierno, en la forma vista y sometidas a la legislación general del ramo, ya analizada. Ya entonces, como ahora, “oficial” tenía un inequívoco carácter de “público”, como contraposición a “particular” o “privado”. Por su parte, bien sabido es también que el patronato era y es la Junta que dirige la institución fundacional, normalmente, de carácter benéfico, social o cultural. En el aspecto mencionado, no varía la situación anterior, legal y práctica, de la existencia de estos auténticos servicios públicos establecidos por los entes locales y fuertemente tutelados por el Gobierno. Lo cual no obstaba a la presencia de otros establecimientos públicos de distinto origen y a la concurrencia de otros muchos de carácter “particular” o de “patronato privado”, todos ellos con la consideración de Cajas de Ahorro. Es de capital importancia tener en cuenta que todas las Cajas Generales de Ahorro Popular, ya sean de patronato oficial o privado, se someten a un mismo Estatuto.

Al margen del plural origen, público o privado, de las Cajas, el cambio trascendental de la época tiene que ver con la naturaleza de sus funciones. Las Cajas no dejan de ser benéficas, pero se reconoce que sus actividades y operaciones se encuentran intensamente penetradas por el cariz de lo financiero y lo social. Al decir de las normas, realizan operaciones “bancarias” y “obra social”. Su carácter benéfico ya no estriba tanto en el fomento del ahorro de las clases no acomodadas, mediante operaciones de depósito y préstamo no usurarias, que, sin embargo pervive. Lo significativo es la amplitud de tales operaciones, aun no equiparable a las de los Bancos, con el destino “social” tanto de sus inversiones como de sus excedentes, bajo la premisa de que ostentan la condición de entidades sin ánimo de lucro. Otro rasgo a destacar, que resultó ser transitorio, es el de su carácter de entidades colaboradoras con el INP en la gestión de ciertas facetas de la competencia del Instituto.

En otro orden de consideraciones, persiste la ambigüedad e indefinición de la forma de la personalidad jurídica, aun cuando se acentúa su revestimiento del carácter fundacional, especialmente, en las Cajas Generales de Ahorro Popular de patronato privado. Al propio tiempo, nada obstaba a la aplicación del derecho privado a las relaciones con terceros de la Cajas de Ahorro de origen público, en consonancia con la naturaleza de sus operaciones de intermediación financiera. Como se ha dicho ya, ambos tipos de Cajas se sujetaban al mismo Estatuto regulador.

Ha sido visto, asimismo, el fuerte intervencionismo estatal respecto a estas instituciones, tanto en el plano normativo como en el operativo, a través del protectorado gubernamental. Intervencionismo que, en su ámbito financiero y social, resulta acentuado en la época siguiente que pasamos a analizar.

3. Las Cajas como entidades de crédito de carácter social y la intensificación de la intervención estatal durante el régimen franquista.

La evolución de estas instituciones durante el régimen franquista se caracteriza por el reforzamiento de su consideración como entidades financieras y la acentuación de su vertiente social sobre la base de su carácter de entidades no lucrativas. Tanto en el aspecto financiero como en el benéfico-social, la ordenación y tutela estatal se acentúa para convertir, de facto, a las Cajas de Ahorro en entidades auxiliares del Estado para la consecución del desarrollo de la economía nacional y la cooperación a la realización de determinados aspectos de su política social. Sin embargo, en el campo de la seguridad social, cesa su consideración de entidades colaboradoras. La nueva ordenación y control estatal, como veremos, fue fuente constante de conflicto entre la Administración Central y la Diputación Foral de Navarra, respecto a las Cajas navarras, reproduciéndose recurrentemente el originado con la reformas iniciadas en 1926. Veremos seguidamente las líneas maestras de este proceso.

1º La regulación específica de las Cajas

Por lo que respecta a la singular regulación de estas instituciones, la ordenación afecta a aspectos relevantes, ahondando la orientación del Estatuto de 1933.

· Como premisa previa a cuanto se señala a continuación, ha de precisarse que la normativa dictada durante este período hace referencia, en ocasiones, a las Cajas Generales de Ahorro y otras, las más de las veces cuanto más avanza el tiempo, simplemente, a las “Cajas de Ahorro”. No debe perderse de vista que esta última denominación estaba reservada, conforme al Estatuto de 1933, a las Cajas Generales de Ahorro Popular, entre las que estaban incluidas las provinciales o municipales –como de “patronato oficial”-, pero también otras entidades benéficas de “patronato privado”, sin ánimo de lucro. Esta consideración legal no varió durante el período que se analiza seguidamente.

· Ya desde los inicios del período se refuerza la consideración de las Cajas Generales de Ahorro como “establecimientos de crédito”. La Ley de 6 de febrero de 1943, en su preámbulo, menciona que las Cajas no se hallan sujetas a la política crediticia dirigida por el Ministerio de Hacienda “...lo cual resta eficacia a la intervención estatal” en la materia, razón por la cual postula someter a estas entidades a la jurisdicción de dicho Ministerio, porque “...las Cajas de Ahorro son, fundamentalmente, establecimientos de crédito y como tales realizan con carácter habitual operaciones de crédito”. En consecuencia, el art. 1 establece:

“Las Cajas de Ahorro, tanto generales como particulares, y el Instituto de Crédito para las Cajas generales de Ahorro, pasarán a depender en lo sucesivo del Ministerio de Hacienda, en cuanto a su actuación como Establecimientos de crédito, y especialmente en lo que se refiere a fijación de tipos de interés a las cuentas deudoras y acreedoras, concesiones de créditos, tarifas mínimas, inspección y formación de balances”.
La legalidad republicana ya lo había establecido, como sabemos. Las Cajas realizan obras sociales y benéficas (bajo la dirección del Ministerio de Trabajo), pero en esencia son entidades crediticias que ejercen habitualmente operaciones de este carácter, bajo la ordenación y supervisión del Ministerio de Hacienda, tal como sucede con las restante entidades de crédito. El Decreto de 26 de julio de 1957 transfirió al Ministerio de Hacienda todas las funciones estatales sobre las Cajas de Ahorro. El círculo evolutivo de la “bancarización” de estas instituciones viene a cerrarse, como señalaremos, con el Real Decreto de 27 de Agosto de 1977, que será objeto de atención especial. Pero ya con anterioridad se produjo un hecho clave en la línea de asimilación de Cajas y Bancos, cual fue la transferencia al BDE de las funciones que respecto a ellas ejercía el Instituto de Crédito de las Cajas de Ahorro, conforme a lo previsto en la disposición adicional tercera de la Ley 13/1971, de 19 de junio, sobre organización y régimen del crédito oficial. Su preámbulo lo justificaba en “la creciente importancia cuantitativa adquirida por las Cajas de Ahorro y la similitud que en algunos de sus aspectos funcionales presentan con relación a los Bancos....”
· Persistiendo las facultades estatales para la autorización del establecimiento y aprobación de sus estatutos, resultantes del Estatuto de 1933, se incrementa la intervención del Gobierno en la organización y funcionamiento de las Cajas. Es fundamental en este aspecto el Decreto de 6 de julio de 1947. En materia tan trascendental como las fusiones, su art. 2 autoriza al Ministro de Trabajo a ordenar “la fusión o agrupación de dos o más Cajas de Ahorro de la naturaleza que éstas sean... cuando por la reducción de sus gastos de administración, de la mejor obra social... o por razones análogas así lo aconsejen las circunstancias”. El grado de intervención es tan intenso que dicho precepto autoriza al Ministro a imponer el régimen de Comisariado en las instituciones que faltaren “a la colaboración debida”.

La expansión de las Cajas de Ahorro queda sometida a la intervención del Ministerio de Hacienda, a quien corresponde autorizar “discrecionalmente” la creación de nuevas entidades, con los fondos dotacionales mínimos afectos al capital fundacional que se establecen en función de la población de los municipios donde se ubiquen (arts. 1 y 2 de la Orden de 24 de junio de 1964). Al propio tiempo, su art. 13 dispone que “el ámbito territorial normal de las Cajas es la provincia donde radica la sede central de cada entidad y únicamente en este ámbito o en aquellas provincias en las que ya estuvieren establecidas podrán solicitar la apertura de nuevas oficinas”. Corresponde al Instituto de Crédito de las Cajas de Ahorro (Ministerio de Hacienda) aprobar los planes generales y anuales de expansión de estas entidades y autorizar la apertura de oficinas o sucursales (arts. 2 a 7 y concordantes de la Orden). Esta normativa fue modificada por el Decreto de 10 de abril de 1969, que estableció nuevos requisitos y porcentajes para la creación y expansión de las Cajas, aunque la regulación general de la materia fue acometida en el Decreto 1838/1975, de 3 de julio, que reguló también la distribución de beneficios; norma, la últimamente citada, no derogada, aunque ampliamente modificada o desplazada por legislación estatal y autonómica postconstitucional.

El decreto 1838/1975 mantuvo las competencias gubernamentales respecto a la creación y fusión de Cajas.

· La tutela gubernamental se proyecta sobre el nombramiento del Presidente y de los vocales de las Cajas de Ahorro, correspondiéndole al Ministerio “protector” el nombramiento del Presidente del Consejo de Administración, salvo en el caso de “las patrocinadas por las Diputaciones o Ayuntamientos”, que habrían de regirse por sus Estatutos. Igualmente, los vocales del Consejo debían contar con la conformidad ministerial, sin perjuicio de quienes lo fueran “en representación de la entidad patrocinadora o fundadora” (arts. 5 y 6 del Decreto de 6 de junio de 1947). Conforme a la Ley sindical de 17 de febrero de 1971 y al Decreto 786/1975, de 3 de abril, dictado para el desarrollo del art. 33 de dicha Ley, corresponde a la “Organización sindical participar en los Consejos de Administración de las Cajas de carácter oficial”. Pero el Decreto, además de fijar el número de representantes sindicales, establece otras muchas disposiciones relativas a la composición del Consejo, y de los requisitos de los consejeros, duración del cargo, nombramiento del Director-Gerente, etc. Las Cajas debían proceder a adaptar sus Estatutos a las disposiciones del Decreto en el plazo de tres meses. Todo ello fue visto por la  Diputación Foral como una intromisión en la foralidad.

· Junto al establecimiento de porcentajes de fondos de reserva, se profundiza en la determinación de las características de “las operaciones que constituyen la actividad normal de las Cajas de Ahorro”, esto es sus operaciones pasivas (imposiciones) y activas (préstamos a terceros), con base en la Ley 2/1962, de 14 de abril, sobre ordenación del crédito y la banca. Al amparo de dicha Ley se dicta el Decreto 715/1964, de 26 de marzo, que pretende regular aquellas operaciones “como un dispositivo para el desarrollo y orientación de la política social a través del crédito en la forma que más convenga en cada etapa al desarrollo económico social del país”. En dicho Decreto se apuntan las tres vertientes básicas del control sobre la intermediación financiera de las Cajas que se atribuye al Ministerio de Hacienda.

En primer lugar, dicho Ministerio fija periódicamente las características esenciales de las operaciones pasivas y activas (plazos, intereses, garantías,... etc., art. 7). Existen diversas órdenes ministeriales, concretando tales caracteres, que no es menester calendar, pero en las que se observa el progresivo acercamiento y asimilación final con las operaciones bancarias típicas. En el ya mencionado Real Decreto 1838/1975, se establecen los porcentajes a los excedentes obligatoriamente destinados a fondos de reserva, fijados en función de su coeficiente de garantía (cociente entre recursos propios y ajenos). El resto de los excedentes ha de destinarse necesariamente a obras benéfico-sociales (art. 7, RD 1838/1975).

En segundo lugar, continuando lo establecido en diversa normativa anterior de carácter disperso, se fijan los destinos de las inversiones a que han  de aplicarse los “recursos ajenos” (arts. 2 y 3), correspondiendo al Ministro de Hacienda determinar los porcentajes concretos de dichos destinos. A este aspecto nos referiremos con más detalle porque originó diversa controversia con las instituciones forales.

Finalmente, corresponde al Ministro de Hacienda la determinación de los coeficientes de Caja y liquidez de las Cajas de Ahorro.

· En lo que hace al destino de las inversiones de las Cajas, son abundantes las decisiones imperativas del Estado, al albur de las necesidades de desarrollo de la economía nacional y de la implantación de determinadas políticas públicas. Mencionaremos algunas de ellas, destacando la inversión en deuda pública, como ha sido tradicional en estas entidades. En materia agrícola, la Orden de 11 de enero de 1950, especifica la forma en que debe calcularse su aportación a la financiación de los préstamos a agricultores, prevista en el art. 6 de la Ley de 17 de julio de 1946. En el caso de las “viviendas de renta limitada”, diversas órdenes, tales como la de 17 de enero de 1957, fijan el porcentaje anual que las Cajas deben destinar a la concesión de préstamos para la construcción de esta clase de viviendas, conforme a lo previsto en el art. 15 del Decreto de 13 de abril de 1956.

La fundamentación de la tradicional y a menudo, obligatoria, inversión de los recursos ajenos en valores del Estado, se expresa gráficamente en el preámbulo del Decreto de 9 de marzo de 1951, según el cual trae causa de “la necesidad de atender a los cuantiosos gastos que ocasiona la política de reconstrucción y fomento de la riqueza pública...”. Radica, por ello, su virtualidad en “... contribuir también eficazmente al desarrollo económico de España”, junto al ofrecimiento de “una absoluta garantía a depositantes y depositarios”; lo que justifica, como lo ha justificado en el pasado, la imposición del deber de adquisición de deuda pública estatal. El mencionado Decreto impuso como porcentaje de inversión obligatoria el 60 por ciento de los recursos ajenos totales. Significativo resulta también que, para el caso de las “Corporaciones administrativas” que intervengan en la gestión de las Cajas de Ahorro Generales, por haberlas fundado, patrocinado o avalado, se establece el límite de la vigésima parte de sus recursos ajenos como cuantía máxima del crédito que puede serles concedido (art. 3).

El ya citado Decreto 715/1964 reguló de forma general, en su artículo primero, las inversiones de las Cajas, al establecer:

“Las Cajas de Ahorro además de atender sus tradicionales operaciones tendrán que destinar el porcentaje que de sus recursos ajenos determine el Ministro de Hacienda a las siguientes inversiones:

Primera –Adquisición de fondos públicos.

Segunda—Préstamos para la construcción de viviendas.

Tercera—Préstamos de carácter social a los empresarios agrícolas, a los artesanos, a las pequeñas  empresas comerciales, industriales y pesqueras; a los modestos ahorradores para acceso a la propiedad en particular agrícola, de vivienda y de valores mobiliarios; a los cultivadores para impulsar la modernización de sus explotaciones, a las Cooperativa y a los trabajadores por cuenta ajena que deseen convertirse en autónomos”.

Con posterioridad, el Decreto 2307/1970, de 16 de julio, incluyó como inversión obligatoria, en el apartado segundo del precepto transcrito, los “préstamos a la Organización Sindical con destino a la construcción de residencias, centros de verano e instalaciones deportivas de los trabajadores”.

Correspondía al Ministro de Hacienda fijar los porcentajes concretos de dichas inversiones, hasta un máximo del 60 por ciento de los recursos ajenos (art. 2), lo cual se llevó a efecto mediante diversas órdenes ministeriales.

·  La regulación general imperativa de la obra social por parte del Estado fue otra fuente conflictual relevante de las relaciones con la Diputación Foral de Navarra. En un principio, el Decreto de 6 de junio de 1947, habilitó al Ministerio de Trabajo para aprobar anualmente el “plan de la obra social” de las Cajas de Ahorro. Tras ello, el Decreto de 17 de octubre del mismo año, en su artículo tercero, establece el deber de invertir en “obras benéfico-sociales” las ganancias líquidas no afectadas a los fondos de reserva. Conforme a dicho precepto, en relación con lo previsto, en el artículo primero, el 85 por ciento de dicho importe debía destinarse a las siguientes obras benéfico-sociales y culturales:

“Primero. Creación y mantenimiento de instituciones sanitarias populares, tales como sanatorios y dispensarios, antituberculosos, obras de puericultura, colonias escolares, guarderías infantiles, etc.

Segundo. Promoción y dotación de instituciones culturales populares, especialmente escuelas profesionales, escuelas de enseñanza primaria, bibliotecas populares, etc.

Tercero. Construcción de viviendas protegidas, acogidas al régimen establecido por la Ley de diecinueve de abril de mil novecientos treinta y nueve”.

Además, el 15 por ciento restante del excedente no destinado a reservas, debía integrarse en el “...fondo común benéfico-social, que quedaría a disposición del Ministerio de Trabajo para que sea dedicado ...a obras sociales de interés nacional...”. Absoluto dirigismo gubernamental, pues, de la obra social de las Cajas y es que, no en vano, el artículo primero del mencionado Decreto entendía su función benéfico-social como de “colaboración nacional”. Con posterioridad, el art. 2 del Decreto de 29 de abril de 1959 obligó a las Cajas de Ahorro Popular a destinar un 10 por ciento del importe total correspondiente a obras sociales de carácter nacional, según el Decreto de 1947, “...a la Formación Profesional Industrial”. El art. 9.3 de la Ley 40/1959, de 11 de mayo, sobre universidades laborales, reitera la obligación en los términos del Decreto de 1947.

·  Volviendo al inicio de este apartado, se ha de destacar el fundamental papel asignado al BDE respecto a la supervisión de las Cajas, lo que viene a revelar definitivamente su capital condición de entidades de crédito (disposición adicional tercera de la Ley 13/1971). De acuerdo con lo previsto en esta Ley, se extingue el Instituto de Crédito de las Cajas de Ahorro, “cuyas funciones se ejercerán por el BDE”. Para el traspaso de las funciones al BDE se dicta el Decreto 1473/1971, de 9 de julio, por el que se le encomiendan las funciones de “alta dirección, coordinación e inspección de las Cajas de Ahorro” (art. 1). El artículo tercero del Decreto mencionado describe las funciones encomendadas al BDE sobre las Cajas y, en relación con su inspección, establece lo siguiente en el apartado C:

“c) Como funciones de inspección:

a) Disponer inspecciones periódicas a las Cajas para comprobar el cumpliimiento de las normas vigentes en relación con los balances, estructura de cuentas, intereses que se apliquen y en lo referente al cumplimiento de las normas generales que regulen su funcionamiento y operaciones.

b) Disponer inspecciones extraordinarias sobre cualquier aspecto de las actividades de una Caja.

c) Formular indicaciones sobre su actuación.

d) Proponer al Ministro de Hacienda la imposición de sanciones a que hubiere lugar con arreglo a las normas que se dicten sobre la materia.

e) Recabar de las Entidades de él dependientes cuantos datos y documentos estime oportunos para el conocimiento de su situación”.

A esta materia nos referiremos posteriormente al tratar las atribuciones inspectoras de la Diputación Foral de Navarra sobre la CAN, conforme a los Estatutos de ésta, donde –salvando la Alta Inspección del BDE- se asignan a la instancia foral facultades, incluso, literalmente idénticas a las de la autoridad financiera estatal.

2º El régimen local

No varía la competencia de los entes locales sobre el establecimiento y organización de las Cajas de Ahorro, que permanece incólume. La Ley de Bases de Régimen Local de 17 de julio de 1945, en sus bases 11ª y 41ª, reconoce a las Diputaciones y a los municipios la competencia, entre otros servicios y materias, sobre “Cajas de Ahorro y Montes de Piedad”. A su vez, las bases 18ª y 47º, autorizan a municipalizar o provincializar sin monopolio los servicios propios de estas entidades. La Ley de Régimen Local de 16 de diciembre de 1950, en sus arts. 101.2.i) y 243.i), reconoce, respectivamente, a los municipios y a las provincias competencia para constituir Cajas de Ahorro, así como para municipalizarlas o provincializarlas sin monopolio (arts. 165.1 y 286). Es el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales de 17 de junio de 1955 el que regula con amplitud el procedimiento de provincialización y municipalización de estos servicios. En relación con ello, en los arts. 85 a 88 de dicho Reglamento se regulan las así llamadas, “fundaciones públicas del servicio”, cuya relación con el fenómeno fundacional de las Cajas Generales de Ahorro no resulta irrelevante. Sin perjuicio de lo que se afirme ulteriormente, es preciso destacar lo dispuesto en su art. 88:

“1. Los beneficios que se obtuvieren en la prestación de los servicios, una vez cubiertos los gastos y el fondo de reserva, se destinarán íntegramente a mejorar y ampliar las instalaciones, y sólo cuando se tratare de Establecimiento de crédito  pasarán a la  Hacienda de la Entidad local con destino a sus atenciones.

2. Al  disolverse la Institución, la Corporación le sucederá universalmente”.

Si se tiene en cuenta lo previsto en las disposiciones específicas reguladoras de las Cajas de Ahorro en lo relativo al destino de los excedentes, una vez cubiertos los fondos de reserva, esta determinación reglamentaria difícilmente podría ser aplicada en su literalidad, sin tener en cuenta las prescripciones generales sobre la obra social.

Como sabemos, fueron numerosas las Cajas de Ahorro y Montes de Piedad constituidas por las Entidades Locales y no faltaron tampoco en el régimen preconstitucional. Rastreando en el BOE de la época pueden encontrarse supuestos de creación y fusión de Cajas municipales y provinciales. También existe algún caso, como el de la Caja de Ahorros Provincial de Sevilla, a la que se le otorga la desvinculación de la Diputación Provincial, a la que estaba sujeta por “relaciones de patronato y garantía” (Resolución de la Dirección General de Banca de 5 de enero de 1959). No obstante, la sentencia del T.S. de 29 de marzo de 1962, anula dicha resolución, con argumentaciones de interés que examinaremos posteriormente. La Ley de Régimen Local de 1950, somete la prestación de los servicios locales a lo previsto en la legislación general (art. 6). Al igual, por tanto, que en las etapas anteriores, las Cajas constituidas por los entes locales se sujetaban a la legislación específica reguladora de estas entidades.

Pero también en la época franquista pervivió la libertad organizativa de las Entidades Locales respecto a las Cajas provinciales y municipales, garantizada en el Decreto de 6 de junio de 1947, tal como había sucedido con anterioridad. La limitación de dichas facultades organizativas comenzó con el Decreto 786/1975, según lo ya reseñado, y culminó en el Real Decreto 2290/1977.

4. Recapitulación
Hemos descrito a grandes rasgos el ciclo evolutivo de las Cajas de Ahorro desde su aparición en España hasta la Constitución Española de 1978 o, para ser más exactos, hasta la promulgación del Real Decreto de 27 de agosto de 1977 (Decreto Fuentes Quintana), que será analizado posteriormente y que supone un cambio esencial en la configuración de estas instituciones, enmarcado en las corrientes políticas que culminaron en la aprobación de la Constitución.

A lo largo de nuestro análisis hemos destacado los caracteres propios de cada época, remarcando la evolución funcional y operativa de las Cajas así como el grado de vinculación con los poderes públicos. De todo lo cual podemos extraer una serie de consideraciones generales.

a) Los poderes públicos han desempeñado un papel capital en la promoción de la creación de estas entidades. En el ámbito de las Entidades Locales, las Diputaciones y Municipios jugaron un papel esencial, puesto que ellas mismas constituyeron, organizaron y gestionaron  Cajas de Ahorros y Montes de Piedad, unidos, asociados o independientes. Las Cajas así constituidas se organizaron bajo diversas formas autónomas, que recibieron sucesivamente las denominaciones, poco expresivas a menudo bajo la óptica actual, de “establecimientos o instituciones de beneficencia” y “fundaciones”, con la consideración de “Cajas Generales de Ahorro Popular” y la denominación de “Cajas municipales o provinciales de ahorro” o, simplemente, “Cajas de Ahorro”.

Fueron, asimismo, abundantes las Cajas creadas por instituciones o personalidades privadas las cuales adoptaron formas jurídicas diversas, de carácter mutualista, cooperativo y fundacional. Es fundamentalmente a partir de la década de los años veinte y treinta del pasado siglo, cuando se produce una diferenciación en estas instituciones de “beneficencia particular”, de tal forma que muchas de ellas resultaron encuadradas bajo el concepto de “Cajas Generales de Ahorro Popular” de “patronato privado”, en tanto otras fueron cobijadas bajo la consideración de “entidades particulares de ahorro”, sin que pudieran ya denominarse a sí mismas como “Cajas de Ahorro”.

b) A lo largo de este periodo histórico, las Cajas han sufrido una profunda transformación, tanto en sus fines como en la naturaleza de sus actuaciones. Concebidas durante todo el siglo XIX como puras “instituciones de beneficencia”, su finalidad social se asienta en el primer cuarto del siglo XX, a la par que no cabe negar la notoria evidencia de su actividad de intermediación financiera. Cuajó en suma su consideración final de entidades crediticias, sin ánimo de lucro, y con una finalidad benéfico-social. Esta evolución se constata gráficamente por su encuadramiento bajo la dependencia, sucesivamente, del Ministerio de Gobernación (beneficencia), del de Trabajo (social), de éste y del de Hacienda (finanzas) y, finalmente, de modo exclusivo, del Ministerio citado en último lugar, con la intervención protagónica del BDE.

Pero esta evolución no puede ocultar algo que desde los inicios tuvo, materialmente, una importancia decisiva, cual fue su importante contribución a la acumulación de capital. 

c) La intervención del Estado en la configuración y desenvolvimiento de las Cajas ha sido siempre muy relevante, pero con un peso relativamente mayor o menor según las épocas. Ha existido en todo momento una ordenación normativa de sus rasgos esenciales como institución, de sus fines, de la seguridad y solvencia de las imposiciones, del tipo de operaciones que podían realizar y de los usuarios a quienes se dirigían. En todo momento su establecimiento precisaba la autorización del Gobierno, a quien correspondía, igualmente, la aprobación de sus Reglamentos y Estatutos. Han estado habitualmente bajo la dependencia o el protectorado del Gobierno. Incluso desde los inicios se fraguó cierta tendencia a la intervención gubernamental en la vida interna de las Cajas, por ejemplo, mediante el nombramiento o la conformidad de ciertos cargos de los órganos de gobierno, aunque -en general- las Cajas municipales y provinciales tuvieron autonomía para establecer el régimen organizativo y de administración de estas entidades. No obstante todo ello, el siglo XX contempló una reglamentación e intervención gubernamental que acabó por integrar prácticamente a todas las Cajas Generales de Ahorro Popular, como un engranaje más, en la gran maquinaria del Estado, al servicio de sus políticas públicas de desarrollo de la economía nacional y de la realización de ciertas prestaciones públicas benéfico-sociales.

Como algún estudioso de la materia ha señalado, se superó la inicial regulación de carácter limitativo, para consagrar una intervención gubernamental auténticamente operativa en las actuaciones concretas de las Cajas, presente ya en la legislación de 1926-1933, pero acentuada intensamente en el franquismo.

d) La doctrina jurídica se pregunta a menudo por los títulos de intervención del Estado en materia de Cajas de Ahorro, siendo así que en su mayor parte eran entidades privadas o establecimientos públicos municipales y provinciales. Formalmente, como siempre sucede, tal intervención legislativa y operativa se fundamenta en el interés público concurrente y, en efecto, no puede desconocerse que éste siempre ha estado presente. Su consideración como instituciones de beneficencia sin ánimo de lucro y, por tanto, dotadas de un régimen fiscal privilegiado, ha sido a menudo uno de los títulos de intervención gubernamental esgrimidos; de la misma forma que lo ha sido la garantía de la solvencia de estas entidades en seguridad de los depósitos de los impositores. Todo ello es cierto.

Sin embargo, no puede escaparse a nadie un fundamento material que, unas veces de forma explícita y, otras, encubierta, luce en las motivaciones que acompañan la actuación del Estado. Tal es la que acabó por ser una ingente acumulación de capitales originada por una pléyade de pequeños ahorradores, con imposiciones a menudo exiguas. Capitales acumulados en entidades, unas veces, carentes de dueños en sentido estricto o de una titularidad cada vez más difusa y, en todo caso, desprovistas de ánimo de lucro. En otras, en instituciones dependientes de las Entidades Locales, sometidas durante buena parte del periodo analizado a una relación y control cuasi jerárquica respecto al poder central. En ambos casos, por consiguiente, instituciones regidas por quienes carecían de la necesaria motivación o no podían enfrentarse o competir con la política del Gobierno. Y el Estado actuó en consecuencia, imponiendo el destino de tales capitales a la inversión en obras y servicios públicos, directamente o mediante suscripción de deuda pública, así como orientando y obligando a la aplicación de los excedentes del negocio financiero en prestaciones benéfico-sociales complementarias de su política pública en la materia.

Desde otra perspectiva, la consolidación del carácter de entidades crediticias de las Cajas, con una importancia creciente, que acabó por equiparar la cuantía de sus depósitos a los de la banca privada hace pocos años, demandó una progresiva y cada vez mayor intervención del control e inspección del Estado, a través de quien desempeña funcionalmente las superiores atribuciones en materia crediticia y monetaria, esto es, el BDE. En efecto, tal como los economistas sostienen, las entidades de crédito crean virtualmente dinero, al incrementar el volumen circulante, y por ello están sujetas a la llamada “supervisión” de quien debe velar por la política crediticia y monetaria.

e) Un aspecto que debemos resaltar, reiterando lo ya expuesto, es que la regulación e intervención estatal de carácter general y que ha sido analizada, se ha dirigido y aplicado de manera uniforme e indistinta a todas las Cajas Generales de Ahorro Popular, ya de patronato oficial, ya privado; tanto si dependen de las Entidades Locales como si no. Todas las “Cajas de Ahorro”, denominación que ha acabado por imponerse, han estado sometidas a idéntica regulación e intervención, sea cual fuere su origen, desde la promulgación del Estatuto de 1933. Si acaso, las Cajas municipales y provinciales han disfrutado de una mayor autonomía organizativa. Con esta razón básica, proliferaron las posturas doctrinales y jurisprudenciales denominadas unitarias, por defender, unos, la naturaleza pública de todas las Cajas y, otros, el carácter privado de todas ellas, sea cual fuere su origen y la naturaleza del fundador. Han sido y son pocos los que se apuntan a las tesis dualistas, predicando la naturaleza pública de unas y la privada de otras. Pero esta es una cuestión que se tratará posteriormente.

f) La vinculación pública de estas entidades, con la denominación de Cajas de Ahorro o similares, así como la propia existencia de bancos públicos regionales, no ha constituido un fenómeno atípico o aislado en Europa a lo largo del S. XX. Ahí están los casos de Inglaterra, Italia, Francia, Alemania y otros países para corroborarlo, respecto a las Cajas de Ahorro fundadas por Entes Públicos, pese a la singularidad de su evolución en los últimos años y a las peculiaridades que presenta el derecho comparado. Quizá los casos de Italia y Alemania sean los que mayor similitud presentan. Pero Italia, como sabemos, inició ya en 1990 un proceso de reestructuración e integración patrimonial de las Cajas de Ahorro (institutos de derecho público, muchas de ellas), similar en lo sustancial al que ha tenido lugar en España en los últimos años y que culminó con la segregación entre la actividad financiera (banco) y la benéfico-social (fundación). El caso de Alemania es especialmente significativo, puesto que aun hoy día las Cajas (sparkassen) constituidas por las colectividades locales son entidades de derecho público, sus órganos de gobierno están integrados por miembros muy mayoritariamente designados por la entidad local de que dependen; esta entidad les presta una doble garantía (de mantenimiento y de deudas) ilimitada, y circunscriben su actuación al ámbito territorial al que el ente local extiende su jurisdicción. Como puede apreciarse existía cierta similitud de las sparkassen con las Cajas de Ahorro españolas hasta el último cuarto del Siglo XX. Alemania ha defendido siempre ante la Unión Europea que las sparkassen constituyen servicios públicos de interés económico general que justifican su especial configuración. Es de advertir, no obstante, que – ante las quejas de la Federación Bancaria Europea – la Unión Europea ha adoptado decisiones encaminadas, especialmente, a la eliminación de las garantías de que disfrutan, proceso en el que no podemos extendernos.

III. LAS CAJAS DE AHORRO TRAS LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA Y LOS ESTATUTOS DE AUTONOMÍA.

1. El punto de partida: El Real Decreto de 27 de agosto de 1977

Hemos adelantado ya que este Real Decreto, de regulación de los órganos de gobierno y de las funciones de las Cajas de Ahorro, supone un hito en la nueva configuración de estas instituciones. El preámbulo del Real Decreto contiene un buen resumen y justificación de las medidas adoptadas, aunque debe admitirse esto partiendo de la ausencia de toda fundamentación que, jurídicamente, permita saber, por qué han de trasladarse a la organización de las Cajas de Ahorro los principios “pluralistas y democráticos que ha impuesto el ejercicio de la libertad individual y colectiva”, y no se hace lo mismo con otras entidades. La norma se aplica a todas las Cajas, de patronato oficial o privado, sin modificar el régimen institucional anterior y sin referencia clara al carácter jurídico de estas entidades. En cuanto a este último aspecto, en efecto, nada se establecía en la parte dispositiva del Real Decreto. No obstante, en su preámbulo hay dos alusiones un tanto circunstanciales a este extremo; en la primera de ellas se afirma que el volumen de depósitos administrados por las Cajas de Ahorro suponen “más de un tercio del sistema crediticio privado”; en la segunda se propugna la necesidad de liberalizar su operatoria financiera “... sin otras limitaciones que las generales de las restantes instituciones financieras privadas”. El criterio gubernamental, proclive a la naturaleza privada de las Cajas, se acomodaba a lo que ya era la tendencia jurisprudencial y doctrinal del momento.

De entrada, el art. 1 del Real Decreto establece una nueva organización de todas las Cajas de Ahorro radicalmente distinta a la que tenían. Pues bien, se aduce para ello una nueva razón sociológica que, en cierto sentido, resulta inteligible a la luz de cuanto hemos ya analizado. Se dice, en efecto, que las Cajas son “instituciones que, por su finalidad y naturaleza, están directamente insertas en la propia comunidad que constituye la base de su desarrollo” y que, por ello, su organización debe estar presidida por el principio de “representatividad”, a la luz de “la profunda transformación que ofrece la vida política y el ambiente social de nuestro país”. Aunque desde la perspectiva social y política este razonamiento pueda satisfacer, como al parecer satisfizo, a ciertas corrientes políticas y sociales, reiteramos que, jurídicamente, la reforma organizativa acometida hubiera precisado de un mayor sustento en Derecho.

La reforma verificada afecta de forma casi exclusiva a la organización y a la operatoria de las Cajas. En lo que hace a la primera de estas facetas, establece el art. 1 lo siguiente:

“Corresponde la administración, gestión y representación de las Cajas de Ahorro para el desarrollo de las competencias que en cada caso se establecen, a los siguiente órganos de gobierno:

1º Asamblea General.

2º Consejo de Administración.

3º Comisión de Control.

4º Comisión de Obras Sociales”.
La Asamblea General se integra por Consejeros Generales elegidos por compromisarios de los impositores, que constituyen el grupo más numeroso, representantes de instituciones políticas, culturales o benéficas de fuerte arraigo en el ámbito de actuación de la Cajas, y por los miembros del Consejo de Administración (arts. 2 y concordantes). El Consejo de Administración se compone de vocales designados por la Asamblea General y de representantes de los trabajadores. En el caso de Cajas fundadas por el Estado o las Corporaciones Locales, los vocales designados por aquél o éstas no pueden exceder de la mitad menos dos del número total de integrantes del Consejo (art. 10). No incidiremos más en el aspecto organizativo, sino para resaltar la modulación de diversos aspectos en atención al carácter público o privado de las personas o entidades fundadoras, así como -dentro del primer grupo- a si han sido fundadas por el Estado o por las Entidades Locales. No se desconoce, por tanto, el hecho empírico de la existencia a la sazón de las Cajas de patronato oficial y privado, y dentro de las primeras, de las provinciales y municipales. Por otra parte, la alusión a la “fundación” de estas instituciones no tiene duda.

Puede calificarse de diversas formas esta nueva organización de las Cajas y pueden resultar, asimismo, distintas las valoraciones desde una perspectiva ético-política. Jurídicamente, sin embargo, no pueden albergarse dudas acerca de que implicó una nueva configuración del gobierno de estas instituciones, separada y superpuesta a la voluntad expresada por el ente público que las constituyó o por la persona o entidad privada que las fundó. Sin modificarse el régimen jurídico de la propiedad de las Cajas, los poderes de gestión se trasladan a órganos representativos de lo que se entienden como intereses sociales concurrentes en estas entidades. Tanto si eran de fundación pública como privada. No creemos que la justificación real diste mucho del especial régimen de su titularidad, en la forma ya vista en el epígrafe II.5 anterior. Pero no parece que la reforma fuese contestada en el ámbito socio-político, antes al contrario, como tampoco en el jurídico. La plena legalidad de este Real Decreto fue avalada por la STS de 21 de febrero de 1979, resolutoria del recurso interpuesto por el Ayuntamiento de San Sebastián en relación con su Caja de Ahorros Municipal. Posteriormente, este criterio fue ratificado por la STS de 19 de enero de 1982, que avaló también su ajuste a la Constitución. Hubo, sin embargo, alguna insigne excepción de nuestro máximo interés, cual fue la de la Diputación Foral de Navarra, que no acató, como veremos, este Real Decreto, respecto a la Caja de Ahorros de Navarra, al menos en su vertiente organizativa. Con suerte desigual se opusieron también al Real Decreto el Ayuntamiento de San Sebastián y la Diputación Foral de Vizcaya.

En materia de operatoria financiera la reforma también resultó radical. Como se ha señalado ya, para entonces las Cajas eran auténticos intermediarios financieros, aunque su operatoria estuviese sujeta a ciertas restricciones regulativas. El Real Decreto parte de la constatación de un hecho, cual era que las Cajas suponían en aquel momento, “…por el volumen de los depósitos que administran más de un tercio del sistema crediticio privado”. Se afirma que las limitaciones a esta operatoria financiera no tenían otra “…aparente justificación que un evidente deseo de tutela ante riesgos no distintos por su naturaleza a los que constituyen el ámbito obligado de una entidad de crédito”. Las Cajas eran, sin duda, entidades de crédito que no debían tener otras limitaciones que “… las generales de las restantes instituciones financieras privadas”. En el ánimo del Gobierno también anidaba la convicción del carácter privado de las Cajas. En razón a todo ello el Real Decreto determina:

· Las Cajas pueden realizar las mismas operaciones que la Banca privada, sin otras limitaciones que las impuestas a ésta por las disposiciones de aplicación (art. 20). No obstante, no varía el ámbito territorial de actuación establecido en la Orden de 24 de junio de 1964, que se ciñe al territorio de la provincia donde la Caja tiene su sede central. Más tarde, la Orden de 20 de julio de 1979 extendió dicho ámbito al territorio de la Comunidad Autónoma donde se ubicase la sede central de la Caja.
· No sufren variación las aportaciones a fondos de reserva establecidos (art. 21).

· En expresión de lo que es la ratificación última de la catalogación de las Cajas como entidades de crédito, se establece que “todas las relaciones de las Cajas de Ahorro.... con el Ministerio de Economía en las materias reguladas en este Decreto se establecerán a través del BDE” (disposición final cuarta).

· En lo que hace a la obra social, se impone que los excedentes no destinados a reservas se apliquen a la financiación de obras benéfico-sociales, en las materias que se señalan en el propio Real Decreto, y extendidas especialmente al ámbito regional de actuación de las Cajas (art. 22.1). Se mantiene, por otra parte, la autorización “definitiva” de estas obras por el Ministerio de Hacienda (art. 22.2) y se dispone la creación en el organigrama de la Cajas de un Departamento de Obras Sociales, autónomo respecto a su vertiente financiera y dependiendo directamente de la Comisión de la misma denominación.

El Real Decreto del que nos hemos ocupado constituye el precursor inmediato de la Ley 31/1985, de 25 de mayo, de regulación de las normas básicas sobre órganos rectores de las Cajas de Ahorro (LORCA), que constituye la norma estatal básica por la que se han regido estas instituciones en el periodo constitucional. En particular, la conceptuación de todas las Cajas de Ahorro como instituciones que “... por su finalidad y naturaleza, están directamente insertas en la propia comunidad...”, lo cual se ha de materializar plenamente en su “amplia representatividad” es un rasgo recogido en este Real Decreto y reiterado en la LORCA. Lo cual supone un anticipo del “carácter social” de estas entidades que acabará consagrándose con posterioridad.

Tras el Real Decreto que hemos analizado, casi sin interrupción, continuó el proceso de asimilación de las Cajas a la banca privada, con la paralela intensificación de su desvinculación de las entidades locales fundadoras, en un aspecto fundamental. Nos referimos al sistema de garantía de los depósitos de las Cajas de Ahorro. En efecto, habiendo sido creado el “Fondo de Garantía de Depósitos en Establecimientos Bancarios”, se dicta el Real Decreto 3047/1977, de 11 de noviembre, por el que se crea el “Fondo de Garantía de Depósitos en Cajas de Ahorro”. El Preámbulo del Real Decreto lo justifica en que “... las mismas motivaciones aconsejan crear otro Fondo de idénticas características para los depósitos en Cajas de Ahorro confederadas”. De acuerdo con su art. 1 debían integrarse, inicialmente, “todas las Cajas de Ahorro confederadas inscritas en el BDE”; la dotación del Fondo se nutriría con las aportaciones de las Cajas integradas (art. 2). La regulación del Fondo sufrió diversas modificaciones en los años siguientes (1980 y 1982) hasta la promulgación del Real Decreto-Ley 12/1995, de 28 de diciembre, para la transposición parcial de la Directiva 94/19/CE, de 30 de mayo, relativa a los sistemas de garantía de depósitos de las entidades de crédito; transposición completada por el Real Decreto 2606/1996, de 20 de diciembre. De acuerdo con esta normativa, las funciones de los diversos Fondos de Garantía de las distintas entidades de crédito eran dobles, por un lado la de asegurar los depósitos y, por otro, la del reflotamiento y saneamiento de entidades de crédito en dificultades. Finalmente, en virtud de la normativa reguladora del proceso de reestructuración financiera de los últimos años, se ha procedido a la unificación en un solo Fondo de Garantía de los anteriores tres fondos existentes relativos a Bancos, Cajas de Ahorro y Cooperativas de crédito. 

Pues bien, el Fondo de Garantía de Depósitos, sucesivamente evolucionado y perfeccionado, fue privando de sentido y funcionalidad al anterior régimen de garantía total de los Entes locales fundadores respecto a las Cajas de Ahorro. Generalmente, ello se plasmó en las reformas estatutarias pertinentes, pero la garantía del Fondo ya regía con anterioridad. En definitiva, como hemos dicho, este sistema contribuyó de forma muy relevante a quebrar la dependencia de las Cajas respecto a sus fundadores, exentos de responsabilidad respecto a la actuación financiera de aquellas. Como en tantas materias, el impulso del derecho comunitario, en este aspecto, fue importante.

2. La distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas

1º El marco general

La CE no señala a las Cajas de Ahorro como materia específica a efectos de distribución competencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas, pero se reconoce la competencia exclusiva del primero para fijar las bases de la ordenación del crédito, banca y seguros (art. 149.1.11) y, con carácter general, el establecimiento de las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica (art. 149.1.13). A tenor de lo previsto en el artículo 149.3 CE, las Comunidades Autónomas pueden asumir competencias, a través de sus Estatutos en “las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución”. Conforme a ello, la generalidad de las Comunidades Autónomas han asumido competencias en la materia de las Cajas de Ahorro y de ordenación del crédito, aunque no con el mismo alcance, de forma muy similar. Este es el caso también de Navarra, según veremos, con el matiz de la foralidad del régimen de convenio. Las competencias estatutarias en estas materias se subordinan a las bases dictadas por el Estado sobre ordenación del crédito y la banca, de la actividad económica general y de la deuda pública (art. 149.1.11ª, 13ª y 14ª). Las Cajas de Ahorro, en  aquel momento, eran ya entidades de crédito, por lo que estaba servida la compartición y concurrencia competencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

En materia de ordenación del crédito y la banca existe una vasta, enmarañada y poco sistemática legislación estatal, preconstitucional y postconstitucional, con un alto peso específico de lo básico. La legislación estatal dictada en el cuatrienio 2009-2012, con carácter de urgencia en muchos casos, no ha contribuido -precisamente- a aligerar, simplificar y sistematizar el ordenamiento jurídico regulador de la materia. Las referencias a dicha normativa se limitarán a los casos precisos en que su incidencia significativa sobre las Cajas así lo requiera. Para nuestro objeto, requiere una mención y tratamiento especial el caso de la Ley 31/1985, de 2 de agosto, de normas básicas sobre órganos rectores de las Cajas de Ahorro (LORCA), que hace honor a su denominación por referirse casi exclusivamente a la organización y atribuciones de estas entidades, a la composición de los diversos órganos y a la elección de sus integrantes, con singulares determinaciones laterales acerca de su actividad. La exposición de motivos de la LORCA alude a sus postulados básicos, referidos a lo siguiente.

· La consideración de las Cajas de Ahorro como “entes de carácter social” ajenas al lucro mercantil y vinculadas al marco regional donde fundamentalmente desarrollan sus actividades, lo cual –al decir del legislador-, exige “una plena democratización de sus órganos rectores, donde puedan expresarse los intereses genuinos de las zonas donde operan”.
· Compatibilización del principio democrático con la gestión profesional en un mercado competitivo, en un marco de descentralización territorial, que la ley describe así:

“Esta Ley pretende alcanzar el triple objetivo de democratizar los órganos de gobierno de las Cajas de Ahorros, conciliar esa democratización con las exigencias de una gestión eficaz, que debe cumplirse con criterios estrictamente profesionales, y establecer una normativa de acuerdo con los principios que inspira la nueva organización territorial del Estado, sentando al mismo tiempo las bases del régimen de disciplina, inspección y control de estas Entidades.
La aplicación de los principios de democratización se lleva a cabo en el máximo órgano de gobierno y decisión de la Caja de Ahorros, la Asamblea general, mediante la representación en la misma de aquellos estamentos sociales más íntimamente vinculados a su actividad, es decir, las Corporaciones municipales de su ámbito de acción, en su calidad de representantes electos de los intereses de las colectividades locales; los impositores, como proveedores de los recursos con que aquéllas operan; el personal, que hace posible con su trabajo el normal desarrollo de la actividad, gestión de cuyo resultado depende profesionalmente, y la Corporación fundadora, en tanto ente fundador, cuando realmente exista y se mantenga activa.

El Consejo de administración se define como el órgano exclusivo de administración y gestión para los aspectos reales y financieros, asumiendo las funciones de la desaparecida Comisión de Obras Sociales y constituyéndose con criterios de equilibrio entre los grupos de la representación de la Asamblea.

Con la finalidad de potenciar su componente profesional, se permite la posibilidad de incorporar profesionales no consejeros generales.

La Comisión de control se configura como un autentico órgano de supervisión de la gestión y administración de la entidad, vigilando de forma habitual el cumplimiento que realiza el Consejo de administración de los objetivos de la Asamblea general y por la normativa financiera. Se abre la posibilidad de incorporar a la comisión un representante de la Comunidad Autónoma, con voz y sin voto, con la finalidad de conseguir una perfecta información y de dar un verdadero sentido público al control de las actividades de la Entidad.

La figura del Director general se delimita en su estricto componente profesional y de gestión, clarificando su actuación respecto a los órganos de representación y decisión de la Caja”.

· La Ley pretende cohonestar las competencias estatales y autonómicas ya reseñadas, estableciendo un marco estatal básico de la representación, organización y funcionamiento de los órganos de decisión de las Cajas de Ahorro, que pueda ser desarrollado por las Comunidades Autónomas para adecuarlo a las características de sus territorios.

Como se ha señalado, la práctica totalidad de la LORCA se ciñe a la organización, composición, atribuciones y funcionamiento de las Cajas, materia que solo se tratará si es necesaria por conexión con la CAN. Acerca de los intereses representados, valga con lo reseñado por el preámbulo, en la parte transcrita. La LORCA contiene, sin embargo, en sus disposiciones adicionales y finales normas relativas a la actuación de las Cajas en relación con la distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, a las que debemos referirnos y cuyo contenido fue tratado y, en parte, anulado por el TC, en jurisprudencia a la que aludiremos. 

· En materia de disciplina, inspección y sanción se establece en la disposición adicional primera:

“Uno. El Ministerio de Economía y Hacienda y el Banco de España, dentro de sus respectivas competencias, ejercerán las funciones de disciplina, inspección y sanción de las Cajas de Ahorros:
Primero. En las materias que sean competencia del Estado, y en especial las relativas a la política monetaria, financiera y de solvencia y seguridad.

Segundo. En las actividades de las Cajas de Ahorros realizadas fuera del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de su domicilio social.

Dos. Las Comunidades Autónomas ejercerán las funciones de disciplina, inspección y sanción de las Cajas de Ahorros con domicilio social en su territorio, y para las actividades realizadas en el mismo, en las materias que sean de su competencia.

Tres. En materia de disciplina e inspección, el Banco de España podrá establecer Convenios con las Comunidades Autónomas”.

El apartado uno, segundo, fue declarado inconstitucional por la STC 49/1988, de 22 de marzo y el inciso “con domicilio social” del apartado dos lo fue por STC 48/1988, de la misma fecha.

· Las disposiciones finales cuarta y quinta contienen determinaciones generales acerca de la competencia autonómica sobre Cajas. En cuanto a la disposición final cuarta, carece de especial significación a la vista de la legislación autonómica avalada por el TC. La disposición final quinta establece:

“A los efectos de la presente Ley, se entiende que las competencias de las Comunidades Autónomas se circunscriben a las Cajas de Ahorros que tengan su domicilio social en el ámbito territorial de la Comunidad y para las actividades realizadas en el mismo.

No obstante lo anterior, el Estado asumirá todas las competencias en el caso de las Cajas de Ahorros siempre que el volumen de depósitos captados fuera del territorio de la Comunidad Autónoma en la que tenga su domicilio social exceda del 50 por 100”.

El párrafo segundo fue declarado inconstitucional por la citada STC 49/1988.

· La LORCA no contiene ninguna norma de salvaguarda del régimen foral en materia de Cajas de Ahorro. Sí hay una mención de no aplicación del art. 8.B al “Presidente de la Diputación foral” como miembro nato de los órganos de gobierno de las Cajas. Aunque la cuestión será tratada en el lugar oportuno, puede adelantarse que la LORCA no se ha aplicado a la CAN, en virtud de su régimen especial de convenio.

· La Ley de que se trata se dirige indistintamente a todas las Cajas de Ahorro, con una mención escasamente significativa a aquellas fundadas por la Iglesia Católica (disposición adicional segunda).

Ya en la década de los ochenta, en algunos casos, de forma concomitante con la LORCA, diversas Comunidades Autónomas dictaron su propia legislación sobre Cajas de Ahorro, igual que lo hiciera Navarra. Es en dicha década cuando el TC sienta su jurisprudencia fundamental acerca de la materia. Además de las sentencias calendadas, son de citar sus predecesoras STC 2/1982, de 28 de enero, y 18/1984, de 7 de febrero. Tras dichas sentencias vinieron posteriormente muchas otras, sobre aspectos más específicos, que se asentaron sobre la doctrina general establecida en las SSTC 48 y 49 de 1988, que analizaron la legislación autonómica del momento, junto a la LORCA. En materia de distribución competencial, el TC fijó las siguientes tesis:

a) Las Cajas de Ahorro constituyen una materia específicamente individualizada respecto a las fundaciones y frente a otras entidades de crédito, según se deriva de los diversos Estatutos, y el título competencial sobre ellas debe prevalecer, asimismo, sobre el más genérico referido a la “ordenación del crédito”. Partiendo de ello, para el TC, 

“Si bien es cierto que las bases están fundamentalmente referidas a la actividad crediticia, afectan también a la estructura y organización de las Cajas de Ahorro en cuanto fijan los elementos configuradores de las mismas frente a los demás intermediarios financieros, o en cuanto la estructura y organización de las Cajas repercuten directamente en dicha actividad. El carácter específico de las Cajas de Ahorro frente al resto de los intermediarios financieros se refleja no sólo en su actividad como Entidades de crédito que han de cumplir una función social, sino también en su configuración, y es al Estado a quien corresponde garantizar en ambas dimensiones esa especificidad, como parte de la competencia sobre las bases de la ordenación de la actividad económica en general y del crédito en particular. [F.J. 3]

El marco estatal básico relativo a la configuración de las referidas Entidades no puede concretarse de tal modo que de hecho conduzca a la uniformidad organizativa de las Cajas de Ahorro, impidiendo a las Comunidades Autónomas tener presente en su desarrollo las características peculiares de sus respectivos territorios. Y no pueden considerarse incluidas en dicho marco aquellas normas que no resulten justificadas por el objetivo de garantizar los principios básicos que informan el modelo organizativo diseñado por el legislador estatal. [F.J. 3]

El principio democrático y el carácter representativo de las Cajas de Ahorro ha de reflejarse necesariamente en las normas que determinan los órganos de gobierno, sus funciones y composición, pero también en aquellas que garantizan la renovación de los mismos, así como la autonomía de los grupos representados y la independencia de sus miembros. [F.J. 3]

De acuerdo con los mencionados parámetros, la configuración esencial de las Cajas de Ahorro, como singulares entidades de crédito es materia de competencia estatal. Por ello, es básica la legislación estatal que prevea la composición y los mínimos o máximos de participación de los diversos sectores en la integración de los órganos establecidos, pero la composición concreta e incluso la representación adicional puede ser determinada por la legislación autonómica, siempre que no se desvirtúe el modelo organizativo establecido en la legislación básica (F3, STC 48/1988). Y este modelo básico es el establecido en el marco de la LORCA.

b) Las competencias de las Comunidades Autónomas se circunscriben a su ámbito territorial, lo cual no impide que el ejercicio de sus competencias pueda tener de hecho repercusiones fuera de ella. En cuanto a la configuración del Estatuto personal de las Cajas, la competencia autonómica se ciñe a las que tienen el domicilio social en la respectiva Comunidad Autónoma, pero en lo que hace a la ordenación de la actividad de estas entidades, a su disciplina, inspección y sanción, aquella competencia se extiende también a la operatoria realizada en su territorio aunque el domicilio social se ubique en otra Comunidad Autónoma. 

Cuestión distinta es el grado de sujeción y el alcance de la legislación básica que corresponde dictar al Estado en materia de ordenación del crédito.

c) En materia de configuración de las Cajas como entidades de crédito específicas y singulares y su régimen jurídico (creación, inscripción, fusión y liquidación), la jurisprudencia que examinamos estableció un cuadro de distribución competencial, según el cual, en términos generales, corresponde al Estado la legislación básica e incluso la ejecución en determinados aspectos, de forma que:

· Las Comunidades Autónomas no puedan desconocer y su legislación y actuación ha de respetar el destino de los excedentes líquidos (reservas y obra social) y el mínimo de dotación inicial de las Cajas establecido en la legislación estatal, como “características esenciales (de estas entidades) frente al resto de los intermediarios financieros” y garantía de su solvencia. (F.5 y 7 STC 48/1988). 

· De acuerdo con las normas básicas estatales, corresponde a las Comunidades Autónomas la autorización de la creación de Cajas, la aprobación de sus Estatutos y la gestión del registro específico para su inscripción, sin perjuicio del especial obrante en la Administración estatal. Pero es preceptivo el informe previo del BDE, en la forma establecida en la legislación estatal. Conforme a esta legislación, además, corresponde a la autoridad financiera la inspección e intervención de la Caja durante sus dos primeros años de actuación. 

Sin perjuicio de lo que más adelante maticemos, es también de competencia autonómica la autorización de la fusión y absorción de las Cajas de Ahorro, así como de su disolución y liquidación, aunque es básica y preceptiva la intervención informativa del BDE.

d) Existe una copiosa jurisprudencia constitucional, que arranca en 1982 y se extiende hasta la fecha, acerca de lo que constituyen bases de ordenación del crédito, en su proyección sobre la disciplina, supervisión, inspección y sanción de las entidades de crédito en general y de las Cajas de Ahorro, en particular, sobre la base de una prolija legislación estatal. Solo nos referiremos a ella en cuanto afecte de forma directa y relevante sobre la CAN, teniendo como premisa –que anticipamos- la tesis sistemáticamente asumida por Navarra de que la ordenación general del crédito y de la operatoria de intermediación financiera no se integraban en el régimen foral.

Las Cajas de Ahorro, como venimos reiterando, se fueron convirtiendo paulatinamente en auténticos intermediarios financieros o, como después se denominaron legalmente, en “entidades de crédito”. Fue decisivo lo dispuesto en el Real Decreto 2290/1977. Más tarde, diversa legislación estatal fue ratificando y profundizando en esta dirección. El art. 2 de la Ley 26/1983, de 26 de diciembre, sobre coeficientes de caja, considera a estas entidades “intermediarios financieros”; la citada Ley 13/1985, de 25 de mayo, incluye a las Cajas de Ahorro en su ámbito de aplicación, a los efectos de la aplicación de los coeficientes de inversión, recursos propios y obligaciones de información relativa a los intermediarios financieros (art. 1); el art. 1.2.c) del Real Decreto Legislativo 1298/1986, de 28 de junio, de adaptación del Derecho vigente en materia de entidades de crédito al de la CEE, califica a las Cajas como entidades de crédito. Por último, el Real Decreto 1582/1988, de 29 de diciembre, puso fin al régimen restrictivo de la expansión territorial de las Cajas de Ahorro, que la Orden de 20 de diciembre de 1979 había circunscrito al territorio de la Comunidad Autónoma en que tuvieren su sede central.

En suma, las Cajas de Ahorro pasaron a constituir auténticas entidades de crédito, equiparables a los Bancos en cuanto a su operatoria de intermediación financiera y a su ámbito territorial de actuación. Quedan integradas, pues, estas entidades en el sistema financiero nacional, sin perjuicio de sus finalidades benéfico-sociales. 

A continuación nos referiremos específicamente a las facultades del BDE en materia de supervisión, inspección y sanción de las Cajas de Ahorro.

2º El Banco de España como autoridad financiera

Las funciones de supervisión del BDE sobre las Cajas de Ahorro se encuadran en las generales que le corresponden sobre todas las entidades de crédito, por remisión general realizada por la propia LORCA, en su disposición adicional primera, conforme a la que corresponden a la autoridad financiera las funciones de disciplina, inspección y sanción de las Cajas de Ahorro referidas, en especial, a la política monetaria, financiera y de solvencia y seguridad. En este ámbito material, las atribuciones del BDE, que centraliza la práctica generalidad de las competencias estatales, no es exclusiva, como ya sabemos. Nos referiremos seguidamente a la legislación estatal reguladora de la materia.

En primer lugar, como es lógico, es de aplicación la Ley 13/1994, de 1 de junio, de autonomía del BDE (LABDE) que en su art. 7.3 establece:

“El Banco de España deberá supervisar, conforme a las disposiciones vigentes, la solvencia, actuación y cumplimiento de la normativa específica de las entidades de crédito y de cualesquiera otras entidades y mercados financieros cuya supervisión le haya sido atribuida, sin perjuicio de la función de supervisión prudencial llevada a cabo por las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus competencias y de la cooperación de éstas con el Banco en el ejercicio de tales competencias autonómicas de supervisión”.

A su vez, el art. 43 bis de la Ley 26/1988, de 29 de julio, de disciplina e intervención de las entidades de crédito (LDIEC) atribuye al BDE las funciones de “control e inspección” de estas entidades, especificando su extensión, sus facultades y los deberes informativos de los entes controlados. En lo que hace a las Cajas de Ahorro, se establece en su apartado 8:

 “Lo dispuesto en este artículo y en el anterior se entiende sin perjuicio de las competencias que tengan atribuidas las Comunidades Autónomas y de lo que resulte de los convenios entre el Banco de España, y las Comunidades Autónomas a que se refiere la disposición adicional primera, apartado 3 de la Ley 31/1985, de 2 de agosto, sobre Órganos Rectores de las Cajas de Ahorro. En todo caso, la inscripción en los correspondientes registros del Banco de España y, cuando proceda, de la Comunidad Autónoma competente será indispensable para que las entidades a que se refiere este artículo puedan desarrollar sus actividades”.

Por último, los arts. 9.2 y 12.2 de la Ley 13/1985, de 25 de mayo, de coeficientes de inversión, recursos propios y obligaciones de información de los intermediarios financieros, se refieren a las facultades de supervisión del BDE y de las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus competencias, respecto a entidades no financieras controladas por un “grupo consolidable de entidades de crédito” y a los grupos mixtos no consolidables, cuya matriz sea una entidad de crédito. 

Las competencias de supervisión del BDE, otras veces denominadas de “control e inspección”, comprenden facultades normativas y ejecutivas. Las primeras consisten en disposiciones para el adecuado ejercicio de las funciones de supervisión, que se denominan “Circulares” (art. 3 de la LABDE). La competencia del BDE no excluye la que pueda corresponder a las Comunidades Autónomas, que –reconocida en la legislación autonómica e incluso en las últimas reformas estatutarias-, no obstante, ha de desenvolverse conforme a lo establecido en la legislación básica del Estado, tal como tiene declarado el TC (STC 31/2010, de 28 de junio, F 67). No puede afirmase, ni mucho menos, que esta legislación haya diseccionado con un mínimo de precisión las funciones estatales y autonómicas de supervisión. 

Al margen de declaraciones simbólicas, puede sostenerse que el papel protagónico corresponde al BDE, y de ahí que se aluda a la supervisión autonómica “prudencial” o, como hace el reformado Estatuto de Autonomía de Cataluña, a la “colaboración” de la Generalitat con el BDE en materia de inspección y sanción de Cajas de Ahorro (art. 120.3). Es especialmente significativo al respecto el pronunciamiento del TC, recogiendo con mayor rotundidad lo dicho en sentencias anteriores, en el F 5 de la STC 235/1999, de 20 de diciembre, que dice así:
“La concreta atribución al Banco de España de la competencia para el ejercicio de esas funciones ejecutivas se justifica por su «especialización técnica, de manera que la ordenación básica del crédito corresponde no sólo a los Cuerpos Colegisladores y al Gobierno, sino también, en un nivel operativo, al Banco de España». En especial, de la consideración del Banco de España como garante del buen funcionamiento y estabilidad del sistema financiero... y plasmada actualmente, en el plano legislativo, en el art. 7.5 b) de su Ley de Autonomía, conforme a la redacción dada al mismo por el art. 2 de la Ley 12/1998, de 28 de abril ( RCL 1998\1077), se deriva el carácter básico de las funciones ejercidas por dicha institución y que tienen por objeto la preservación de la solvencia de las entidades de crédito. Ello porque la salvaguardia de dicha solvencia trasciende los casos concretos y protege un interés suprautonómico, cual es la estabilidad del sistema financiero en su conjunto, que se ve negativamente afectado por las situaciones de insolvencia en que pudieran incurrir los sujetos integrantes del mismo, para lo cual se establece la existencia de mecanismos de aseguramiento de los intereses de terceros y de saneamiento y reflotamiento de las entidades en dificultades, que tratan de restaurar la confianza en el sistema y que implican al conjunto de las entidades crediticias. Destacan, en este sentido, el posible recurso a las medidas de intervención y sustitución, reguladas en el Título III LDIEC, acerca de cuyo carácter básico, en cuanto afecta específicamente a la atribución de potestades al Banco de España, ya tuvimos ocasión de pronunciarnos en nuestra STC 96/1996, fundamento jurídico 12; así como la figura de los denominados Fondos de Garantía de Depósitos, a que obligatoriamente han de pertenecer todas las entidades de crédito españolas y en cuyo gobierno representa un papel determinante el propio Banco de España...”.

Para el TC, siendo el BDE el garante del buen funcionamiento y de la estabilidad del sistema financiero, le corresponden las funciones de supervisión e intervención de las entidades de crédito en salvaguardia de su solvencia y seguridad que, al cabo, repercute en la estabilidad de todo el sistema. Y tales funciones se extienden al ámbito ejecutivo, esto es, la vigilancia del cumplimiento de las normas de ordenación y la adopción de las medidas concretas que garanticen dicha solvencia y seguridad, y que las entidades deben atender. Todo lo cual constituyen bases estatales de la ordenación del crédito. En aplicación de esta doctrina constitucional, el TS ha resuelto una controversia entre el BDE y el Gobierno Vasco, acerca de las competencias compartidas sobre supervisión de Cajas de Ahorro. En la STS de 4 de mayo de 2010, partiendo de la jurisprudencia constitucional, de la legislación básica estatal que hemos transcrito y de la legislación autonómica vasca, que atribuye a la Comunidad Autónoma una facultad de vigilancia del cumplimiento por las Cajas de la normativa de ordenación y disciplina, se mantienen las tesis que expondremos a continuación. 

· Haciéndose eco de la jurisprudencia constitucional, considera que la ordenación, disciplina, inspección y sanción de las entidades de crédito, incluso en la vertiente de la ejecución, es una competencia básica estatal (Gobierno y BDE), que tienen como finalidad preservar la solvencia y estabilidad del sistema financiero. Pero no se trata de una competencia entera y exclusivamente estatal, puesto que es compartida por las Comunidades Autónomas, conforme al bloque de la constitucionalidad, la legislación básica ordenadora del crédito y la autonómica de aplicación.

· En lo que hace a la competencia estatal, precisa:

“De aquí se deduce, de acuerdo con la jurisprudencia recaída sobre el tema, que estas funciones de disciplina, inspección y sanción -las dos últimas de naturaleza esencialmente ejecutiva-, especialmente en lo que ahora nos atañe, la materia de solvencia y seguridad, sobre las Cajas de Ahorros, corresponden al Gobierno y al Banco de España, dentro de sus respectivas competencias como competencias básicas del Estado. Y en materia de disciplina e inspección, el Banco de España podría celebrar convenios con las Comunidades Autónomas, hay que entender que incluso dentro de las propias competencias del órgano regulador”.
Tras analizar la legislación vasca sobre Cajas de Ahorro, en el marco de la legislación básica estatal, concluye:

“De este marco normativo se deduce, por tanto, con claridad que, en defecto de convenio entre el Banco de España y la Comunidad Autónoma del País Vasco y en materia de solvencia y seguridad de las cajas de ahorro, al Banco de España le corresponden en su integridad las funciones de inspección, disciplina y sanción, y al Gobierno vasco, con respeto de dichas competencias estatales, la de vigilar el cumplimiento por parte de dichas entidades de las normas de ordenación y disciplina.
Más en concreto esto significa que en el plano de las actuaciones de ejecución de las normas de ordenación y disciplina, esto es, lo que supone cualquier decisión sobre el cumplimiento de las referidas normas de ordenación y disciplina, así como la aprobación de instrucciones de actuación mediante los correspondientes requerimientos, corresponden sin duda al Banco de España. A la Comunidad Autónoma le correspondería, por su parte, la supervisión de la actuación de las cajas de ahorro, lo que implica la facultad de recabar la información necesaria para valorar dicha actuación, incluso en materia de solvencia y seguridad, pero defiriendo al Banco de España la decisión sobre el cumplimiento o incumplimiento de las referidas normas por parte de las cajas de ahorros y, desde luego, la formulación de los requerimientos de actuación que fuesen pertinentes para asegurar la solvencia y seguridad crediticias de dichas instituciones. A lo sumo, podría entenderse comprendida dentro de esa función de supervisión la formulación de valoraciones y recomendaciones prudenciales sobre el cumplimiento de las referidas normas, pero sin llegar a juicios técnicos sobre su cumplimiento y, menos aun, a formular requerimientos de actuación”.

Enfatiza la sentencia la competencia del BDE en la supervisión de la solvencia y seguridad  de las Cajas y enumera determinados aspectos que comprende:

“Entrando en cada uno de los apartados concretos del requerimiento, se analiza en primer lugar, en la demanda, el exceso competencial en relación con la supervisión de determinados aspectos referidos a la solvencia de la Caja para el ejercicio de la actividad crediticia. Como se expone por la parte recurrente, es competencia exclusiva del Estado el control y supervisión de la solvencia de una entidad de crédito cuando se refiere a las condiciones de solvencia y cumplimiento de las normas de control y disciplina que deben observar las Entidades de Depósito, por venir referidas al mantenimiento del nivel de recursos mínimos exigidos, la cobertura del coeficiente de recursos propios, la dotación de las provisiones para insolvencias, o el cumplimiento de los límites de la concentración de riesgos; y cuando sea preciso un margen de apreciación que requiera un juicio técnico para tratar de determinar la incidencia de una determinada situación sobre la solvencia de una entidad de crédito, y sobre la estabilidad del sistema crediticio y financiero en su conjunto”.

· No presenta dudas la competencia estatal para dictar las normas y los modelos de contabilidad de las Cajas de Ahorro (art. 48.1 y 3 LDIEC), que a juicio del TS deben gozar del mismo carácter básico que las leyes que imponen su cumplimiento, por su carácter necesariamente instrumental. Pero va más allá el Tribunal, cuando sostiene que la supervisión del cumplimiento de esta normativa instrumental corresponde íntegramente al BDE, aunque no afecte a la solvencia y seguridad, y ello porque “… se mediatizaría la efectividad  de la competencia del Estado, si tuviera que ejercerse sobre un instrumento previamente fiscalizado y, en su caso modificado por otra Administración que interviniera con la misma finalidad”. De lo que extrae las consecuencias siguientes:

“No es posible la concurrencia de competencias supervisoras sobre el mismo ámbito sustantivo. Se comparte la argumentación sostenida por la parte recurrente, puesto que es quien ostenta la competencia exclusiva sustantiva quien ejerce la función inspectora, y, como se indica en el escrito de demanda, el ejercicio de la función inspectora sobre ámbitos reservados en exclusiva al Estado supone una injerencia en el ámbito de esta competencia, y perturba y mediatiza su ejercicio. Cuestión distinta es que la Comunidad Autónoma pueda ejercer la inspección dentro del ámbito de sus propias competencias (de hecho la pretensión impugnatoria no alcanza a la totalidad de las cuestiones incluidas en el requerimiento), o en el marco de cooperación que apunta la D.A.1ª de la LORCA que presupone la previa delimitación del mismo”.

Aunque admite la sentencia algún resquicio al ejercicio de la competencia autonómica, es tan residual que prácticamente se abrogan las facultades inspectoras autonómicas; lo cual, a nuestro juicio, es difícilmente compatible con la jurisprudencia constitucional, aun cuando ésta -es preciso reiterarlo- conceda al BDE un papel estelar, acorde con las bases dictadas por el Estado.

· Por último, frente a la alegación del Gobierno Vasco de que las facultades supervisoras del BDE sobre las Cajas deben restringirse “… a los supuestos en que tengan una incidencia directa y significativa sobre la actividad económica y crediticia general…”, el TS es taxativamente contrario y lo expresa así:

“En efecto, en contra de lo que sostiene el Gobierno vasco, la competencia en la materia que corresponde al Banco de España, según hemos visto, se refiere a la supervisión de las entidades de crédito en cuanto a su propia solvencia y seguridad, y no se encuentra limitada a los hechos o circunstancias que por su gravedad o importancia afecten de manera directa al conjunto del sistema financiero. El citado Departamento del Gobierno vasco parece entender que la competencia del Estado en la materia se restringe a los hechos que afectan a la seguridad y solvencia del propio sistema financiero y crediticio en su conjunto, cuando lo cierto es que corresponde al Banco de España la supervisión de tales riesgos en relación con cualquier entidad, con independencia de su trascendencia, puesto que es la solvencia y seguridad del conjunto de las instituciones financieras lo que garantiza el buen funcionamiento del propio sistema financiero nacional y lo que a tal efecto se atribuye por la Constitución al Estado, incluso en los aspectos ejecutivos de que se trata en el presente litigio”.

Las competencias supervisoras del BDE sobre las Cajas de Ahorro son, pues, amplísimas y las de las Comunidades Autónomas prácticamente residuales, según el criterio del TS. No obstante, ampara esta jurisprudencia la posibilidad -reconocida en la Ley- de la celebración de convenios entre el BDE y las Comunidades Autónomas acerca del ejercicio de funciones inspectoras sobre las Cajas, "… incluso dentro de las propias competencias del órgano regulador". Pero existen también organismos públicos estatales que proyectan su competencia de control sobre la actuación de las Cajas. Son la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV), en relación con los valores cotizables en mercados secundarios, y la Comisión Nacional de la Competencia (CNC), respecto a la integración del negocio de las Cajas o a su fusión. A ello nos referiremos al tratar la actuación de la CAN a partir de 2010.

Se debe tener en cuenta, por último, el reforzamiento del papel del Banco de España como autoridad financiera en virtud de la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración y resolución de entidades de crédito. Al margen del protagonismo del BDE en los procesos de reestructuración y resolución, se intensifican sus facultades sancionadoras y de intervención de entidades de crédito (disposición final cuarta). Es muy significativo que el BDE asuma las funciones de autorización de entidades de crédito y de gestión del registro correspondiente en que deben inscribirse, materias antes atribuidas al Ministerio competente (disposición final cuarta, apartado seis).

3. La naturaleza de las Cajas de Ahorro

1º Hasta el Real Decreto de 1977

Como se desprende del recorrido histórico que hemos realizado hasta 1977, lo habitual ha sido siempre que la legislación específica reguladora de estas entidades contemplase la distinción entre Cajas de constitución o fundación pública y privada; de patronato oficial y privado, como señalaba el Real Decreto-Ley de 1929 y el Estatuto de 1933. La normativa citada aludía a las Cajas de Ahorro “provinciales” y “municipales”, englobando ambas dentro del concepto de las Cajas Generales de Ahorro Popular, y la legislación de régimen local consideraba a las Cajas constituidas por Municipios y Provincias como servicios o establecimientos públicos de carácter local. Pero, en dicho marco general, el hecho clave desde 1929 es que todas las Cajas Generales de Ahorro Popular recibieron un tratamiento legal uniforme e indistinto, ya fuesen de patronato oficial o privado, caracterizado por una ordenación imperativa y una tutela estatal de su actuación tan intensa, que difícilmente podría hablarse de una gestión autónoma de estas entidades. Todo ello pese a la libertad organizativa que, de iure o de facto, disfrutaron durante la mayor parte de su historia. Paralelamente, la otra clave de la caracterización de estas instituciones es su progresivo acercamiento funcional a la banca privada en cuanto a su operatoria como intermediarios financieros, sin perder por ello su finalidad benéfico-social.

Es en este contexto jurídico-funcional de las Cajas donde surge una fuerte controversia jurisprudencial y doctrinal acerca de la naturaleza jurídica de dichas entidades. Pero no estaba en cuestión el sometimiento a derecho privado de la actuación de las Cajas en relación con sus clientes-usuarios, como tampoco su personalidad jurídico-privada, generalmente, de carácter fundacional. La controversia, que se prolongó hasta el último cuarto del Siglo XX, se centró en su eventual consideración pública o privada, desde un punto de vista material en razón a su dependencia del poder público y a su calificación funcional como entidades de crédito. Como se ha apuntado, teorías hubo de todo signo, desde aquellas que las calificaban de entidades sui géneris o especiales (ni públicas ni privadas) a aquellas que consideraban –de forma unitaria- a todas ellas, bien públicas, bien privadas, pasando por otras que predicaban uno u otro carácter, según los casos, atendiendo especialmente a la naturaleza –pública o privada- de quien las hubiese constituido y de quien, efectivamente, las gobernase y las garantizase. Durante la época franquista, la posición de las autoridades que ejercían el protectorado convino en considerar a las Cajas de Ahorro “elementos auxiliares” del Estado y de sus políticas públicas, aunque desde la perspectiva de su tráfico mercantil, no era remiso en asimilarlas a “entidades bancarias” (Orden de 16-01-1959, BOE núm. 24, de 28-01-1959).

Que las Cajas, de iure y de facto, eran elementos auxiliares del Estado y que en el tráfico mercantil se regían por el Derecho privado, es algo que aparece fuera de duda. Pero ello no es definitivo para la determinación de la naturaleza de estas instituciones. Nuestro criterio se desenvuelve en los parámetros de la tesis señalada en último lugar, según la cual ha de estarse a las características peculiares de cada tipo de Caja, para determinar su naturaleza. Solo nos centraremos en aquellas fundadas o constituidas por las Entidades Locales, por su relación con el caso de la CAMP y de la CAN. Sabemos ya que para la legislación de régimen local las Cajas constituidas por las Entidades Locales eran establecimientos o instituciones provinciales o municipales. Muchas de ellas fundaciones de servicio, conforme a la terminología utilizada por el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales (RSCL), gobernadas por una representación local mayoritaria. Para muchos ello no impedía su catalogación como entidades privadas sujetas al derecho privado. Para nosotros podían conceptuarse, materialmente, como instituciones públicas locales, por mucho que, formalmente, fuesen personas jurídico-privadas y realizasen actividades de intermediación financiera de dicha naturaleza. Sucede lo mismo con otros servicios públicos prestados o actividades económicas realizadas por entidades privadas dependientes de los entes públicos. 

En la jurisprudencia de la época podemos encontrar sentencias de uno u otro signo, examinando la cuestión desde distintas ópticas sectoriales, que arrojan poca luz sobre el fondo de esta problemática. No puede decirse que se produjera un ensamblaje coordinado entre la legislación especial de las Cajas y la normativa de régimen local, lo que explica la diversidad de posiciones doctrinales y jurisprudenciales. Hay, sin embargo, dos sentencias del TS (2 de febrero de 1962 y 29 de marzo de 1962) que afrontan directamente el fondo del asunto, como fue la desvinculación del patronato y garantía que la Diputación Provincial de Sevilla ejercía sobre la Caja de Ahorros Provincial, acordada por la Diputación a petición de la Caja, con el propósito de que ésta iniciase un proceso de creación de una Caja Regional mediante su fusión con las restantes Cajas andaluzas. Impugnado el acuerdo de la Diputación Provincial, el TS, ratificando lo resuelto por el Tribunal provincial, declaró su total nulidad, en sentencia de 2 de febrero de 1962. El Director General de Banca aprobó la mencionada desvinculación, que fue ratificada por el Ministerio de Hacienda, pero, impugnada la resolución ministerial, esta fue anulada por el TS en sentencia de 29 de marzo de 1962. Ambas sentencias son, por tanto, complementarias y pasamos a reseñar sus directrices esenciales. 

· El acuerdo recurrido consiste esencialmente en “desvincular” a la Caja de Ahorros Provincial de Sevilla del patronato y la garantía que le une a la Diputación provincial y cambiar su denominación por la de Caja de Ahorros de San Fernando de Sevilla. La peculiaridad estribaba en que la nueva Caja surgida, ya sin la garantía y patronato de la Diputación, no destinaría sus excedentes al Monte de Piedad de Sevilla, asociada a la extinguida, ni se destinaría el sobrante de las obligaciones, en caso de disolución, a dicha Diputación, como sucedía antes de la “desvinculación”, pero continuarían formando parte de su Consejo de Administración, desprovistos de su carácter oficial, el Presidente de la Diputación y varios diputados, “como personas particulares”.

· Esta actuación es considerada, “prima facie”, por el TS como una “anomalía”, que “parece en principio difícilmente conforme a derecho”. Sostiene el Tribunal que, en el caso de que el acuerdo de desvinculación se hubiese adoptado con arreglo a las normas formales, hubiera constituido una desviación de poder, pero entiende que no se han cumplido la legalidad extrínseca a que la actuación estaba sujeta. 

· Tras reseñar las infracciones formales que reclamaban la nulidad del acto, se centra en las cuestiones de fondo que son de nuestro interés. Para el Tribunal, la Caja de Ahorros Provincial de Sevilla solo podía ostentar este calificativo, conforme al Estatuto de 1933, si había sido fundada por la Diputación, como era el caso; y, siendo así, con las características que reunía y que han sido reseñadas de vinculación a la Diputación Provincial, cuyos miembros integraban el Consejo a título oficial, se estaba ante “un servicio provincializado”. Con tal premisa básica extrae el tribunal sus consecuencias. 

· En primer lugar, la llamada “desvinculación” constituye un “tecnicismo no previsto” en la legislación de régimen local ni en la específica reguladora de las Cajas, tecnicismo cuya verdadera naturaleza implicaba “la transferencia o extinción de un servicio provincializado e incluso una virtual enajenación gratuita de derechos “ de la entidad local; extinción y enajenación que se entendió contraria a lo dispuesto en los arts. 95 al 100 del RSCL y 95 y 96 del entonces vigente Reglamento de Bienes de las Entidades Locales (en consonancia con lo previsto en los arts. 159, 243. j) y 284 de la Ley de Régimen Local). Para el TS se había procedido a la extinción de la provincialización o, lo que es lo mismo, la extinción del servicio público de Caja de Ahorros, sin sujeción al procedimiento establecido y sin atenerse a los efectos legalmente previstos. Asimismo, se había producido una cesión gratuita de bienes contraviniendo la normativa local de aplicación. Porque, en suma, enfatizando todo ello, la “desvinculación” constituía una verdadera transferencia de la Caja de Ahorros Provincial, “que dejó de integrarse en la Corporación Provincial para pasar a un régimen distinto”.

· Tampoco para el Tribunal resulta indiferente el cese de la garantía otorgada por la Diputación a la Caja. En este sentido, sostuvo que la pérdida de esta garantía contravenía lo dispuesto en el art. 12.b) del Estatuto de las Cajas Generales de Ahorro que exige que las “agregaciones, transferencias y fusiones” de Cajas puedan autorizarse si no perjudican los “derechos y garantías de los afectados por el cambio”.

Expuestas tales tesis jurisprudenciales, ha de recordarse la existencia de otras, sobre todo en materia de personal de las Cajas y de su estatuto fiscal, que pusieron el acento en la naturaleza privada de estas instituciones, aun creadas y gobernadas por las Entidades Locales, atendiendo especialmente al carácter de su actividad como entidades de crédito, y a la sujeción al mismo régimen jurídico que el de las Cajas de origen privado. En la década de los setenta del pasado siglo, especialmente, con las nuevas ordenaciones de 1975 y 1977, se decantó una jurisprudencia de signo radicalmente contrario a la expuesta con anterioridad. Especial mención merece la STS de 26 de enero de 1976, referida precisamente a la Caja de Ahorros y Monte de Piedad Municipal de Pamplona (CAMP). Esta sentencia se analizará con algún detalle posteriormente, bastando ahora con resaltar que -aplicando igual normativa de régimen local que la jurisprudencia vista de 1962- alcanza unas conclusiones diametralmente opuestas, al considerar que las Cajas municipales ni son ni pueden ser servicios municipalizados y son ajenas a la fiscalización municipal. En la misma línea, las SSTS de 4 de febrero de 1977 (referida a la Diputación Foral de Álava y a su Caja de Ahorros Provincial) y la ya citada de 21 de febrero de 1979 (relativa al Ayuntamiento de San Sebastián y su Caja municipal) ratifican la preferente y casi exclusiva aplicación a las Cajas de su legislación específica, con independencia de su origen local y de la provincia de ubicación, en atención a los fines que persiguen y a las operaciones financieras que realizan estas entidades. Tesis estas que acabaron por imponerse como comprobaremos en el siguiente apartado.

La uniformidad de régimen jurídico funcional de todas las Cajas de Ahorro, fueren de fundación pública o privada, anidaba en su seno fundamento suficiente para la controversia acerca de la naturaleza jurídica de estas entidades. Pero ya en 1975 se estableció también un uniformismo organizativo -con algunas dosis de flexibilidad-, que se consagró definitivamente en 1977 de forma más rígida y con clara pérdida de poder para las entidades fundadoras. Así pues, se llega al período constitucional con un modelo de Cajas de Ahorro uniforme en lo funcional y lo organizativo, sea cual fuere la institución fundadora, lo cual sirvió de base a la nueva orientación legal, jurisprudencial y doctrinal acerca de las Cajas como entes privados de carácter social, que es aceptada de forma mayoritaria.

2º En la etapa constitucional

Tal como hemos anunciado la jurisprudencia emprendió un signo diametralmente opuesto al que se acaba de exponer, que fue seguido mayoritariamente por la doctrina, a raíz, primero del Decreto de 1975 y más decididamente, después, del Real Decreto 2290/1977 y de la LORCA. En tal jurisprudencia y doctrina, acabó por primar, casi de forma absoluta, la legislación específica de las Cajas respecto a la propia del régimen local, que prácticamente ni es objeto de cita. Junto a ello, se ha de insistir nuevamente en el tratamiento normativo uniforme e indistinto de las Cajas, sea cual fuere –ente público o sujetos privados- quien la hubiera fundado o instituido, todo lo cual explica en buena medida la nueva y sistemática tendencia jurisprudencial.

A menudo, como nos recordará el TC, la determinación de la naturaleza jurídica –pública o privada- de un ente constituye un problema de la máxima complejidad. Frecuentemente, la cuestión se examina partiendo de modelos institucionales preconcebidos. Pero esos modelos institucionales solo existen en la doctrina jurídica, y puede ser bueno que existan, pero no al punto de desplazar y sustituir el examen de las instituciones tal como son configuradas por el derecho positivo. Hemos podido constatar estudios que reclaman la necesidad de determinar la naturaleza jurídica de las Cajas de Ahorro para la “adecuada construcción de su régimen legal” y que dicha naturaleza condiciona “el régimen jurídico” que les es de aplicación. Quizá ésta sea también una razonable declaración de buenos propósitos de técnica legislativa, un desideratum que, sin embargo, muchas veces no se alcanza y que nos avoca a la más prosaica tarea de deducir el ser de una institución a la vista de cómo está regulada. 

Es difícil para todos sustraerse a las preconcepciones y más aun cuando la Ley deja espacio para ello; especialmente tras el largo y complejo proceso evolutivo que han atravesado las Cajas de Ahorro. Tanto el Real Decreto de 1977 como la LORCA, en sus preámbulos, señalan que las Cajas de Ahorro son “entes de carácter social”, concepto harto ambiguo desde la perspectiva jurídica y esta línea de configuración es la que sigue la jurisprudencia ordinaria y la constitucional. La STS de 26 de octubre de 1982, a la luz del Real Decreto de 1977, ratificando anterior jurisprudencia, califica a las Cajas de entidades peculiares de carácter privado, pese al “intervencionismo del poder público”, debido al carácter benéfico de que participan las Cajas, caracterizadas por la ausencia de finalidad crematística y, por ello, acreedoras de un trato fiscal privilegiado. Sin mayor argumentación, concluye:

“Pero ello carece de la entidad precisa para trastocar la naturaleza privada, connatural a estos institutos, cuyo régimen, en su esencia, sigue la normativa del derecho privado, salvo en aquellas cuestiones o materias que específicamente se hayan regulado por norma”.

Así pues, para el TS la naturaleza privada es connatural a las Cajas, es algo constitutivo de su esencia, lo cual es decir demasiado. La cuestión llegó al TC, que se pronunció al respecto en su sentencia 18/1984, de 7 de febrero. El TC reconoce que, en ausencia de calificación legal, como sucede con las Cajas, la consideración “de un ente como público... “ es uno de los problemas que en determinados supuestos presenta mayor complejidad. En el Estado Social y Democrático proclamado por la CE se produce una interpenetración entre Estado y Sociedad que, sostiene el TC, en el campo de la organización, 

“... se traduce tanto en la participación de los ciudadanos en la organización del Estado como en una ordenación por el Estado de Entidades de carácter social en cuanto su actividad presenta un interés público relevante, si bien los grados de intensidad de esta ordenación y de la intervención del Estado pueden ser diferentes, lo que se explica no sólo por la libertad de que dispone el legislador en el marco constitucional, sino también por la confluencia de diversos principios como el de pluralismo político. 

El TC destaca la acción mutua Estado-Sociedad, que “difumina la dicotomía entre Derecho público-privado”, por la concurrencia de los poderes públicos y los sujetos privados en la consecución de los fines de interés general. Pero todo ello “agudiza la dificultad tanto de calificar determinados entes como de valorar la incidencia de una nueva regulación sobre su naturaleza jurídica”. El TC, constatando la existencia de entes “... de carácter social y relevancia pública”, sostiene que esta relevancia “... no conduce, sin embargo, necesariamente, a su publificación, sino que es propio del Estado Social de Derecho la existencia de entes de carácter social, no público, que cumplen fines de relevancia constitucional o de interés general”. A continuación, se afirma que su posición acerca de lo que sean las Cajas se limita al examen de la normativa entonces vigente, el Real Decreto 2290/1977, en estos términos:

“Para llevar a cabo esta valoración no juzgamos necesario efectuar un examen de las distintas regulaciones de que han sido objeto con anterioridad de las Cajas de Ahorros, tomando en cuenta su relevancia en los aspectos benéfico-asistencial, de fomento del ahorro popular y financiero, de tanta trascendencia en el momento actual, ni la distinta calificación jurídica que puede haber correspondido a las Cajas según esta legislación. Lo que nos importa para la resolución del presente recurso es su configuración actual, de acuerdo con la normativa reguladora de sus órganos de gobierno y funciones, y en concreto con el Real Decreto de 27 de agosto de 1977”.
Seguidamente, la sentencia realiza un análisis del preámbulo del Real Decreto y de su contenido normativo, a todo lo cual nos hemos referido en el anterior apartado de este epígrafe, llegando a las siguientes conclusiones:

· Las Cajas de Ahorros, con un carácter general, se configuran como “entes de carácter social, si bien con una intervención pública más intensa para aquellas fundadas por el Estado o las Corporaciones Locales”. 

· La organización establecida en el Real Decreto “se desliga de la voluntad del fundador”, de tal forma que debe ajustarse a la prevista en dicha norma, que los Estatutos de la Caja no pueden soslayar, y a la que deben someterse, por lo que –según el TC- también “se desligan” de aquella voluntad. Los Estatutos no corresponde aprobarlos ni modificarlos a la Entidad fundadora.

· Conforme a la organización establecida en la reiterada norma, el Patronato de las Cajas fundadas por las Entidades Locales ya no se reserva a estas, aun cuando tengan cierta intervención en los órganos de las Cajas, “primando en su composición la configuración de las Cajas como entes sociales”. Tampoco en el ejercicio de la actividad existe “vinculación con la Corporación local fundadora”.

· En virtud de esta desvinculación de la Caja respecto de la Corporación Local fundadora, los miembros del Consejo de Administración, elegidos por aquélla “... no tienen consideración de cargos públicos a los efectos del art. 23 de la Constitución”.

· El Estado ejerce el protectorado sobre las Cajas de Ahorro en diversos aspectos, a través del Ministerio de Economía, lo cual no convierte a “todas las Cajas en entes públicos”, sino que expresa la protección del interés general presente en toda fundación, por la relevancia de estas entidades en el sistema financiero y sus implicaciones para el ahorro y la realización de fines asistenciales. Nótese que en este F.4 el TC da por sentado el carácter fundacional de las Cajas, con amparo y cita expresa del art. 34.1 CE.

· Un tanto de pasada se afirma también que el Real Decreto trata de las operaciones financieras de las Cajas, “... que podrían realizar las autorizadas a la Banca privada”. Implícitamente, parece deducirse que realizan un tipo de actividades de intermediación financiera de carácter privado.

Tras todo ello, concluye en relación con la generalidad de las Cajas fundadas por los entes locales lo siguiente:

“En definitiva, la competencia de las Corporaciones locales se reconduce en el momento actual a la actividad fundacional, desligándose la Caja de la Corporación fundadora, en los términos vistos, sin perjuicio de la intervención que se le reconoce en los órganos de gobierno, que no es de carácter mayoritario ni en la Asamblea General ni en el Consejo de Administración.
Las Cajas de Ahorros fundadas por las Corporaciones locales no tienen la naturaleza de entes públicos, sino de entes de carácter social en los términos vistos”.

Pero también se pronuncia el TC, en concreto, por el carácter de la entidad interesada, Caja de Ahorros de Asturias, fundada por el Ayuntamiento de Gijón y la Diputación Provincial de Oviedo (por fusión de dos Cajas precedentes), y sujeta a su patronato y garantía. Dicha Caja adaptó los Estatutos expresamente al Real Decreto de 1977 y se ubicó bajo el Protectorado del Ministerio de Economía; más en concreto, su organización se desenvuelve en el marco establecido por dicho Real Decreto. Contexto normativo que lleva a concluir al TC:

“El examen de los Estatutos confirma que la Caja de Ahorros de Asturias se configura en el momento actual en el marco del Real Decreto de 27 de agosto de 1977, y que, por tanto, le son aplicables las conclusiones expuestas en el fundamento anterior. Conclusión que no queda alterada por la mención a la protección y garantía de las Corporaciones fundadoras a que se refiere el art. 1 de sus Estatutos, en cuanto la primera no se traduce en el patronato oficial de la Entidad, y la garantía no es, en el contexto legislativo actual, un signo que por sí solo sea decisivo para determinar el carácter público de la Entidad”. 
Pues bien, se ha de resaltar que el TC se pronuncia sobre la naturaleza de las Cajas a la luz, exclusivamente del Real Decreto 2290/1977, al que la Caja afectada había adaptado sus Estatutos y lo hace así con plena consciencia, descartando lo que considera “las distintas regulaciones de que han sido objeto con anterioridad las Cajas de Ahorro”. Así, se hace tabla rasa de toda normativa que no sea la contenida en el reiterado Real Decreto y la legislación local ni siquiera se menciona. El Real Decreto de 1977, esencialmente, lo que innova es la tipología de los órganos rectores y su integración, estableciendo un modelo uniforme para todas las Cajas de Ahorro, de cuya validez no duda el TC, y que transforma su pasada configuración. En efecto, si con anterioridad los entes locales podían aprobar y modificar los Estatutos de las Cajas, cuyo patrocinio y garantía asumían, y, si, además su patronato u órgano de gobierno estaba mayoritariamente integrado por la representación local, como sucedía con anterioridad a 1977, era cabal sostener que existía un ligamen o vinculación entre la entidad constituida y el ente local constituyente. Si, por el contrario, en virtud de lo dispuesto en el Real Decreto, no corresponde a la entidad fundadora la modificación o aprobación de los estatutos de la institución fundada; si, asimismo pierde el control representativo en su gobierno y, con ello, su patronato oficial, y si, finalmente, se relativiza la garantía que, por sí sola, “no es ... un signo decisivo para determinar el  carácter público”; es lógico que, si todo ello es así, se produzca un desligamiento de las Cajas de Ahorro provinciales y municipales respecto de la voluntad de las Corporaciones locales fundadoras. Dicho de forma más clara, poco tiene ya que ver la Caja con el ente público que la constituyó, trasladándose todo el poder de control a la Administración central, a quien corresponde ejercer el protectorado. Y todo ello se realiza mediante el expediente de transferir el poder decisorio pleno a los órganos de gobierno de la Caja, bajo protectorado público estatal, privándose a la institución fundadora de la representación mayoritaria en ellos que antes ostentaba y sin incidir en los restantes aspectos de la configuración jurídica de estas entidades. Tiene, a nuestro juicio, todo el sentido la relativización que el TC realiza respecto a la garantía de la institución fundadora, vigente como estaba entonces el Fondo de Garantía de Depósitos en las Cajas de Ahorro. No es superfluo comparar el profundo cambio de enfoque que se aprecia en esta STC con respecto al que se mantuviera en la jurisprudencia del TS de 1962. Una reciente sentencia del TC ha relativizado aquella desvinculación plena entre el Ayuntamiento, como entidad fundadora y la Caja como entidad fundada. Así, en la STC 121/2012, de 5 de junio, se afirma:

“forma parte del ámbito de autonomía del Ayuntamiento de Gijón en cuanto entidad local fundadora el derecho a gozar de una representación efectiva en los órganos rectores de la caja de ahorro, pues la vinculación de los Ayuntamientos con las cajas de ahorro requiere de la representación de éstos en tales órganos rectores y aún con mayor motivo en el caso de que la corporación municipal tenga el carácter de entidad fundadora”.

No obstante, puntualiza el TC que la concreta determinación de la representación de la entidad local fundadora corresponde al legislador competente por razón de materia.

Lo trascendente, sin embargo, es que esta doctrina constitucional se mantiene sistemáticamente en lo esencial en la posterior jurisprudencia constitucional y ordinaria, con alguna matización y excepción que se habrá de reseñar. Nos hemos referido ya a las SSTC 48 y 49 de 1988, sobre la LORCA y diversa legislación autonómica, pero ha habido muchas otras con posterioridad. En la jurisprudencia de la década de los ochenta, al margen de la doctrina ya vista acerca de la distribución competencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas, se articuló una tesis respecto al carácter de las Cajas deudora y subordinada de un hilo argumental cuya finalidad primordial se enderezaba al aval de la nueva configuración organizativa de estas entidades instaurada por la LORCA, aunque continuando las directrices del Real Decreto de 1977. En efecto, los recurrentes, en interpretación coordinada de lo previsto en el art. 34.1 CE (derecho de fundación) y 38 CE (libertad de empresa), en relación con lo previsto en el art. 53.1 de la Norma Constitucional, y partiendo de la doble consideración de las Cajas como fundaciones y empresas, sostenían que la LORCA – al configurar de forma prácticamente acabada su organización y composición habían vulnerado el “contenido esencial” de aquellos derechos, en los que se integraba, no solo la facultad de constituir fundaciones y empresas, sino también la potestad para establecer su organización en el marco de la Ley. Pues bien, el TC acaba prácticamente por negar el carácter de fundación y empresa de las Cajas y desde luego la mixtura fundación-empresa. En esencia se sostiene:

( Que un análisis de la legislación histórica de las Cajas pone de relieve que se consideraban “instituciones” benéfico-sociales y no se determinaba explícitamente “una posible naturaleza fundacional”. Del mismo modo, el origen de estas entidades fue muy diverso. Todo lo cual no acreditaba sino la ambigua naturaleza jurídica de las Cajas y su notable diversificación. Pero el TC cree necesario atenerse a su “naturaleza actual”. De acuerdo con ello, la evolución de estas instituciones, cuyo fin benéfico-social “ha quedado oscurecido, aunque sin desaparecer...”, pone de relieve su más “relevante función como entidades de crédito”. No tiene inconveniente, sin embargo, el TC, a efectos simplemente dogmáticos, en calificar a las Cajas -dentro de la tripartición de personas jurídicas establecidas por el art. 35 de Código Civil– como “fundaciones”, pero fundaciones “de carácter muy peculiar en que domina su condición de entidades de crédito, que es lo que les da su fisonomía actual”. Transformación de las Cajas que “no permite considerarlas hoy como fundaciones en el sentido que la doctrina generalmente admitida, y con ella el art. 34.1 CE, da a ese concepto”. Y ello lo sostiene tanto respecto a las Cajas entonces existentes, como a las constituidas con posterioridad al amparo de la legislación autonómica que, debemos apostillar, de forma prácticamente general, reconocen el “carácter fundacional de las Cajas de Ahorro”. Y es que, para el TC (F 6 y 8), “el fondo dotacional (en las Cajas de Ahorro), aun siendo considerable..., formará solo una parte de sus recursos, que habrán de nutrirse en el futuro de depósitos de terceros”, por lo que concluye:

“... resulta que, en la actualidad, en las Cajas, sea cual sea su origen, ni la mayor parte de los recursos de que se disponen procede del fundador, sino que son recursos ajenos, ni los fines que hoy persiguen son principalmente benéficos o benéfico-sociales sino los propios de una entidad de crédito. No cabe, por tanto, aceptar la tesis de los recurrentes que identifiquen las Cajas con fundaciones en el sentido del art. 34 de la Constitución”.

Hay mucho matiz en la argumentación, pero prácticamente se resume en que en razón a su carácter y funcionalidad –entidades de crédito, con las funciones propias de intermediación financiera– las Cajas no pueden identificarse totalmente con las fundaciones. De serlo, son fundaciones de “carácter muy peculiar”.

( Pero, dicho todo lo anterior, se afirma que estas entidades de crédito, que se nutren de recursos ajenos y realizan con ellos operaciones financieras de carácter mercantil, no pueden tener finalidad de lucro ni “persiguen distribuir beneficios, sino que el excedente de sus rendimientos lo han de dedicar a obra social”, y, por ello, las Cajas de Ahorro “no responden al concepto tradicional de empresa”. Para el TC la libertad de empresa del art. 38 CE “... se refiere a empresas privadas, es decir, a organizaciones que tienen una finalidad de lucro, y garantiza en último término la existencia de una economía de mercado”, supuesto ajeno a las Cajas de Ahorro, por lo ya señalado. No son las Cajas, por tanto, empresas o, al menos, “empresas privadas” amparadas por aquel precepto constitucional y su actuación no parece que deba desenvolverse bajo las exigencias de la economía de mercado. Lo peculiar de las Cajas es la concurrencia del “interés público y su carácter atípico”. Y, puntualiza el TC, en tan “atípica institución que es la Caja de Ahorros” no es posible que su gobierno recaiga en quienes “asumen el riesgo de la gestión de empresa, porque por su naturaleza carecen de propietarios” y no “parece coherente que la adopten quienes no asumen ese riesgo”. En este marco, se concluye que es constitucionalmente legítimo y no vulnera el art. 38 de la Constitución que “los poderes públicos, a quienes corresponde velar por el interés general, establezcan con mayor o menor precisión la composición de los órganos rectores de las Cajas”. No merece la pena detenerse en contradicciones aparentes como la mención del riesgo de empresa, respecto a entidades de carácter no empresarial, ni tampoco en la pretendida coherencia de otorgar la dirección de las Cajas, entre otros, a representantes de grupos sociales y entes públicos cuya asunción del riesgo empresarial es más que discutible.

Son las Cajas, en definitiva, entes atípicos de carácter social. Son hasta tal punto atípicos que no resultan amparados constitucionalmente desde la perspectiva del derecho de fundación y de la libertad de empresa. El fundador de la Caja carece de potestad organizatoria, según la STC 18/1984, porque la fundación se desliga de su voluntad. Además, para la STC 49/1988, no pueden otorgarse al fundador facultades propias del derecho de fundación, cuando las Cajas tienen poco que ver con esta institución y más bien son auténticas entidades de crédito. Pero, es el caso, que estas entidades de crédito que son las Cajas reúnen tales caracteres de interés general que difícilmente se les puede considerar empresas y por ello tampoco pueden estar investidas de la potestad organizativa que la CE reconoce a aquellas. En suma, es tal la singularidad de estas instituciones crediticias de carácter social que el legislador está facultado para intervenir en la configuración de sus órganos y en su composición hasta el grado en que lo hace la LORCA y, en su complemento y desarrollo, la legislación autonómica sobre Cajas de Ahorro. El carácter social de las Cajas justifica la intensa intervención del legislador estatal y autonómico que conocemos en la configuración de su organización y este título de intervención pública se mantendrá durante mucho tiempo. En el año 2010, como veremos, el legislador estatal varió radicalmente de criterio. 

Con independencia de la legitimidad constitucional de la solución adoptada por la LORCA, no exenta de debate doctrinal, generó mayor polémica la raíz de la argumentación en torno a los conceptos de fundación y de empresa, que ya a la sazón se consideró obsoleta. Alguna atención requiere el voto particular (DÍEZ PICAZO, L.) a la STC 49/1988, cuyo disentimiento se ciñe a las Cajas de naturaleza jurídico-privada, por su origen, y no a aquellas otras que “... por haber sido fundadas por Administraciones Públicas, merecieren la consideración de empresas públicas”, respecto a las que nada tenía que decir. La STC no sostiene, sin embargo, que estas últimas Cajas sean “empresas públicas”, aunque tampoco parece calificarlas de “empresas privadas”. La calificación de entes “sociales” nos dice muy poco acerca de lo que jurídicamente son las Cajas, dado el perfil tan acusadamente anfibológico del término social. Pero es la propia configuración organizativa de las Cajas privadas lo que contesta el magistrado disidente, para quien la LORCA ha acometido 

“una vasta operación de traslación de los poderes de gestión de estas entidades a manos públicas, dejando intacto el régimen jurídico de su propiedad”.

En dicho voto particular se postula la doble consideración de las Cajas como fundaciones y empresas, amparadas por los arts. 34 y 38 CE, cuyo poder de autoorganización y decisión resulta vulnerado por la LORCA. Sostiene también que la argumentación mayoritaria “confunde la naturaleza y la estructura de una entidad como persona jurídica y la actividad a que ésta se dedica”. No carecían de razonabilidad, a nuestro juicio, estas apreciaciones que, sin embargo, no concitaron apoyo alguno en el seno del Tribunal. Pero lo importante no es solo eso. Lo relevante es que, con algún pequeño matiz, la doctrina constitucional entonces establecida, se ha mantenido invariable y sistemáticamente a lo largo del tiempo.

Para muchos, sin embargo, la perspectiva adoptada por el TC en torno a la concepción institucional de la fundación y de la empresa era caduca ya al tiempo en que se formuló la doctrina general examinada (1988). Sea esto cierto o no, muy pronto la sucesiva legislación promulgada en la materia vino a superar netamente aquella concepción. Así:

a) Por lo que respecta al modelo de fundación, prácticamente toda la legislación autonómica ha venido a considerar a las Cajas como fundaciones, aunque con una organización y un régimen jurídico peculiar. Lo mismo sucede con los Estatutos de las propias Cajas. Por su parte, el art. 24 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de fundaciones (L.F.) ha reconocido legalmente lo que ya se admitía en la práctica, esto es, que las propias fundaciones desarrollan “actividades económicas cuyo objeto está relacionado con los fines fundacionales o sean complementarios o accesorios de los mismos”; de la misma forma, les permite “intervenir en cualesquiera actividades económicas a través de su participación en sociedades”. La realización de actividades de intermediación financiera, como entidades de crédito, ha sido el objeto propio de las Cajas que fueron constituidas como fundaciones en su origen. Bien que, en un pasado remoto, estas actuaciones estaban impregnadas de esencias benéficas, por los sujetos depositantes y prestatarios a quienes se dirigían y por las condiciones en que se realizaban las imposiciones y se concedían los créditos, conforme a la legislación en su momento vigente. Actividades financieras de estas fundaciones, cuyo carácter benéfico se fue diluyendo, asemejándose, para muchos, totalmente, a las típicas que realiza cualquier entidad de crédito, bancaria o no. Es el destino de los excedentes a obra social lo que cualifica preponderadamente a las Cajas como fundaciones.

En lo que se refiere a la suficiencia de la dotación fundacional para el cumplimiento de los fines de la fundación, hemos puntualizado en otros informes la creciente importancia de la vertiente organizativa de la institución en detrimento de su tradicional versión patrimonialista, lo cual ha sido puesto de relieve por el TC en relación, precisamente, con las fundaciones creadas por las Administraciones Públicas. Que las Cajas se nutran de recursos ajenos prioritariamente es connatural a su cualidad de entidades de crédito, puesto que el dinero que reciben de terceros (o en préstamo) es la materia prima con la que elaboran sus productos financieros, lo cual tiene poco que ver con el fondo dotacional o el resto de los recursos propios como mecanismos de garantía del pasivo. Lógicamente, el importe de las imposiciones y depósitos constituyen recursos ajenos.

b) Menor consistencia tiene aun la negación de la naturaleza de empresas a las Cajas de Ahorro, por carecer de ánimo de lucro. Siempre se ha distinguido el ánimo de lucro objetivo y el subjetivo. La ausencia de socios o accionistas en las Cajas, hasta hace pocos años, determinaba la imposibilidad de distribución de beneficios. Pero el lucro objetivo de la institución era la base sobre la que pivotaba la obra social, lucro o beneficio que debía generar el desempeño de sus operaciones financieras. Ya en 1989, el art. 16 de la Ley 19/1989, de 25 de julio, de reforma parcial y adaptación de la legislación mercantil a las directivas de la CEE en materia de sociedades, modificó el Código de Comercio a los efectos de incluir en el Registro mercantil a todas las Entidades de Crédito. El Real Decreto Legislativo 1298/1986, de 28 de junio, también de adecuación del derecho interno al comunitario europeo, en su art. 1.2.c) conceptuaba a las Cajas de Ahorro como “entidades de crédito”. Por su parte, el art. 81 del Reglamento del Registro Mercantil de 1996 incluía a las Cajas entre los sujetos obligados a inscribirse en él. La LDIEC de 1988, por último, introdujo en las Cajas las “cuotas participativas”, como aportaciones dinerarias en forma de valores nominativos sin derechos políticos, pero lógicamente con derechos retributivos. Ya entonces ni siquiera podía negarse legalmente, la existencia de lucro subjetivo ni de propietarios con asunción de riesgos empresariales. En el aspecto que tratamos, la entrada de España en la Unión Europea también fue decisiva. A efectos del derecho de la competencia, la jurisprudencia comunitaria, al menos desde 1991, ha entendido que “el concepto de empresa comprende cualquier entidad que ejerza una actividad económica, con independencia del estatuto jurídico de dicha entidad y de su modo de financiación” (sentencias del Tribunal de Justicia, de 23 de abril de 1991, y 11de noviembre de 2007). En la sentencia de 5 de marzo de 2009, se consideró que las Cajas alemanas colaboradoras en la gestión de la seguridad social eran empresas en el sentido del Derecho europeo, aunque fuesen “entidades de derecho público” y “desempeñen... una función de carácter social, ajena a todo fin lucrativo”.

En la STC 10/2005, a propósito del estatuto fiscal de las Cajas de Ahorro, se afirma que la justificación del trato dispar a estas entidades “decae desde el momento en que su naturaleza adquiere un carácter eminentemente mercantil”, lo cual se había producido ya en la etapa preconstitucional, al equipararse sus operaciones a las de los Bancos, razón por la que “la extensión de la exención a la parte puramente mercantil, comercial, financiera y, por ende, lucrativa, no encuentra hoy en día, ni la encontraba en 1978, justificación alguna”. 

En definitiva, el TC avaló la configuración organizativa de las Cajas de Ahorro realizada por la LORCA y la legislación autonómica, pero recurriendo para ello a una batería argumentativa, a nuestro juicio, un tanto discutible acerca de la naturaleza institucional de la fundación y de la empresa. En la raíz de la argumentación se acabaron por mezclar y confundir el carácter de las actividades realizadas con la naturaleza de la personalidad de las Cajas, bajo un equívoco entendimiento de su finalidad no lucrativa. La actividad de intermediación financiera puede ser ejercida por sujetos integrantes tanto del sector privado como del sector público, antes y ahora. El derecho comunitario europeo lo ha admitido con naturalidad. El Sistema Europeo de Cuentas Nacionales (SEC 95) divide el sector público empresarial en los dos grandes bloques de empresas públicas, financieras y no financieras. Es indiferente la personalidad jurídica formal que adopten, siendo lo decisivo el hecho del control por instituciones públicas o sujetos privados.

Es un hecho que a través de la representación autonómica y local los poderes públicos han disfrutado de una posición dominante en muchas Cajas durante un buen período de tiempo, como lo es que la legislación dictada por las Comunidades Autónomas ha otorgado con carácter general un gran poder decisorio a las autoridades autonómicas competentes respecto a la actuación de estas entidades de crédito. Pues bien, con independencia de ello, lo que debemos destacar una vez más es que la jurisprudencia constitucional y ordinaria se ha decantado, de forma abrumadoramente mayoritaria, por la naturaleza privada de las Cajas y, por tanto, por su no vinculación al sector público. Es de destacar que cuando se dictó la jurisprudencia de finales de los ochenta, el TC era o debía ser consciente de que avaló una legislación estatal y autonómica que posibilitaba una presencia mayoritaria de representación pública en el gobierno de las Cajas de Ahorro. Aun así, defendió su no publicación ,con el único voto particular que se ha mencionado. En el mismo sentido se orienta la mayoría de la doctrina especializada. El TC, en el Auto 224/2003, en el que realiza una síntesis de toda su jurisprudencia anterior califica a las Cajas de Ahorro de “personas jurídico-privadas, aunque de interés público y social”. Esta es también la calificación que sistemáticamente les otorga la jurisprudencia del TS en un buen número de sentencias, partiendo de la ya analizada de 26 de octubre de 1982 hasta la última que conocemos de 19 de enero de 2010. Son abundantes las sentencias del TS, coincidentes en los órdenes contencioso-administrativo y civil, que se pronuncian en el mismo sentido y ello nos excusa de su cita. La última sentencia calendada reitera lo expresado en las anteriores, afirmándose taxativamente que “las Cajas de Ahorro no son entes públicos sino personas jurídico-privadas y sus miembros no tienen, por tanto, la consideración de cargos públicos municipales...”.

3º. Una visión alternativa

Sentado lo anterior, existe una visión alternativa del fenómeno de las Cajas y de su actuación financiera y social, sostenida por una doctrina netamente minoritaria, que no carece de cierto realismo en cuanto al examen de la cuestión que nos ocupa. Para esta posición minoritaria, muchas Cajas de Ahorro se integran en el sector público autonómico. Las razones que fundamentan esta tesis son fundamentalmente dos: una, relativa a la posición dominante de la representación pública en los órganos de gobierno de las Cajas y, otra, referida al control de la administración autonómica, tanto de la actividad empresarial de estas entidades, como de su obra social. 

Al control público interno de los órganos de gobierno de las  Cajas nos hemos referido superficialmente al analizar el contenido de la LORCA. Ahora hemos de precisar algo más. Para el TC era constitucionalmente legítimo que el legislador estatal fijase, con un mayor o menor grado de precisión, la composición de los órganos rectores de las Cajas (STC 49/1988), pero en la misma sentencia se admitió que las Comunidades Autónomas podían integrar en dichos órganos representantes de otros intereses sociales y acomodar los porcentajes de cada grupo de interés, puesto que el legislador básico no los podía establecer de forma rígida y acabada. La legislación autonómica aprovechó la posibilidad brindada por esta jurisprudencia e impuso, en muchos casos, la presencia de representantes de la Comunidad Autónoma en los órganos de gobierno de estas entidades de crédito. En varias Comunidades Autónomas, de acuerdo con su propia legislación, la suma de los porcentajes correspondientes a la Comunidad Autónoma y a las Entidades Locales en la Asamblea General de las Cajas suponía una mayoría cualificada de votos sobre el resto de la representación. Lo cual implica que la toma de decisiones de las Cajas es susceptible de estar controlada por la representación de los entes públicos regionales y locales. En muchas Cajas de fundación pública, la representación otorgada a los fundadores fortalecía aún más la representación de los poderes públicos (Vgr., Caja de Ahorros de Asturias). El control de la Asamblea General se trasladaba al Consejo de Administración, participado por los mismos grupos de intereses (arts. 13 y 14 LORCA), por lo que claramente la posición pública dominante se ejercía en el órgano de administración y gestión financiera de la entidad. 

Por lo que se refiere al control externo de las Cajas, la intervención de la Administración autonómica, conforme a su legislación específica, es muy intensa y se extiende al ámbito financiero y social. Se ha visto ya que, durante el régimen franquista, el  control de la Administración central sobre las Cajas era exhaustivo. Dicho control, en la etapa constitucional, no ha disminuido, sino que ha sido asumido por las Administraciones autonómicas, a quienes corresponde ejercer el Protectorado sobre estas entidades de crédito. Pero el control autonómico no se limita a un genérico protectorado garantizador del ajuste de las Cajas a determinados principios acordes con su peculiar carácter, sino que se extiende, por ejemplo a lo siguiente: 

· Las decisiones esenciales acerca del dimensionamiento de las Cajas deben ser autorizadas por la administración autonómica, tales como las relativas a las escisiones y fusiones. Para el caso de fusiones entre Cajas, cuyo domicilio social se ubique en distintas Comunidades Autónomas, se precisa la autorización conjunta de los respectivos Gobiernos autonómicos (Disposición adicional quinta de la LORCA), quienes determinarán –además- la participación pública que corresponde a cada Comunidad en los órganos rectores de la Caja resultante. En algunas Comunidades Autónomas, las llamadas fusiones frías entre Cajas, esto es, los acuerdos de cooperación o las alianzas (los llamados sistemas integrales de protección, SIP) también requieren para su efectividad la preceptiva autorización autonómica. 

· El control se extiende, en muchos casos, a la toma de decisiones relativas a la propia operatoria financiera de las Cajas, tal como la emisión de cuotas participativas, participaciones preferentes y deuda subordinada. La autorización autonómica comprende, a veces, el montante de la retribución que deben percibir los cuotapartícipes. Se trata de una intervención que condiciona la esencia de la política empresarial de las Cajas, cual es la del nivel de sus recursos propios determinado, en importante medida, por aquellos mecanismos financieros sujetos a autorización. Pero también, a menudo, se sujetan a autorización autonómica la concesión de grandes créditos, la adquisición de participaciones empresariales y la determinación y distribución de los excedentes. 

· En lo que hace a la obra social, la administración autonómica orienta su destino y autoriza su presupuesto, de cuyo cumplimiento las Cajas deben rendirle información y, en algunos casos, someterle a autorización la aprobación de la liquidación de aquel presupuesto benéfico social.

Así pues, los poderes públicos han estado representados en los órganos de gobierno de las Cajas, en muchos casos de forma mayoritaria, y la Administración autonómica autoriza o aprueba un amplio elenco de decisiones estrictamente empresariales, y determina el destino de la obra social en sus rasgos fundamentales. Para este sector doctrinal minoritario, si todo esto ocurre, difícilmente podrá sostenerse que se esté ante una gestión empresarial materialmente privada, por mucho que el ordenamiento jurídico otorgue al ente de que se trate una personalidad jurídica de esta naturaleza. Según esta tesis, si estas entidades están sujetas a un control e intervención público, externo e interno, de las características vistas en muchas de ellas, es que funcionalmente se integran en el sector público. Es esta también la consecuencia que se deriva del derecho comunitario europeo, para esta posición doctrinal.

A nuestro juicio, esta conclusión derivada del derecho comunitario no carece de fundamento y puede resultar perfectamente lógica en determinados supuestos, tal como pasamos a razonar. Ya en el momento en que se dictó la jurisprudencia constitucional que consagró la idea de las Cajas de Ahorro como entes de “carácter social” y de naturaleza privada (1988) regía la Directiva 80/723/CE, de 25 de junio de 1980, relativa a la transparencia de las relaciones financieras entre los Estados miembros y las empresas públicas. Su art. 2 establecía:

“Con arreglo a la presente Directiva, se entiende por:

- poderes públicos: el Estado, así como otras colectividades territoriales,

- empresa pública: cualquier empresa en la que los poderes públicos puedan ejercer, directa o indirectamente, una influencia dominante en razón de la propiedad, de la participación financiera o de las normas que la rigen.

Se presume que hay influencia dominante cuando los poderes públicos, directa o indirectamente, y respecto de la empresa;

a ) poseen la mayoría del capital suscrito de la empresa, o

b) disponen de la mayoría de los votos inherentes a las participaciones emitidas por la empresa, o

c) pueden designar a más de la mitad de los miembros del órgano de administración”.

Dicha Directiva ha sido derogada por la vigente Directiva 2006/111/CE, de 26 de diciembre, que no modifica el concepto expresado de “empresa pública”. A su vez, la Ley 4/2007, de 3 de abril, de transparencia de las relaciones financieras entre las Administraciones Públicas y las empresas públicas, transpone dicha Directiva al derecho estatal, manteniendo el mismo concepto de “empresa pública”. Pues bien, para el derecho comunitario, y también para el derecho estatal que lo traspone, es indiferente la calificación formal, pública o privada, de una empresa, porque lo determinante será si, efectivamente y conforme a los criterios establecidos, está sujeta o no a “influencia pública dominante”. Ha de precisarse que la calificación de empresa pública, en el ámbito comunitario, lo es a los estrictos efectos de garantizar el derecho de la libre competencia. Se ha expuesto ya que en muchas Cajas la presencia de representación de distintos poderes públicos en sus órganos de gobierno era mayoritaria y, además, en virtud de la normativa aplicable a estas entidades, su política empresarial era susceptible de condicionamiento de diverso alcance por la Administración Autonómica. Pues bien, en este contexto, operadores jurídicos bien insignes han calificado a algunas Cajas como empresas públicas a los precisos efectos de las materias en cada caso concernidas. Pongamos algunos ejemplos:

a) En relación con el derecho de la competencia, el Tribunal de 1ª Instancia de las Comunidades Europeas, en sentencia de 12 de diciembre de 1996 (246/1996) consideró ayuda estatal una aportación de capital de la Caisse de Dépôts et Consignations-participations (CDC-P), filial al 100 por 100 de la Caisse des Dépôts et Consignations (Caisse), a la empresa Air France. El Gobierno francés alegó que la CDC-P era un organismo de derecho privado, gobernado de forma independiente por órganos de composición privada y que los fondos de participación en Air France eran también privados, aunque admitió que la inversión se realizó a impulsos de la Caisse y con los fondos que ésta aportó. El Tribunal europeo se limitó, por ello, a negar la pertinencia de la alegación respecto a la consideración privada de la CDC-P y de los fondos aportados. En cuanto a la Caisse, organismo creado por la Loi sur les finances de 1816, como “entidad especial” sometida a la vigilancia y garantía de la autoridad legislativa, regida por disposiciones legales y reglamentarias, el Gobierno francés alegó su autonomía jurídica e independencia para negar la integración en el sector público. El Tribunal consideró a la Caisse integrante del sector público, razonando así:

“Este resultado no es rebatido por las alegaciones basadas en la autonomía jurídica de la Caisse respecto de las autoridades públicas estatales, en la inamovilidad de su Director General sujeto sólo al control de una Comisión de Vigilancia independiente, en el estatuto específico de la Caisse respecto de la Cour des Comptes, así como en su régimen contable y fiscal particular. En efecto, se trata de elementos que atañen a la organización interna del sector público, y la existencia de normas que garantizan la independencia de un organismo público respecto de otros organismos no pone en tela de juicio el principio mismo del carácter público de dicho organismo. El Derecho comunitario no puede admitir que el mero hecho de crear instituciones autónomas encargadas de la distribución de ayudas permita eludir las normas relativas a las ayudas de Estado”.

b) En el año 2003, la Comisión Europea analizó un préstamo de Caja Cantabria a la empresa SNIACE, S.A. a los efectos de su consideración como una ayuda de Estado y de su compatibilidad con el Tratado constitutivo de la CE. Muchas son las circunstancias de interés concurrentes en el caso, pero en relación con nuestras preocupaciones lo relevante es la calificación de la Caja de Ahorros y la consideración de la actuación de las autoridades regionales. La Comisión, en su Decisión 2003/284/CE, de 11 de diciembre, consideró que se trataba, en efecto de una ayuda, ya que el instrumento financiero elegido, el préstamo subordinado, es inusual en el mercado y de acuerdo con criterios estrictamente gerenciales, ya que este tipo de préstamos solo se reembolsan a su vencimiento y después de satisfacer –en caso de quiebra- los demás derechos de los acreedores. Además, el interés era extraordinariamente favorable para SNIACE, S.A. e insólito en el mercado de capitales. En torno a la actuación del Gobierno de Cantabria, la Comisión constató que ejerció presión política y actuó de intermediario en la consecución del préstamo. Por lo que respecta a Caja Cantabria, frente a la alegación de las autoridades españolas de que era “una entidad de crédito privada y que los representantes públicos en sus órganos rectores están obligados por Ley a desempeñar sus funciones con total independencia”, la Comisión entendió lo siguiente: 

“Caja Cantabria es una entidad de crédito constituida jurídicamente como fundación privada. Se trata de una institución sin ánimo de lucro, cuyos beneficios se utilizan para financiar actividades sociales y culturales. Un porcentaje mayoritario (63 %) de los derechos de voto de sus diversos órganos rectores está en manos de representantes políticos de la región. El artículo 7 de la Ley 1/1990 de la Comunidad Autónoma de Cantabria, de 12 de marzo de 1990, sobre regulación de los órganos rectores de las Caja de Ahorros establece la siguiente representación en la Asamblea General, que se repite en otros órganos rectores: Corporaciones municipales: 38 %; Diputaciones provinciales: 25 %; impositores de la Caja: 22 %; instituciones de interés social y cultural: 10 %; empleados de la Caja: 5 %. En aplicación del apartado 2 del artículo 10 de la misma ley, la representación de las Diputaciones provinciales es asignada directamente a cada región. Además, las autoridades públicas participan en el nombramiento de los representantes de las instituciones de interés social y cultural. Cuando no es posible contar con representantes de los miembros u organismos fundadores, la representación de los órganos públicos se ve incrementada. Finalmente, la naturaleza fragmentada de la representación de los clientes aumenta la influencia de los miembros nombrados públicamente.

Éste es el caso de Caja Cantabria. Como ejemplo, la composición de la Asamblea General a 31 de diciembre de 2001, era la siguiente: Corporaciones municipales: 40%: Diputaciones provinciales: 27%; Impositores de la Caja: 23%; Instituciones de interés social y cultural: 5%; empleados de la Caja: 5%. Al mismo tiempo, 10 de los 15 miembros del Consejo de administración (incluidos el presidente, los dos vicepresidentes y el secretario) fueron nombrados por los poderes públicos.
... Tal como se indicó al incoarse el procedimiento, debido a esta situación, la Comisión considera que las decisiones de Caja Cantabria de financiar a determinadas empresas pueden estar dictadas por razones de interés público en vez de por el principio del “inversor privado en una economía de mercado”. La Comisión decidió que tenía que evaluar si, en concreto, el préstamo concedido a Sniace se ajusta a las condiciones normales de mercado.”

Para la Comisión, a la vista de tales circunstancias, y teniendo en cuenta lo previsto en el art. 2.2 de la Directiva 80/723/CE, “Caja Cantabria puede ser considerada una empresa pública”, dado “el porcentaje mayoritario de los derechos de voto en sus órganos rectores” de la representación de las autoridades regionales y “en virtud de las normas por las que se rige la entidad”. Se ha de tener en cuenta, igualmente, la importancia dada a la actuación del Gobierno de Cantabria en el asunto y la valoración de la posición dominante de la representación pública en la Caja por “la naturaleza fragmentada de la representación de los clientes”, lo que “aumenta la influencia de los miembros nombrados públicamente”. El Tribunal de 1ª Instancia de las CEE avaló la Decisión de la Comisión en sentencia de 14 de abril de 2005.

En una sentencia anterior, 16 de mayo de 2002, el TJCE había analizado el caso de determinadas entidades crediticias francesas, organizadas como sociedades mercantiles, en las que el Estado –directa o indirectamente- poseía más de dos tercios del capital y la casi totalidad de los derechos de voto. Como es lógico, a la luz de la Directiva 80/723/CE, el Tribunal consideró a dichas entidades como “empresas públicas”, ya que “las autoridades francesas podían ejercer directa o indirectamente una influencia dominante” sobre ellas. Pero es de sumo interés la catalogación del Tribunal respecto a los préstamos y garantías otorgados por aquellas entidades crediticias a determinada empresa. El Estado francés sostuvo que tales préstamos y garantías no eran “fondos estatales”, lo cual fue rebatido por el Tribunal sobre la base de entender que la influencia dominante del Estado sobre dichas empresas públicas “puede perfectamente orientar la utilización de los recursos de éstas”. Razonó así en el F. 37:

“En segundo lugar, es preciso recordar que, como ya se ha indicado en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, el artículo 87 CE, apartado 1, comprende todos los medios económicos que las autoridades públicas pueden efectivamente utilizar para apoyar a las empresas, independientemente de que dichos medios pertenezcan o no de modo permanente al patrimonio del Estado. Por consiguiente, aun cuando las sumas correspondientes a la medida que se discute no estén de manera permanente en poder de Hacienda, el hecho de que permanezcan constantemente bajo control público y, por tanto, a disposición de las autoridades nacionales competentes, basta para que se las califique como fondos estatales (véase la sentencia de 16 de mayo de 2000, Francia/Ladbroke Racing y Comisión, C-83/98 P, Rec. p. I-3271, apartado 50)”.
En todo caso, se ha de matizar que la simple existencia de influencia dominante de los poderes públicos no implica automáticamente que el Estado ejerza el control en cada caso particular, tal como se precisa en dicha sentencia. A este respecto puede señalarse que la Decisión 2004/32/CE, de 2 de abril, entendió que un préstamo de Bancaja (con influencia dominante de poderes regionales y municipales) no constituía ayuda de Estado, en función de sus características, y de que no existía indicio alguno del ejercicio de aquella influencia. Por otro lado, la jurisprudencia resalta a menudo que el derecho comunitario no prohíbe que “... a través de sus empresas públicas los Estados puedan perseguir objetivos distintos a los comerciales”. 

c) La sentencia del TS de 17 de enero de 2007 examina el caso de una licencia individual tipo C1, habilitante para el establecimiento y explotación de una red pública de telecomunicaciones a la entidad “Red de Banda Ancha de Andalucía, S.A.”, cuya composición accionarial pertenecía en un 40 por 100 a una entidad privada, en otro 40 por 100 a una entidad pública (SANDETEL) y en el restante 20 por 100 a diversas Cajas de Ahorro de Andalucía. La Comisión Nacional de Telecomunicaciones, al amparo de lo previsto en el art. 73 de la Ley General de Telecomunicaciones, sometió la licencia a diversas condiciones previstas legalmente para el caso de que el concesionario tuviese la condición de ente público. A juicio de la Comisión Nacional, la entidad licenciataria “Red de Banda Ancha de Andalucía, S.A.” tenía carácter público, porque la mayoría del capital social era público (un 60 por 100), al incluir en ese porcentaje la participación de las Cajas de Ahorro. Impugnada la decisión, el Tribunal de instancia, a la luz de la jurisprudencia constitucional y ordinaria que nos es ya tan conocida, concluyó que las Cajas de Ahorro no son entes públicos a los efectos de lo previsto en la legislación aplicable, puesto que su finalidad es la propia de las entidades de crédito, esto es, la privada de intermediación financiera para la obtención de beneficios económicos, además de que la representación en ellas de las Administraciones Públicas no tiene la consideración de cargos públicos.

Impugnada la sentencia ante el TS, éste alude a la finalidad de la legislación sobre telecomunicaciones, en los siguientes términos:

“Con estas normas se trata de evitar que estas entidades, regidas por otros criterios de contratación y contabilidad, no siempre coincidentes con la libertad de mercado regida por el principio de la oferta y la demanda, puedan distorsionar la libre competencia en el sector de las telecomunicaciones. Por ello se les impone la obligación de neutralidad en la contratación y la debida separación de cuentas entre los distintos servicios que presten.

Pues bien, en ese marco jurídico, el debate se ha centrado en determinar la naturaleza pública o privada de las Cajas de Ahorros, haciendo depender de la adopción de una u otra solución la aplicación o no de la anterior normativa, habida cuenta de que el 20% del capital social con el que las Cajas que participan en la entidad solicitante, unido al 40% con el que participa otra entidad pública, superan conjuntamente la mayoría precisa para la aplicación de la norma”. 

Planteada así la cuestión, el TS estima el recurso, avalando la decisión de la Comisión Nacional de las Telecomunicaciones, en el sentido de que el capital aportado por las Cajas debía computarse como público, a los efectos de aplicar a la concesionaria de la licencia los condicionamientos previstos en la legislación sobre telecomunicaciones. Razona así el TS:

“Junto a la naturaleza de entidades financieras y crediticias, unánimemente atribuida a las Cajas de Ahorro, por la doctrina, jurisprudencia y normas legales tanto internas como comunitarias, que menciona la sentencia recurrida, sin embargo sus actuaciones están orientadas a la consecución de fines de interés público, tales como el fomento del empleo, el apoyo a sectores productivos determinados, la protección y mejora del medio ambiente, el patrimonio cultural e histórico y la investigación, con el fin de contribuir, como dice el art. 3º de la Ley 15/1999 de las Cajas de Ahorro de Andalucía, vigente en el momento de dictarse el acto «al desarrollo social y económico de Andalucía, así como al equilibrio territorial».

Es decir, que, como señala el Tribunal Constitucional en su sentencia 49/1988, de 22 de marzo (F. 12º) «...las Cajas no pueden tener aquella finalidad (de lucro), ni persiguen distribuir beneficios, sino que el excedente de sus rendimientos lo han de dedicar a su obra social, con lo que de nuevo vuelve a aparecer el interés público en su gestión y su carácter atípico, pues se trataría, en todo caso, de entidades sin fin de lucro, lo que ciertamente no responde al concepto tradicional de empresa». 

Es esta finalidad social la que en determinadas circunstancias permitirá que las Cajas, en sus relaciones económicas, den prioridad a objetivos no siempre coincidentes con los que vendrían determinados por la simple aplicación de las reglas de libre mercado, lo cual, en un campo como el de las telecomunicaciones produciría un grave quebranto en un sistema regido por las normas de competencia.

A ello debe añadirse la importante participación que los representantes de las entidades locales y autonómicas tienen en los órganos de las Cajas, junto con un régimen de protectorado y control administrativo intenso, así como de cooperación de las Cajas Territoriales entre sí, lo que les permitiría imponer el cumplimiento de los fines sociales presentes en ellas, que en una estrategia concertada, pueden ser coincidentes con los de Sandetel, cuyo capital social pertenece en su totalidad a organismos públicos andaluces –51% a la Corporación Andaluza de Radio y Televisión, y 49% al Instituto de Fomento de Andalucía–; lo que ha de considerarse suficiente en orden a la aplicación del artículo 7.3 de LGT, no solo referido a Administraciones Públicas, sino como ocurre en el caso presente, a sociedades en cuyo capital participen mayoritariamente estas Administraciones, en cuyo ámbito deben comprenderse tanto situaciones más evidentes, como a situaciones límites, cual es el caso presente, en el que participan entidades, que cumplen fines de interés general similares a los de las Administraciones Públicas, y que por lo tanto permiten una interpretación de la norma atendiendo a su sentido teleológico”. 

Como puede observarse, es la propia jurisprudencia del TC la que sirve de apoyo a la sentencia y, con base en el interés general que han de perseguir las Cajas en su actuación, considera que sus decisiones, al igual que las de los entes públicos pueden tener una orientación no mercantil. No dice la sentencia explícitamente que las Cajas de Ahorro sean entes públicos, sino que cumplen “fines de interés general similares a los de las Administraciones Públicas” y que, por ello, a determinados efectos jurídicos pueden recibir el mismo tratamiento que estas. Ahora bien, esto es lo verdaderamente relevante, no una simple especulación doctrinaria acerca de la naturaleza jurídica de una institución: lo que importa es el tratamiento a que las somete el derecho y es el caso que, para el TS, a ciertos efectos, las Cajas de Ahorro deben ser tratadas como entes públicos. No dista mucho esta visión de la mantenida por el derecho comunitario europeo, para quien, como hemos señalado, las Cajas en que concurren las circunstancias en el establecidas deben ser tratadas como los poderes públicos, esto es, son empresas públicas a los efectos de la garantía de la libre competencia en materia de ayudas de Estado. El TS se limita a constatar que las Cajas de Ahorro Andaluzas son gobernadas por órganos integrados por una importante representación pública, son objeto de un intenso control administrativo y están sometidas al protectorado de la Administración Autonómica, razones por las cuales es muy difícil mantener que sus reglas de actuación sean las propias de las entidades auténticamente privadas.

d) El último caso que pasamos a exponer es ajeno a las Cajas, pero resulta conexo en algún aspecto. Como sabemos, actualmente rige la Directiva 2006/111/CE y la Ley 4/2007, que la transpone al derecho interno, cuyo artículo 2 define a las empresas públicas como “cualquier empresa en la que los poderes públicos puedan ejercer, de forma directa o indirecta, una influencia dominante en razón de la propiedad, de la participación financiera o de las normas que la rigen”. Pero el TC, ya con anterioridad, tuvo ocasión de aplicar los parámetros fijados por el derecho europeo con ocasión de la fiscalización parlamentaria de la empresa ENDESA, empresa privatizada de origen público. La Mesa del Congreso inadmitió a trámite una solicitud de comparecencia del Presidente de ENDESA, porque en el momento de formularla, el porcentaje de participación pública en el capital social de la empresa era inferior al 50 por 100 y, por tanto, tenía naturaleza de entidad privada. Al margen de otras consideraciones del caso, nos interesa resaltar la forma en que el TC se hace eco de lo dispuesto en el art. 2 de la Directiva 80/723/CE, para concluir (STC 177/2002, F10):

“En efecto, la argumentación del Acuerdo de 8 de septiembre, en el sentido de que "el porcentaje de participación pública en el capital de Endesa es inferior al 50 por 100 en la fecha de presentación de la solicitud de comparecencia", no resulta razonable para denegar dicha comparecencia, toda vez que la pretensión de información se refería a una actuación de la empresa en un momento en que ninguna de las partes discute que fuera pública. Ello prescindiendo de que no se puede compartir que el porcentaje de participación en una empresa sea el criterio decisivo para calificar a una sociedad como privada o pública, como tampoco se puede sostener que un porcentaje minoritario, incluso reducido, pueda excluir el control de una empresa por otros cauces. Importa la conexión de la empresa con una Administración pública, pudiendo esta última realizar su control sobre aquélla bien por cauces jurídico-públicos, bien por cauces jurídico-privados. De esta idea de control parte el Derecho comunitario al contemplar las empresas públicas en el art. 86 (antiguo art. 90) del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea. Lo determinante es que la Administración de alguna manera pueda controlar la empresa determinando su política económica. Éste es, en efecto, el criterio que adopta la Directiva 80/723/CE, de la Comisión, de 25 de junio de 1980, relativa a la transparencia de las relaciones financieras entre los Estados miembros y las empresas públicas, sobre cuya noción de empresa pública se ha pronunciado el Tribunal de Justicia (Sentencia de 6 de julio de 1982), destacando, por encima de su juego en el ámbito de la Directiva, el valor indicativo o de referencia general que la misma juega a nivel comunitario. En el art. 2 de la Directiva se ofrece un concepto de empresa pública fundamentado en el control público de la empresa, al considerar empresa pública "cualquier empresa en la que los poderes públicos puedan ejercer, directa o indirectamente, una influencia dominante en razón de la propiedad, de la participación financiera o de las normas que la rigen" y presumir que "hay influencia dominante cuando los poderes públicos, directa o indirectamente, y respecto de la empresa: a) poseen la mayoría del capital suscrito de la empresa; o, b) disponen de la mayoría de los votos inherentes a las participaciones emitidas por la empresa; o, c) pueden designar a más de la mitad de los miembros del órgano de administración, de dirección o de vigilancia de la empresa".

El TC anuló la inadmisión a trámite de la petición de comparecencia del Presidente de ENDESA, en primer lugar, porque era una empresa pública en el momento en que se produjeron los hechos sobre los que debía versar la información interesada. En segundo lugar, y este es el aspecto que ahora nos importa, porque a la luz de la normativa entonces vigente sobre enajenación de participaciones públicas diversos actos sociales de la empresa estaban sujetos a autorización administrativa, en razón a su carácter estratégico y de instrumento de garantía del interés general, esto es, el Gobierno podía controlar la política económica de la empresa en virtud de la legislación que le era aplicable. Así las cosas, el TC parece sostener que en tales casos el Parlamento está legitimado para ejercer cierta fiscalización sobre las empresas que se hallan en dicha situación y los parlamentarios pueden activar los correspondientes instrumentos de información y control que les brinda la normativa parlamentaria. Para el TC, destacando el papel de la citada Directiva en su propio ámbito de la libre competencia, es relevante el carácter de sus disposiciones como “valor indicativo o referencia general a nivel comunitario”.

Se han expuesto las tesis minoritarias que postulaban la consideración de la mayoría de las Cajas de Ahorro como entes, materialmente, públicos, integrantes del sector público empresarial autonómico, aunque se rigiesen por el derecho privado. Hemos constatado, igualmente, que a determinados efectos jurídicos, las instancias europeas e incluso los tribunales han dispensado a las Cajas un trato similar a las empresas públicas. El derecho comunitario de la competencia ha influido decisivamente en estas orientaciones. Aunque puedan compartirse diversas consideraciones de aquellas tesis y sea irrefutable la constatación del tratamiento jurídico de que han sido objeto diversas Cajas, se ha de reiterar y enfatizar nuevamente:

· Que ni una sola norma estatal o autonómica califica a las Cajas de Ahorro como entes públicos. La calificación legal general es la de entes de carácter social. Al propio tiempo, no conocemos una sola Caja cuyos Estatutos la definan como entidad de naturaleza pública. Hasta donde nuestros conocimientos han alcanzado, todos los Estatutos califican a las Cajas de Ahorro como entidades de naturaleza privada.

· Desde el año 1982 hasta la actualidad toda la jurisprudencia constitucional y ordinaria, muy copiosa, ha considerado –sin excepción y sistemáticamente- a las Cajas de Ahorro como entidades de carácter social, de naturaleza privada y sin ánimo de lucro. Reiteradamente se sostiene y enfatiza que no son entes públicos, aunque la entidad fundadora tenga este carácter, porque -de acuerdo con la legislación aplicable- las Cajas se han desligado de su fundador. Y es relevante que esta tesis se haya sostenido incluso en aquellos casos, anteriores a la vigencia de la Ley 44/2002, en que los miembros de los órganos de gobierno de las Cajas, designados por diversos entes públicos constituían una clara mayoría con relación al conjunto de los restantes miembros representativos de otros intereses. 

· Conforme a esta jurisprudencia las Cajas –como entes de carácter social- se caracterizan por ser entidades de naturaleza privada, aunque persiguen determinados fines de interés general, lo que justifica tanto la integración parcial de sus órganos por representantes de diversos poderes públicos como el control externo y la tutela protectora de la Administración competente. Partiendo de esta caracterización, lo que resalta en todo caso la jurisprudencia constitucional es que este control y protectorado público de las Cajas no acarrea su “publificación”. 

Por otra parte, lo que se destaca es que –pese a su carácter de fundaciones de naturaleza muy especial- predomina en las Cajas de Ahorro su consideración de estrictas entidades de crédito con una operatoria financiera pasiva y activa prácticamente idéntica a la de los Bancos y restantes intermediarios financieros. Ya hemos puesto de relieve la eliminación de toda restricción territorial y de otro tipo respecto a la operatoria financiera de las Cajas, salvo –de haberlas- las que afectan con carácter general a todas las entidades de crédito. Naturalmente, la estructura de la titularidad de la propiedad de las Cajas, por su carácter fundacional atípico, les impidió la captación de capital al modo en que los Bancos, en cuanto sociedades anónimas, están facultados para hacerlo.

· En lo que hace a la representación de los diversos poderes públicos en los órganos de gobierno de las Cajas es muy arriesgado generalizar, a la vista de la variada legislación autonómica sobre la materia y del carácter público o privado del fundador. Es común la integración de representantes de los trabajadores, de los impositores, de la entidad fundadora, y de las Corporaciones locales donde la Caja tenga abiertas sucursales, pero diversa normativa autonómica ha incluido también representación de la Comunidad Autónoma, designada por su Parlamento o Administración autonómica. Lógicamente, en los supuestos en que la entidad fundadora es una institución pública, la representación de este carácter se incrementa. Sin que podamos realizar un análisis más detallado, resaltaremos solo que –al menos hasta 2002- la representación conjunta de los diversos entes públicos excedía notoriamente a la mayoría absoluta de la Asamblea General en muchas Cajas de Ahorro. Es de matizar, sin embargo, el distinto grado de participación de los poderes públicos territoriales en la integración de los órganos de gobierno de las Cajas, según la normativa aplicable, de tal forma que en diversos casos la representación autonómica era inexistente,  aunque la local (municipios de implantación y entidades fundadoras) podía resultar fortalecida. Del mismo modo, en teoría y dada esta plural integración, la representación pública no tenía por qué constituir un cuerpo cohesionado y uniforme. De acuerdo con esta idea, la diversa integración pública, en razón a su procedencia, no plasmaba sino una forma diferenciada de representación de los distintos “intereses colectivos” a que se refiere la LORCA y la legislación autonómica. En pura teoría esto es así. Pero en la práctica se puso de manifiesto en muchos casos la implantación de un uniforme poder decisorio articulado en torno a los partidos políticos que, según las circunstancias, tuvieran mayor implantación en la región en que se ubicaba la sede central de la respectiva Caja. Se argumentaba que no es lo mismo gestión pública que gestión politizada y que las Cajas, en dichos supuestos, continuaban siendo entidades privadas y que los cargos en ellas desempeñados, sea cual fuere su procedencia, eran de igual naturaleza. Conforme a los antecedentes que se han expuesto, esta consideración tendría una validez muy relativa desde la perspectiva del derecho comunitario.

En cualquier caso, esta gestión que se dio en llamar público-política generó abundante polémica desde hace muchos años. Desde entonces ha existido un fuerte debate acerca del modelo organizativo de las Cajas de Ahorro, planteado en el ámbito jurídico, pero con el trasfondo de la concepción político-institucional de estas entidades. Un sector consideraba que esta gestión pseudopública era negativa para el eficaz desempeño de la actividad empresarial de intermediación financiera, que las Cajas debían realizar como cualquier entidad de crédito, puesto que -sostenían- no existía diferencia alguna entre sus operaciones activas y pasivas y las realizadas por los Bancos. Para otro sector, sin embargo las Cajas, como entes de carácter social, cumplen determinadas funciones de impulso del desarrollo económico regional, mediante la orientación de sus inversiones, coadyuvando a las directrices de las políticas públicas al respecto. En la práctica se oponían dos tesis divergentes acerca de la presencia pública en las Cajas. Ya desde 2002, la legislación dictada fue limitando esa presencia, a impulsos del derecho comunitario.

El debate, pues, se desenvolvía entre las alternativas de una gestión participativa, con fuerte presencia pública, o una gestión empresarial, profesionalizada e independiente de los poderes públicos De hecho, la LORCA, en teoría, configuró la organización y estructura de las Cajas de Ahorro en torno a dos principios informadores: el principio democrático y carácter representativo de estas instituciones, por un lado, y el de la gestión empresarial eficaz realizada con criterios de estricta profesionalidad, por otro. Toda la jurisprudencia constitucional ha desenvuelto sus argumentaciones en torno a la debida articulación de ambos principios. Para ciertos sectores, nunca se alcanzó el equilibrio deseable, prevaleciendo la influencia público-política.

Lo que no es dudoso, a la vista de la regulación vigente con anterioridad al proceso de reestructuración y de la situación a que se ha desembocado, que será objeto de posterior análisis, es que ha triunfado la tesis de la estricta profesionalización empresarial de la actividad de intermediación financiera. Pero, lo que muchos denominan privatización de las Cajas de Ahorro, se enmarca en un proceso que se inició hace más de diez años, aunque de forma tímida. Pueden confrontarse declaraciones del máximo responsable del BDE abogando por la profesionalización de las Cajas antes del año 2002. La captación de capital privado de participación en las Cajas era legalmente viable entonces, aunque los cuotapartícipes carecían de derechos políticos en los órganos rectores. La Ley 44/2002, llamada Ley Financiera, modificó el art. 2 de la LORCA, para imponer el límite del 50 por 100 de la representación pública en los órganos rectores de las Cajas. El debate parlamentario del proyecto de ley pone claramente de manifiesto que la introducción de esta limitación tenía por objeto soslayar una más que posible consideración de las Cajas por las instancias europeas como “empresas públicas” a los efectos del derecho de la competencia. Para muchos, persistió la influencia dominante de los poderes públicos en la gestión de las Cajas, conforme a lo que se ha reseñado anteriormente, pese al establecimiento de dicho límite.

No obstante, se había abierto una nueva vía, en la que se reincidió y profundizó en el trienio 2010-2012; vía que no podía hacer presagiar el resultado hoy alcanzado. El art. 3 del Real Decreto-Ley 11/2010 rebajó el límite de representación pública en los órganos rectores al 40 por 100. La STC 118/2011, de 5 de julio se pronunció sobre el límite fijado por la Ley 44/2002, teniendo a la vista el más restrictivo fijado en 2010. En 1988 se puso el acento en el principio democrático y participativo de las Cajas, lo que posibilitó una representación pública netamente mayoritaria en sus órganos rectores, conforme a directrices de la legislación estatal y autonómica avaladas por el TC. En 2011, prevalece “la exigible profesionalización… en tanto que medida para garantizar la autonomía de gestión de las Cajas de Ahorro”, poniendo “límites a la intervención pública en el gobierno de estas entidades, evitando que los órganos públicos tengan una presencia mayoritaria en los órganos de gobierno”; profesionalización tanto más necesaria cuanto que las Cajas, sin perjuicio del interés público concurrente, son “sujetos que ejercitan en el mercado una actividad similar a la desarrollada por otros entes de los que integran el sistema financiero” (STC 118/2011).

En materia tan compleja y polémica, nos queda algo claro derivado de la jurisprudencia constitucional, a saber, la amplia libertad del legislador para configurar las Cajas de Ahorro, que ha permitido tanto una representación pública mayoritaria como minoritaria en su gobierno y gestión. Para nosotros, sin embargo, la decisión del legislador al respecto no es inocua y si, como consecuencia de aquella representación y de la intervención de la Administración en los actos relevantes de gestión de las Cajas, resulta que los poderes públicos ostentan una influencia dominante en ellas, no podemos limitarnos a manifestar que, formalmente, constituyen entidades de naturaleza privada. En tales casos, como hemos constatado, se les podía dispensar un tratamiento jurídico similar al de las empresas públicas, según las circunstancias en cada caso concurrentes y a los efectos considerados en la normativa sectorial de que se trate. Tratamiento que se pretendió neutralizar con las reformas legislativas iniciadas en 2002, enderezadas a impedir la presencia de mayorías de representación pública en los órganos de gobierno de las Cajas.

Como expondremos posteriormente, las cosas han cambiado de forma radical como consecuencia del proceso de reestructuración verificado desde el año 2010.

IV El llamado “RÉGIMEN aforado” de la CAN hasta el amejoramiento del fuero.

1. Introducción.

Como ya sabemos, a finales de 1999 se produjo la fusión por absorción de la CAN y la Caja de Ahorros y Monte de Piedad Municipal de Pamplona (CAMP, en adelante). En el caso de fusión por absorción no nace una nueva Caja, sino que se extingue la absorbida y se mantiene la personalidad de la absorbente. Nuestro objetivo preferente de estudio es, pues, el nacimiento y desarrollo histórico de la CAN, única Caja de Ahorros que ha pervivido tras el proceso de fusión. No obstante, habremos de referirnos también a la CAMP, puesto que persiste la consideración del Ayuntamiento de Pamplona como “entidad fundadora”. En cualquier caso, a los efectos de nuestro análisis, es difícil desligar el curso histórico de las dos Cajas navarras, puesto que ambas pretendieron unir su destino singular frente al Estado bajo la dirección y el amparo de la Diputación Foral en defensa de lo que se consideraba un elemento integrante de la foralidad de Navarra. Una foralidad sobre las Cajas de Ahorro que, como ya hemos confesado, no aparecía como notoria a la luz de la legislación estatal y navarra reguladora de la materia. La competencia de Navarra en materia de Cajas de Ahorro se decía dimanante de sus “derechos históricos” y fue reconocida en al art. 56.1.f) del Amejoramiento mediante la peculiar alusión al “...sin perjuicio del régimen especial de convenios en esta materia”. 

En este contexto, era inexcusable proceder a una mínima investigación histórica con el objetivo de precisar el fundamento y alcance  de esta competencia foral, cuyos contornos no se hallaban perfilados, ni aún siquiera insinuados en la LORAFNA. En estos casos, como el Tribunal Constitucional ha sostenido en diversas ocasiones, es inexcusable una “investigación histórica” de los derechos forales de que se trate. Señaló el TC, por primera vez, en su sentencia 11/1984, F4:

“Las fuentes de las que nacen las competencias de los territorios históricos, por un lado, y de las Comunidades Autónomas, por otro, son necesariamente distintas. Los territorios forales son titulares de «derechos históricos» respetados, amparados y sujetos a actualización en el marco de la Constitución y de los Estatutos de autonomía, en virtud de lo dispuesto por la disposición adicional primera de la Constitución; por lo que la delimitación de las competencias de tales territorios podrá exigir una investigación histórica acerca de cuáles sean tales «derechos». Mientras que las competencias de las Comunidades Autónomas son las que éstas, dentro del marco establecido por la Constitución, hayan asumido mediante sus respectivos Estatutos de Autonomía, habrá que acudir, en consecuencia, a la Constitución, a los Estatutos de Autonomía y a otras posibles normas delimitadoras de competencias dictadas en el marco de las anteriores para saber cuáles sean las correspondientes a cada Comunidad.”

La configuración actual del régimen foral, de acuerdo con la disposición adicional primera y derogatoria única, apartado 2, de la CE, así como del art. 2 del Amejoramiento, descansa en las Leyes de 25 de octubre de 1839 y 16 de agosto de 1841. El contenido de esta última es el punto de partida inexcusable del análisis de cualesquiera derechos históricos de Navarra. En dicha Ley para nada se alude a las Cajas de Ahorro y, sin embargo –como comprobaremos– toda la doctrina fundamentadora de la foralidad en esta materia trae causa de la Ley mencionada, posteriormente denominada “Ley paccionada”. Volveremos sobre ello a lo largo del análisis histórico que seguidamente iniciaremos.

2. La caja de Ahorros y Monte de Piedad municipal de Pamplona.

Al margen de nuestra propia indagación en al Archivo Municipal y en el Archivo Real (que cuenta con poca documentación respecto a la CAMP), nos ha sido de sumo interés el estudio “La caja de ahorros Municipal de Pamplona: Historia de una Institución arraigada en Navarra” (Erro Gasca, C, 1998).

a) La CAMP fue constituida por acuerdo del Ayuntamiento de Pamplona de 14 de febrero de 1872 y ratificada dicha constitución, junto a los Estatutos, por Acuerdo de la Diputación Foral de Navarra de 27 de marzo de 1872, en el que se precisaba que la aprobación se realizaba “... en cuanto a las atribuciones de esta Diputación”. La constitución de la Caja tiene lugar, pues, bajo la vigencia del Decreto sobre las Cajas de Ahorro de 1853, de la Ley de Beneficencia de 1849 y disposiciones posteriores de desarrollo, así como de la Ley municipal de 1870, normativa según la cual los Municipios podían constituir Cajas de Ahorro, preferentemente asociadas a un Monte de Piedad, con la consideración de establecimientos públicos de beneficencia, en un marco de libertad organizativa.

Pues bien, a estos parámetros responde la configuración de la CAMP en los Estatutos de 1872:

( Conforme a sus arts. 1 y 2, dicha Caja constituye un “establecimiento de beneficencia destinado a recibir y hacer productivas las economías de las personas pertenecientes a diversas clases de la sociedad y principalmente a los trabajadores”. La caja se asocia a un Monte de Piedad, ambos “bajo la garantía y dirección del Ayuntamiento”. La dirección efectiva ordinaria se atribuye a una Junta de Gobierno compuesta por seis concejales, que designan al Administrador (art. 6).

( Se contiene una regulación diferenciada de las operaciones de la Caja y del Monte de Piedad, especificándose con detalle sus características.

( Se obliga a la constitución de un fondo de reserva (art. 23), que “constituirá el patrimonio propio de la institución” y servirá de garantía a los imponentes. Se especifica también el destino del resto de los excedentes a diversos fines benéfico-sociales y a la promoción de entidades con objetivos de este carácter (art. 24).

( En caso de extinción de la Institución, “los bienes y capital... pasarán” al Ayuntamiento para destinarlos a finalidades benéfico-sociales (art. 42).

Lo que la información existente pone de relieve es que la CAMP estaba sujeta a una fuerte dependencia del Ayuntamiento, al que estaba vinculada, como establecimiento “o” “institución” benéfica y bajo cuya dirección se ubicaba. Las Cuentas, desde luego, se sometieron a la aprobación municipal hasta finales de los años treinta, cuando menos, del siglo XX. La garantía del Municipio sobre la Caja y el Monte no era una declaración protocolaria y hubo ocasión de demostrarlo con motivo del incendio de la sede del establecimiento en sus comienzos (22 de mayo de 1875), en el que el Ayuntamiento tuvo que responder de las imposiciones, en lo que fuere necesario, y de las prendas depositadas y no recuperadas.

b) La primera reforma del Reglamento de la CAMP tuvo lugar en 1881 (Acuerdo del Pleno de 27 de enero de 1881), donde los pocos cambios realizados contribuyeron a acentuar la dirección y control municipal sobre la institución, que incluso se extendía a la asunción por parte del Ayuntamiento del pago de intereses y gastos de mantenimiento del establecimiento, como al ingreso en las arcas municipales de los excedentes. En 1890 se produjo la segunda reforma (aprobada por Real Orden del Ministro de Gobernación, 31 de enero de 1890), que afectó a la composición de la Junta de Gobierno de la Entidad que pasaría a estar integrada por los miembros de la Comisión municipal de Hacienda. La entrada del nuevo siglo XX contempló una nueva modificación reglamentaria (1902), cuya innovación fundamental permitió a la Junta de Gobierno invertir las imposiciones en deuda municipal y en obras promovidas por el Ayuntamiento.

Bajo la vigencia del Real Decreto-ley de 1926 se inició un proceso de reforma de mayor calado. Antes de referirnos a la modificación acometida en 1927, es preciso hacer referencia a la reacción municipal respecto a la aplicación de dicho Real Decreto-ley a las cajas municipal de Pamplona y provincial de Navarra. Había dos aspectos de dicha norma bien controvertidos para las instituciones navarras, cuales eran la inspección gubernamental de las Cajas y la imposición de un tributo para su financiación. Aunque se examinará la cuestión desde una perspectiva foral más general, ha de transcribirse el acuerdo adoptado por la Comisión Permanente del Ayuntamiento, el día 12 de mayo de 1926:

“Terminado el despacho ordinario se dio cuenta de una moción del Sr. Concejal Don Ignacio Sanz en la que manifiesta que con fecha 27 del próximo pasado mes presentó una exposición referente a Caja de Ahorros municipal en relación con el decreto Ley publicado en 9 de abril, y como conviene que con urgencia se resuelva el asunto, proponía nuevamente como conclusión primera a adoptar el acudir a la Diputación pidiendo amparar a la Caja de Ahorros municipal, evitando se cometa el contrafuero que supondría la vigencia del Real Decreto en lo que afecta a impuestos e inspecciones, y pidiendo que recabe del Gobierno la excepción de las Cajas de Ahorros provinciales y municipales, como se ha hecho de la postal y de las Cajas de Ahorros de los Bancos, por contar con una garantía franca y completamente solvente y se adoptó acuerdo de conformidad con lo propuesto por el Sr. Sanz”.

El 19 de mayo se dirigió escrito a la Diputación Foral de Navarra demandando la no aplicación del RD-L a las cajas navarras, por constituir un “contrafuero”, y recabando de aquella la realización de gestiones ante el Gobierno para la no aplicación en Navarra de dicha norma, especialmente en materia de inspección e impuestos. 

Con posterioridad, el Ayuntamiento aprobó unos nuevos Estatutos y Reglamento de la CAMP (29 de octubre de 1927), que fueron ratificados por la Diputación Foral de Navarra por acuerdo de 26 de junio de 1928. No varió la consideración de la CAMP como establecimiento de beneficencia garantizado por el Ayuntamiento, aunque “patrocinado” –que no “dirigido”– por este órgano municipal (art. 1). La transformación fundamental afectó a lo siguiente:

( La Junta de Gobierno pasa a estar integrada por el Teniente de Alcalde y Presidente de la Comisión de Hacienda, que la presidirá, por siete concejales y por cinco vecinos, tres de ellos libremente designados por el Ayuntamiento y dos por los impositores (art. 5). Léase como se quiera, la apertura no puede enmascarar la dirección municipal plena de la institución. Se introduce, asimismo, un nuevo órgano denominado “Comisión Directiva” (art. 13).

( Se otorga el máximo poder a la Junta para invertir libremente los capitales impuestos y las reservas así como para la realización de las operaciones pertinentes respecto a la inversión en valores públicos, en otros bienes, hipotecas,... etc. y en general para la realización de las diversas operaciones financieras propias de las Cajas en aquellos momentos (art. 10). Desde luego, la autonomía gestora de la CAMP respecto al Ayuntamiento se fortalece y se amplía el tipo de operaciones financieras que puede realizar, conforme a la legalidad estatal vigente, sin perjuicio del carácter benéfico-social de la institución y los consiguientes destinos a este fin procedentes de los excedentes de la actividad.

( La libertad en cuanto al destino de las inversiones cuadraba mal con la imposición de su aplicación a la adquisición de valores públicos, en los porcentajes obligatorios establecidos por el RD-L de 1926, según se ha reseñado con anterioridad.

c) Hasta 1957 no se produce una nueva reforma estatutaria, que acabó por ser la última, pese a diversos intentos ulteriores de modificación. El Ayuntamiento aprobó las nuevos Estatutos de la entidad el 25 de febrero de 1957, que resultaron ratificados por la Diputación Foral de Navarra el 8 de marzo de dicho año. Sin perjuicio de la modernización estatutaria en diversos aspectos, no varió la naturaleza institucional de la Caja ni la clase de operaciones pasivas y activas, aunque el elenco de estas era más amplio y se fijaron porcentajes concretos de inversión. Tampoco varió la configuración del destino de los excedentes a finalidades benéfico-sociales.

Sin el aval de una reforma estatutaria, los años siguientes contemplaron la desaparición de facto del Monte de Piedad, que se plasmó en la utilización casi exclusiva en los escritos de la entidad de la denominación “Caja de Ahorros municipal de Pamplona”
En diciembre de 1987, la CAMP elevó al Gobierno de Navarra un proyecto de Estatutos, adaptado a la Ley Foral 7/1987, de 21 de abril, de Cajas de Ahorro (LFCA), que nunca fue objeto de aprobación. La CAMP, como se ha adelantado, se extinguió al ser absorbida por la CAN en 1999.

d) Dada la escasa incidencia práctica del Decreto de 1853 y el respeto a las peculiaridades estatutarias de las Cajas en la Ley de 1880, en materia organizativa, durante el periodo de 1872 a 1926 no menudearon las fricciones con el Gobierno central en relación con eventuales menoscabos del régimen foral. Sin embargo, a partir del RD-L de 1926, los desencuentros se hicieron recurrentes, prácticamente con cada innovación normativa introducida por el Gobierno que, como ha quedado reflejado, se dirigían con carácter general a la intensificación de la intervención y control gubernamental sobre estas instituciones, aunque –en general– fue respetada su facultad organizativa.

Tales fricciones, como es lógico, se sustanciaban de forma paralela a las planteadas respecto a la CAN y el Ayuntamiento siempre se encomendaba y subordinaba al quehacer superior de quien se consideraba el garante del régimen foral, esto es, la Diputación Foral de Navarra. Esta materia, por tanto, se verá al tratar de las conflictivas relaciones entre la máxima institución foral y el Estado a lo largo del periodo que se inicia en 1926 y finaliza en 1982. 

La CAMP, que a juicio de sus órganos de gobierno y del Municipio de quien dependía, siempre se consideró sujeta al régimen foral, corrió –diríamos– una peor suerte que la CAN en cuanto al amparo formal de dicho régimen. Aunque, preciso es decirlo, se ubicó bajo la dependencia de la Diputación Foral de Navarra, como muestran los actos de esta relativos a la ratificación de su constitución y a la aprobación de sus estatutos y de las modificaciones de estos. Visto ha sido que también el Gobierno central intervino en alguna ocasión. En tal contexto, la foralidad de la CAMP no ha contado con reconocimientos tan explícitos como la CAN.
3. El nacimiento y el discurrir de la Caja de Ahorros de Navarra hasta el año 2000.

Aunque la CAN fue constituida en 1921, cuenta con antecedentes en 1867. En 1867, el Diputado Sr. Barberena elevó a la Diputación un proyecto de creación de una “Caja de Ahorros provincial” en la ciudad de Pamplona, “bajo la égida” de la Diputación Foral, en razón a “la confianza que inspira la primera autoridad administrativa de la provincia”, lo cual “será un llamativo que atraiga al establecimiento las economías de las personas laboriosas”. Se acompañaban al proyecto los Estatutos del establecimiento provincial. Consta que en la sesión de la Diputación Foral de 10 de diciembre de 1867, “se examinaron las bases del proyecto y se aprobaron”, pero no hemos encontrado rastro de que el establecimiento benéfico fuera, efectivamente, constituido y desconocemos las razones de ello.

1.º La constitución de la CAN.

a) El 29 de agosto de 1921, la Comisión de Hacienda de la Diputación Foral eleva a esta un proyecto de la Caja de Ahorros de Navarra, con sus Estatutos, para la “aprobación inmediata de la creación y establecimiento” de dicha institución, que “... al igual que en las regiones hermanas podría fundarse y desarrollarse en este país”. La comisión encargada del estudio de esta proyecto recogió el parecer de “personas de indudable autoridad económico-social”, contrastó la experiencia de las Cajas de Bilbao y San Sebastián y realizó gestiones ante el Ministerio de Trabajo y ante el INP. Fruto de ello, adquirió el convencimiento sobre:

( “Las ventajas, que tanto fomentando el ahorro individual como contribuyendo al desarrollo de la riqueza pública e interviniendo en seguros de carácter social, ha de reportar a Navarra...” Por tanto, era el interés general de Navarra el que motivaba la propuesta, interés que se concretaba en el fomento del ahorro, el impulso del desarrollo económico regional y la gestión de los seguros sociales. Como puede apreciarse, la Caja respondía, en cuanto a los dos primeros aspectos, a la funcionalidad que era tradicional a estas entidades, con el matiz social propio de la época. La gestión de los Seguros sociales se enmarcaba en la legislación estatal de la época, ya analizada, relativa al INP y al retiro obligatorio.

( La propuesta prevenía de la conveniencia de crear una “Caja autónoma” respecto a la Diputación Foral de Navarra y al INP, a la que se otorgaría “personalidad propia”. Tras la creación, habrían de fijarse las condiciones en que se prestaría la colaboración con el INP, pero la Comisión advierte de que el seguro y cotización comenzaría indefectiblemente el 1 de septiembre de 1921, por lo que debía aprobarse ya el Servicio de Previsión anejo a la Caja, advirtiendo de que de no ser así, suceda que “... no pueda más adelante recabar para sí V. E. la administración del seguro, y huyen para siempre de nuestras arcas a las de la Caja postal los millones de pesetas que ello supone de que esta Corporación foral apareciera menos descentralizadora que el Estado Central”

En la sesión del 29 de agosto de 1921, la Diputación Foral “acordó aprobar en todos sus términos tanto la ponencia (referida) de la Comisión de Hacienda como el proyecto de Estatutos de la Caja de Ahorros de Navarra”. Veamos a continuación cómo se configuró la CAN en dichos Estatutos:

( Conforme al art. 1, la CAN es “una institución de carácter benéfico creada por el acuerdo de la Excma. Diputación Foral de Navarra”, en la fecha señalada, “bajo cuyo patrocinio y garantía funciona”. La Caja constituye “una personalidad jurídica e independiente con funciones exclusivamente peculiares y representación privativa, “con el domicilio social radicado en el Palacio de la Excma. Diputación”. (art. 2 y 3).

En el art. 5 se insiste en la condición de la Diputación Foral como “fundadora y creadora de la CAN”, a la que corresponde aprobar, incluso por iniciativa propia, la reforma de sus Estatutos y Reglamentos, así como el nombramiento del Consejo de Administración.

( Las finalidades básicas se expresan en el art. 4, que es preciso transcribir literalmente: 

“El objeto de la Caja es recibir y hacer productivas las economías que se le confíen, principalmente las de las clases menos acomodadas; facilitar el crédito personal y corporativo, fomentar la agricultura y auxiliar el desarrollo de instituciones sociales de beneficencia y utilidad pública que puedan influir en el desarrollo de la cultura y riqueza navarras.

Además como colaboradora o similar del Instituto Nacional de Previsión, asumirá cuantas funciones le sean propias en orden a los retiros sociales.”
Como se observa, la Caja ha de desempeñar las funciones tradicionales de este tipo de entidades, en relación al ahorro y al crédito, pero –a tono con el momento– se le encomienda el impulso del desarrollo económico-social de la región y la gestión de los seguros sociales en colaboración con el INP.

( Son órganos de gobierno de la Caja el Consejo de Administración y su Presidente, la Comisión Permanente y el Director Gerente. Inicialmente, el Consejo de Administración se integraba por el Vicepresidente de la Diputación Foral, cuatro Diputados y cuatro vecinos designados todos ellos por la propia Diputación (art. 6). Esta composición varió por una reforma de febrero de 1950, para adecuarla a la nueva composición de la instancia foral. Conforme a ello, integraban el Consejo los siete Diputados forales, representantes de las distintas Merindades, y cinco vecinos designados de la forma originaria mencionada, siendo presidido por el Vicepresidente de la Diputación Foral.

Al Consejo se reservaban las superiores funciones de gobierno y administración de la Caja, ejerciendo las atribuciones previstas en el art. 13 y concordantes de los Estatutos. La dirección ordinaria y la jefatura de personal correspondían al Director Gerente (arts. 20 a 24). A la Comisión Permanente, integrada por tres consejeros, uno de los cuales, al menos, debía ser Diputado (art. 17) y la presidiría, se le encargaba la “inspección permanente sobre las operaciones de la Caja”, así como “inspeccionar todos los servicios y subsanar las deficiencias que observaren”, “estudiar las inversiones y proponer al Consejo las compras y ventas de valores” y otras operaciones, “intervención en los arqueos...” y las demás actuaciones previstas en los arts. 17 a 19 y concordantes de los Estatutos.

( Se define el “fondo de dotación” de la Caja, a cuya formación concurren, conforme lo previsto en el art. 39 los siguientes conceptos:

“1.º La cantidad de 500.000 pesetas que como subvención inicial le concede la Excma. Diputación.

2.º Las subvenciones anuales que la misma entidad conceda.

3.º Las utilidades líquidas que resulten de cada ejercicio.

4.º El importe de las imposiciones prescritas legalmente.

5.º Los donativos y legados que se hagan a favor de la institución”

En el propio precepto se establece el destino del fondo dotacional como garantía de la solvencia de la institución. En caso de extinción, el excedente, una vez cubiertas las deudas y obligaciones pasaría a la Diputación Foral “...para que lo invierta en obras o servicios de beneficencia de utilidad pública” (art. 46).

 ( En los arts. 25 a 36 se regulan las operaciones activas y pasivas de la Caja, que se acomodan a lo previsto con carácter general en la legislación estatal del momento. Puede señalarse como peculiaridad estatutaria el destino de la inversión de los fondos depositados en cuanto se refiere a “... préstamos a la Diputación, Ayuntamientos y Corporaciones y personal...” lo cual acarreó algún conflicto, como veremos. Llama la atención el silencio estatutario acerca de la aplicación de los excedentes al fondo de reserva y a la obra benéfico-social.

( En materia contable, la Caja debe elaborar anualmente una memoria, balances y cuentas generales, que se someten al examen y aprobación de la Diputación Foral (arts. 14, y 43 a 45). Hemos podido constatar los expedientes de rendición de Cuentas a la Diputación y su aprobación por esta. Esta facultad de la Diputación Foral comprendía, de acuerdo con el entendimiento compartido con el de sus servicios jurídicos, la propia competencia de inspeccionar la actuación de la CAN, lo cual se llevó a efecto en alguna ocasión, aunque no parece que fuera ejercida de forma ordinaria. A este respecto nos referiremos con mayor detalle, aunque debe decirse ya que hemos comprobado la realización de tres inspecciones, una encomendada al Contador del la Diputación Foral de Navarra (Acuerdo de 9 de diciembre de 1960), extensiva a la CAMP y a la CAN, que tuvo lugar en el primer trimestre de 1961; otra encomendada a tres funcionarios de Hacienda por Acuerdo de 20 de septiembre de 1974; y otra referida como la anterior a la CAN, exclusivamente, cuya acta data de 1 de junio de 1978, a cargo también de funcionariado de Hacienda.

En la década de 1930, esta inspección pudo ser habitual, realizándose con ocasión de la rendición de cuentas por la CAN. Hemos rescatado un escrito del subdirector de la entidad dirigido a la Diputación Foral, de 7 de diciembre de 1923, en el que se exponía:

“Y próximo a finalizar el primer ejercicio de nuestra actuación la Comisión Permanente del Consejo de Administración de esta Caja de Ahorros Navarra considera conveniente para ésta, y agradecería muy de veras a V. E., que designase una ponencia o delegación de la que podrían formar parte el Sr. Contador de las Oficinas provinciales y un empleado del Banco de España, para que inspeccionase escrupulosamente la marcha de nuestras oficinas y de modo especial el estado de nuestra Contabilidad.

Con tal inspección, que nos atrevemos a solicitar de V. E., se daría efectividad a los preceptos estatutarios aludidos, puesto que cuando la Memoria a las que los mismos se refieren fuese sometida a la consideración de V. E. esa digna Corporación dispondría de elementos de juicio suficientes para examinarla con el pleno conocimiento que le habría suministrado el informe de la aludida delegación inspectora.”

Mediante escrito de 22 de diciembre de 1923 la Diputación comunicó a la Caja que la inspección se llevaría a cabo por el Depositario y Contador de la entidad foral. Tanto la petición de que formase parte de la delegación inspectora un empleado del Banco de España, como la entera “foralidad” de la respuesta, no carecen de relevancia.

( Por lo que hace a la colaboración con el INP, los arts. 30 a 32 de los Estatutos, crean un Servicio de Previsión anejo a la Caja, pero con administración separada de esta, encargado de la gestión de los seguros sociales, con el alcance permitido por la legislación general, así como otras operaciones de seguro con apoyo en el ahorro y el establecimiento de relaciones de reaseguro y coaseguro con instituciones benéficas y sociales. A tales efectos, a solicitud de la Diputación, mediante Real Decreto de 9 de septiembre de 1921, se reconoció a la CAN “... el carácter de colaboradora con el I. N. P.” para la aplicación del régimen de “retiro obrero obligatorio”, de conformidad con la legislación aplicable. Como sabemos, esta gestión del seguro finalizó en 1940. A su vez, por Real Orden de 15 de septiembre de 1929 se autorizó a la CAN para satisfacer a los beneficiarios residentes en Navarra los subsidios de “Familias numerosas” concedidos por el Estado.

( Un aspecto fundamental relativo a la seguridad y solvencia de la Caja dimanaba de lo previsto en el art. 29 de sus Estatutos, que rezaba así:

“Para responder al cumplimiento de las obligaciones que en los dos artículos anteriores se señalan, quedan afectos los valores y bienes de toda clase en que se inviertan las imposiciones, el fondo de reserva de la Caja y cuando estos medios no basten, los recursos de la Excma. Diputación”

Así pues, la proclamación realizada en el art. 1 acerca de que la Caja era una institución patrocinada y garantizada por la Excma. Diputación Foral de Navarra no era un recurso retórico. Respondía plenamente al espíritu que animaba la ponencia de la Comisión de Hacienda y, sin duda, algo tuvo que ver en el inmediato éxito que tuvo la CAN y en su posterior consolidación. Era bien visible en los papeles oficiales de la Caja el anagrama donde, bajo las siglas de la institución, junto al escudo de Navarra, se destacaba su denominación completa, junto a la declaración “Garantizada por la Excma. Diputación”.

( En materia de apertura de sucursales, aunque el art. 13.d) atribuía al Consejo de Administración la competencia para la apertura de sucursales, dicha competencia en realidad la ostentaba la Diputación Foral. Una competencia que, al decir de la CAMP y del Ayuntamiento de Pamplona, no fue ejercida por la instancia foral superior del modo más equitativo. Los criterios de apertura de sucursales de la CAN y la CAMP se contenían en las bases aprobadas por el Acuerdo de la Diputación de 9 de septiembre de 1960. Mediante Acuerdo de 3 de junio de 1977, en armonía con la legislación estatal, se declaró “la libertad en que se encuentran” la CAMP y la CAN “para la apertura de nuevas sucursales en cualquiera de las localidades de Navarra”, siempre que contasen con la “capacidad de expansión disponible” que se fijaba en el propio Acuerdo. Paradójicamente, uno de los puntos del Acuerdo instituía un procedimiento de apertura de sucursales, con audiencia de la Caja no solicitante, instado por quien la solicitare, que concluía con la decisión de la Diputación de “conceder o negar la autorización”, señalando en el primer caso el plazo para proceder a la apertura. El mismo acuerdo prohibía el sistema de “corresponsalías”.

En cuanto a la aportación de las 500.000 pts. al fondo dotacional, sucedieron algunos hechos que no carecen de interés. Mediante escrito del Subdirector de la CAN, de 28 de enero de 1924, se daba cuenta a la Diputación que, al no haberse hecho efectiva dicha suma, el Consejo de Administración dispuso que quedase en depósito devengando un interés del 5 ½  desde el 29 de agosto de 1921, y reclamaba el abono de los intereses hasta la fecha del escrito. El Contador de la Diputación elevó a esta un informe (25 de abril de 1925) en el que aludía a los gastos sufragados ya por la instalación de la Caja y a la circunstancia de que la entidad, a la vista de sus Cuentas, “se desenvuelve perfectamente sin necesidad” de aquella aportación, por lo que concluía: 

“Ante este satisfactorio resultado y teniendo presente que las utilidades del ahorro provincial han de invertirse en beneficio de la misma provincia, no es lógico que la cuenta de la Excma. Diputación sea cargada con los intereses indicados; y ya que su Tesorería no ingresa cantidad alguna de esas utilidades para atenciones del Presupuesto provincial, al revés de lo que sucede en Guipúzcoa con su Caja de Ahorros, por lo menos, no deben salir fondos de aquella para aumentar los beneficios de la Caja de Ahorros navarra.”

El 5 de mayo de 1925, la Diputación manifestó su conformidad con la exposición del Contador y denegó el pago de los intereses indicando que dicha partida “debería ser suprimida para los años sucesivos”. A resultas de la inspección realizada por un inspector de seguros y ahorro del Ministerio de Trabajo (31 de julio de 1934), queda constancia de que en el balance figuraba que aquella aportación no se había hecho efectiva, por lo que requería una rectificación o aclaración. Mediante RO de 21 de diciembre de 1934, entre otras cosas, se dispone la rectificación o aclaración de lo referente a dicha aportación. Desconocemos el curso que pudo llevar esta asunto, aunque puede intuirse el resultado negativo de la aportación, de mantenerse el criterio de la Diputación Foral, según el cual no precedía su abono de no ser necesario a la vista del desenvolvimiento de la Caja.

Con independencia de ello, consta el pago por la Diputación Foral de más de 200.000 pts. para habilitar la sede le la CAN en el propio Palacio de Navarra, y su utilización hasta la construcción de las nuevas instalaciones en el mismo recinto. La obra de la nueva sede es un proyecto provincial, con cesión de terreno, aunque a petición de la Caja, la Diputación Foral le autoriza una intervención “más directa” en el control de su realización. Hubo, por tanto, aportaciones económicas y de instalaciones por parte de la Diputación, aunque su alcance exacto requiere de un estudio más profundo. Es de destacar, por otro lado, que el diseño jurídico de la CAN era perfectamente asimilable al de otras Cajas constituidas por diversas Provincias y Municipios. Cuando fue constituida la CAN, existían ya muchas otras Cajas de Ahorro provinciales y municipales en España y el expediente administrativo pone de relieve que la Diputación Foral se basó en los modelos estatutarios de otras entidades homónimas.

2.º La reforma de los Estatutos de 1976.

Al proceloso mecanismo de reforma que tuvo lugar en 1976 y que finalizó con la plasmación estatutaria del procedimiento “concordado” para la aprobación y modificación de los Estatutos nos referiremos con posterioridad. Ahora solo reseñaremos los cambios más sustanciales operados en esta norma de 1976, que rigió hasta el año 2000.

( No varía la configuración general de la CAN respecto a 1921. Simplemente, en el art. 1 se puntualiza que se trata de una institución benéfico-social “fundada” por la Diputación Foral, precisión que ya se contenía en el art. 37 de los anteriores Estatutos, pero que ahora se recalca. Igualmente, en el art. 4 se puntualiza que la CAN es una institución “exenta de ánimo de lucro”, cualidad que ya se hallaba ínsita tácitamente en los Estatutos de 1921. Si resulta innovador que se califique a la Caja de “entidad de beneficencia privada” (art. 3).

Conforme a la normativa estatal vigente hace muchos años, a la que hubo de adaptarse la CAN en su momento, desaparece su condición de entidad colaboradora del INP en la gestión del seguro social.

( Aun presentes en el ánimo de los anteriores Estatutos las determinaciones relativas a la aplicación de los excedentes, se fija expresamente en el art. 5 su destino a fondos de reserva en garantía de la solvencia, a sanear los activos y a “obras sociales”.

A este respecto, se enfatiza que –además del afianzamiento de los capitales y valores impuestos con los bienes y derechos de la propia institución– tal afianzamiento cuenta “... con la total garantía de la Excma. Diputación Foral de Navarra”. (art. 6, in fine).

( En materia organizativa, tal como reseñaremos con mayor detalle, existe algún cambio de importancia. La representación de la Diputación sigue intacta y el número de “vecinos”  se incrementa en uno, pasando a ser seis integrantes del Consejo de Administración. Esta representación “vecinal” se acomoda muy particularmente al Decreto 786/1975, con una gran discrecionalidad de la Diputación para su designación entre los grupos previstos en dicho Decreto (representación sindical, profesional, institucional y de los impositores). El examen de la composición “vecinal” del Consejo en las décadas de los ochenta y noventa pone de relieve que, en diversos casos, dicho calificativo constituía solo un eufemismo que no podía ocultar una auténtica representación política encarnada en conspicuos líderes políticos. Persiste la mayoría, “per se”, de la representación de la Diputación Foral, al margen de su discrecionalidad en la designación del resto de los miembros del Consejo (arts. 8 a 16).

Además, la designación del Director-Gerente por el Consejo debe ser ratificada por la Corporación Foral y el Ministerio de Hacienda. (arts. 25.7.ª y 30).

( En materia contable, ya no corresponde a la Diputación la aprobación de la memoria y de las cuentas de la CAN, sino que estas deben ser elevadas  “para su conocimiento e inspección” (art. 43). En materia de inspección de la CAN, los nuevos Estatutos contienen un pronunciamiento general acerca de su inspección ordinaria y extraordinaria, acorde con los postulados defendidos a lo largo de los cincuenta años anteriores por la propia Diputación y por sus servicios jurídicos, y que constituirá el modelo para los años venideros. Es preciso, por ello, reproducir literalmente el art. 45 de los nuevos Estatutos:

Inspección. – Para la práctica de las Inspecciones se seguirá el siguiente régimen:

a) La Excma. Diputación dispondrá y realizará inspecciones periódicas para comprobar el cumplimiento de las normas vigentes en relación con balances, estructura de cuentas, intereses que se apliquen y en lo referente al cumplimiento de las normas generales y estatutarias que regulan su funcionamiento y operaciones.

b) Dispondrá y realizará las inspecciones extraordinarias sobre cualquier aspecto de la actividad de la Caja.

c) Vigilará y exigirá el cumplimiento de las órdenes emanadas del Ministerio de Hacienda y el de estos Estatutos en materia de inversión de fondos de ahorro, de beneficios, de rendición de balances y cuentas de resultados, constitución y materialización de reservas.

d) La Diputación practicará las operaciones de inspección con arreglo a las instrucciones y modelos que el Banco de España le curse, para que tenga lugar en los mismos términos y con los mismos datos que en el resto de las Cajas de Ahorro.

e) La Diputación Foral de Navarra informará al Banco de España de todas las actuaciones de inspección a que se refieren los apartados anteriores, con remisión de copia de las actuaciones inspectoras.

f) No obstante queda a salvo la alta Inspección que al Banco de España atribuyen las disposiciones legales.

En el epígrafe II, 3, 1.º hemos transcrito el artículo tercero, apartado C del Decreto 1473/1971, donde se describen las funciones inspectoras del BDE respecto a las Cajas y puede comprobarse –en su contraste con lo previsto en los apartados a) y b) de los Estatutos de la CAN– que coinciden, casi literalmente, con las que se asignan a la Diputación Foral en lo que se refiere a las inspecciones periódicas y extraordinarias. A tenor de este precepto estatutario, la inspección ordinaria, de carácter periódico, así como la extraordinaria, corresponde a la Diputación Foral, en la forma que se analizará en un epígrafe posterior. 

Hemos comprobado que en la inspección verificada por funcionariado de Hacienda en 1978 (acta de 1 de junio de 1978) se acompaña un “modelo” completo de la inspección que realiza el BDE, al que se adecua la acordada por la Diputación Foral.

4. La naturaleza de la CAN y la CAMP, la competencia foral en la materia y el marco de las relaciones con el Estado hasta el Amejoramiento.

1.º Apreciación inicial

De acuerdo con los actos de constitución y con los Estatutos aprobados, durante el periodo histórico que se ha analizado, según nuestro criterio, la CAMP y la CAN eran instituciones autónomas de beneficencia (o benéfico-sociales, con el transcurrir de los años), materialmente “establecimientos” dependientes del municipio y de la provincia, por más que –en atención a la naturaleza de sus funciones de intermediación financiera– se rigieran por el derecho privado en sus relaciones con los usuarios del servicio. En efecto, fueron creadas por el Ayuntamiento de Pamplona (CAMP) o por la Diputación Foral, bajo cuyo patrocinio y garantía prestaban el servicio, costeada su instalación por dichas instituciones, y dirigido su gobierno por Juntas elegidas por estas, aunque con una integración minoritaria de vecinos discrecionalmente designados. Todo lo cual no impedía una gestión autónoma de dichas entidades, cuya intensidad varió a lo largo del tiempo y que finalmente, resultó muy fortalecida. Inicialmente no se especificaba el carácter público o privado de estas entidades, a las que se reconocía personalidad jurídica independiente. La reforma estatutaria de 1976 expresamente calificaba a la CAN de “entidad de beneficencia privada” (art. 3 de los Estatutos).

No era distinta esta situación a aquella en que se encontraron los establecimientos municipales y provinciales de ahorro popular de régimen común, que sustancialmente se crearon y actuaron bajo la misma legislación reguladora de la beneficencia, de las Cajas de Ahorro y de la Administración Local. Por ello, los Estatutos de la CAN y la CAMP eran perfectamente homologables a los de las Cajas de Ahorro constituidas por otras Provincias o Municipios. La legislación de régimen local reconoció a municipios, provincias y mancomunidades la competencia para crear, organizar y gestionar genéricamente, primero, establecimientos de beneficencia y, posteriormente, de forma específica, Cajas de Ahorro, consideradas como servicios públicos locales, susceptibles de municipalización o provincialización sin monopolio. Lo cual se cohonestaba con la normativa reguladora de la beneficencia y del ahorro popular, que reconocía –como a otros sujetos públicos y privados– la facultad de crear estas instituciones o establecimientos a las Provincias y a los Municipios. Cajas que, en razón a su origen, se calificaban de establecimientos municipales o provinciales benéficos, inicialmente, y, con posterioridad, Cajas de Ahorro Popular municipales o provinciales, incluidas entre las de “patronato oficial”. Nada peculiar existía, desde la perspectiva de la legislación general, para no calificar y considerar de la misma forma a la CAN y a la CAMP. Lo cual puede afirmarse con entera propiedad, durante el largo periodo en que las Cajas municipales y provinciales fueron gobernadas y organizadas con gran libertad, pese al ejercicio del protectorado por el Gobierno. En 1926 comenzó a fraguarse una legislación tendente a la ordenación detallada de las operaciones financieras y de la obra social, a la intervención gubernamental en la actuación ordinaria de las Cajas y a su inspección, a la que se aquietaron  –con mayor o menor entusiasmo– las provincias y municipios de régimen común.

No fue el caso de Navarra. Es en este momento cuando emerge el régimen foral, amparado por la Ley de 16 de agosto de 1841, que se esgrime tanto por el Ayuntamiento de Pamplona como por la Diputación Foral de Navarra como escudo para la salvaguarda de las peculiaridades de la Cajas municipal y provincial frente al uniformismo que la legislación estatal pretende implantar. Ha quedado ya acreditado que la gestión de la defensa de la “foralidad” de las Cajas navarras fue asumida  desde el inicio por la Diputación Foral, como instancia superior competente, con la aquiescencia e incluso solicitud del Ayuntamiento de Pamplona. Avancemos ya que, para la Diputación, las Cajas eran, como otros servicios municipales y provinciales benéficos, económicos o de otra clase, encaminados al “fomento de la riqueza pública”... y “... al progreso de los diferentes ramos de la producción...”, de competencia foral ejercida por la propia Diputación o por los entes locales bajo su supervisión, a quienes correspondía su reglamentación, creación y conservación, como en las restantes Provincias, pero con el insustituible fundamento de lo previsto en los arts. 6 y 10 de la Ley de 1841 (Oroz y Zabaleta, 1917).

La doctrina foralista, de la que estaba penetrada la Diputación, sostenía que las Cajas dependientes de ella y del Ayuntamiento de Pamplona eran creadas, establecidas y organizadas como potestades propias y privativas reconocidas y amparadas por la Ley de 1841, aun cuando también la legislación de régimen local servía de apoyo a tales potestades. Veamos la dicción literal de los arts. 6 y 10 de la calendada Ley: 

“Artículo 6

Las atribuciones de los Ayuntamientos, relativas a la administración económica interior de los fondos, derechos y propiedades de los pueblos, se ejercerán bajo la dependencia de la Diputación provincial, con arreglo a su legislación especial.

Artículo 10

La Diputación provincial, en cuanto a la administración de productos, propios, rentas, efectos vecinales, arbitrios y propiedades de los pueblos y de la provincia, tendrá las mismas facultades que ejercían el Consejo de Navarra y la Diputación del Reino, y además las que, siendo compatibles con éstas, tengan o tuvieren las otras Diputaciones provinciales de la Monarquía.”

Como es obvio, ni tales preceptos, ni ningún otro de la Ley, mencionan las Cajas de Ahorro ni cualesquiera otros establecimientos de beneficencia. Pero la competencia foral sobre estos servicios u otros, tampoco mencionados, fue siempre defendida por la Diputación Foral frente al Estado con suerte desigual. Para la doctrina foralista, los arts. 6 y 10 de la Ley Paccionada constituyen la base de la autonomía económico-administrativa de Navarra y el germen que da lugar al desarrollo de sus derechos históricos. Tal como comprobaremos, todo ello es una realidad incontestable en su proyección sobre la CAN. Veremos seguidamente de qué modo fue defendida la foralidad en la materia a lo largo de unos sesenta años (siglo XX) en que los conflictos con el Estado fueron muy reiterados.

2.º Los conflictos competenciales con el Estado en materia de Cajas de Ahorro.

A) Las diversas controversias.

a) Aunque la materia relativa a la colaboración con el INP en la gestión del seguro obrero alcanzó, en el curso histórico de las Cajas, poca relevancia por su corta duración, es menester hacer una sucinta y genérica referencia a esta cuestión planteada ya en 1922, porque afectaba a cuestiones relativas a la autonomía de la Diputación Foral en materia organizativa de las Cajas y a su responsabilidad derivada de la garantía que asumía respecto a su actuación. Señalaremos solamente que, respecto al primer punto, se postuló la improcedencia de que el Estado fijase la composición del órgano directivo de la “Caja colaboradora” en la forma en que se hacía en el Reglamento estatal regulador de 1921, ya calendado, por invadir las facultades forales respecto a la organización de sus “organismos privativos”. Sin reforma de los Estatutos de la CAN, se logró que el llamado Consejo de Administración “ampliado” ciñese su actuación a la materia de gestión del seguro. En cuanto al segundo aspecto, se defendió y consiguió que las Cajas solo respondieran de la parte del seguro directo que ellas retenían (no cedido al INP), tras lo cual lo que se planteaba era, en el fondo, la limitación de la responsabilidad de la Diputación Foral respecto a las obligaciones de la entidad, cuya garantía se consideraba “ilimitada”. Las soluciones vistas, realmente, se extendieron a todas las Cajas colaboradoras.

b) Más trascendentes a nuestros efectos resultaron los Reales-Decretos-Ley de 1926 y 1929, ya examinados. Las materias conflictivas versaban sobre la inscripción de las Cajas en el Registro especial del Ministerio de Trabajo, en la inspección a cargo del Servicio de Seguros y Ahorro y del impuesto establecido para su financiación. La Diputación Foral sometió la cuestión a informe de su Letrado-Asesor, Sr. Uranga, quien lo evacuó, con las siguientes consideraciones: 

“...es cosa clara que ni el Gobierno de S. M. ni el Poder mismo legislativo, sin infringir nuestro régimen autonómico, no puede intrusarse a reglamentar los servicios provinciales y municipales, aunque quisiera hacerse distinción entre lo que es, y no es, económico en esos servicios... Porque es evidente que si alguno hay en que las Diputaciones y Ayuntamientos comprometen sus recursos económicos y se mueven dentro de ese orden es cuando en beneficio social especialmente de las clases pobres, establecer la responsabilidad del Municipio o de la Provincia, todos sus ingresos y bienes, a favor de los imponentes, fundando Cajas de Ahorro Provinciales y Municipales. Nuestra Ley básica estatuye en los Arts. 6º y 10º de la Ley Paccionada, que la administración económica de los bienes y recursos de la Corporación Provincial y de las Corporaciones Locales ha de ejercitarse respetando las atribuciones forales de los Ayuntamientos y Diputación de Navarra, que excluyen toda intervención del Gobierno de su Majestad, ni a título de reglamentación, ni a título de recursos, ni a título de inspección, todo lo cual terminaba, como es sabido, antes en el Consejo de Navarra, y hoy el la Diputación Foral con el Consejo Administrativo que sanciona el Decreto Ley paccionado de 4 de noviembre de 1925.”

Para el informante, las Cajas provincial y municipal formaban parte de los “servicios provinciales y municipales”, en los que se comprometían fondos de los Ayuntamientos y de la Diputación, materia –por tanto– de la atribución de tales entes, al amparo de lo previsto en los arts. 6 y 10 de la Ley Paccionada, en la que no puede “intrusarse” el Gobierno ni a título de reglamentación, ni de inspección ni de recursos (tributos). En relación, específicamente, con la inspección gubernamental de las Cajas, el informe lo consideraba inadmisible, porque tal inspección “no es sino una parte de la organización del servicio en cuanto tiende a su adecuado perfeccionamiento”, aunque reconociendo la “Alta Inspección” del Estado.

Asumiendo las tesis del informe, la Diputación realizó gestiones con el Ministerio. Aunque sin poder cotejar el proyecto de Reglamento de desarrollo del Real Decreto-Ley de 1926, se alude en la documentación examinada a la inclusión de una cláusula de excepción, que no fraguó, del siguiente tenor:

“Se exceptúan totalmente de la inscripción y de todas las disposiciones del Real Decreto de 9 de Abril 1926 y concordantes, las instituciones que a continuación se indican: La Caja de Ahorros Provincial de Navarra y las Municipales que existan en dicha provincia autorizadas por la Diputación, quedando a cargo de la Diputación según las facultades que le corresponden por la Ley de 16 de Agosto de 1841 y las Bases aprobadas por Real Decreto de 4 de Noviembre 1925 y concordantes asegurar el cumplimiento de los fines propios de dichos organismos y garantizar los capitales de que disponen, pudiendo llevar a cabo las inspecciones...”

El proyecto, como se observa, salvaba de forma expresa la competencia foral. Tampoco prosperaron las gestiones realizadas por la Diputación ante el Ministerio de Trabajo tras la aprobación del R.D-L de 1929. Hemos transcrito en su momento su art. adicional primero, que autorizaba, con carácter general, de acuerdo con las Diputaciones y otras Corporaciones públicas, a establecer las bases para la armonización de los Estatutos de las Cajas con las disposiciones del R.D-L, “con sujeción estricta a las bases de las mismas”. La Diputación remitió minuta al Ministerio para la aplicación del Estatuto de las Cajas Generales de Ahorro Popular, contenido en dicha norma, a las “Cajas provinciales y municipales” existentes en Navarra, en el que se subordinaba tal aplicación al “régimen jurídico-económico administrativo” establecido en la Ley Paccionada, garantizando las “facultades especiales” de la Diputación Foral de Navarra.

El momento político no fue propicio para los acuerdos. Tampoco con ocasión de la promulgación del Estatuto de las Cajas Generales de 1933. Como se ha indicado ya, las facultades de inspección de la CAN por la Diputación Foral se consideraban ínsitas el poder “doméstico” sobre un establecimiento que dependía de ella. Pues bien, la Diputación tuvo que transigir una inspección del Servicio correspondiente del Ministerio de Trabajo. La inspección realizada sobre la CAN, presentada al exterior como no ordinaria, tuvo, desde luego, un cierto fin simbólico. Mediante RO de 21 de diciembre de 1934 (Gaceta de Madrid 2/1935, de 2 de enero) se aprueba el acta de inspección y se adoptan, al margen de lo señalado anteriormente, ciertas determinaciones expresivas de la vinculación de la CAN al Estatuto de 1933. La inspección logra, por sí misma, la cancelación de un crédito abierto a la Diputación Foral (concertado en términos no compatibles con el Estatuto); se ordena la inscripción de la Caja en el Registro especial, aunque a instancia –se dice– de la propia entidad; se insta a que, respecto a los intereses por operaciones pasivas y activas, se aplique lo dispuesto en el Estatuto de 1933.

El 1 de marzo de 1935 la Diputación elevó una instancia al Ministerio competente para que las Cajas navarras fueran separadas del régimen general de inspección; inspección que debía corresponder a la propia Diputación Foral y al Consejo Foral. La instancia fue reiterada el 30 de noviembre de 1940. En ambos casos, sin resultado alguno.

Respecto a la CAMP también surgieron conflictos relacionados con las facultades de inspección. Ante una inspección pretendida en agosto de 1942, el Director de la institución no la autorizó y elevó el asunto a la Diputación Foral. Las Cajas navarras elevaron un informe conjunto y la instancia foral superior resolvió no autorizar la inspección del servicio correspondiente del Ministerio de Trabajo.

No es un aspecto baladí, en el marco de la foralidad, la importancia que la Diputación Foral dispensó a sus facultades de inspección de las Cajas navarras, en contraposición a las pretensiones estatales. Hemos adelantado la constatación de tres inspecciones posteriores, la de 1961, la de 1974 y otra de 1978. No podemos afirmar si ha habido otras o no a lo largo de los años, pero –respecto a las que hemos comprobado– es de destacar el énfasis puesto por la Diputación en considerar sus facultades inspectoras sobre la CAN y la CAMP como inmanentes a su cualidad de instituciones constituidas por y dependientes de la provincia foral y del municipio de Pamplona. Preciso es traer a colación el acuerdo de la Diputación Foral de 9 de diciembre de 1960, en el que se decide practicar una “inspección normal” a la CAN y a la CAMP, que se llevaría a cabo por el Contador de la propia Diputación Foral de Navarra. En la parte expositiva de dicho acuerdo se sostiene que la Ley Paccionada de 1841 hace que “... por extensión lógica la singularidad del régimen foral alcance a las obras o Instituciones establecidas por las Corporaciones mencionadas (Diputación y Ayuntamiento de Pamplona), como son la Caja de Ahorros de Navarra y la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Pamplona...”. Se enfatiza que “estas Cajas han nacido y viven dentro de un sistema especial foral y gozan de la garantía total e ilimitada de las Corporaciones que las fundaron, que a su vez disponen de la mayoría de los miembros en los Consejos de Administración” de aquellas. Reconociéndose que la participación de representantes de la Diputación y del Ayuntamiento en dichos Consejos constituye una “intervención oficial” de tales instituciones en las Cajas, considera que ello “...no obsta a que se lleven otras (intervenciones) concretas, como la de inspección, en orden a asegurar el cumplimiento por las Cajas de sus fines propios, incluidos los benéfico-sociales, observando las disposiciones legales vigentes para garantizar los capitales de que dispongan”.
El Acuerdo analizado se desenvuelve dentro de los parámetros argumentales sistemáticamente sustentados por la Diputación Foral a lo largo de la historia de ambas Cajas de Ahorro, pero es enormemente expresivo del concepto en que se las tenía, por su inequívoca dependencia de las instituciones públicas que las constituyeron. Bien es verdad que, como acreditaremos, en la etapa posterior al Amejoramiento y con el transcurrir de los años, el criterio expresado por la Diputación Foral variará radicalmente.

c) Diversos Decretos de la década de los cuarenta del siglo XX, afectantes a materia de personal de entidades de crédito, generaron varios conflictos. Pero los más relevantes resultaron ser los derivados de la legislación estatal reguladora de las inversiones y de la obra social de las Cajas. Hemos calendado las disposiciones estatales relativas a la financiación de préstamos a los agricultores y las referidas a la determinación de los destinos de los excedentes a finalidades benéfico-sociales, donde incluso se establecían los porcentajes correspondientes. En ambos aspectos, la actitud de la Diputación fue firme al recomendar el no cumplimiento de estas disposiciones en tanto no se llevase a cabo la correspondiente negociación con el Estado.

Pero el Estado fue inflexible, tal como acredita la Orden Ministerial de 4 de noviembre de 1949. En su preámbulo se alude a los incumplimientos por diversas Cajas de los deberes impuestos respecto a la financiación del crédito agrícola y se señala expresamente a las Cajas establecidas en el territorio de régimen foral. La Orden es contundente en el tono argumentativo. Por la expresividad que rezuma y las posiciones tan diametralmente antagónicas de las tesis forales, es menester transcribir literalmente una buena parte de dicha Orden: 

“Concretamente, son las Cajas de Ahorros establecidas en territorio de régimen foral las que han dejado de cumplimentar lo dispuesto en la citada Ley, apoyándose en la petición por ellas presentada solicitando se las exceptuase del régimen general de Ahorro Popular, invocando como base de la petición las facultades autonómicas en materia de administración municipal y provincial consignadas en los artículos sexto y décimo de la Ley de 16 de agosto de 1841. Pero hay que tener en cuenta que por referirse dichos artículos el uno, a la «administración económica interior de los fondos, derechos y propiedades de los pueblos», y el otro, a la de «productos de los propios, rentas, efectos decimales, arbitrios y propiedades de los pueblos y de la provincia», no puede decirse de ellos que los depósitos de una Caja de Ahorros puedan formar parte de los fondos o bienes de un Ayuntamiento o Diputación cuando éstos la patrocinan, y sin que sufran merma alguna las prerrogativas forales por la vigencia del Estatuto de 14 de marzo de 1933 (R. 1933, 418), en todo el territorio de la nación, según expresamente se determina en su disposición final

... siendo limitadas las facultades y jurisdicción foral de dicha provincia en materias económicas y de gobierno, a los asuntos expresa y taxativamente mencionados en la Ley de 16 de agosto de 1841 deduciéndose lógicamente, el armonizarla con la de 25 de octubre de 1939 (1), de que todo lo que no se consigne en concreto en esta Ley pertenece a la jurisdicción del Gobierno central.

Aun concediendo la máxima amplitud al adecuado funcionamiento de la Administración provincial, no es viable el hecho de que una Caja de Ahorros, por estar creada por una Diputación o Ayuntamiento, pase a ser un servicio provincial o municipal. Precisamente por ello las Cajas de Ahorro constituyen una personalidad jurídica y gozan de la consideración de elementos auxiliares del Ministerio de Trabajo. Si así no fuese, si no existiese una completa diferenciación entre las Entidades de Ahorro Popular y un servicio provincial o municipal cualquiera, no habría por qué poner a unas bajo el protectorado de este Departamento y hacer depender los otros del Ministerio de Gobernación.

El hecho de que las Cajas generales de Ahorro Popular establecidas en territorio de régimen foral figuran inscritas en el Registro especial de este Ministerio, desvirtúa el carácter de servicio provincial o municipal de las mismas, ya que su inscripción lleva consigo y da origen al nacimiento de una personalidad de absoluta autonomía jurídica, económica y administrativa, reconocida expresamente por la misma Caja Provincial de Navarra al consignar en el artículo 3 de sus Estatutos que la entidad «constituye una personalidad jurídica e independiente con funciones exclusivamente peculiares y representación privativas»”

Así pues, para el Ministerio de Trabajo resulta incontestable que: 

( Los arts. 6 y 10 de la Ley de 1841 hacen referencia a la administración económica de los derechos, bienes y propiedades de los pueblos y de la provincia, lo cual es por completo ajeno a “los depósitos de una Caja” que nada tiene que ver con aquellos bienes y derechos.

( Las facultades forales se limitan a los “asuntos expresa y taxativamente mencionados” en la Ley de 1841, y todo lo restante “pertenece a la jurisdicción del Gobierno central”.

( Las Cajas, aun creadas por las Provincias y Municipios, no son servicios provinciales o municipales, sino que constituyen “elementos auxiliares del Ministerio de Trabajo”, bajo el protectorado de este, e inscritas en su Registro especial como personas jurídicas autónomas.

En función de todo ello, se dispuso que las “Cajas de Ahorro Municipal y Provincial de Navarra y Álava” estaban obligadas al exacto cumplimiento de la normativa controvertida y “ a cuantas disposiciones se han dictado en materia de ahorro..” por las instancias estatales competentes. Como puede apreciarse, las tesis estatales acerca de la foralidad son simplemente antagónicas a las mantenidas por la Diputación Foral, tanto respecto al régimen foral general, como a su proyección sobre las Cajas de Ahorro provincial y municipal. Con independencia de lo que se razonará, es de apreciar en la argumentación ministerial dos obviedades. Una primera, relativa al pleno desconocimiento de la legislación de régimen local vigente a la sazón, respecto a las competencias locales sobre las Cajas y a su posible provincialización o municipalización, lo cual puede predicarse por igual de las entidades de régimen común y de régimen foral. Y es que, como hemos ya fundamentado, la tendencia uniformista y centralizadora de la época acabó por asimilar a las Cajas con “elementos auxiliares” del Gobierno en sus políticas públicas. Otro aspecto a resaltar es la identificación reduccionista de las Cajas con sus “depósitos”, sin tener en cuenta la garantía asumida por quien las establezca.

La respuesta de la Diputación fue sutilmente firme. Pudiera decirse que la posición de la institución foral recuerda al fenecido derecho de sobrecarta frente a los contrafueros dimanantes de las disposiciones estatales. No puede concluirse que se “acatan, pero no se cumplen” dichas disposiciones, pero las respuestas de la institución foral claramente exponen que se cumplen, pese a ser contrarias al régimen foral, al que no se renuncia y del que se espera su plena restauración. Esto es, pudiera decirse que tales disposiciones se cumplen, porque es inevitable hacerlo, pero “no se acatan”. En sesión extraordinaria del 16 de diciembre de 1949, dedicada exclusivamente a tratar el contenido de la Orden mencionada y los antecedentes existentes acerca de la materia desde 1926, se adoptó por unanimidad un acuerdo del siguiente tenor:

“1.º Lamentar el fallo dictado por la Orden Ministerial y resolución del Excmo. Sr. Ministro de Trabajo de que se ha hecho mérito anteriormente sobre situación reglamentaria y funcionamiento de la Caja de Ahorros de Navarra y de la Municipal de Pamplona y de los conceptos y términos contenidos en las disposiciones mencionadas en todo cuanto hacen referencia a nuestro régimen foral.- 2.º Mantener en el asunto de que se ha hecho mención, el mismo criterio que ha venido sosteniendo la Diputación Foral desde el año 1926, en que se publicó la Ley de 9 de abril de dicho año. – 3.º Gestionar con el máximo encarecimiento correspondiente a tan importante problema cerca del Excmo. Sr. Ministro de Trabajo y otros poderes si hubiera lugar a ello la obtención de una resolución justa y acorde con el régimen foral de Navarra en la materia de que se trata.”

Se aprobó, además, el telegrama remitido al Ministro de Trabajo, que decía así:

“Enterada Diputación Foral Navarra haberse tramitado ese Ministerio en digno cargo y Dirección General correspondiente por Cajas de Ahorro esta Provincia referencias inciertas en sentido haber prohibido Diputación inscripción Pólizas con destino Servicio Nacional Crédito Agrícola con esta fecha y deshecho equívoco se procede a inscribir por ambas Cajas Provincial y Municipal sus pólizas respectivas cuya inscripción nada tiene que ver con nuestro Régimen Foral”

d) Desde entonces, hasta el inicio de los años setenta del siglo XX se inició un clima de entendimiento entre el Estado y Navarra en la materia que nos ocupa. Digamos que la entente fue discreta, aun sin procederse a reformas de los Estatutos de las Cajas ni de la normativa estatal reguladora. Incluso a inicios de los cincuenta, la Subsecretaría del Gabinete del Ministerio de Trabajo encomendó a la Diputación la redacción de un proyecto de Orden. Este fue redactado en términos similares a los expuestos para 1929, esto es, salvaguardando las facultades de la Diputación Foral para la ordenación de la vida económico-administrativa de las Cajas navarras, pero nunca fue aprobado.

Pero, al margen de la relación entablada en el ámbito político, no pareció variar la tesis jurídica del Estado acerca de la foralidad en la materia. Así, en un informe de la Dirección General de lo Contencioso del Estado de 3 de julio de 1971, en relación con las facultades del BDE, se concluye:

1.º- Que las Cajas de Ahorro domiciliadas en las provincias de Álava y Navarra, ya sean de fundación de sus respectiva Diputaciones Forales, ya sean de fundación municipal, vienen obligadas en los mismos términos y con igual alcance que todas las demás Cajas de Ahorro de España a efectuar la aportación del 15% a que se refiere el Art. 9.3.º de la Ley 40/1959 en relación con el Art. 4.º del Decreto de 17 de Octubre 1947. 2.º- Que se extiende asimismo a dichas Cajas de Ahorro en los mismos términos y con igual alcance antes referido las facultades atribuidas al Instituto de Crédito de las Cajas de Ahorro por el Decreto-Ley 20/1962 de 7 de junio en su Art. 6.º y que hoy han pasado al Banco de España por imperativo de la Disposición Adicional Tercera de la Ley 13/1971, de 19 de junio”.

Se era tajante en el sostenimiento de la obligación de las Cajas navarras de aportar el 15% de sus excedentes al Ministerio de Trabajo para el impulso de la formación profesional y se ratificaba la facultad inspectora del BDE. Todo ello al igual que las restantes Cajas Generales de Ahorro Popular. Ni una ni otra actuación contaban con el beneplácito de la Diputación Foral y su postura y la de la CAN fue más de acatamiento formal que de efectivo cumplimiento.

e) Con anterioridad hemos aludido al art. 33 de la Ley Sindical de 1971 y a su desarrollo por Decreto de 1975, que configura una nueva organización del Consejo de Administración de las Cajas. Es importante detenerse en el examen del Decreto 786/1975, detonante de la modificación estatutaria de 1976, para comprobar posteriormente el grado de adecuación a él por los Estatutos de la CAN. Las innovaciones fundamentales del Decreto afectan a la integración y composición del Consejo de Administración de las Cajas de Ahorro, con un número no inferior a ocho ni superior a diecisiete. La composición exacta del Consejo y la forma de designación de sus miembros debía establecerse en los propios Estatutos con sujeción a las siguientes reglas: 1.ª Debía estar integrado por representantes de la Organización Sindical (dos, en todo caso), por representantes de los impositores, de Colegios Profesionales, de instituciones de reconocido arraigo en la zona y de las Corporaciones Locales fundadoras. Todo ello, se decía, “en las proporciones adecuadas”. 2.ª Los Consejeros no podían superar los setenta y cinco años, ni desempeñar el cargo por más de dos mandatos (máximo de ocho años). 3.ª Los dos representantes sindicales serían designados por las propias Cajas de entre dos ternas presentadas, respectivamente, por los Consejos Provinciales de Trabajadores y por los Consejos de Empresarios. 4.ª Cualquiera que fuese la representación que ostenten, la designación de los Consejeros debía ser aprobada por el Ministerio de Hacienda, discrecionalmente. Junto a tales reglas, el Decreto establece una serie de incompatibilidades y requisitos atinentes al ejercicio de los cargos de Consejeros y Director General o asimilado; cargo, este último, que correspondía designar al Consejo y aprobar al Ministerio de Hacienda. Las propias Cajas debían adaptar sus Estatutos al Decreto en el plazo de tres meses, correspondiendo al Ministerio de Hacienda la aprobación de las correspondientes modificaciones.

La Diputación Foral encomendó a los vocales del Tribunal Administrativo de Navarra la elaboración de un informe sobre la afectación de dicho Decreto a las facultades y atribuciones de Navarra, que fue emitido el 4 de junio de 1975. En dicho informe se recogen las antecedentes de la materia, exponiendo las circunstancias acaecidas y la postura de la Diputación y sus Servicios Jurídicos a lo largo del tiempo. El informe comienza por constatar que el mencionado Decreto tiene una incidencia directa en la organización del Consejo de Administración de la CAN, tanto en su composición, como en la integración representativa, como en las condiciones del cargo, que resulta incompatible, en muchos aspectos, con la organización establecida en los Estatutos de la entidad de crédito. En virtud de ello, partiendo de que conforme a los Estatutos “la Excma. Diputación Foral fundadora de la Caja y cuya total e ilimitada garantía le presta, tiene asegurada la mayoría en este Consejo”, extrae la consecuencia de que la instancia foral “si se aplicase el Decreto” “... perdería en cualquiera de tales supuestos la mayoría que en el Consejo o Junta de la CAN tiene con los Estatutos actuales”. Considera que el Decreto afecta a “los principios de nuestro régimen foral” en materia de organización y funcionamiento de la CAN, conforme a lo sostenido por la Diputación Foral, especialmente con las exposiciones elevadas al Ministro de Trabajo, el 1 de marzo de1935 y el 30 de octubre de 1940, ya mencionadas. A tenor de tales exposiciones:

“se da por sentado que la creación y sostenimiento de la Caja de Ahorros de Navarra no representa sino el ejercicio de una facultad propia para establecer el régimen y administración de un auténtico Servicio Provincial de carácter económico-administrativo, función privativa, dentro de Navarra, de la Excma. Diputación Foral conforme a la Ley Paccionada de 16 de Agosto 1841, Real Decreto de 4 de noviembre de 1925, y reiterado reconocimiento que el Estado ha venido haciendo del Régimen Especial de Navarra, se habrá de llegar a la conclusión de que el expresado Decreto afecta a los principios del Régimen Foral en la materia relativa a la constitución y funcionamiento de la Caja de Ahorros de Navarra, por afectar a una Institución creada y regulada por la Excma. Diputación Foral para llevar a cabo un servicio provincial”

Bajo esta tesis, resulta lógico que, tratándose de un servicio provincial creado y regulado de la Diputación Foral, se haga cuestión capital de su presencia mayoritaria en el órgano supremo de la Caja. Directriz, esta última, mantenida sistemáticamente a lo largo de la historia de la entidad y que comienza a modularse y matizarse a partir de 2000.

Tras señalar el dispar criterio del Estado, el informe distingue los aspectos “orgánico” o de competencia organizativa de la Diputación en materia relativa a Cajas Generales de Ahorro Popular, y “funcional”, o relativo al desenvolvimiento de las Cajas ya creadas.

( En relación a la que denomina vertiente orgánica de las Cajas y que comprende todo lo relativo a la “creación, constitución y organización de la CAN”, se utilizan argumentos forales junto a otros dimanantes de la legislación general de régimen local. Así, se señala en primer lugar lo siguiente:

“Según la Ley 42 del Nuevo Fuero Recopilado de Navarra aprobado por Ley de Jefatura del Estado de 1.º de Marzo 1972 “La Diputación Foral de Navarra persona jurídica de derecho público y autónoma, puede otorgar y reconocer personalidad jurídica como Corporación, Asociación o Fundación a cualesquiera instituciones o servicios que radiquen en Navarra creados o reconocidos por la misma Diputación.”

No se trata de norma nueva – que en definitiva habría de respetarse con el carácter que le corresponde de UNA LEY aprobada por la Jefatura del Estado – sino de una disposición que, con otras muchas, integra una compilación que se presenta como un fiel reflejo del Derecho Civil vivido en Navarra”.

En segundo lugar, se extiende en el examen de la legislación de régimen local entonces vigente, ya examinada por nosotros, para extraer la conclusión de que las Diputaciones provinciales ostentan competencia para constituir Cajas de Ahorro y provincializar el servicio, para ordenarlo, organizarlo y gestionarlo como servicio que es de la competencia provincial. Estima, así mismo, que tales facultades son, a mayor abundamiento, extensibles a la Diputación Foral de Navarra, a la que corresponden, además de sus facultades forales, “... las que siendo compatibles con estas, tengan o tuvieren las otras Diputaciones provinciales de la Monarquía” (art. 10 de la Ley de 1841). Tras la mención a las atribuciones forales conforme a dicho precepto concluye así:

“Y si la Excma. Diputación Foral tiene reconocida por ley la facultad de otorgar y reconocer personalidad jurídica a cualquier Institución o Servicio que radique en Navarra, creado por la propia Diputación Foral, parece innegable la FACULTAD DE CREAR Y ORGANIZAR este Servicio Provincial de una CAJA DE AHORROS DE NAVARRA. Sin que en tal aspecto pueda quedar influída por disposiciones de carácter general”.

“En tal sentido parece que, en todo lo que haga referencia a la creación, constitución y organización de la Caja de Ahorros de Navarra, deben prevalecer las normas que dentro de su competencia dicta la Excma. Diputación Foral. Y una vez creado y organizado el Servicio, en lo que afecte a la política económica y monetaria nacional habrán de prevalecer con la aceptación de V. E. las normas generales siempre que no se opongan a las facultades que en el orden económico-administrativo corresponden a la Diputación y a los Ayuntamientos de Navarra.

No puede perderse de vista en el primer aspecto que al quedar la Caja de Ahorros de Navarra bajo el patrocinio de la Excma. Diputación Foral y gozar de la garantía total e ilimitada de la misma se está comprometiendo  en alguna forma la Hacienda Provincial basada en unos medios económicos propios consecuencia del Régimen Foral de Navarra.”

( En lo que se refiere al aspecto funcional, se parte de una limitación general al régimen foral dimanante de la propia Ley de 25 de octubre de 1839 y que constituye la base fundamental del sistema, proyectada sobre el elenco competencial de Navarra. Tal es que el respeto del régimen foral lo es “sin perjuicio de la unidad constitucional” (de la monarquía). El informe proyecta esta directriz sobre las competencias económico-financieras, partiendo de que tanto la legislación estatal tributaria como el Convenio Económico entonces vigente, articulan la armonización del régimen común con el especial de Navarra “para el logro de los criterios distributivos sociales y económicos en que se inspira la política nacional”. De acuerdo con ello, las grandes directrices de la política económica nacional se englobarían dentro del concepto de “unidad constitucional” que el régimen foral debe respetar. Tras lo cual se sostiene:

“... de manera que cuando el Estado dicta normas encaminadas a encauzar el ahorro, regularlo mediante el señalamiento de tipo de  interés, determinación de coeficientes de liquidez, inversiones generales, etc. la Diputación admita su aplicación en Navarra, máxime si se tiene presente que los fondos que se manejan están representados por “ahorros” que no constituyen bienes de los Ayuntamientos navarros, ni aun de los navarros en su integridad por resultar obvio que entre los impositores de nuestras Cajas de Ahorro habrá, indudablemente, un buen número de ellos que no tengan la condición civil de navarro.”

El informe concluye que es de la competencia de la Diputación Foral de Navarra la creación de la “institución o servicio de Caja de Ahorros de Navarra dentro de la provincia” y le corresponde dictar “las normas relativas a su constitución y organización”. Por el contrario, el funcionamiento operativo de la CAN “ha de atemperarse a las normas generales” en lo que hace referencia a la realización de la política nacional social y económica.

f) Aunque ajeno a las vicisitudes de la controversia entre la Administración estatal y foral, es de traer a colación un hecho relativo a la CAMP que, a nuestro juicio, no carece de relevancia. Se trata de la sentencia del Tribunal Supremo de 26 de enero de 1976, a la que ya se ha hecho referencia, en relación con cierta situación de eventual incompatibilidad del Director General de la entidad para formar parte del Consejo de Administración de la CAMP. Pero no es este aspecto concreto el que nos interesa, sino la ratio decidendi, ante la alegación del recurso de que la Caja (intitulada como “municipal”) era un servicio municipalizado. Inserta la sentencia en la orientación jurisprudencial del momento, sostiene que las Cajas de Ahorro constituyen unas peculiares instituciones por sus fines, naturaleza y funciones, que resultan incompatibles con las normas municipalizadoras establecidas en la legislación de régimen local. Del mismo modo, argumenta que –en razón a tal especialidad– “la potestad de regulación y fiscalización municipal”, propia de los servicios municipalizados, “no se da en las Cajas de Ahorro”. Debido a que carecen de lucro mercantil, concluye afirmando que las Cajas “ni producen ni suministran artículos municipalizados”, “ni prestan servicios análogos a los municipales”. Puede compararse esta doctrina con la contenida en las sentencias analizadas de 1962 y extraerse las consecuencias pertinentes. Ya hemos comprobado lo que literalmente establecía la legislación de régimen local respecto a la municipalización de distintos servicios y, entre ellos, explícitamente, de las Cajas de Ahorro.

B) La materialización del Convenio.

a) La CAN se dirigió al BDE en solicitud de autorización para la modificación de los Estatutos de dicha entidad para adaptarlos al Decreto 786/1975, ya examinado. El proyecto de Estatutos remitido, lejos de ajustarse estrictamente a dicho Decreto y a la restante normativa estatal reguladora de las Cajas de Ahorro, asumía muchas de sus directrices pero, digamos, adecuándolas al régimen foral. El BDE (22 de julio de 1975), elevó informe al Ministerio de Hacienda, advirtiendo de que diversos preceptos estatutarios no concordaban con la normativa vigente “por lo que debían ser rectificados”. El Ministerio de Hacienda adoptó la Resolución de 19 de septiembre de 1975, en la que expresaba:

“Considerando que la CAJA DE AHORROS DE NAVARRA tiene personalidad jurídica propia, según consta en sus Estatutos, que para poder usar tal denominación, realizar sus fines y figurar inscrita en el Registro Especial de Cajas Generales de Ahorro Popular que funciona en el Banco de España, ha de someterse a cuantas disposiciones legales de dicten en relación con estas Entidades y que afecten a las demás Cajas de Ahorros.
Considerando que, de conformidad con las disposiciones vigentes, las modificaciones estatutarias de las Cajas de Ahorro han de ser aprobadas por este Ministerio.”

Y como consecuencia de los desajustes estatutarios reseñados en la resolución, acordaba:

“1.º Con el fin de evitar nuevos trámites y dilaciones aprobar los Estatutos de la CAJA DE AHORROS DE NAVARRA, siempre que por la Caja de Ahorros sean aceptadas la totalidad de las rectificaciones, antes consignadas, que se incorporarán a los Estatutos definitivos y se hará constar mediante certificación del correspondiente acuerdo.

2.º La CAJA DE AHORROS DE NAVARRA, enviará un ejemplar de los Estatutos, debidamente formalizados, para su constancia en esta Dirección General.”

Tras el dictado de dicha Resolución tuvieron lugar diversas gestiones entre la Diputación Foral y el Ministerio de Hacienda, a la luz de cómo discurrieron los acontecimientos y del resultado final que se alcanzó. El procedimiento formal quedó, de facto, suspendido. La Diputación aprobó los Estatutos de la CAN el 4 de marzo de 1976. A su vez, a través del BDE, los Estatutos aprobados fueron remitidos al Ministerio de Hacienda, cuyo Director General de Política Financiera dicta la Resolución de 22 de marzo de 1975, de la que hay que destacar:

( En dicha resolución desaparece, en la parte expositiva, toda referencia al necesario ajuste de los Estatutos de la CAN a la legislación general del Estado sobre Cajas de Ahorro. A lo que se alude en su preámbulo es a lo siguiente:

“Considerando que el proyecto remitido en sustitución de la propuesta anterior, ha sido confeccionado de acuerdo con el resultado de las entrevistas mantenidas por los representantes de la Diputación Foral y este Ministerio en noviembre de 1975 y febrero y marzo de 1976, como consecuencia de las observaciones que le fueron hechas por resolución de esta Dirección General en 19 de septiembre de 1975 al anterior proyecto de Estatutos.”

Es decir, hubo, sin duda, un acuerdo entre el Ministerio de Hacienda y la Diputación Foral de Navarra sobre el contenido de los expresados estatutos; un acuerdo del que no tenemos constancia formal alguna y del que, por tanto, desconocemos su contenido y alcance, aunque como mínimo debió comprender el texto “concordado” que resultó aprobado.

( En relación con lo anterior es especialmente significativo que se deja sin efecto la precedente Resolución de la Dirección General de 17 de septiembre de 1975, en la que se enumeraban abundantes desajustes estatutarios respecto a la normativa estatal. Bien es verdad que los Estatutos de 1976 se adecuaron en buena medida a las directrices de aquella normativa.
( La resolución aprueba los Estatutos conforme al “texto remitido” y se requiere de la Caja el envío de un ejemplar “para su constancia en esta Dirección General”.
Al margen de las diversas modificaciones de los Estatutos de la CAN que se han examinado con anterioridad, lo sustancial a nuestros efectos es el procedimiento que se establece para su aprobación y modificación en la disposición final segunda, que dice así:

“Para la aprobación y modificación de los Estatutos de LA CAJA se seguirá siempre el siguiente trámite:

a) Contacto entre el Ministerio de Economía y Hacienda y la Excma. Diputación Foral de Navarra para examinar y concretar en principio los términos de la aprobación o modificación.

b) Redacción de un texto concordado que se someterá a la aprobación de la Excma. Diputación Foral y el Ministerio de Economía y Hacienda a través del Banco de España.”

De modo bien expresivo, por el significado que encierra, la disposición final tercera enfatiza que “los presentes Estatutos se han aprobado siguiendo el trámite señalado en la disposición anterior”. Ello, en efecto, fue así, pero más exactamente sucedió que, iniciado el procedimiento con arreglo a lo establecido en la legislación estatal y con la intervención de las autoridades estatales legitimadas para ello, conforme a dicha normativa, el curso procedimental resultó fallido por la oposición de la Diputación Foral al acatamiento de las órdenes emanadas de aquellas autoridades, que acabaron por preferir acogerse al procedimiento “paccionado” instado por la institución foral.

b) Una nueva prueba de fuego tuvo lugar con la promulgación del Real Decreto de 1977, llamado de “Fuentes Quintana”, que ha sido examinado, y su eventual aplicación a Navarra. Recuérdese que, conforme a su disposición transitoria 1.ª, en el plazo de dos meses, las Cajas debían adaptar sus Estatutos a lo previsto en dicho Decreto y elevarlos para su aprobación al Ministerio de Economía. Tras la entrada en vigor del Decreto, el Consejo de Administración de la CAN elevó a la Diputación un acuerdo (15 de septiembre de 1977) en el que se exponía la incidencia de la norma estatal en las competencias forales sobre la materia, cuyo “conocimiento e intervención cerca del Ministerio de Hacienda” correspondía a la Diputación Foral.

La Diputación, enterada del asunto, designó una comisión para asistir a una reunión con representantes de las Diputaciones de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, donde se trataría la situación creada con el Decreto 2290/1977 (sesión de 23 de septiembre de 1977), reunión de la que se dio cuenta a la institución foral. Al poco tiempo, se designó una Comisión para que realizase gestiones ante el Ministerio de Economía sobre la posible reforma de los Estatutos de la CAN y la CAMP, de acuerdo con las orientaciones contenidas en el preámbulo del propio acuerdo (21 de septiembre de 1977), elaboradas a raíz del informe jurídico que realizase el entonces asesor jurídico Sr. Aldea. Aunque, como precisaremos, no hubo reforma alguna, es de interés examinar la visión entonces sustentada por la Diputación Foral en torno al contenido de la foralidad respecto a las Cajas navarras, tal como a continuación se expone.

( Se parte del recurrente recordatorio acerca del establecimiento por la Diputación de una institución denominada CAN, en el marco de la competencia foral propia, regulando su organización y funcionamiento y “concediéndole una garantía ilimitada”.
( Se considera un deber seguir manteniendo “la singularidad foral... respecto al sistema organizativo de las Cajas de Ahorro, tanto en la fundada por esta Corporación Foral, como la municipal de Pamplona, que estableció el Ayuntamiento de la capital...”. Singularidad foral que fue respetada tras el Decreto 786/1975, “... llegándose a confeccionar y aprobar por esta Diputación Foral, en armonización con el Ministerio de Hacienda” los Estatutos de la CAN.

( De entre los diversos aspectos del régimen foral a salvaguardar, destacan:

“... el principio fundamental de que esta Corporación Foral debe tener mayoría absoluta en el Consejo de Administración de la Caja de Ahorros de Navarra, contando con sus siete propios componentes, a los que no les puede afectar incompatibilidad alguna por razón de edad, y la designación directa y libre del número necesario de Vocales para que quede configurada la expresada mayoría”.

( Descuella, igualmente, la necesidad de que se reduzcan las atribuciones de la Asamblea General prevista en el Decreto, “quedando limitadas...a funciones de carácter consultivo”, de tal forma que el Consejo de Administración sea “el organismo que señale las directrices fundamentales de la actuación de la Caja”.

( En relación con el reparto competencial, “... dentro de la órbita foral, como correspondientes a esta Diputación Foral, deben quedar comprendidas las misiones de control e inspección de la CAN y de la Municipal de Pamplona”.
El 18 de febrero de 1978, se adoptó resolución por el Director General de Política Financiera del Ministerio de Economía en la que, a la vista de lo dispuesto en la disposición transitoria 1.ª del Real Decreto 2290/1977, acerca del plazo de dos meses para proceder a la adaptación de los Estatutos de las Cajas, transcurrido en exceso dicho plazo sin que la CAN le haya dado debido cumplimiento, se ordena “ al BDE a requerir... a la referida Entidad para que remita el proyecto de los Estatutos...”. Entretanto, se realizaron diversas gestiones, tales como la entrevista de un Diputado Foral con el Director General de BDE, acerca de los Estatutos de la CAN. Dada cuenta de ella a la Diputación Foral (10 de marzo de 1978), esta encargó a su Vicepresidente la remisión de sendas exposiciones al Ministerio de Economía y al BDE, para dejar constancia expresa de lo ya manifestado en aquella entrevista, en la que se destacase:

“... que por la singularidad del Régimen Foral de Navarra para la modificación de Estatutos se ha de seguir el procedimiento convenido a que se contrae la disposición final segunda de los Estatutos de la Caja de Ahorros de Navarra de 4 de Marzo de 1976, procedimiento que igualmente debe aplicarse a las Cajas de Ahorros que dependan de Entidades municipales de Navarra.”

La exposición fue remitida, con una prolija descripción de cuantas gestiones habían tenido lugar y del sistema foral de aprobación y reforma de los Estatutos de la CAN y solicitando que, con arreglo a dicho sistema “... se sigan los contactos iniciales para que, en definitiva, el texto concordado que resulte pueda aprobarse...” (10 de marzo de 1978). Tras esta actuación, el proceso quedó paralizado hasta inicios del año 1979.

La Diputación Foral había elevado en 1977 al Ministerio de Economía un proyecto de Estatutos para iniciar la correspondiente negociación. El día 31 de enero de 1979, previo informe del BDE, el Ministerio de Economía dictó una resolución señalando pautas de actuación a la autoridad financiera, ante la falta de iniciativa de la CAN respecto a la reforma de sus Estatutos, en la que se señalaba lo siguiente:

( La falta de “carácter oficial” del proyecto de Estatutos obrante en el Ministerio, al que no se dota de la tramitación legal “a través del Banco de España”, por lo que “no tiene validez”.

( No obstante su falta de validez oficial, fue examinado el Proyecto, de cuyo examen se extrajo un juicio expresado en la resolución que es menester reproducir literalmente; según se señala, dicho examen

“... dio como resultado observaciones a veintisiete artículos que no se ajustaban a las normas establecidas en el Real Decreto citado, por lo que prácticamente, se desvirtuaban y quedaban sin aplicación aquellas normas.”

( Respecto a la pretensión de que se designase una Comisión Ministerial negociadora se afirma:

“... no tiene sentido, porque las Cajas de Ahorros han de cumplir las disposiciones de carácter general, sin que puedan adoptarse acuerdos o pactos que sean contrarios a lo dispuesto en un Real Decreto, ni sea de aplicación lo consignado en unos Estatutos de carácter privado para contradecir una disposición de rango superior de obligado cumplimiento”.

Constan unas “observaciones a la comunicación del Ministerio de 16 de febrero de 1979” efectuadas por la Comisión encargada de la redacción de los Estatutos, en los que se vierten abundantes consideraciones acerca de su contenido, pero interesa destacar el planteamiento general sobre la foralidad en materia de Cajas y el pacto en que se materializa. El razonamiento recoge las tesis tradicionales, pero abunda renovadamente en el régimen pacticio, que tiene también –a su juicio– proyección en dicha materia. Se argumenta así:

“A la consideración 5.ª

a) Sorprende verdaderamente que a la pretensión de que se designe una Comisión para elaborar unos Estatutos concordados se dé el calificado de que “no tiene sentido”, cuando el régimen de modificación establecido de común acuerdo entre ambas Administraciones y contenido en las disposiciones finales de los Estatutos vigentes y en la resolución ministerial de 22 de marzo de 1976, aprobatoria de los mismos, exige siempre el trámite de contactos previos, concreción en principio del texto, redacción de un texto concordado y aprobación por las respectivas Administraciones.

b) Sobre que las Cajas de Ahorros y también la de Navarra han de cumplir las disposiciones de carácter general, sin que puedan adoptarse acuerdos o pactos que sean contrarios a lo dispuesto en un Real Decreto, precisamente la especialidad del Régimen Foral de Navarra, alegada y estimada al aprobar los Estatutos actuales aboga por solución distinta en virtud del Régimen Foral. El problema es simple repetición del que ya se planteó y resolvió de común acuerdo. (Véase la resolución del Ministerio de 19 de septiembre de 1975, donde se plantea unilateralmente el problema. Y véase como a través de los contactos habidos, se rectifica el criterio expresamente por la resolución de 22 de marzo de 1976, aprobatoria de los Estatutos concordados. Es, pues, ese problema cuestión ya definitivamente resuelta.

c) Respecto de la alusión al sistema de jerarquía de normas en que pretende apoyarse la observación que comentamos, precisamente sustentamos, desde el punto de vista foral, que un Real Decreto, no puede modificar el status jurídico que tiene base en la Ley de 25 de octubre de 1839, de confirmación de Fueros, sin perjuicio de la unidad constitucional. A este respecto acompañamos algunas notas de las argumentaciones verbales realizadas y alusiones a la situación jurídica actual. El Régimen de Navarra es paccionado y sus modificaciones han de seguir el sistema congruente, como siempre se ha hecho. Infinidad de pactos abonan la doctrina y estos se realizan siempre que sea imprescindible alguna armonización.”

La Comisión negociadora mantuvo una reunión con el Director del BDE y otra con el Director General de Política Financiera del Ministerio de Economía el día 2 de marzo de 1979, de cuyo resultado elevó informe escrito a la Diputación Foral. Según se afirma en dicho informe, la actuación ministerial –a juicio del Director General– se debía a que sus servicios jurídicos sostenían que “la CAN no podía ampararse en ningún derecho singular y que, en consecuencia, tenía que ajustarse a las normas generales dictadas para todas las Cajas de Ahorro de España”. Ante la exposición de la Comisión acerca de la singularidad del régimen foral, el Director General, reiterando que su proceder resultaba avalado por su Asesoría Jurídica, “entendía que el problema tenía un carácter estrictamente jurídico y en ese plano entendía que había que resolverse”. Finalmente, se convino en que la Diputación Foral expusiera de nuevo sus fundamentos jurídicos, con los antecedentes precisos, para su estudio por la Abogacía del Estado. La Comisión, aún reiterando el criterio invariable de la Diputación sobre los “derechos de Navarra en la materia”, no puso inconveniente a lo solicitado.

Mediante acuerdo de la Diputación Foral de 2 de marzo de 1979, se resolvió remitir aquellos antecedentes “a los solos efectos informativos”, pero dejando muy clara su convicción acerca de “sus derechos históricos”, en los rotundos términos que es preciso trancribir:

“Manifestar al mismo tiempo a la Dirección General de Política Financiera que cualquiera que fuere el sentido de los dictámenes de los Servicios Jurídicos del Ministerio, la Diputación Foral, está en ejercicio de derechos históricos derivados de la Ley de modificación de Fueros de 25 de octubre de 1839 y desenvolvimientos posteriores, derechos, además, hoy amparados y respetados por la Constitución y, en todo caso, por el pacto realizado para la aprobación de los vigentes Estatutos de la Caja de Ahorros y vinculantes para ambas Administraciones.”

Pasado el asunto a dictamen de la Dirección General de lo Contencioso del Estado, fue evacuado en fecha de 1979 que no nos consta. Se trata de un dictamen que asume, ratifica y enfatiza las tesis de las instituciones forales, en forma tal que resulta insólito en consideración a lo sostenido con anterioridad por esta Dirección General y, especialmente, teniendo en cuenta la orientación jurisprudencial del momento acerca del carácter de las Cajas de Ahorro y su desvinculación respecto a los Entes locales que las fundaron. Hemos examinado anteriormente esta jurisprudencia y, según nuestro criterio, resulta difícilmente compatible con la doctrina del Dictamen que nos ocupa. Es conveniente transcribir sus postulados esenciales, porque resumen las posiciones mantenidas desde 1926 por las Instituciones forales y sus Servicios Jurídicos y porque produjo un efecto taumatúrgico en el proceso de reforma estatutaria, que quedó clausurado en firme sin modificación alguna de los Estatutos de la CAN. Dicho Dictamen ha servido de fundamento jurídico al ejercicio concordado de la facultad estatal de aprobación de los Estatutos de la CAN. Así, en la Orden Ministerial de 5 de febrero de 2004, por la que se aprueba la modificación estatutaria de dicho año, se afirma que la aprobación tiene lugar conforme al procedimiento previsto en la disposición final segunda de los Estatutos de la Entidad “... en relación con la disposición adicional primera de la Constitución y con el dictamen de la Dirección General de lo Contencioso del Estado de 1979, emitido al respecto”.
El dictamen efectúa un planteamiento del problema desde la perspectiva más amplia de los “privilegios forales de la provincia de Navarra”, reconocidos en la Ley de 25 de octubre de 1839 y en la llamada Ley Paccionada de 16 de agosto de 1841. Es en este marco de legalidad superior en el que se encuadra la disposición final segunda de los Estatutos de la CAN acerca del procedimiento “concordado” entre Navarra y el Estado para su aprobación y reforma y al mismo marco subordina lo establecido en los arts. 243.j) y 101.i) de la Ley de Régimen Local de 1955, ya analizados, según los cuales se considera “... el establecimiento de las Cajas de Ahorros como un servicio que se integra entre las competencias atribuidas específicamente a las Diputaciones y Ayuntamientos”.

Por todo ello, se procede en primer término al análisis del art. 10 de la Ley Paccionada, cuyo contenido textual conocemos y no es menester reiterar. A la vista de su contenido, el Dictamen razona así:

El principio básico que inspiró este precepto es reconocer a Navarra una general autonomía administrativa en el orden económico, si bien como provincia integrada en el Estado Español, no siendo ya, como decían sus antiguas Fueros, “un Reino distinto en territorio, jurisdicción, jueces y gobierno de los demás reinos del Rey de España”.

La enumeración de las materias a que se refiere el artículo. 10 de la Ley de 1841, responde a la organización administrativa de la época. Debe entenderse, como ya se ha apuntado, que respeta y confirma el principio de autonomía de la Diputación Foral en cuanto a los servicios administrativos provinciales y municipales de contenido económico, sin que la enumeración que contiene, relativa a los productos de los bienes de propios, rentas, efectos vecinales, arbitrios y propiedades de los pueblos de la provincia, puede considerarse como un numerus clausus, lo que determinaría la imposibilidad o grave dificultad de adaptar este precepto, dictado a mediados del siglo XIX, a las exigencias de la administración económica actual.

No puede olvidarse que el Consejo de Navarra y la Diputación del Reino no reconocían superior en sus respectivas jerarquías, sus decisiones eran inapelables y se constituían en verdaderos organismos supremos dentro del antiguo Reino de Navarra. Y que, en cuanto a los servicios económico-administrativos provinciales y municipales, se atribuyen a la Diputación Foral las facultades que aquellos organismos ejercían.

De lo expuesto de deriva que la Disposición Final Segunda de los Estatutos de la Caja de Ahorros de Navarra tiene su legítimo fundamento en el artículo 10 de la Ley de 1841, norma de rango superior al Real Decreto sobre organización y funcionamiento de las Cajas de Ahorros.

La Caja de Ahorros de Navarra es, pues, un servicio de la competencia de la Diputación Foral, según la Ley de Régimen Local, y la Diputación, conforme a la Ley de 1841, disfruta de una general autonomía respecto a los servicios económico-administrativos de su competencia, que el estado ha respetado siempre y debe respetar en el presente caso.
Partiendo de todo ello, el dictamen acude a la interpretación sistemática del ordenamiento jurídico vigente, tomando en cuenta la práctica seguida en supuestos análogos, “al dictar normas de muy superior trascendencia a las relativas a la organización de las Cajas de Ahorro”, esto es, el procedimiento paccionado entre el Estado y Navarra. Se resaltan los supuestos considerados de mayor interés. Así, en primer lugar, la Compilación de Derecho Civil Foral de Navarra, cuya alteración requiere “nuevo convenio previo con la Diputación Foral”. Igual sucede con los Convenios Económicos, como el entonces vigente de 1969, cuya modificación ha de realizarse por el procedimiento guardado en su adopción, esto es, en acuerdo con la Diputación. Por último, se hace referencia al Real Decreto-Ley 2/1978, que en su art. 1 establece que “el Gobierno, de acuerdo con la Diputación Foral de Navarra, determinará el órgano foral competente a quien corresponde” la decisión sobre incorporación de Navarra el Consejo General del País Vasco. Régimen pacticio entre el Estado y Navarra que se considera salvaguardado por la disposición adicional primera de la CE, que ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales.

Sentado lo anterior, el Dictamen, advirtiendo que “las normas fundamentales que regulan el derecho Civil, el régimen económico y la autonomía de Navarra... se han promulgado siempre previo acuerdo entre el Estado y la Diputación Foral.”, parece querer decir que más factible aun será el procedimiento concordado para el caso de normas de entidad inferior, como son las que rigen “los servicios administrativos locales”. De acuerdo con ello, considera: 

Por tanto, el procedimiento previsto en la Disposición Final Segunda de los Estatutos de la Caja de Ahorros de Navarra, fundamentado en la Ley de 1841, debe ser aplicado, como solicita la Diputación Foral, para la modificación de dichos Estatutos y su posible adaptación al Decreto 2.290/1977, cuyas normas de encuentran subordinadas a los preceptos de la Ley de 1841.

Y concluye:

“1.º La aplicación del Real Decreto 2.290/1977, debe subordinarse, como se ha dicho, a la Ley de 1841, de la que la Disposición Final Segunda de los Estatutos de la Caja de Ahorros de Navarra es sólo una aplicación particular.

2.º Las personas jurídicas afectadas por el Real Decreto son tanto la Caja de Ahorros como la Diputación Foral, ya que los servicios de Cajas de Ahorros se integran en los que la Ley de Régimen Local considera de competencia provincial”.

No son diferentes las conclusiones alcanzadas respecto a la CAMP, en cuanto se sostiene: 

Cuanto se ha dicho respecto a la Caja de Ahorros de Navarra debe aplicarse a la Caja de Ahorros y Monte de Piedad Municipal de Pamplona.

Aun cuando sus Estatutos no contienen precepto expreso respecto a su modificación, consta en los mismos que fueron expresamente aprobados por la Diputación Foral de Navarra, como igualmente sus modificaciones.

Debe recordarse que el artículo 10 de la Ley de 1841 (antes transcrito) atribuye a la Diputación Foral las mismas funciones que ejercían el Consejo de Navarra y la Diputación del Reino, tanto respecto a la administración de “los pueblos” , como respecto de la provincia, por lo que el Ayuntamiento de Pamplona, que creó la citada Caja de Ahorros, se encuentra sujeto en esta materia a las facultades aprobatorias de la Diputación Foral.

Tal como hemos apuntado, avaladas las tesis de Navarra, la controversia finalizó. Ni los Estatutos de la CAN ni los de la CAMP fueron adaptados al Real Decreto 2290/1977. Pero fue un momento decisivo por la firmeza mantenida por la Diputación en defensa de la foralidad de la CAN. En aquel entonces la Asesoría Jurídica central elaboró un informe acerca de la eventual modificación estatutaria, analizando pormenorizadamente  su contenido y exponiendo, finalmente, los “criterios seguidos para el estudio de los nuevos Estatutos” (10 de junio de 1979). A pesar de que la reforma no culminó, consideramos que dicho informe representa algo más que unos apuntes para la historia, al menos en tres aspectos. En primer lugar, por el reconocimiento ante el proceso negociador de dos clases de competencias sobre la CAN, siempre mantenido por la Diputación Foral, a saber, las referidas a las “potestades organizativas” sobre la entidad –que se consideran de régimen foral– y las “funcionales”, que corresponden al Estado. Lo cual se expresa sucintamente así:

“Se entienden por funciones organizativas las que no afectan a la unidad constitucional, o sea las que se refieren a autoridad originaria de la Diputación y órganos de actuación o intervención en los mismos, de creación de sucursales o inspección etc. Estas facultades se estiman de régimen foral.

Se entienden por competencias funcionales todas las de política monetaria, que sí afectan a la unidad y por ello se estima que por principio son de régimen común”.

En segundo lugar, es bien expresiva la funcionalidad que se da al pacto en la materia, como mecanismo armonizador de ambas facetas en los puntos de difícil separación. En palabras del informe:

“Los aspectos interrelacionados se concuerdan entre ambas potestades paccionadamente, según está reconocido”.

Se expresa también el animus que debe presidir la negociación, vertiente subjetiva esta que puede ser meramente coyuntural, pero que es apreciable en muchos momentos históricos. Se señala a este respecto:

“El hecho de tener competencias forales organizativas no excluye la conveniencia de usarlas adecuadamente para no promover conflicto o dificultades.

Por lo anterior, la línea de actuación propuesta aboga por acercarse lo más posible al sistema general SALVANDO SIEMPRE LOS PRINCIPIOS FORALES y coincidiendo en el detalle.”

Ni que decir tiene, de nuevo, que entre aquellos principios forales se incluye el de “... salvar la supremacía de la Diputación”  en los órganos de gobierno de la CAN.

3.º El fundamento de la competencia foral: la CAN y la CAMP como instituciones o establecimientos de carácter provincial y municipal.

Sabemos que la competencia foral sobre estas entidades tenía su fundamento en los arts. 6 y 10 de la Ley Paccionada y así lo avala cuanta doctrina jurídica foralista se ha expuesto, asumida “in totum” por la Diputación Foral, no exenta de objeciones desde la perspectiva estatal, y finalmente avalada por el Estado y su Dirección General de lo Contencioso. Si ello es así, tal fundamento se encuadra en las atribuciones de la Diputación Foral sobre “administración económica interior de los fondos, derechos y propiedades de los pueblos y de la provincia”. Competencia que, con el transcurrir de los años, acabó comprendiendo los servicios y establecimientos creados por la Diputación y los Ayuntamientos, su constitución, organización y gestión, pero con el trasfondo ineludible de esa titularidad y consiguiente “administración” en torno a lo que pudiera calificarse de patrimonio público de la provincia foral y de los municipios. Visto ha sido cómo para la Diputación Foral la garantía de la foralidad derivada de lo previsto en los calendados preceptos de la Ley Paccionada hacía que “... por extensión lógica la singularidad del régimen foral alcance a las obras o instituciones establecidas” por la propia Diputación y los Ayuntamientos navarros, “como son la Caja de Ahorros de Navarra y la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Pamplona” (Acuerdo de la Diputación Foral de 9 de diciembre de 1960). Criterio este sostenido, en estos o parecidos términos, en otros acuerdos de la Diputación, en diversos informes de sus servicios jurídicos, en estudios de la doctrina foralista y en el tan citado informe de la Dirección General de lo Contencioso del Estado de 1979, que rectificó las anteriores tesis estatales. Ahora bien, durante todo el transcurso del periodo histórico que se ha examinado, se ha enfatizado sistemáticamente la concurrencia de un punto de conexión entre estas instituciones y la gestión de los derechos económicos municipales y provinciales, consistente en la garantía total de la Hacienda foral que se les prestaba.

En este marco, solo si las Cajas eran establecimientos o servicios provinciales o municipales, garantizadas por las respectivas haciendas, podía la Diputación Foral basar sus atribuciones sobre ellos en los mencionados preceptos de la Ley de 1841. Desde la perspectiva de la foralidad, en la forma consagrada en dicha Ley, desentonaría por completo una competencia de la Diputación Foral extensible a instituciones de ahorro creadas por entidades o personas privadas, así como por otras instituciones públicas excluidas de la competencia foral y exentas, por tanto, de la garantía de la hacienda provincial y municipal. No existe atisbo alguno hasta la LORAFNA de que la Diputación Foral pretendiese extender sus atribuciones a las Cajas de Ahorro creadas por la iniciativa privada, si se excluye, naturalmente, la legislación tributaria, cuyo sentido y fundamento dimanan de otros preceptos de la reiterada Ley y es por completo ajena a la perspectiva desde la que examinamos la problemática que nos ocupa.

De acuerdo con la documentación que hemos examinado, hasta el Amejoramiento era habitual referirse a la CAN y a la CAMP como “servicios provinciales o municipales”, “organismos privativos” de Navarra, “servicios administrativos provinciales y municipales de carácter económico”. Respecto a la CAN llega a resaltarse esta consideración, al afirmarse que las atribuciones de la Diputación sobre la entidad “no representan sino el ejercicio de una facultad propia para establecer el régimen y administración de un auténtico servicio provincial” (Informe de los miembros del Tribunal Administrativo, 1975). Terminología presente en el tan citado Dictamen de la Dirección General de lo Contencioso del Estado de 1979, en forma muy similar.

No puede ser objeto de discusión, al menos desde 1976, el hecho de que la CAN, formalmente, era una entidad de naturaleza privada (art. 3, inciso último de los Estatutos de 1976) y, por tanto, su actuación se regía por el derecho privado. Ya hemos señalado en los inicios de este informe la intercambiabilidad de formas jurídicas y la instrumentalidad del derecho. La articulación jurídico-formal de la CAN como una entidad privada es indubitada, pero ello no obsta a su eventual vinculación con la Diputación Foral, institución que la constituyó. En el caso de la CAMP, sus Estatutos no contenían pronunciamiento expreso sobre su articulación jurídica, pública o privada, aunque es claro que su actividad financiera se regía por el derecho privado, por lo que no presenta particularidades relevantes en este aspecto.

La consideración de estas Cajas conforme a sus Estatutos, era la de “instituciones” o “establecimientos” de carácter benéfico o benéfico-social, constituidas por la Diputación Foral o el Ayuntamiento de Pamplona, entes que las patrocinaban y garantizaban de forma total. En relación con la CAN, bien expresiva es la actuación exclusiva de la Diputación en todo el proceso de instalación, así como su ubicación en el Palacio de Navarra o anejo a el durante muchos años. Goza de especial significado que la Caja cuente con la total garantía de la institución foral. Lo es igualmente que su gobierno estuviese a cargo de todos los integrantes de la Diputación Foral, con la expresiva exclusión de su peculiar Presidente, de un número inferior de vecinos designados por aquella discrecionalmente, como lo era también su Director-Gerente (aunque con la ratificación del Ministerio de Hacienda). Bien elocuente resulta que a la Diputación Foral correspondiese aprobar la memoria y las cuentas de la CAN (hasta 1976), así como inspeccionar su funcionamiento operativo. Menos revelador parece que, en caso de liquidación, el resultante pasase a la propia Diputación Foral, toda vez que la adquisición de los bienes por la Comunidad Foral en caso de extinción de fundaciones, a falta de otra previsión, es un efecto general, independientemente de su origen (Ley 47 del Fuero Nuevo). Otro tanto pudiera decirse de la CAMP respecto al Ayuntamiento de Pamplona.

¿A qué obedecía este estado de cosas? La razón era bien sencilla, desde la perspectiva entonces adoptada por la doctrina foralista, asumida por la Diputación Foral: la CAN era un establecimiento provincial dependiente y vinculado a la Diputación Foral y la CAMP era un establecimiento municipal con igual vinculación y dependencia del Ayuntamiento de Pamplona, aunque bajo la simultánea y superior supervisión de la máxima instancia foral. Todo ello bajo el sustento de la Ley de 1841, perfectamente cohonestable, a la sazón, con las atribuciones que la legislación de régimen local atribuía a los Municipios y Provincias para crear Cajas de Ahorro, municipalizarlas o provincionalizarlas y gestionarlas como servicios de su competencia. Bajo aquellas tesis, las atribuciones de la Diputación y del Ayuntamiento eran las propias del “poder doméstico” de gobierno, gestión e inspección de sus propios servicios, ya se les dote de una mayor o menor autonomía, ya se rijan en sus relaciones con terceros por el derecho público o el derecho privado.

A nuestro juicio, por tanto, no era irrazonable jurídicamente sostener, como sostenían las instituciones forales, que la CAMP y la CAN eran establecimientos vinculados, respectivamente, al Ayuntamiento de Pamplona y a la Diputación Foral de Navarra. Carácter y dependencia de tales instituciones que fue mudando con el transcurrir de los años y el aval de las reformas estatutarias, en el contexto de un marco normativo general de una casi total asimilación de la operatoria financiera de las Cajas con las restantes entidades de crédito. En cualquier caso, aquella dependencia pública de las dos Cajas navarras (como también, con otra configuración, de otras muchas existentes en España) no constituía un fenómeno singular y extraño respecto a la situación existente en Europa a lo largo del siglo XX, tal como hemos puesto de relieve en el epígrafe II, 4.

Expuesta la problemática desde la perspectiva foral, es necesario recordar como las instancias estatales sostenían ya desde hace años unas tesis bien distintas acerca de las Cajas de Ahorro provinciales y municipales. Su progresiva privatización y emancipación de las entidades fundadoras era una realidad para tales instancias, que ya se puso de relieve para las Cajas navarras en la Orden Ministerial de 4 de noviembre de 1949. Ya con anterioridad a 1970 el Estado era remiso a considerar a las Cajas fundadas por las Entidades Locales como establecimientos provinciales o municipales y la normativa dictada en los años setenta incidió definitivamente en su desvinculación de aquellas. De igual forma sostuvo que las Cajas navarras, al igual que las del resto de la nación, estaban sujetas a la legislación específica reguladora de esta clase de entidades. Se ha analizado también la jurisprudencia prevalente en el momento en el que se fraguó el pacto sobre los Estatutos de la CAN, refractaria a los poderes locales sobre la regulación de las Cajas de Ahorro y proclive a su desmunicipalización. Lo verdaderamente sorprendente, a la luz de estos nítidos antecedentes, es lo sucedido con el texto concordado de los Estatutos de la CAN en 1976 y con la cesión estatal ante la Diputación Foral respecto a su adecuación al Real Decreto de 1977. Resulta muy singular también el criterio foralista del Dictamen de la Dirección General de lo Contencioso del Estado del año 1979, teniendo en cuenta la distinta orientación jurisprudencial del momento y habiéndose ya dictado una sentencia del Tribunal Supremo respecto a la CAMP (1976) en la que se sostenía de forma terminante que no constituía un servicio municipalizado del Ayuntamiento de Pamplona. Por tanto, pese a los fundamentos forales de la fórmula concordada de 1976, la cuestión acerca de la naturaleza jurídica de la CAN era ya entonces bien controvertida. Como hemos señalado con anterioridad, las Cajas de Ahorro de régimen común se vieron inmersas en un proceso de progresiva “despublificación” que dio lugar a la jurisprudencia constitucional y ordinaria que las catalogó invariablemente de entidades privadas de carácter social, pese a la cualificada representación pública en sus órganos de gobierno y que –a tenor de dicha jurisprudencia– no implicaba ejercicio de cargo público. Podemos adelantar que la CAN no fue ajena a este proceso, como pondremos de relieve, y que la jurisprudencia –pese a su carácter aforado– no ha encontrado peculiaridades que acreditasen una naturaleza distinta a las de las restantes Cajas de Ahorro españolas.

Nos referiremos seguidamente al sistema concordado a cuyo través se solventaron las diferencias entre el Estado y Navarra respecto a la CAN. Un elemento clave de la competencia foral, según la Diputación, era el de la potestad para establecer las Cajas de Ahorro, como los restantes servicios provinciales, y aprobar las normas por las que se rigiesen, esto es, sus Estatutos y Reglamentos, así como las modificaciones de estos. Visto ha sido como, a tenor de la normativa estatal de carácter general, a lo largo de la historia de estas instituciones, tanto su creación , como la aprobación de sus estatutos, precisaban, respectivamente, de la autorización y aprobación de la Administración del Estado, atribuciones ordinariamente correspondientes al Ministerio que, según cada momento histórico, ejercía el Protectorado sobre ellas. En el caso de Navarra, según el criterio sistemáticamente mantenido por las instituciones forales, ambas atribuciones correspondían a la Diputación Foral de Navarra, tanto respecto a la Caja de su dependencia directa (CAN), como de la CAMP, sobre la que ejercía una supervisión tutelar de segundo grado enmarcada en la que le correspondía sobre los Entes Locales de Navarra. Como se ha señalado, la Diputación Foral ejerció dicha competencia sobre ambas Cajas, aunque también el Estado intervino alguna vez y lo intentó en numerosas ocasiones. Y es que, como venimos reiterando, estas facultades de autorización del establecimiento y de aprobación de los Estatutos constituían el punto nuclear de la controversia entre el Estado y Navarra acerca de sus respectivas competencias en materia de Cajas de Ahorro. Conflicto que se saldó en la configuración de un régimen pacticio, acorde con la tradición foral, según el cual la CAN se regiría por unos Estatutos cuyo texto sería “concordado” por el Estado y Navarra y aprobado por ambos. Por las razones que fueren, aun defendiendo Navarra las mismas tesis respecto a la CAMP, y avaladas estas por la Dirección General de lo Contencioso del Estado, no se dio la misma salida formal a esta Caja municipal. Sus Estatutos no se modificaron después de 1975 y, finalmente, fue absorbida por la CAN.

Por otra parte, Navarra nunca sostuvo ni reivindicó una competencia plena sobre sus Cajas de Ahorro provinciales y municipales. La competencia foral se ciñó a un difuso y, tendencialmente, amplio ámbito orgánico-institucional, del que quedaba excluido el régimen general relativo a los caracteres esenciales de las operaciones financieras activas y pasivas, de la ordenación del crédito en general, como ahora diríamos. Pero sería un error circunscribir la competencia foral a un restrictivo ámbito organizativo interno. De hecho, siempre fueron contestadas las imposiciones legales estatales respecto a las inversiones de las imposiciones y la aplicación de los excedentes a la obra social, en términos tan singularmente restrictivos como los que han sido reseñados. En aspectos tan relevantes como la expansión de las Cajas en el territorio de Navarra la Diputación acabó dictando su propia normativa y, en materia de inspección, siempre mantuvo su competencia, extensiva a la CAMP, y solo la Alta Inspección del Estado, a través del BDE, bien es cierto que respetando las directrices y modelos de este.

En contraposición a cuanto se ha concluido ya hemos dado cuenta de diversas tesis sostenidas por órganos consultivos y ejecutivos del Estado, que negaban la competencia foral en la materia que nos ocupa. Estas tesis podemos también escucharlas hoy en día, como las escuchamos, y los argumentos no han variado, a saber, que la Ley Paccionada de 1841 para nada contemplaba  a las Cajas de Ahorro, que las Cajas provincial de Navarra y municipal de Pamplona se constituyeron al amparo de la normativa general del Estado y que esta normativa nunca excluyó de su ámbito de aplicación a las Cajas de Ahorro constituidas por la Diputación Foral o por los municipios navarros. Son criterios que gozan de gran respetabilidad y que han sido mantenidos por muchos y durante largo tiempo. Digamos solo que no han resultado triunfadores, a tenor de la configuración de la competencia de Navarra en la materia, plasmada en la actualización del régimen foral que se ha realizado mediante la LORAFNA.

Únicamente nos referiremos a dos aspectos de interés, subyacentes a la posiciones negatorias de la foralidad en materia de Cajas de Ahorro. En primer lugar, puede admitirse hablar de cierta ambigüedad e indeterminación del texto de la Ley de 1841. Si se quiere, también de la parquedad de sus enunciados y más a la vista del desarrollo del derecho público en la actualidad o en la fecha de aprobación del Amejoramiento. Cualquier observador neutral no puede dejar de sorprenderse del poder público y del ámbito competencial acumulado por Navarra al momento en que la CE de 1978 ampara y respeta sus derechos históricos, con sustento en las, aparentemente, estrictas y concisas bases de la ley de 1841. Pronto tales bases sufrieron una doble visión antagónica. Una, la de quienes entendían que todo lo no expresamente atribuido a Navarra era de competencia estatal y, otra, según la cual todo lo no modificado específicamente y traspasado al Estado, correspondía a Navarra. Una muestra de la segunda tesis, asumida por la Diputación Foral normalmente, pero expresada ciertamente en forma exacerbada, es la contenida en la afirmación de que  “todo lo que no está expresamente desaparecido o modificado por la Ley Paccionada... subsiste como régimen foral, hallándose, bien en potencia o en acto, como facultad exclusiva de Navarra, con igual eficacia que antes del Convenio de Vergara” (Uriz Berian, J, 1959).

En este marco de posiciones, en el primer siglo de vigencia de la Ley Paccionada fueron constantes los conflictos y discrepancias entre el Estado y Navarra acerca de la titularidad de la competencia sobre muchas de las materias consideradas por la LORAFNA como derechos históricos de Navarra. El régimen foral, tal como lo conocemos, se diseñó en la Ley de 1841, pero la potencialidad del proyecto se manifestó en un proceso dinámico que acabó por sedimentarlo en la forma que fue asumido por el Amejoramiento. Es cierto que la Ley de 1841 no se refería a Cajas de Ahorro, como no lo hacía al funcionariado, a la contratación administrativa, a las concesiones administrativas, agricultura y pesca, espacios naturales, etc. Sin embargo, la competencia de Navarra sobre todas ellas, dimanante de su régimen foral, está contemplada en el Amejoramiento.

En segundo lugar, de igual forma que la legislación estatal sobre Cajas de Ahorro no exceptuaba su aplicación a Navarra, lo mismo sucedió durante muchos años con otra normativa estatal incidente sobre materias en las que la Diputación Foral ejerció competencias. La Diputación Foral, cierto es, intentó a menudo la inclusión de la cláusula, que hizo fortuna y hoy pervive actualizada, del “... sin perjuicio” del régimen foral en la legislación reguladora de materias en las que postulaba competencias forales de diverso alcance. No lo logró, como sabemos, en la normativa sobre Cajas de Ahorro del siglo XX. Dicha cláusula, a nuestro juicio, no es determinante. Ha podido, a menudo, resultar clarificadora y muy fructífera. Pero no carece hoy de algún peligro, derivado de una cierta necesidad de incluirla siempre y en todo caso que se esté ante materias afectantes a las competencias de Navarra, siendo así que están ya preestablecidas en el bloque de la constitucionalidad.

Analizaremos con mayor profundidad el régimen especial de convenio sobre la CAN, al afrontar el significado y alcance de la competencia foral, derivada del Amejoramiento.

4.º El distinto devenir de las Cajas de Ahorro provinciales de Álava y Vizcaya y de la municipal de San Sebastián.

Reviste cierto interés referirse sucintamente a estas Cajas de Ahorro, porque la Diputación Foral, como sabemos, se inspiró en sus modelos para configurar la CAN y, además, mantuvo contactos con aquellas entidades locales en relación con el problema de la aplicación de la normativa estatal de la década de los setenta del pasado siglo. No conocemos en profundidad la problemática que se suscitó respecto a estas Cajas, pero expondremos algún dato significativo.

a) Caja de Ahorros Vizcaína.

En el mismo Dictamen de la Dirección General de lo Contencioso del Estado de 1979, tan citado, se informa el recurso interpuesto por la Caja de Ahorros Vizcaína, fundada en 1920 y con unos Estatutos muy similares a los de la CAN en la configuración básica de la institución. Aquella Caja, ante el requerimiento ministerial de adaptación de sus Estatutos al Real Decreto 2290/1977, alegaba que, de conformidad con lo previsto en al art. 18.2 de dichos Estatutos, correspondía exclusivamente a la Diputación Foral de Vizcaya aprobar las reformas que se introdujesen. El Dictamen no es tan claro ni taxativo como en el caso de las Cajas navarras.

● Por un lado, sostiene que el art. 18.2 de los Estatutos es válido en cuanto atribuye a la Diputación Foral de Vizcaya la facultad de aprobación de aquellas normas, “pues... las Cajas de Ahorro constituyen un servicio de competencia provincial”, de conformidad con la legislación de régimen local. A este respecto considera: 

“... lo cierto es que la Caja de Ahorros Vizcaína no tiene facultades para reformar por sí misma sus Estatutos y que la Diputación de Vizcaya, entidad fundadora cuya competencia legal se extiende a las Cajas de Ahorros, debe estimarse indudablemente como la persona jurídica a la que es preciso dirigirse para que apruebe la modificación estatutaria que se pretende”

● Por otro, no se pronuncia de forma terminante sobre el fondo del asunto relativo a la Administración –estatal o foral– competente para aprobar definitivamente los Estatutos de la Caja, cuestión respecto a la que, según se afirma, “...no es posible formar un criterio definitivo sin oír las razones que invoque la mencionada Diputación Foral”, por lo que “... una vez recibidas sus alegaciones será el momento para resolver sobre los derechos que puedan invocarse y razones en que se fundamenten”.

Cabe deducir de lo anterior que, desde la perspectiva del régimen local, las facultades de la Diputación Foral de Vizcaya son similares a las de la de Navarra. Pero, a diferencia de esta última, no cuenta con elementos de juicio suficientes para apreciar facultades especiales basadas en el régimen foral, que el propio Dictamen reconoce como acreditadas para la Diputación Foral de Navarra. Desconocemos el curso posterior que pudo seguir el expediente.

b) Caja de Ahorros de Álava.

Contamos con el antecedente de la Orden Ministerial de 4 de noviembre de 1949, afectante  por igual a Álava y Navarra, en la que se dispuso que las Cajas de Ahorro ubicadas en ambas provincias de régimen foral, estaban sujetas a la legislación general específica de estas entidades y se negaba que constituyesen “un servicio provincial o municipal”. También, con ocasión de la aplicación del Decreto 786/1975 a la Caja de Ahorros de Álava, surgieron diversos problemas. Esta Caja recurrió el requerimiento estatal de adaptación de sus Estatutos a dicho Decreto y, en concreto, la necesidad de integrar en sus órganos de gobierno a representantes de la organización sindical. Se sostenía por la recurrente que, en “base al régimen excepcional” derivado de “la especial constitución de la Diputación Foral de Álava, así como del régimen de Concierto Económico celebrado con el Estado”, el Decreto no debía ser de aplicación a la Caja constituida por dicha Diputación y que esta exención aplicativa debió garantizarse mediante la debida cláusula de salvaguarda de su régimen especial. En sentencia de 4 de febrero de 1977, ya citada, el Tribunal Supremo desestimó el recurso, al entender que “las Cajas están sometidas a una reglamentación peculiar en atención a los fines que persiguen y a las operaciones que realizan, con independencia de la Provincia en que tengan su sede”. Además, el Decreto era plenamente aplicable a la Caja alavesa, precisamente, porque no incluía ninguna cláusula de salvaguarda o de respeto al régimen especial de Álava que la exonerase de su estricto cumplimiento.

c) Caja de Ahorros Municipal de San Sebastián.

El Ayuntamiento de la capital guipuzcoana impugnó el Real Decreto 2290/1977 al considerar que el Gobierno no estaba facultado para regular las funciones y organización de las Cajas de Ahorro municipales. No se esgrimían razones de índole foral o especial, sino que se aducía simplemente la competencia del municipio para regular lo que se consideraba un servicio municipal, competencia reconocida en la, a la sazón, vigente legislación de régimen local. En sentencia, también calendada, de 21 de febrero de 1979, el Tribunal Supremo desestimó íntegramente el recurso y avaló la plena legalidad del Real Decreto, como ya sabemos, porque esta norma –que no excedía las facultades gubernamentales– tenía como objetivo acometer una profunda reforma del régimen de las Cajas de Ahorro, aplicable a todas ellas, “... independientemente de la índole local que estas pudieran revestir”. No se aparta esta sentencia del criterio general sostenido en la década de los setenta por la jurisprudencia del Tribunal Supremo y de la que una muestra fue la sentencia, ya analizada, relativa al Ayuntamiento de Pamplona 

Visto todo lo anterior, puede efectuarse alguna reflexión, sin perder de vista las diferencias del régimen foral entre los territorios históricos vascos y Navarra, fundamentalmente a raíz de la Ley Paccionada de 1841, aplicable solo a la Comunidad Foral. En primer lugar, a la vista de los distintos resultados obtenidos por unos y otra, no es exagerado afirmar que se obtuvieron mejores frutos en defensa de las competencias propias en la materia por la vía de la negociación con el Estado que a través de los recursos administrativos y judiciales, sin perjuicio de la eventual concurrencia de otras circunstancias relevantes que desconocemos y de la base foral de la Ley Paccionada. En segundo lugar, se acredita la sistemática jurisprudencia de la época, según la cual las Cajas de Ahorro –todas ellas, con independencia de su posible origen provincial o municipal– constituían un tipo de entidad peculiar, por su finalidad y funciones, que se sustraía a la aplicación de la legislación de régimen local y que se regían con carácter general por su legislación específica. Para esta jurisprudencia, las Cajas –con independencia de su origen– habían dejado de ser servicios provinciales o municipales. Y esto se dijo también respecto a la CAMP. Todo ello, en franco contraste con la doctrina sostenida en el tan reiterado Dictamen de la Dirección General de lo Contencioso, emitido cuando aquella jurisprudencia era bien notoria.

En cualquier caso, respecto a las Cajas vascas –tras los hechos señalados– todo indica que se abandonó cualquier posible vía foral de asentamiento competencial, a raíz de la aprobación del Estatuto de Autonomía del País Vasco por la Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre. Conforme al nuevo ámbito competencial, ya el art. 3 del Decreto 45/1981, de 16 de marzo, del Gobierno Vasco, atribuyó al Departamento de Economía y Hacienda, “de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 2290/1977”, la facultad de “aprobar cualquier modificación de los Estatutos y Reglamentos” de las Cajas de Ahorro, que hubiere acordado su Asamblea General.
V. la doble índole de laS competencias de navarra en materia de cajas de ahorro, derivadas de la lorafna.

1. El marco general del Amejoramiento.

La LORAFNA tiene como objetivo, como señala su art. 3, “integrar en el Régimen Foral de Navarra todas aquellas facultades y competencias compatibles con la unidad constitucional” y “garantizar todas aquellas facultades y competencias propias del Régimen Foral de Navarra.” De esta forma, conforme a lo dispuesto en el art. 39 del Amejoramiento, apartado b), corresponden a Navarra todas las competencias que “expresamente se le integran por la presente Ley Orgánica”, esto es, las facultades y atribuciones que, conforme al marco constitucional general, configuran el contenido de la autonomía de los nuevos entes políticos surgidos de la CE de 1978.

Pero la disposición adicional primera de la CE ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales, lo cual, como ha subrayado el TC, puede constituir una fuente autónoma de atribución y, en su caso, asunción de competencias, en forma distinta a la derivada del marco constitucional general citado, conforme al esquema diseñado en los arts. 148, 149 y concordantes de nuestra Norma Suprema. Pues bien, con tal fundamento constitucional diferenciado, el art. 39.a) de la LORAFNA atribuye a Navarra:

“Todas aquellas facultades y competencias que actualmente ejerce al amparo de lo establecido en la Ley Paccionada de 16 de agosto de 1841 y disposiciones complementarias”

En relación a la materia que nos ocupa, establece el art. 56.1.f) del Amejoramiento:

“De acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica general y de la política monetaria, crediticia, bancaria y de seguros del Estado, corresponde a la Comunidad Foral de Navarra en los términos de los pertinentes preceptos constitucionales la competencia exclusiva en las siguientes materias:

f) Cajas de Ahorro, sin perjuicio del régimen especial de Convenios en esta materia”

Lo cual debe complementarse con lo previsto en su art. 57.e):

“En el marco de la legislación básica del Estado, corresponde a Navarra el desarrollo legislativo y la ejecución de las siguientes materias:

e) Ordenación del crédito, banca y seguros.”

No presenta peculiaridades respecto a la competencia asumida por las CCAA, según sus Estatutos, en materia general de las Cajas de Ahorro y ordenación de crédito, la que corresponde a Navarra por habérsela integrado la propia LORAFNA. La singularidad estriba en aquellas que ejercía a la entrada en vigor de esta Ley Orgánica, al amparo de lo previsto en la Ley Paccionada de 1841 y en las disposiciones complementarias, y que se materializa en la tan citada cláusula del “sin perjuicio del régimen especial de convenios en esta materia” de Cajas de Ahorro. Tal como se ha expresado ya, persiste hoy solo una Caja de Ahorros sujeta a dicho régimen, pero se ha puntualizado también que la competencia foral sería susceptible de extenderse a las creadas por los Entes Locales de Navarra en virtud de lo dispuesto en los arts. 6 y 10 de la Ley Paccionada. Es esta competencia dimanante de los “derechos históricos” de la Comunidad Foral la que más nos interesa, aunque se ha de tratar también muy someramente la atinente a las Cajas de Ahorro “no aforadas” para constatar la diferencia entre una y otra.

2. La competencia “estatutaria”.
La competencia de la Comunidad Foral sobre las Cajas no sujetas al régimen de convenio que, para simplificar, denominaremos “estatutarias”, quedan íntegramente sujetas a las bases estatales sobre las materias ya mencionadas (art. 56.1 LORAFNA), al igual que las CCAA. El alcance  de esta competencia se ha fijado en el epígrafe III.2, con sujeción a las bases establecidas por la LORCA y en la normativa general reguladora de la actuación y funcionamiento de las entidades de crédito. En ejercicio de esta competencia, se ha promulgado la Ley Foral 7/1987, de 21 de abril, de órganos rectores de las Cajas de Ahorro (LFCA), que desarrolla las bases establecidas en la LORCA, en ejercicio de esta competencia “estatutaria” de Navarra, al igual que lo han hecho las restantes CCAA. En desarrollo de la LFCA, se dictó el Decreto Foral 131/1987, de 12 de julio, regulador de la misma materia. Asimismo, en complemento de la mencionada legislación foral, a la luz de la jurisprudencia constitucional sobre distribución de competencias en materia de Cajas de Ahorro, se dicta el Decreto Foral 244/1992, de 29 de junio, en cuya virtud se amplían las atribuciones de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra, al amparo de lo previsto en los ya citados arts. 56.1.f) y 57.e) de la LORAFNA.

La LFCA contiene una regulación completa de los órganos rectores de las Cajas de Ahorro, esto es, de su enumeración y clases, de su composición, de la elección de sus integrantes o titulares, así como de sus atribuciones, materia en la que no nos detendremos. Señalaremos solo lo siguiente:

( La Ley Foral es de aplicación a las “Cajas de Ahorro cuyo domicilio social radique en territorio de la Comunidad Foral de Navarra”. Se definen las Cajas de Ahorros en forma  muy similar a la ya vista del Estatuto de Cajas Generales de Ahorro Popular de 1933, aunque se adiciona su carácter “fundacional” y, lógicamente, sustituyendo el protectorado estatal por el “público del Gobierno de Navarra a través del Departamento de Economía y Hacienda.”
El Protectorado se ejercerá con arreglo a los principios de independencia y prestigio de las Cajas, estímulo de su actividad legítima de mejora del nivel socioeconómico de su ámbito de actuación y vigilancia de su función económico-social (art. 3).

( La Ley Foral no es de aplicación (“no afectará”, es lo que se dice) “a los convenios existentes en esta materia, ni a su modificación”. No sin criterios divergentes, esta es la tesis mayoritariamente mantenida, tanto por la Administración del Estado como por el Gobierno de Navarra hasta la fecha, y desde luego por los operadores jurídicos más significados, tal como expondremos. De la misma forma que se sostiene la no aplicación de la LORCA. Así las cosas, se produce un hecho singular, cual es la existencia de una legislación foral reguladora de las Cajas de Ahorro con una virtualidad, hasta la fecha, manifiestamente escasa ante la práctica ausencia de destinatarios, esto es, Cajas de Ahorro con domicilio social en Navarra. La CAMP, hasta su extinción, pudo suponer un caso controvertido, y la principal institución en Navarra, la CAN, ha discurrido por la vía “aforada” del convenio, ajena a la LFCA.

( En el plano de la normativa con rango de Ley Foral, la ordenación e intervención pública de las Cajas es menor en la Comunidad Foral que en otras CCAA. Pero esto es solo una apariencia, que resulta desvirtuada por lo previsto en el Decreto Foral 244/1992, al que nos referiremos posteriormente. Muy significativamente, el Gobierno de Navarra carece de representación en la Asamblea General y en el Consejo de Administración de estas Cajas, una representación que, por el contrario, ha sido mayoritaria hasta hace pocos años en la que acabó por ser la única Caja “aforada”.

( Conforme a lo previsto en el DF 244/1992, el intervensionismo público de la Administración de la Comunidad Foral, mediante el control e inspección de la actuación operativa de las Cajas y de su obra social, preferentemente de las que tienen su domicilio en Navarra, es parangonable al de las CCAA y se extiende a los siguientes aspectos relevantes: 

a) Corresponde al Gobierno de Navarra la autorización, con carácter discrecional de la creación de nuevas Cajas de Ahorro, así como de la fusión y escisión de las ya existentes; la aprobación de sus Estatutos y de su modificación, pudiendo ordenar esta en los aspectos que no se ajusten a la legalidad vigente; y la ratificación de los acuerdos de disolución y liquidación de Cajas (art. 2). Las Cajas deberán inscribirse en el Registro correspondiente del Departamento de Economía y Hacienda, en el que se llevará también un Registro de Altos cargos de estas entidades.

b) Al Departamento mencionado corresponde el control de la actividad crediticia y de gestión de todas las Cajas que operen en Navarra y, respecto a las que tengan su domicilio social en ella, dicho control se extenderá al mantenimiento del nivel de solvencia ajustado a los riesgos asumidos. En particular, es necesaria la autorización expresa de dicho Departamento para la toma de participación en sociedades por un porcentaje superior al 20 por 100 del capital de dichas sociedades (art. 6).

c) En materia de inversiones, el Gobierno de Navarra puede calificar como activos aptos y computables dentro de las inversiones de las Cajas, las destinadas a la contracción de deuda emitida por la Comunidad Foral (art. 8). Asimismo, la publicidad de las Cajas referente al coste o rendimiento para el público de sus operaciones y servicios, debe ser autorizada por el Departamento competente de la Administración foral (art. 9)-

d) A dicho Departamento corresponde autorizar la distribución de resultados, referida a las dotaciones para obra social, a la acumulación de excedentes por valor superior al máximo establecido, si no se completa la aplicación a obras sociales previstas, y la aprobación de las fundaciones que constituyan (art. 10). A todo ello se une el deber de remitir al Departamento competente cuanta información contable y sobre la operatoria activa y pasiva que realicen las Cajas se relaciona en los arts. 10.2 y 11, facultándose a dicho Departamento a requerir la que sea precisa para el ejercicio de sus funciones.

e) Al reiterado Departamento, sin perjuicio de las facultades del BDE, le corresponden las funciones disciplinaria y de inspección de las Cajas que operen en el territorio de Navarra (art. 12).

A destacar es, de nuevo, que la aplicación del DF analizado, lo es “... sin perjuicio del régimen de Convenios existente en esta materia” (disposición adicional), circunstancia que también se encarga de destacar su preámbulo. En desarrollo del DF 244/1992 se dictan las Órdenes Forales 642, 643 y 644/1992, de 31 de agosto, del Consejero de Economía y Hacienda, por las que se complementa la regulación de determinadas operaciones de las Cajas y de la publicidad, sometidas a control de la Administración de la Comunidad Foral, así como de ciertos deberes informativos de estas entidades respecto a su actividad crediticia y de captación de depósitos. Estas órdenes forales, tal como se explicita en sus preámbulos, traen causa de la LFCA y del DF 244/1992 y, por tanto, no pueden afectar al régimen especial de convenio.

3. La competencia histórica o foral.

Sobradamente sabemos ya que esta competencia se contrae a las Cajas sujetas al régimen especial de convenio, en la forma en que este régimen se ha configurado históricamente, según el análisis que ya hemos realizado, y que hoy afecta solo a la CAN. En este epígrafe examinaremos el alcance competencial y la evolución estatutaria de la CAN, tras el Amejoramiento, y valoraremos, seguidamente, las consecuencias derivadas de dicha evolución respecto al régimen aforado de la Institución.

1.º Su significado y alcance: la concreción en el régimen pacticio.

En el epígrafe IV hemos analizado el origen, fundamento y extensión de la competencia histórica de Navarra sobre la CAN y la CAMP hasta la promulgación de la LORAFNA. Como también hemos señalado con anterioridad, el Amejoramiento no hace sino recoger y amparar los derechos históricos de la Comunidad Foral en la materia, en la forma establecida en su art. 56.1.f), con arreglo a la tan reiterada fórmula del “… sin perjuicio del régimen especial de convenios”. Si tenemos en cuenta que, sobre las restantes Cajas, Navarra ostenta la competencia general, equiparable a la de otras Comunidades Autónomas, que hemos denominado por ello “estatutarias”, subordinadas a las bases estatales de aplicación, podríamos colegir sin dificultad que, sobre las Cajas “convenidas”, la Comunidad Foral ostenta un plus competencial que puede conllevar la exoneración de la sujeción a tales bases. Uno de los pocos autores administrativistas que ha estudiado este derecho histórico de Navarra afirma que “la cláusula ‹‹sin perjuicio›› significa una protección redoblada del régimen foral de Navarra” que comprende facultades plenas y exclusivas “en lo que respecta al carácter organizativo” de las Cajas sujetas a convenio (Razquin Lizarraga, M. M., 1992).

Esta es la tesis general acerca del significado y cualificación de nuestras competencias históricas, con respaldo de la jurisprudencia constitucional. Los derechos históricos, sin embargo, se hallan vinculados desde la Ley de 1839 a la “unidad constitucional” del Estado, lo cual implica la titularidad y ejercicio por este de determinadas “facultades y competencias”, tal como hoy establece el art. 2.2 de la LORAFNA. En nuestro análisis histórico sobre la competencia foral en materia de Cajas ya hemos acreditado que Navarra siempre ha reconocido la sujeción de su ejercicio al límite de la unidad constitucional.

No ha variado nuestra posición acerca de la competencia de Navarra, tras el Amejoramiento, respecto a Caja Navarra, única Caja “convenida”, por lo que hemos de remitirnos con carácter general a lo ya señalado anteriormente en el epígrafe correspondiente. En dicho epígrafe hemos concluido que los derechos históricos de Navarra sobre la CAN y la CAMP se han fundamentado en los arts. 6 y 10 de la Ley Paccionada de 1841, conforme a una interpretación funcional de dichos preceptos, según la cual la competencia foral comprendería la potestad organizatoria y de gestión de los servicios creados por la propia Diputación Foral y los Ayuntamientos de Navarra. 

Son muy escasos los estudios jurídicos sobre la competencia foral en materia de Cajas de Ahorro. En uno de ellos (VIGURIA CAMPISTEGUI, F. Y MURUZÁBAL LERGA, J.,1986), tras ubicar la fuente competencial histórica en los arts. 6 y 10 de la Ley Paccionada y analizar el contenido de tales preceptos, se concluye:

“Ello significa que ‹‹la administración›› (siempre entendida históricamente, en sentido amplísimo) de las Cajas de Ahorros, en cuanto servicios provinciales o municipales o como actividad económica de los Entes Locales de Navarra que comprometen la responsabilidad patrimonial de la Diputación Foral o del Ayuntamiento de Pamplona a favor de los impositores de las Cajas, constituye una facultad o derecho histórico de Navarra derivado, directamente, de la Ley Paccionada de 1841 y abarca tanto a la creación como a la organización y funcionamiento de aquéllas.

Prácticamente se afirma en dicho estudio lo mismo que sostenía la Diputación Foral y sus Servicios Jurídicos en cuanta documentación, anterior a 1980, hemos examinado.

Ahora procederemos a sistematizar los rasgos generales de dicha competencia histórica, a mostrar la forma en que los operadores jurídicos relevantes la han considerado y amparado y a acreditar la manera en que el Estado la ha respetado a través de las sucesivas reformas de los Estatutos de Caja Navarra acometidas desde la LORAFNA, aspecto, este último, que se examinará en apartado diferenciado.

a) Por lo que hace a la primera cuestión, ha de enfatizarse una premisa previa: no deriva la competencia histórica de Navarra sobre la CAN de un convenio o pacto en la materia que no fue suscrito hasta 1976, sino que tal pacto es la consecuencia de los derechos históricos sobre la materia reconocidos por la Ley Paccionada, conforme a lo previsto en sus arts. 6 y 10, y propugnada en todo momento  (desde que la CAMP y la Can fueran constituidas) por la Diputación Foral, con arreglo a una interpretación “foralista” de aquella Ley, que no siempre y para las diversas materias ha sido compartida por el Estado. Competencia que, asimismo, se amparaba en la legislación de régimen local.

El ejercicio de las competencias forales sobre la CAN, en efecto, ha resultado conflictivo. El conflicto se planteó de forma bien abierta con ocasión de la reforma estatutaria de 1976 y acerca de ello nos hemos extendido sobradamente con anterioridad. Se trataba no solo de dilucidar la competencia foral para aprobar los Estatutos de la CAN sino, especialmente, si esta institución podía configurarse conforme a un modelo organizativo propio y divergente del establecido con carácter general por el Estado, en virtud de unas –a la sazón– facultades privativas de Navarra, sujetas a discusión. La vía del convenio entre Estado y Navarra, como se ha visto, implicaba la aceptación mutua de competencias de ambos. Se ha razonado que Navarra postulaba su competencia privativa en materia organizativa y de gestión, pero reconocía la competencia estatal en el aspecto funcional relativo, especialmente, a la actuación de intermediación financiera de la Caja en cuanto entidad crediticia y de depósito, como materias ínsitas a la unidad constitucional. Ahora bien, no es fácil deslindar, a priori, el concreto contenido de tales vertientes organizativa y funcional concurrentes en estas entidades y no resulta tampoco sencillo su proyección singular sobre el régimen jurídico de la institución. Era preciso, por ello, una armonización del ejercicio concurrente de ambos títulos competenciales y se consideró como vía más idónea la del Convenio entre Navarra y el Estado, que se plasmaría en la elaboración de un texto concordado de los Estatutos por los que se regiría la entidad, que serían objeto de ulterior aprobación por ambas Administraciones Públicas. Es esta la tesis que se sostiene en el informe, ya analizado, de la Asesoría Jurídica Central de la Diputación Foral (10 de junio de 1979), donde se postula que los “aspectos interrelacionados” entre las competencias organizatorias (de carácter foral) y las funcionales (correspondientes al Estado) han de ser concordadas entre ambas potestades paccionadamente, según está reconocido. La facultades organizatorias, según se sostenía, eran “de régimen foral”. Las estrictamente funcionales, relativas a la actuación financiera de la CAN, se regían por las disposiciones generales dictadas por el Estado.

Recordemos como se materializó, en 1976, la armonización del ejercicio compartido de las competencias estatales y forales. Puede tildarse al procedimiento seguido de un tanto tosco y opaco, visto desde la óptica actual. En efecto, sin el establecimiento previo de unos principios o directrices de armonización entre ambos tipos de competencias, dimanantes de la legislación entonces vigente, se entablan “contactos” entre el Ministerio de Hacienda y la Diputación Foral para “concretar” los términos de la modificación estatutaria, a resultas de los cuales se redacta un “texto concordado” que, finalmente, es aprobado por ambos (disposición final segunda de los Estatutos). Nuestro examen documental de lo acaecido entonces da fe de que las cosas sucedieron como se reseñan en la citada disposición final de los Estatutos. Solo los dictámenes jurídicos internos de la Administración estatal y foral ilustran de los fundamentos formales y materiales en cuya virtud se arbitra la fórmula procedimental concordada para la aprobación de los Estatutos de una Caja de Ahorros con el contenido material ya analizado.

No fue hasta muchos años después que el Ministerio de Hacienda, en la resolución aprobatoria de los Estatutos, fundamentaba jurídicamente su actuación en el reiterado Dictamen de la Dirección General de lo Contencioso del Estado de 1979, cuyo contenido sobradamente conocemos. Tampoco en los Acuerdos aprobatorios de la Diputación Foral se motiva la base competencial de su actuación. Tal como veremos, no fue hasta la reforma de 2004 que la exposición de motivos de los Estatutos incluye una razonada explicación del fundamento y alcance de la competencia foral sobre la regulación de la CAN, como Caja sujeta al régimen especial de Convenio. Así las cosas, puede aludirse a un largo periodo de tiempo en el que, en ausencia de la oportuna, formal y explícita declaración jurídica, no era suficientemente diáfana la fundamentación de la no sujeción de la CAN, en materia organizativa, a lo previsto con carácter general en la legislación estatal y foral reguladora de la materia. Pero, como hemos señalado con anterioridad, no se trata de un fenómeno excepcional en el desenvolvimiento del régimen foral, especialmente, en la etapa preconstitucional, en virtud de las razones que también hemos apuntado.

Pudieron existir otras vías para la preservación de las competencias forales en el marco de la unidad constitucional. Incluso el Amejoramiento pudo optar por otro mecanismo de articulación. Lo que no es dudoso, a nuestro juicio, es que la fórmula jurídica por la que se optó se inscribía con naturalidad en el devenir del régimen foral o, si se quiere decir así, se acomodaba a su esencia propia. Sobran los ejemplos de convenios de armonización entre Navarra y el Estado, aunque el más emblemático sea el Convenio Económico, afectante al ámbito tributario. En fin, el sistema de pacto o convenio entre el Estado y Navarra es consustancial “… a la naturaleza del régimen foral”, tal como se establece en los arts. 64, 71 y concordantes del Amejoramiento.

Visto desde la actual atalaya, la solución pacticia que se alcanzó, consistente en una aprobación concurrente de los Estatutos de la CAN, puede parecer jurídicamente defectuosa e insatisfactoria desde la perspectiva de la indemnidad de las competencias forales, siendo así que dicha entidad, para las tesis navarras, era un establecimiento o servicio constituido por la Diputación Foral y dependiente de esta, a la que en exclusiva correspondía establecer su régimen organizativo privativo. Pero nos parece injusto tildar así la solución alcanzada en 1976, porque quizás no había otra vía de preservación del régimen foral. Como en tantas otras materias, la garantía de la foralidad derivada de la Ley Paccionada de 1841 contó con dos órdenes fundamentales de obstáculos, según sostiene la doctrina más autorizada; por un lado, la carencia de potestad legislativa de Navarra y, por otro, la inexistencia de mecanismos de defensa del régimen foral, a salvo los recursos judiciales (RAZQUIN LIZARRAGA, J. A. ,1989). Acerca de las relaciones conflictivas con el Estado en el ejercicio de las facultades forales es emblemático el caso de los Convenios Económicos, plasmados inicialmente en normas reglamentarias estatales, con difuso reconocimiento de la autonomía fiscal de Navarra, hasta su consagración en leyes del Estado, donde tal reconocimiento resultaba inequívoco, de la misma forma que lo era el sistema pactado de armonización tributaria entre el régimen general y el especial de Navarra. Tras el Amejoramiento, se ha perfeccionado la técnica jurídica para el amparo de la potestad tributaria de Navarra y para su ejercicio armonizado con el Estado, mediante convenios revestidos de la máxima solemnidad, en la forma prevista en el art. 45 de la LORAFNA.

Tal como se ha expuesto en el relato histórico, en la década de los setenta del pasado siglo el conflicto se planteó, tanto desde la perspectiva del ajuste material de los Estatutos de la CAN a la normativa estatal reguladora (Decreto 786/1975 y Real Decreto 2290/1977), como del procedimiento de aprobación y del órgano competente para hacerlo. Sabemos hasta la saciedad las posiciones antagónicas entre el Estado y Navarra. En algo cedió Navarra, es cierto, al aceptar la necesidad de la aprobación concurrente del órgano estatal competente, pero a cambio le fue reconocida su competencia sobre la CAN, cuyos estatutos no se aprobarían autónomamente por esta, sino por la Diputación Foral y, además, con un contenido organizativo privativo, no sometido a la normativa estatal de general aplicación. Normativa, entonces, de estricta naturaleza reglamentaria. De la misma naturaleza podía calificarse la actuación foral aprobatoria de los Estatutos, que no constituía sino el ejercicio de su potestad reglamentaria sobre un servicio que dependía de la Diputación Foral. Es de recordar cómo el informe de la Dirección de lo Contencioso del Estado de 1979 calificaba, implícitamente, los Estatutos de la entidad de ahorro como normas de rango inferior reguladoras de un servicio administrativo local. Naturalmente, como expondremos, los Estatutos de 1976 contienen un texto “concordado”, esto es, un acuerdo de voluntades sobre la configuración de la CAN, en el que se plasma un modelo de entidad homologable a la generalidad de las Cajas entonces existentes en cuanto a su naturaleza, estructura y funciones, aunque con peculiaridades de carácter organizativo.

El pacto de 1976 salvó, pues, la foralidad de la CAN en circunstancias difíciles. Cuestión distinta es que, de acuerdo con el renovado status de Navarra derivado del Amejoramiento, pudiera haberse dotado al Convenio en la materia de una institucionalidad formal diversa, como algunos postulan. El establecimiento de unas previas directrices normativas de armonización, así como el revestimiento del acuerdo sobre el texto estatutario de la debida solemnidad (previo a la aprobación compartida), no parecen elementos superfluos del sistema. Al fin y al cabo, como se sostiene en la sentencia núm. 205/2003, de 26 de febrero de 2003, del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, que posteriormente analizaremos, “... no debemos confundir el método, medio o camino seguido con el resultado obtenido”. Esto es, una cosa es el convenio o texto acordado y otra, el paso posterior de la aprobación compartida. En cualquier caso, el papel protagónico de la Diputación Foral en materia de Estatutos de la CAN es indubitable. Conocemos ya el procedimiento de aprobación o reforma instituido en la disposición final segunda de los Estatutos de 1976, que ha permanecido inalterado. Pero es importante reconocer los términos en que se articula la iniciativa estatutaria de aprobación, reforma e interpretación. El art. 25.2 de los Estatutos de 1976 atribuye al Consejo de Administración solo la facultad de proponer a la Diputación Foral su interpretación o reforma, iniciativa que corresponde también a esta última. En todo caso, es la Diputación la competente para aprobar o reformar los Estatutos. Las facultades interpretativas no se mencionan en los sucesivos Estatutos. Los vigentes de 2012 atribuyen al Gobierno de Navarra la facultad de adaptar y reformar los Estatutos, “correspondiendo en todo caso la decisión de iniciar el proceso de reforma al propio Gobierno de Navarra”. Las normas estatutarias nunca han facultado al Estado para iniciar procesos de reforma.

En este aspecto relativo a los Estatutos, las peculiaridades de Caja Navarra, como Caja aforada, respecto a las Cajas de régimen común son muy relevantes. En efecto, conforme a lo previsto en el art. 11. dos de la LORCA, el Consejo General de las Cajas es el competente para “la aprobación y modificación de los Estatutos y Reglamentos”. Aunque los Gobiernos autonómicos pueden ostentar la facultad de aprobar definitivamente los Estatutos de las Cajas con domicilio social en la respectiva Comunidad Autónoma, en control de su ajuste a la legalidad aplicable, carecen de iniciativa de reforma, que solo es admisible cuando “... atienden a la situación específica, transitoria y singular que puede producirse en caso de incumplimiento por las propias Cajas de Ahorro” de su deber de adaptar a la nueva legislación, como fuera el supuesto previsto en la disposición transitoria primera de la LORCA, según tiene declarado el TC (STC 60/1993, de 18 de febrero, F8). En la misma línea que la ley estatal, la disposición transitoria primera de la LFCA de 1987 obliga a las Cajas de régimen común con domicilio social en Navarra a adaptar sus Estatutos a lo dispuesto en la Ley Foral y a elevarlos al Gobierno de Navarra para su aprobación.

Dicho todo lo cual no podemos sino enfatizar la crucial importancia del convenio estatutario de 1976. Las competencias históricas de Navarra constituían, en efecto, el “prius” habilitante del pacto; pero no cabe desconocer que su formalización supuso la consagración del reconocimiento estatal de dicha competencia, del mismo modo que Navarra asumía la concurrente competencia estatal. Un reconocimiento implícito, huérfano de solemnidades formales, que acabó por generar ciertas tensiones en los siguientes años, con ocasión del R. D. “Fuentes Quintana”, superadas de facto, como se ha expuesto, pero también sin formalización explícita. El reconocimiento explícito y formal de la competencia foral se alcanzó con la reforma de los Estatutos de 2004, en cuya exposición de motivos se realiza una sintética proclamación de la fundamentación y alcance de los derechos históricos de Navarra para configurar el régimen jurídico de la CAN, conforme a las siguientes directrices:

( Se argumenta la base constitucional de las atribuciones forales en materia de Cajas de Ahorro en la disposición adicional primera de la CE, su plasmación en el art. 56.1.f) de la LORAFNA, y su origen en la Ley Paccionada de 16 de agosto de 1841, según la cual, “la Comunidad Foral de Navarra ha venido ostentando siempre competencias plenas y exclusivas en materia de organización de las Cajas de Ahorro”. Afirmación, esta última, que merecería profundas matizaciones –a la luz de los hechos que la historia nos depara– y que, desde luego, ni ayer, ni hoy, es cierta respecto al conjunto de las Cajas de Ahorro. Nunca la Diputación Foral ha sostenido semejante afirmación general, sino que, como sobradamente conocemos, su defensa de la competencia foral se ha circunscrito a la CAN, prioritariamente, y a la CAMP, sin que respecto a esta última se fraguase convenio alguno. Como repetidamente venimos sosteniendo, los derechos históricos de Navarra se han constreñido a dichas Cajas, en cuanto establecimientos de ahorro constituidos por la Diputación Foral y el Ayuntamiento de Pamplona. Materia distinta es la competencia sobre otras Cajas de Ahorro, derivada de la LORAFNA y similar a las de las Comunidades Autónomas.

( No es de extrañar por ello, que dicha afirmación general introductoria se desmonte seguidamente, cuando se sostiene que lo dispuesto en el art. 56.1.f) del Amejoramiento “implica el reconocimiento expreso de la existencia de un régimen especial para Navarra en materia de Cajas de Ahorro sometidas a Convenios”. A fuer de ser reiterativos, precisaremos una vez más que solo Caja Navarra disfruta de este régimen especial. En todo caso, lo relevante es la conclusión que se extrae, según la cual, tal reconocimiento “excepciona el régimen general que sobre las Cajas existe en el territorio estatal”. Del mismo modo, se arguye que – conforme a lo previsto en la disposición adicional de la LFCA de 1987 – esta Ley Foral “no afectará a los convenios existentes en esta materia ni a su modificación”. Tal como ya hemos expresado, el resultado excluyente de la aplicación de la legislación estatal y foral de carácter general sobre Cajas de Ahorro respecto a las Cajas “aforadas” (Caja Navarra o CAN), es –en la práctica– la evidencia misma desde el año 1976, aun con desacuerdos ante ello de determinados sectores políticos y doctrinales.

( Se describe que la reforma estatutaria acometida se ha efectuado de forma concordada, tal como se “han establecido siempre los Estatutos de la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Navarra y hoy sigue estableciendo su disposición final segunda”. No es necesario insistir en que no siempre ha sido así, porque la Diputación Foral sostenía su potestad originaria para aprobar los Estatutos del establecimiento creado por ella, en virtud del régimen foral, y el procedimiento pacticio fue preciso para solventar la  controversia entre el Estado y Navarra acerca de esta competencia.

( Se enfatiza que la CAN “posee un régimen organizativo foral, producto del convenio o pacto entre el Gobierno estatal y la Diputación Foral de Navarra”, lo cual es exacto a partir de 1976, pero no antes, en que era la propia Corporación Foral quien determinaba autónomamente tal régimen organizativo, en virtud de la Ley Paccionada de 1841 y de la propia legislación del régimen local.

En cualquier caso, lo que la exposición de motivos expresa muy bien es ese plus competencial de los derechos históricos de Navarra sobre las competencias estatutarias de las Comunidades Autónomas sobre Cajas de Ahorro, que también la Comunidad Foral ostenta. Dicho plus se contrae al régimen organizativo propio de la CAN, no sujeto ni a la legislación general estatal, ni a la foral, sobre Cajas de Ahorro. El régimen organizativo comprende el diseño de los órganos de la institución, su composición, la forma de designación de quienes los integran y sus atribuciones, todo ello entendido –como se ha acreditado– en un sentido amplio de lo que es la administración, gestión e inspección de la entidad. Ahora bien, y como venimos puntualizando, la Diputación Foral nunca ha cuestionado las facultades estatales, inherentes a la unidad constitucional, relativas a la actuación de las Cajas, de todas ellas, en cuanto entidades de crédito integrantes del sistema financiero. Hemos dado pruebas sobradas de que esto ha sido así históricamente, con pleno reconocimiento foral. La posición foral no cuestionaba la sujeción de la CAN a la normativa estatal en que se plasmaban las grandes directrices de la política nacional en materia económica y social. En aval de todo ello solo añadiremos ahora lo expresado en el acta de inspección de 1 de junio de 1978, por la especial relevancia que, en relación a la materia que nos ocupa, tiene el enfoque adoptado por quienes inspeccionan la entidad desde la perspectiva de la aplicación práctica de esta disección competencial. La inspección mencionaba que sus investigaciones se habían encaminado a “comprobar la adecuación de las actuaciones de la CAN a las disposiciones vigentes en la materia” y describía el problema planteado en estos términos:

“Ahora bien, la normativa aplicable a la materia proviene de dos orígenes: la de la Administración Foral de Navarra, dentro del ámbito de su régimen privativo; y de la Administración Central, en la regulación de la política económica general de la Nación.

Tal dualidad de competencias y sus diferencias en determinados puntos, han originado algún problema al comprobar aquella adecuación de las actuaciones de la Entidad a la normativa vigente en sus dos orígenes.

La Inspección actuante ha entendido que es preciso destacar dos aspectos fundamentales en relación con las Cajas de Ahorro: por un lado aquellas cuestiones de tipo estructural u orgánico; y, por otra parte los aspectos puramente funcionales.”

Por lo que se refiere al contenido de la normativa estatal de aplicación, se hacía alusión no solo a la emanada de la Administración Central, sino también a las instrucciones y directrices del BDE. En este último aspecto, se ha advertido ya que la inspección se llevó a cabo conforme al modelo utilizado por la autoridad financiera estatal. Pues bien, las facultades forales derivadas de los derechos históricos, antaño, debían sujetarse a la normativa estatal expresiva de la política económica general y de la ordenación del crédito, de la misma forma que, hoy, deben supeditarse a las bases estatales sobre la materia o, como señala la disposición adicional primera de la LORCA, a “las relativas a la política monetaria, financiera y de solvencia y seguridad” de las Cajas en cuanto entidades de crédito, con la matización a que seguidamente nos referimos. No existe duda, por ejemplo, en que la dotación inicial y los fondos de reserva de las Cajas son materias afectantes a su solvencia, que corresponde determinar al Estado, de la misma forma que le corresponde establecer las normas y modelos de contabilidad como elementos instrumentales en garantía de dicha solvencia y seguridad.

Como ya sabemos, para la jurisprudencia del TC las bases sobre ordenación de la actividad económica general y del crédito, comprenden la determinación de la “estructura y organización de las Cajas de Ahorro”, en cuanto figuras específicas de entidades de crédito. Asimismo, la supervisión e inspección, en garantía de la solvencia y seguridad, corresponde a la Administración estatal y, especialmente, al BDE, sin perjuicio de su ejercicio “prudencial” por las Comunidades Autónomas y con el alcance tan restrictivo con que la jurisprudencia ha configurado esta facultad autonómica. En este marco de distribución competencial incide directamente el régimen foral, precisamente para exonerar a la CAN de la sujeción al sistema general de configuración de la organización de las Cajas establecido por el Estado, así como a la articulación de un mecanismo de inspección diferenciado, al que ya nos hemos referido, pero sobre el que habremos de profundizar dada la relevancia que presenta y que nadie puede pasar por alto. 

Se han resaltado hasta ahora las peculiaridades de la CAN derivadas del régimen foral, pero no podemos perder de vista que esta institución benéfico-social fue constituida y ha desenvuelto su actividad conforme a la legislación general reguladora de las Cajas de Ahorro y la legislación de régimen local durante gran parte de su historia. En su calidad de intermediación financiera su sujeción a la legislación estatal, como sabemos, ha persistido igualmente en el periodo postconstitucional. Por ello, con las salvedades propias del régimen foral ya señaladas, la CAN –en cuanto entidad crediticia de carácter benéfico-social– ha constituido y constituye una institución de igual carácter, en sus rasgos esenciales definidores, a las restantes Cajas de Ahorro españolas, a la que es perfectamente homologable. Creemos que la armonización de las competencias estatales y forales en el procedimiento de aprobación estatutaria desemboca en la preservación de un modelo de Caja de Ahorros concordante, en lo esencial, con el que es común en España para esta clase de entidades de crédito. Tal como siempre ha sido.

Veamos seguidamente como se ha reconocido este régimen “aforado” de la CAN por los operadores jurídicos, sin perder de vista su asentamiento histórico y el inequívoco reconocimiento estatal a lo largo de todo el periodo postconstitucional.

b) Conocemos ya los distintos pronunciamientos forales y estatales emanados con anterioridad al Amejoramiento. La controversia que nos ocupa no ha sido analizada ni por el Tribunal Constitucional ni por el Tribunal Supremo, pero el Tribunal Superior de Justicia de Navarra (Sala de lo Contencioso-Administrativo) lo ha hecho en dos ocasiones. En la primera de ellas, de 24 de junio de 2002, a los efectos de determinar el régimen jurídico de la CAN, la Sala reproduce el preámbulo de la LORAFNA, en respaldo de la garantía de los derechos históricos de Navarra y del régimen pacticio con el Estado, transcribe igualmente sus arts. 56.1.f) y 57.e) para mostrar el amparo al “régimen especial de Convenios” en materia de Cajas de Ahorro, en los términos que nos son tan conocidos, y concluye:

“Por tanto, podemos afirmar sin lugar a duda alguna la competencia histórico-foral de Navarra en esta materia con su ratificación constitucional y respaldo de la LORAFNA, debiendo respetarse esta peculiaridad en materia de Cajas de Ahorro acogidas al régimen especial de Convenio, siendo que los Estatutos de la CAN son fruto del pacto entre Navarra y Estado plasmado en 1976, sin que quepa ninguna alteración si no es de la misma forma paccionada. Y por ello cae por tierra la tesis de la parte actora al querer ampararse en la Ley Foral 7/1987 por cuanto la misma no podía sino acoger toda la normativa (y los derechos históricos) antes apuntada por cuanto dicho texto legal dice explícitamente: «De conformidad con lo establecido en el art. 56.1.f) de la LORAFNA, lo dispuesto en esta Ley Foral no afectará a los convenios existentes en esta materia, ni a su modificación».”
Para el Tribunal no hay “lugar a la duda” respecto a que el régimen especial de convenios afectante a la CAN constituye una peculiaridad amparada por la CE y el Amejoramiento, sus Estatutos son fruto del pacto entre el Estado y Navarra, y solo son modificables de forma paccionada. Concluye de todo ello que no cabe ampararse en lo dispuesto en la Ley Foral de Cajas de Ahorro (L F. 7/1987) para el asunto sometido a examen (fusión con la CAMP), toda vez que su disposición adicional lo excluye, al establecer que dicha Ley Foral “no afectará a los convenios existentes en la materia ni a su modificación”. Los términos en que la Sala se expresa son tan lacónicos como contundentes.

Posteriormente, el mismo Tribunal tuvo que conocer de otro recurso interpuesto contra a aprobación de los Estatutos de Caja Navarra de 2000. Según los recurrentes, dichos Estatutos debían someterse plenamente tanto a la LORCA (Ley 31/1985) como a la LFCA (Ley Foral 7/1987). La Sala examinó los reiterados preceptos de la LORAFNA, así como la disposición adicional de la LFCA, de lo que colige:

“Una interpretación de los referidos textos legales lleva a la Sala a la conclusión de que tanto el legislador Estatal como el legislador Foral han querido excluir del régimen normal de aprobación de los estatutos y de contenido de éstos a aquellas cajas de ahorro radicadas en Navarra, sometidas al régimen especial de convenio.

Habría por tanto dos clases de Cajas de Ahorro en Navarra: unas las sometidas a la competencia exclusiva de Navarra por disposición del artículo 56-1º F de la L.O.R.A.F.N.A. y a las que les sería de aplicación la legislación básica del Estado en la materia, así como la legislación Foral. Por otro lado cajas de ahorro sometidas al régimen especial de “convenio”, en éstas, sus estatutos deben ser aprobados de forma pactada y consensuada entre el Estado y Navarra con intervención del Ministerio de Hacienda y el Banco de España; éstas no estarían sujetas a tales normas.”

A continuación dilucida acerca de si la CAN está sometida al régimen de convenio, sosteniendo:

“La Caja de Ahorros de Navarra fue fundada por la Diputación Foral de Navarra por acuerdo de 29-Agosto de 1921 y se aprobaron sus estatutos. Posteriormente, en el año 1976, se aprobaron unos nuevos estatutos de forma pactada entre el Estado y Navarra. En dichos estatutos se establece y regula el procedimiento para su modificación; dicho procedimiento es el pacto entre el Estado y Navarra.

Tal régimen fue respetado al dictarse el R.D. 2290/1977 por el se dictaban normas sobre los órganos de Gobierno de las Cajas de Ahorro. Así mismo al dictarse la Ley del Estado 31/1985 y la Ley Foral 7/1987 que regulaban los Órganos de Gobierno, composición y sus funciones. Pese a que en dichas normas se establecía un plazo para la adaptación por las Cajas de ahorro de sus estatutos, la Caja de Ahorros de Navarra no los modificó ni tampoco le fue de aplicación el Decreto Foral 131/1987 dictado en ejecución de la Ley Foral 7/1987 sobre la modificación de los órganos de Gobierno de las Cajas de ahorro y su adaptación a la citada Ley Foral.”

El Tribunal concluye que la LORCA y la LFCA “no son de aplicación a la Caja de Ahorros de Navarra”, por lo que no pueden declararse nulos los artículos impugnados, “con independencia de que haya una contradicción formal o material” con dichas leyes estatal y foral. Debe resaltarse que el recurso versaba sobre la estructura organizativa de la CAN y la composición de sus órganos, en modo alguno homologable –como sabemos– a la prevista en dicha legislación. Por tanto, el criterio del Tribunal salvaguarda en su plenitud el carácter aforado del régimen organizativo de la CAN, que puede configurarse de forma diversa al establecido con carácter general en las legislación estatal y foral reguladora de los órganos rectores de las Cajas de Ahorro. 

En el ámbito de la jurisdicción civil de Navarra existe también alguna sentencia. Cabe citar la dictada por la Audiencia Provincial de Navarra, de 30 de junio de 1994, en la que se planteaba por la parte apelante la necesidad de autorización gubernativa previa para cualquier actuación procesal de la CAN, en cuanto requisito necesario integrador de la capacidad procesal de las fundaciones (y dicha entidad lo es), citándose en apoyo la aplicación de la Ley Foral 7/1987 (LFCA). Al margen de otras consideraciones, lo importante es su pronunciamiento respecto a la sujeción de la CAN al régimen especial de convenio y, por ello, la no aplicación a la entidad de la LFCA de 1987. Dice así la sentencia:

“... no resultando de aplicación la Ley Foral de 21 de abril de 1987 de Cajas de Ahorro, toda vez que, si bien es cierto que la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra 13/1982, de 10 de agosto, en su art. 56,f) atribuye a la Comunidad Foral la competencia exclusiva en las materias referidas a Cajas de Ahorro, sin perjuicio del régimen especial de Convenios en esta materia, también lo es que la invocada Ley Foral 7/1987, de 21 de abril, de órganos rectores de las Cajas de Ahorro de Navarra, en su disposición adicional señala que de conformidad con lo establecido en el precitado artículo de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, lo dispuesto en la Ley Foral 7/1987 no afectará a los convenios existentes en esta materia, ni a su modificación, por lo que el texto legal no resulta de aplicación en el supuesto que nos ocupa, debiendo estarse a lo establecido en los Estatutos de la entidad demandada”.
A petición de la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra, tuvo que dictaminar el Consejo de Navarra acerca de si el Presidente del Gobierno de Navarra incumple el régimen foral de incompatibilidades como consecuencia de su integración en los órganos de administración de la Caja de Ahorros de Navarra. De acuerdo con la petición de dictamen, el pronunciamiento de este debía contemplarse desde la doble perspectiva de si la CAN era una entidad financiera pública o si, por el contrario, tenía un carácter privado. La conclusión del dictamen 14/2012, de 12 de abril, fue que el Presidente del Gobierno de Navarra no incumplía la legislación sobre incompatibilidades al presidir los órganos de administración y dirección de Caja Navarra. A la sazón se encontraban vigentes los Estatutos de 2004, en cuya virtud el Presidente del Gobierno de Navarra ostentaba con carácter nato la Presidencia del Consejo General de la Caja, al igual que la del Consejo de Administración y de la Comisión Ejecutiva.

El dictamen analiza el régimen de incompatibilidades establecido en la Ley Foral 19/1996 y, singularmente, lo preceptuado en su art. 4.d), que considera compatibles determinadas actividades ejercidas en razón del cargo (“su propia condición” o “la representación de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra”)”... en los órganos directivos o consejos de Administración de organismos públicos, fundaciones públicas o sociedades públicas y sociedades privadas”. Tras ello se adentra en el examen de la singularidad del régimen foral de convenios de la CAN, describiendo sintéticamente el desarrollo histórico de la competencia foral, su plasmación en el Amejoramiento y su efectiva proyección en los diversos Estatutos de la entidad aprobados o modificados desde 1976, con referencia a hechos y disposiciones que sobradamente conocemos. Dos son los aspectos a destacar:

( El régimen de compatibilidad del Presidente del Gobierno de Navarra con el ejercicio de los cargos señalados en Caja Navarra no contradice el régimen establecido el LFCA de 1987, aunque la estructura y composición de las Cajas de Ahorro establecido en dicha Ley Foral sea “disímil a la contemplada en los Estatutos” de la CAN, “puesto que no puede desconocerse la especialidad de su régimen jurídico y de su adecuado amparo en el art. 56 de la LORAFNA y en el régimen especial de convenio que en el se recoge” . En aval de todo ello aporta las tesis mantenidas en las sentencias de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, de 24 de junio de 2002 y de 26 de febrero de 2003, que no es menester reiterar.

( En lo que hace al simultáneo ejercicio del cargo de Presidente del Gobierno de Navarra con la presidencia de diversos órganos de la CAN, sostiene el Consejo de Navarra:

“Por tanto, la participación del Presidente del Gobierno de Navarra en los órganos de administración de la Caja de Ahorros de Navarra y la propia presidencia que ostenta en estos órganos es una obligación que emana directamente de sus Estatutos, de singular naturaleza jurídica, que no emanan de la voluntad unilateral de la entidad, ni tampoco de la intervención aislada de la Administración de la Comunidad Foral, sino que son el resultado de un acuerdo o pacto de ésta con el Estado, exigiéndose la concurrencia de ambas voluntades para su aprobación y producida ésta, constituyen una manifestación del singular régimen foral en materia de cajas de ahorro conformando un especial régimen jurídico que, obviamente, ni puede desconocer la Comunidad Foral ni, tampoco, el Presidente del Gobierno de Navarra.”
En consideración a todo ello, el órgano consultivo considera que no depende la resolución de la cuestión planteada acerca de aquella compatibilidad “... de la naturaleza jurídica de la Caja de Ahorros de Navarra, pública o privada..., sino del régimen jurídico aplicable a dicha entidad”. No obstante, mediante obiter dicta, se resume la jurisprudencia constitucional acerca de la naturaleza jurídica de las Cajas de Ahorro, de lo cual puede extraerse una conclusión implícita a la que habremos de referirnos posteriormente. 

No ha tenido ocasión el TS ni el TC de pronunciarse sobre la foralidad de Caja Navarra. Tampoco lo ha hecho el Consejo de Estado. En el ámbito de Navarra, el amparo al régimen aforado de Caja Navarra por el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Foral y por el Consejo de Navarra es inequívoco. Compartimos las conclusiones alcanzadas por tales organismos, pero echamos en falta un análisis más equilibrado, por un lado, del valor y alcance de los derechos históricos y, por otro, de su plasmación práctica en un determinado convenio, conforme al cual se establece el singular régimen organizativo de la entidad, convenio que solo fue formalizado cincuenta y cinco años más tarde de que fuera constituida la CAN. La atribución de un valor ponderado a ambos factores –derechos históricos y convenio– contribuiría a despejar los equívocos en que pueden incurrir, a nuestro juicio, determinadas posiciones. Estas tesis ponen el acento de forma exclusiva en los singulares convenios que han tenido lugar como fuente originaria del régimen jurídico de la institución; esto es, consideran que el expresado régimen deriva de un acto administrativo negociado entre dos Administraciones Públicas. Siendo ello así, en plena coherencia, dentro de este planteamiento, consideran que este simple convenio administrativo no puede vulnerar lo establecido en disposiciones de rango superior u otras del mismo rango establecidas con carácter general.

Pero, como venimos señalando, tales convenios no surgen en el vacío, sino que traen causa y tienen su fundamento en los arts. 6 y 10 de la Ley Paccionada de 1841 que, en interpretación ya consolidada hace muchos años, atribuye a la Diputación Foral facultades autónomas para establecer y regular los servicios que estime pertinentes, en el ámbito de su competencia. Este es el criterio sistemáticamente defendido por Navarra y avalado por el Dictamen de la Dirección General de lo Contencioso del Estado de 1979. Como sostiene una solvente doctrina, la Ley Paccionada tiene un valor especial por su singular engarce con la Ley de 1839, y constituye la garantía del régimen foral, que no puede ser desconocido por otras normas posteriores. Es por ello que Navarra ha podido organizar y regular sus servicios, entre ellos la CAN, de forma autónoma y con peculiaridades respecto a lo establecido por la normativa general reguladora de la materia. El sistema de convenio ha sido preciso para armonizar la competencia foral con la estatal, pero no constituye su fuente sino su consecuencia. Ahora bien, reiterando lo ya razonado, creemos que las facultades organizativas forales no empecen al respecto a los elementos esenciales configuradores de las Cajas de Ahorro como singulares entidades de crédito con finalidades benéfico-sociales, tal como ha sucedido a lo largo de la historia de la CAN y se ha plasmado en los sucesivos convenios entablados con el Estado.

Reiterando lo dicho, la foralidad no se extiende a las Cajas de iniciativa privada, en cuyo caso su régimen y organización se supedita totalmente a lo establecido en la legislación básica estatal y en la foral de desarrollo.

Por su parte, tras el Amejoramiento, la Administración del Estado ha respetado el procedimiento concordado en cuantos procesos de reforma han tenido lugar. Nos referiremos seguidamente a las reformas de 2000 y 2004.

2.º La evolución de la CAN tras el Amejoramiento.

a) El régimen establecido en 1976 y su transformación.

En el epígrafe IV.3 hemos descrito la configuración de la CAN desde su constitución hasta 1976, examinando la reforma concordada de dicho año. Para ponderar el modelo de Caja de Ahorros establecido, se ha de partir de su constitución a imagen y semejanza de otras Cajas españolas. Como se ha señalado, un hecho decisivo tiene lugar con la inscripción de la CAN en el Registro especial de Cajas de Ahorro Popular ubicado en el Ministerio de Trabajo y Previsión, verificada mediante Orden Ministerial de 21 de diciembre de 1934. Quiere decirse con ello que la CAN era una Caja General de Ahorro Popular, de patronato oficial, institución benéfico-social, que se regía en el ejercicio de su actividad por la normativa de general aplicación (entonces, esencialmente, el Estatuto de 1933). Y siguió teniendo este carácter en el momento que se produce la reforma estatutaria de 1976, sobre cuyos rasgos típicos no reincidiremos, de tal forma que el modelo de la CAN era homologable con el de las restantes Cajas Generales de Ahorro Popular. Como también hemos apuntado, el convenio de 1976 constituye la armonización entre las facultades estatales y forales sobre la materia. Esencialmente, dicha armonización preservó las peculiaridades organizativas de la CAN que conocemos y asimiló su actividad funcional al régimen general, con peculiaridades en materia de inspección. Recordaremos solo los rasgos esenciales de esta armonización:

● Consideración de la CAN como una “institución de beneficencia privada”, cuyas memorias y cuentas no se someten a aprobación de la Diputación Foral y donde la función tutelar de esta se limita a los supuestos tasados previstos en los Estatutos, prácticamente restringidos a la aprobación y reforma de dichas normas y al nombramiento  y cese del Director General. No obstante, el control en el ámbito interno era claro por la presencia de todos los Diputados forales en el Consejo de Administración.

● La actividad funcional de la CAN, como intermediaria financiera, se sujeta a lo establecido con carácter general por la legislación estatal. Así, la materia de depósitos e imposiciones ha de determinarse “... de conformidad con las disposiciones legales vigentes” (art. 39 de los Estatutos). Por su parte, las condiciones de las operaciones activas de inversión se realizarán “... dentro de los límites fijados por las disposiciones vigentes” (art. 40 de los Estatutos). Finalmente, el intercambio de operaciones de ahorro se remite a “las normas establecidas por la Confederación Española de Cajas de Ahorro Benéficas” (art. 41.1 de los Estatutos), en la que estaba integrada la CAN.

Después de 1976 se producen determinados hechos que resultan trascendentes, unos, de índole foral y, otros, estatal:

● De conformidad con la legislación  general del Estado, que no es menester calendar de nuevo, la CAN –como todas las Cajas de Ahorro– se considera a todos los efectos como una “entidad de crédito”, que puede realizar toda clase de operaciones de intermediación financiera y de otra clase al igual que los Bancos y sin restricciones de carácter territorial. A su vez, acabó permitiéndose a las Cajas el acopio de capital ajeno mediante cuotas participativas, participaciones preferentes y deuda subordinada (que no implicaban derechos políticos en la entidad), ante la imposibilidad –dado su carácter fundacional– de acudir a la ampliación de capital al modo común de los Bancos, en cuanto sociedades anónimas.

● La constitución del Fondo de Garantía de Depósitos en las Cajas de Ahorro, del que pasó a formar parte desde los inicios la CAN, en cuanto Caja confederada, fue privando de todo sentido y funcionalidad a la garantía total que le prestaba la Diputación Foral (art. 6 de los Estatutos). Este sistema de garantía era común al establecido por otras Cajas de Ahorro de fundación provincial o municipal y corrió su misma suerte. A pesar de que dicha garantía no fue eliminada hasta la reforma de 2000, durante los años ochenta tenía un mero carácter virtual, carente de efectividad, en la medida en que fue perfeccionándose el Fondo de Garantía de Depósitos.

● Toda la legislación foral reguladora de las Cajas de Ahorro, que se ha analizado en el epígrafe V.2, exoneraba de su aplicación a la CAN, en cuanto sujeta al régimen especial de Convenio. Como se ha visto, dicha legislación foral –al igual que, en general, la legislación autonómica– sometía a las Cajas a las que era de aplicación un intenso régimen de tutela y control por parte de la Administración de la Comunidad Foral. En virtud del régimen de convenio, la CAN no estaba sometida a este control, lo cual puede resultar paradójico teniendo en cuenta que, habiendo sido fundada por la Diputación Foral, la vinculación con esta era más intensa que la que pudiera corresponder respecto a otras Cajas de Ahorro con las que la relación era, presumiblemente, inexistente. Puede ser que existiera la convicción de que la CAN tuviera una gestión más autónoma que las restantes Cajas. O, como simple conjetura, pudo pensarse que no era necesario el control externo siendo así que ya se daba el interno, actuado mediante la presencia mayoritaria de los miembros de la Diputación Foral o del Gobierno de Navarra en sus órganos de gobierno.

Al igual que sucedió con el Real Decreto de 1977, tampoco los Estatutos de la CAN fueron adaptados al nuevo régimen organizativo establecido por la LORCA en 1985, a pesar de que su disposición transitoria primera otorgaba un plazo determinado para ello. Baste decir, por ahora, que –como en anteriores ocasiones– se entendió que la nueva regulación estatal no afectaba a la CAN, por su aforamiento. De la misma forma quedó excluida de la aplicación de la LFCA de 1987, en la forma ya vista en el epígrafe anterior.

Los Estatutos de la CAN no fueron modificados hasta el año 2000, tras la absorción de la CAMP. Posteriormente tuvieron lugar las reformas de 2004, 2010 y 2012. Veamos seguidamente el alcance de las reformas previas al proceso de reestructuración iniciado en 2010.

b) La reforma de 2000.

Como se ha señalado, los Estatutos de la CAMP no fueron reformados para su adaptación a la LORCA y a la LFCA, pese a que aquella institución inició los trámites correspondientes. Mediante Acuerdo del Gobierno de Navarra de 22 de noviembre de 1999 se autorizó la fusión por absorción con la CAN, siendo esta la absorbente y la CAMP la absorbida y extinguida. No hemos podido acceder a dicho Acuerdo, pero las noticias oficiales al respecto (Navarra.es) aluden a las facultades del Gobierno de Navarra para autorizar la fusión de las Cajas de Ahorro existentes (art. 2.a) del Decreto Foral 244/1992). Ha de recordarse que esta norma no es de aplicación a las Cajas aforadas, por lo que hemos de suponer que a la CAMP no se atribuyó este carácter.

Al margen de adecuar los Estatutos a lo que es la finalización de un proceso de fusión resultante de un proyecto aprobado por los Consejos de Administración de ambas Cajas, la reforma tiene un alcance significativo en diversos aspectos:

( Se declara explícitamente la naturaleza de “institución de crédito de naturaleza fundacional” y de “entidad fundacional privada” de la Caja, de la que son “entidades fundadoras a todos los efectos” la Diputación Foral de Navarra y el Ayuntamiento de Pamplona (arts. 1 y 2). Significativamente, por otra parte, se eliminan el patrocinio y la garantía de la Diputación Foral sobre la Caja, aunque se sujeta al Protectorado del Gobierno de Navarra.

( La finalidad estrictamente benéfica pierde relevancia respecto al objetivo de la persecución de los “intereses generales” y la contribución al “incremento de la riqueza y el desarrollo económico y social de Navarra”, a través del ejercicio de la operaciones propias de las entidades de depósito y crédito. Como novedad relevante, dentro de su operatoria, se prevé la adquisición de acciones y participaciones sociales y otros valores, tanto públicos como privados (art. 4), así como su agrupación en una o varias sociedades (art. 43).

( Por lo que respecta a su ámbito de actuación, se prevé la extensión de su red estructural en todo el territorio nacional y en el extranjero, atribuyéndose al Consejo de Administración la adopción de las actuaciones precisas al efecto (art. 8).

( En materia organizativa los Estatutos se separan netamente de la LORCA, al no contemplar la existencia de una Asamblea General y prever la presencia de un Consejo de Administración con una integración ostensiblemente diferenciada del órgano homónimo previsto en la legislación estatal. Conforme al art. 9, el Consejo de Administración –órgano de dirección y administración supremo de la Caja– estaba integrado por el Presidente de la Diputación Foral y el Alcalde del Ayuntamiento de Pamplona, que ostentaban con carácter nato los cargos de Presidente y Vicepresidente de la institución, los Consejeros del Gobierno de Navarra (también miembros natos) y otros nueve integrantes en representación del Ayuntamiento de Pamplona, de los grupos de intereses, de los impositores y de los trabajadores de la entidad, designados por el Gobierno de Navarra. El Consejo se integraba a la sazón por veinte miembros, ya que el Gobierno de Navarra se componía del Presidente y nueve Consejeros. La Comisión Ejecutiva, órgano delegado del Consejo para la representación y gestión ordinaria, se integraba por el Presidente del Consejo y cinco vocales, todos ellos integrantes del Consejo, tres elegidos de entre sus miembros natos y los dos restantes procedentes de la representación municipal y de los restantes grupos.

La dirección de la entidad y la ejecución de los acuerdos de sus órganos de gobierno corresponde al Director General, de libre designación y separación por el Consejo de Administración (art. 24.5 de los Estatutos), sin necesidad del acuerdo de la Diputación Foral con el Ministerio de Economía y Hacienda.

( En lo referente a la obra social, se prevé que su gestión corra a cargo de los órganos ordinarios de la CAN o indirectamente a través de una fundación creada al efecto y cuyo patronato resulta dominado por el Consejo de Administración, en la forma establecida en el art. 45 de los Estatutos. La obra social se destinará a actividades culturales, de enseñanza, de investigación y de asistencia social en la Comunidad Foral de Navarra. Dicha Fundación fue constituida en fecha que no nos consta.

( En materia de Cuentas e inspección de la Entidad (arts. 56 y 58 de los Estatutos) apenas si existen variaciones respecto a 1976. Es de reseñar que las Cuentas deben remitirse al Gobierno de Navarra y al Ayuntamiento de Pamplona en cuanto entidades fundadoras, aunque –se afirma– solo “para su conocimiento”. Aun cuando se omite en el art. 56 la remisión para la “inspección” de las Cuentas, según especificaban los Estatutos de 1976, creemos, sin embargo, que tal inspección quedaba plenamente amparada por lo dispuesto en el art. 58 que mantiene inalterada la capacidad inspectora de la Diputación Foral en la forma prevista con anterioridad y que ha sido ya expuesta.

( El destino del remanente, en caso de liquidación, se mantiene en los parámetros señalados en los anteriores Estatutos, pero incluyendo al Ayuntamiento de Pamplona, en cuanto entidad cofundadora, como destinatario (art. 57). 

( Los Estatutos contienen una descripción detallada de la operatoria de intermediación financiera y servicios complementarios, adaptada al momento económico y sobre la que no es menester incidir.

( La disposición final 2.ª de los Estatutos mantiene inalterado el procedimiento concordado para su futura aprobación y modificación, en cuya virtud fueron aprobados los Estatutos de 1976 y los de 2000. Es de apreciar que, en la práctica, la aprobación ministerial precede a la del Gobierno de Navarra.

En síntesis, es apreciable una orientación formalmente más autonomista o, si se quiere, “privatizadora” de la entidad, plasmada en la eliminación del patrocinio y garantía de la Diputación Foral. La constitución del protectorado del Gobierno de Navarra concuerda significativamente con la figura institucional de la fundación que los Estatutos califican de “privada”, aunque no es una función tutelar del poder público reservada exclusivamente a las fundaciones de este carácter. En cualquier caso, persiste la cualificada mayoría de la representación pública, integrada por todos los miembros del Gobierno de Navarra y representantes del Ayuntamiento de Pamplona, en el gobierno de la CAN.

c) La reforma de 2004.

El examen de las publicaciones oficiales de este Parlamento, así como de la prensa local y de las noticias oficiales insertas en la página oficial del Gobierno de Navarra (web, navarra.es) durante el último trimestre de 2003 y el primero de 2004, pone de manifiesto el intenso debate suscitado entre el Gobierno y la oposición, entre las fuerzas políticas que lo apoyaban y las que se oponían a el. Aunque las diferentes posiciones pueden ser objeto de matización, hubo dos tesis fundamentales contrapuestas:

( Para la oposición, bajo el paradigma de la “democratización” de Caja Navarra, lo procedente era aprobar una Ley Foral de Cajas de Ahorro que incluyese en su ámbito de aplicación a dicha Caja, aunque –como apuntase algún portavoz parlamentario– “... reconociendo ese carácter aforado que así podría quedar en la propia Ley Foral”. Tras la promulgación de dicha Ley Foral, sería el momento pertinente de proceder a la aprobación o reforma de los Estatutos de Caja Navarra.

Asimismo, sostenía la oposición, en términos generales, que la reforma estatutaria proyectada, en cuanto a la composición de los órganos de gobierno de la entidad, así como por la admisión de las cuotas participativas para la aportación de capital a la Caja, incidía en una línea de “privatización” de Caja Navarra.

( Por el contrario, tanto el Gobierno de Navarra como las fuerzas políticas que lo apoyaban, sostenían la conveniencia de acometer la reforma estatutaria de manera singular con respeto del régimen aforado de Caja Navarra y conforme al sistema tradicional de Convenio entre el Ministerio de Hacienda y el Gobierno de Navarra, en cuya virtud el régimen resultante en nada menoscababa la democratización de Caja Navarra. Todo ello, sin perjuicio de la conveniencia de modificar la LFCA, con un ámbito de aplicación constreñido a aquellas Cajas no sujetas al régimen especial de Convenio.

Por otra parte, se postulaba la necesidad de profundizar en la “profesionalización” de Caja Navarra. Sin propugnar explícitamente la privatización, en la noticia oficial relativa al inicio del proceso de reforma estatutaria de Caja Navarra, inserta en la web oficial, se aludía a la conveniencia de adaptar los Estatutos a la nueva Ley 44/2002. Igualmente, un portavoz de Grupo Parlamentario apeló al respeto a la normativa vigente, en el sentido de que esta impedía que “una entidad financiera esté controlada en más del 50 por 100 por representantes políticos”. Recuérdese al respecto lo que ya hemos señalado anteriormente acerca de la Ley Financiera y el Derecho Comunitario Europeo.

La polémica, como se ha dicho, fue intensa, pero se saldó con la aprobación concordada de unos nuevos Estatutos, verificada por el Ministerio de Economía el 5 de febrero de 2004 y por el Gobierno de Navarra el día 9 del mismo mes y año. La LFCA de 1987 no fue modificada. Por lo que respecta al alcance de la modificación estatutaria solo resaltaremos los siguientes aspectos:

( Los Estatutos incluyen por primera vez una exposición de motivos, que constituye una explicación sintética del “régimen organizativo foral” de Caja Navarra, en la forma en que se ha reseñado con anterioridad. Tal como ya lo hemos expresado, el resultado excluyente de la aplicación de la legislación estatal y foral de carácter general sobre Cajas de Ahorro respecto a las Cajas “aforadas” (Caja Navarra o CAN), es –en la práctica– la evidencia misma desde el año 1976, aun con desacuerdos ante ello de determinados sectores políticos y doctrinales. De nuevo la reforma de 2004 pone de manifiesto este hecho tanto como el carácter concordado de los Estatutos.

Teniendo en cuenta que lo propio del régimen aforado es la exclusión de la aplicación de dicha legislación general, no puede sino calificarse de simple desliz lo afirmado en la noticia oficial (navarra.es, 23 de noviembre de 2003), relativa al inicio del proceso de modificación estatutaria, autorizado por el Gobierno de Navarra, en relación con la cita del art. 2 del Decreto Foral. 244/1992, como habilitación de la facultad gubernamental de la aprobación de los Estatutos de la Caja. Como hemos razonado, este Decreto Foral no afecta a las Cajas de Ahorro sujetas al régimen especial de convenio.

( En la línea de “profesionalización” propugnada por el Gobierno de Navarra es de apreciar el fortalecimiento del régimen gerencial de la entidad, de tal forma que corresponde al Director General y al equipo de alta dirección “la dirección ordinaria y permanente de la Caja”, bajo la supervisión del Consejo de Administración (art. 8.2 de los Estatutos).

( Se introduce la figura orgánica del Consejo General –mucho más reducido y con diferente composición a la Asamblea General prevista en la LORCA– a quien se atribuye el gobierno supremo de la Caja (art. 8.1 de los Estatutos). El Consejo General se integra por treinta miembros, ocho de ellos representantes de las entidades fundadoras, siendo miembros natos el Presidente de la Diputación Foral de Navarra y el Alcalde del Ayuntamiento de Pamplona, y correspondiendo al primero el nombramiento de los seis restantes; cinco miembros son designados por el Presidente del Gobierno de Navarra a propuesta del Parlamento de Navarra; dos miembros representantes de Entidades Locales (Ayuntamiento de Pamplona y de Tudela); ocho representantes de instituciones de relevancia económica, social y cultural; cinco representantes de los impositores y dos representantes de los trabajadores. Es Presidente de la Caja el Presidente del Gobierno de Navarra y, Vicepresidente, el Alcalde del Ayuntamiento de Pamplona.

Bien fácil es apreciar que, conforme al régimen de integración visto, la representación pública alcanza exactamente al 50 por 100 de los miembros del Consejo General, adaptándose así al repetido límite establecido en la Ley 46/2002, que en teoría no era de aplicación a la CAN. Ahora bien, debe tenerse en cuenta el peculiar sistema de designación de los ocho representantes de instituciones privadas, conforme a lo previsto en el art. 26 del Reglamento de organización y funcionamiento de la Caja , aprobado por el Consejo de Administración. Al margen de que sea este Consejo el que determina parte de las instituciones representadas al aprobar dicho Reglamento (disposición transitoria segunda de los Estatutos) y el que propone a las restantes al Consejo General, el sistema de designación de los representantes es bien singular. En efecto, el mencionado Reglamento prevé que la CEOE-CEN tenga dos representantes y los sindicatos UGT y CCOO uno cada uno; estas instituciones privadas proponen un número doble de personas que el que corresponde, y es el Consejo de Administración quien elige de entre los propuestos. En esta tesitura es, por tanto, muy relevante la composición del Consejo de Administración.

Pues bien, el Consejo de Administración está integrado por dieciséis miembros, de los que, además del Presidente de la Caja y del Gobierno de Navarra, que lo preside, forman parte de él cuatro Consejeros Generales de los designados por el mismo; dos de entre los nombrados por el Parlamento; uno de entre los representantes municipales; tres de entre los Consejeros representantes de las instituciones privadas; uno por los impositores; también uno por los trabajadores y, finalmente, tres profesionales de prestigio, no Consejeros Generales, designados por el Consejo General a propuesta del Presidente o de un tercio de los Consejeros Generales. También, por tanto, existe paridad al 50 por 100 entre la representación pública y la privada.

Un examen atento del complejo sistema de elección y designación de los miembros no representantes de entes públicos da idea de la potencialidad de extensión de la influencia de quien aparenta presentar la configuración más compacta de los órganos rectores de la Caja y de quien la preside. No puede negarse, sin embargo, que –en relación con los anteriores Estatutos– la participación de los estrictamente cargos públicos disminuye, de la misma forma que, en pura literalidad estatutaria, la representación pública deja de ser mayoritaria para igualarse con la privada. De igual forma ha de reconocerse que la pluralidad de la representación de los intereses colectivos, en razón al diverso origen de su designación (Gobierno, Parlamento y Municipios), puede dar lugar a una diversa y no uniforme representación público-política.

( El art. 31.1 g) de los Estatutos admite expresamente que la Caja emita “instrumentos financieros computables como recursos propios”, esto es, cuotas participativas, participaciones preferentes u otros instrumentos previstos a la sazón en la normativa estatal y a los que ya nos hemos referido. Indudablemente, al margen del resultado de la emisión, los títulos suscritos, expresivos de aportaciones de capital, implican la entrada en la entidad de propietarios, beneficiarios de los dividendos que puedan reportar, aunque carezcan de derechos políticos en ella y, por tanto, estén desprovistos de cualquier poder decisorio.

En relación con la reforma estatutaria de 2004, que se ha analizado, es de destacar el énfasis puesto por quienes aprueban el texto concordado en el “régimen organizativo foral”, como núcleo de la competencia histórica de Navarra sobre la CAN, como Caja sujeta al régimen especial de convenio. Conforme a la visión histórica que se ha reseñado, este elemento basilar de la competencia foral, según los Estatutos, concuerda con lo que la Diputación Foral ha defendido desde la constitución de la CAN.

La reforma del año 2000 en cuanto al modelo jurídico de la entidad, que persiste ulteriormente, presenta una innovación de relevancia. Tal es la consideración expresa de Caja Navarra como una “entidad de carácter fundacional” esto es, una fundación, con la explícita ratificación de su naturaleza “privada”, ya reconocida con anterioridad. Los Estatutos vigentes con anterioridad, como ya hemos puesto de manifiesto, se referían a la CAN como una “institución”, a la que el acuerdo de creación de 1921 le atribuía el carácter de “autónoma”. De acuerdo con el procedimiento seguido para la creación y con el régimen jurídico entonces establecido no resultaba meridianamente claro que la entidad ostentase una posible naturaleza fundacional. Esto mismo fue señalado por el TC en 1988 (SSTC 48 y 49/1988) respecto al origen de muchas de las Cajas existentes. Ni ahora, ni en el pasado ha sido clara la distinción entre los conceptos de institución y fundación. Para cierta prestigiosa doctrina, la adscripción patrimonial al cumplimiento de un fin de interés general mediante constitución de un persona jurídica independiente, se articula a través de la figura de la fundación, si la actuación proviene de un sujeto privado, y mediante la institución, si lo es de un ente público. Pero el derecho da muestras de todo tipo de articulaciones jurídicas. Incluso, sabemos ya que el derecho local del siglo XX contempló la figura de la “fundación pública de servicio”, fórmula jurídica híbrida que fuera objeto de amplia controversia. Creemos que el asentamiento de la fundación, como ente benéfico social, y la paulatina asimilación normativa de las Cajas de origen privado y público, contribuyó decisivamente a la definitiva configuración como fundaciones de la mayoría de ellas, tal como sucedió con la CAN.

No podemos extendernos en este aspecto, que no es irrelevante. A partir, pues, del año 2000 la CAN se cataloga como una fundación. Asimismo se consideran sus “entidades fundadoras a todos los efectos”, al Ayuntamiento de Pamplona y a la Diputación Foral de Navarra. Pese a ello, se señala inequívocamente que la fundación tiene naturaleza “privada”.

D) Las reformas de 2010 y 2012

Las reformas estatutarias de 2010 y 2012 tienen relación directa con el proceso de reestructuración de Caja Navarra, que convierte a esta entidad en algo muy distinto a lo que fuera tradicionalmente desde su constitución en 1921. Este proceso se analizará en epígrafe independiente y ahora nos limitaremos a destacar algunos aspectos organizativos novedosos. Debemos poner de relieve que la reforma de 2010 profundiza intensamente en lo que se da en llamar “máxima exigencia de profesionalidad”, vinculando el ejercicio de los diversos cargos a “criterios de cualificación y experiencia” (preámbulo de los Estatutos). Pero lo relevante en esta línea de profesionalización es que la reforma se basa, como un principio básico, “en la prohibición de que los miembros de los órganos de gobierno (de la Caja) puedan ostentar cargos público-políticos (y) la supresión de todos los cargos natos”. Aunque se mantiene la proporcionalidad establecida en 2004 respecto a la representación pública y privada, en la forma ya vista. El preámbulo concluye con una afirmación pro futuro que, simultáneamente, constituye el reconocimiento de lo sucedido en el pasado, al sostenerse que se excluye “toda presencia público-política en la línea de decisión y dirección que representan los órganos de gobierno de la Caja”. Era la evidencia misma que la representación “público-política” había sido constante desde su fundación, con un papel especialmente cualificado y en porcentajes claramente mayoritarios durante la mayor parte de su historia.

· De acuerdo con estas directrices, los Estatutos de 2010 modifican la composición y forma de integración de los órganos de gobierno, bajo el mandato de que ninguno de sus miembros podrá ostentar un cargo público-político (art. 8.5.f.). El número de miembros del Consejo General se incrementa a cincuenta, de los cuales ocho son elegidos por el Parlamento de Navarra y designados por el Presidente del Gobierno de Navarra, quien nombra –además- a otros catorce consejeros, dos de ellos a propuesta del Ayuntamiento de Pamplona. Las Corporaciones Municipales, en cuyo término tenga abierta oficina la Caja de Ahorros, designan a tres representantes. Los restantes veinticinco miembros son representantes de entidades privadas de relevancia (catorce), de los impositores (ocho) y de los empleados (tres). El art. 9 establece dicha composición y forma de designación, complementado en los siguientes preceptos respecto a numerosos aspectos del ejercicio del cargo de consejero. De acuerdo con lo previsto en el art. 32 de los Estatutos, el Consejo de Administración se compone de dieciséis miembros, designados con proporcionalidad estricta respecto a la composición del Consejo General. Una novedad organizativa de interés es la introducción de la Junta de Entidades Fundadoras y cuya composición se establece en el art. 72.

· Los Estatutos de 2012, aprobados por el Gobierno de Navarra el 18 de julio de 2012, contienen la nueva configuración de Caja Navarra como “institución privada de crédito”, que desarrolla su objeto “mediante el ejercicio indirecto de la actividad financiera a través de la entidad bancaria instrumental....” (art. 1). En lo que hace a la estructura organizativa, tal como se expone en el preámbulo, se adecua “... a la nueva realidad del ejercicio indirecto de la actividad financiera...”, desapareciendo como sectores representativos –lógicamente- los impositores y empleados. Además, se declara:

“... todo ello, haciendo compatible una profunda simplificación de la estructura organizativa interna, con el mantenimiento del cometido funcional y esquema organizativo mínimo establecido por la Ley de Órganos Rectores de las Cajas de Ahorros, en su redacción dada por el Real Decreto Ley 11/2010, de 9 de julio y las posteriores modificaciones introducidas por el Real Decreto Ley 2/2012, de 3 de febrero, de saneamiento del sector financiero”. 

Es de enfatizar que los Estatutos de 2012, por vez primera, reconozcan su adecuación a la normativa estatal vigente en materia organizativa, vertiente esta que es la propia de la foralidad de la Caja, según hemos razonado suficientemente. Pues bien, lo trascendente es que se establecen los mismos órganos que los previstos en el Real Decreto-Ley 11/2010, por el que se reforma la LORCA, esto es, Consejo General, Consejo de Administración y Comisión de Control. Se profundiza en la línea emprendida en 2010, simplificando la organización y la composición de los órganos de gobierno, aunque manteniendo la proporcionalidad anterior. Pese a la proclamación del preámbulo, dicha proporción en cuanto a la representación provinente de las Instituciones Públicas no se ajusta al límite del 40 por 100 establecido por el Real Decreto-Ley 11/2010. En efecto, el porcentaje de Consejeros designados por el Presidente del Gobierno de Navarra, el Parlamento de Navarra y las Corporaciones Municipales de Pamplona y Tudela alcanza exactamente el 50 por 100 de los veinte miembros que integran el Consejo General.

4. La naturaleza jurídica de Caja Navarra.

Ha sido expuesto con anterioridad como hasta el Amejoramiento la CAN era considerada un servicio económico provincial vinculado a la Diputación Foral, sobre el que esta, como entidad fundadora, ejercía el patronato mediante su integración en los órganos de gobierno de la entidad y la garantía total de las imposiciones, aunque los Estatutos de 1976 le otorgaban una naturaleza jurídica privada. Hemos analizado también las transformaciones que la entidad va sufriendo, como las restantes Cajas de Ahorro, a lo largo del último cuarto del siglo pasado. Expresado en términos no jurídicos, puede hablarse de un proceso de privatización por su asimilación a una entidad de crédito ordinaria sin responsabilidad patrimonial de la Diputación Foral sobre ella, aunque persistió la presencia de todos los miembros del Gobierno de Navarra en el Consejo de Administración de la institución. Esta línea de transformación se profundiza con las reformas estatutarias de 2000 y, especialmente, 2004, cuyos rasgos esenciales –según lo reseñado– son los siguientes:

● Aunque hasta el año 2004, la representación pública en el Consejo de Administración –como órgano supremo de gobierno– era netamente mayoritaria, a partir de dicho año, tanto el nuevo órgano superior (Consejo General) como el Consejo de Administración, se componen, teóricamente, de una representación paritaria pública y privada. En la práctica, esta paridad resulta matizada por el especial sistema de integración y representación de las instituciones privadas. Como contrapartida, debe decirse también que la representación de los intereses colectivos, en razón al diverso origen de la designación pública, era plural y no uniforme.

● La Diputación Foral deja de ejercer el patrocinio y la garantía sobre la Caja, que con anterioridad era ilimitada, y el Gobierno de Navarra asume su Protectorado. Tal como hemos señalado, dicha garantía había perdido funcionalidad desde la incorporación de la CAN al Fondo de Garantía de Depósitos.

● En sintonía con la legislación general reguladora de la actividad financiera de las Cajas, que inequívocamente constituían entidades de crédito con una capacidad operatoria prácticamente idéntica a los Bancos, los Estatutos de Caja Navarra consignan las determinaciones pertinentes respecto a las operaciones activas y pasivas y a su expansión sin cortapisas en España y en el extranjero. De igual forma, los Estatutos de 2004 admiten la emisión de financiación ajena computable como recursos propios de la Caja.

● Se refuerza el poder gerencial, en la línea de profesionalización, fortaleciendo las facultades del Director General y el equipo de alta dirección en la gestión ordinaria y permanente de la Caja.

Ni qué decir tiene que las reformas de 2010 y 2012 profundizaron en la línea de desvinculación de la Caja, al no admitir cargos públicos en sus órganos de gobierno. No obstante, su transformación general es de otro orden y ello se analizará en el siguiente epígrafe. El análisis que sigue a continuación no tiene en cuenta tales cambios, sino que contempla a Caja Navarra como lo que era antes de su transformación, esto es una entidad de crédito con funciones benéfico-sociales.

De acuerdo con estas directrices, para muchos, Caja Navarra –como en general la mayoría de las Cajas de Ahorro– realizaban una actividad financiera totalmente equiparable a la de los Bancos y, en razón a ello han tenido que convertirse en auténticos Bancos. Otros discrepan de esta posición, partiendo de su configuración tradicional adaptada a los nuevos tiempos, sosteniendo que las Cajas cumplían una función social-institucional, diferenciada de los Bancos, al reducir los riesgos de explotación financiera de la clientela, facilitar el acceso al crédito de los excluidos por los Bancos y promover el desarrollo económico del territorio de implantación, impulsado todo ello bajo un gobierno de las entidades con fuerte presencia pública y social. El art. 4 de los Estatutos de Caja Navarra (2004), siguiendo las pautas tradicionales, asigna a la entidad la finalidad de “perseguir la consecución de los intereses generales mediante el incremento de la riqueza y el desarrollo económico y social de Navarra (y en general donde actúe) y, para ello realiza las operaciones crediticias, de depósito, financieras en general y actividades propias de Caja de Ahorro, llevando a cabo, asimismo, su Obra Social”. Esto es, el interés general no se plasma solo en la Obra Social, sino que debe impregnar la realización de toda la actividad financiera. No estamos en disposición de opinar acerca del modo en que la práctica operativa de la CAN se ha ajustado a la teoría estatutaria. Sea como fuere, bajo esta controversia –idéntica a la planteada respecto a estas entidades en el ámbito estatal– subyacen dos posturas en torno a la naturaleza jurídica de la CAN. Una primera que, considerando el origen, las facultades reservadas a la Diputación Foral o al Gobierno de Navarra y las funciones de interés general que cumplen, postula que la CAN es una entidad pública. La segunda, poniendo el acento en la propia calificación estatutaria de la institución y en su carácter de entidad crediticia ordinaria, defienden la naturaleza privada de la CAN.

En cualquier caso, teniendo en cuenta todo ello, es de apreciar una postura dominante que caracteriza a Caja Navarra como una entidad de crédito privada, formal y materialmente, siguiendo la pauta de las tesis mayoritarias que hemos expuesto respecto a la naturaleza jurídica de las Cajas de Ahorro de régimen común. No existen, o no hemos encontrado, estudios doctrinales acerca de la naturaleza de la CAN, pero la posición oficial del Gobierno de Navarra desde hace muchos años es la de que constituye una entidad estrictamente privada. La jurisprudencia se orienta igualmente en esta dirección. Si interpretamos correctamente el Dictamen del Consejo de Navarra ya calendado, puede entenderse que este órgano consultivo se inclina también por la citada tesis. Veamos seguidamente todo ello.

a) Por lo que se refiere a la posición del Gobierno de Navarra, contamos con una serie de pronunciamientos realizados en sede parlamentaria o en respuesta a informaciones solicitadas por los parlamentario forales. La cuestión básica subyacente a tales pronunciamientos, que generaba cierta controversia entre el Gobierno y diversos Grupos Parlamentarios de la oposición, era la existencia o no de facultades parlamentarias para controlar la actuación de la CAN y de los propios cargos públicos integrantes de sus órganos de gobierno. En definitiva, si la Caja formaba parte del Sector público navarro, a los efectos de la fiscalización parlamentaria. Muchas son las ocasiones, y desde hace más de diez años, en que el Presidente del Gobierno de Navarra y los Consejeros han negado todo carácter público a Caja Navarra y postulado la improcedencia del control parlamentario sobre ella. Por la claridad, concisión y rotundidad de la postura gubernamental, tradicionalmente mantenida, se reproduce una parte de la respuesta oral de un miembro del Gobierno de Navarra a un parlamentario de la oposición, en sesión plenaria, que reza así:
Asimismo, le recuerdo que tal y como señaló la Presidenta ante este Parlamento en una reciente comparecencia sobre Caja Navarra, Caja Navarra, al igual que el resto de cajas de ahorros de nuestro país, es una entidad privada de naturaleza fundacional. No puede ser calificada como un instrumento de acción de gobierno, por lo que, y cito palabras textuales, sin que ello suponga un menoscabo de las competencias de esta Cámara, no está sujeta al control parlamentario. (D.S., núm. 5, de 20 de octubre de 2011)

Lógicamente, lo que nunca han negado fuentes gubernamentales es la presencia de cargos públicos, según las etapas históricas, incluso con carácter “nato”, en los órganos de gobierno de Caja Navarra. Tampoco se ha negado que la participación pública o de personas designadas por las instituciones públicas haya supuesto a menudo un porcentaje mayoritario de la composición de dichos órganos. Ahora bien, lo que se sostenía era que dicha participación lo era como gestores privados de una entidad, asimismo, privada. Por su parte, es constatable que varios Grupos Parlamentarios postulaban el carácter público de la CAN, tanto por sus funciones como por la integración de sus órganos. Hoy continúan propugnando la facultad parlamentaria de control de la entidad. A este respecto, quizá resulte un tanto sorprendente que hace ya casi diez años, la Comisión de Régimen Foral del Parlamento de Navarra, por unanimidad, aprobase una resolución del siguiente tenor literal: 

“Declarar la voluntad del Parlamento de que no se proceda a dar ningún paso tendente a la privatización de Caja Navarra ni siquiera en forma indirecta”.

Ya sabemos la carencia de todo efecto jurídico de esta clase de resoluciones. De la misma forma, es clara la estricta naturaleza política de la declaración y de la convicción que encierra. En este sentido, la polisemia del término “privatización” es bien conocida y su utilización en el plano estrictamente jurídico bien arriesgada. En esta última vertiente, en efecto, se podría argüir la imposibilidad formal de dar pasos hacia la privatización de un ente que ostenta personalidad jurídica privada. En cualquier caso, la cuestión de fondo es otra y a ello nos hemos referido al analizar la reforma de 2004. Quede pues tal declaración como una simple expresión parlamentaria de su visión sobre el ser de Caja Navarra, muy difícil de cohonestar con la defendida por el Gobierno de Navarra.

b) En el epígrafe III hemos analizado la jurisprudencia constitucional y ordinaria que, con alguna matización, cataloga a las Cajas de Ahorro como entidades jurídico-privadas, aunque de interés público y social. Abundan también los casos en que simplemente se afirma que no son entes públicos, sino de carácter social. De entre las muchas sentencias referidas a la CAN hay muy pocas que, de forma directa o indirecta, se refieran a su naturaleza jurídica. Nuestra impresión es que la jurisprudencia admite implícitamente la tesis general relativa a las Cajas de régimen común, partiendo de la declaración estatutaria sobre el carácter de la CAN como entidad fundacional privada y su identidad funcional, en cuanto entidad de crédito, con el resto de las Cajas. Diríamos que su carácter privado no se ha sometido prácticamente a discusión por los Tribunales, que lo dan por sobreentendido. En la sentencia de 15 de diciembre de 1987, el Tribunal Supremo resuelve un recurso planteado por varios empleados de la CAN contra la desestimación tácita de su petición, “...dirigida al Presidente del Gobierno de Navarra, en su doble cualidad de tal y de Presidente del Consejo de Administración” de la Caja, al objeto de que acordase la presencia de una representación del comité de empresa en dicho órgano, con voz pero sin voto. Se trataba de un recurso para la protección de los derechos fundamentales. El Tribunal Supremo lo inadmite, esencialmente, porque no se estaba ante un acto de la Administración sujeto al derecho administrativo, dado que la resolución de la petición no correspondía al Gobierno de Navarra sino a la CAN. Dice así el alto Tribunal en el F. 4:

“La doble cualidad de la persona, como Presidente del Gobierno de la Comunidad Foral y de la Caja de Ahorros, no implica que cualquier acto que afecte a la Caja haya de tomarlo el Gobierno de la Comunidad: la Caja tiene una personalidad propia según sus Estatutos, como dice la sentencia apelada; en su artículo 2.º se dice está integrada en la Confederación de Cajas de Ahorro Benéficas, y en su artículo 3.º que tiene plena personalidad jurídica, por su carácter de Entidad Benéfica Privada; por lo que sus acuerdos no son actos administrativos, ni la pretensión de los actores había de ser resuelta por su Presidente que, en todo caso, tiene personalidad diferente de la del Gobierno de la Comunidad Foral; por todo lo cual ha de ser desestimado el recurso...”

La consideración de la Caja como personalidad jurídica independiente de carácter privado es clara, como es nítida la diferenciación, aunque recaiga en la misma persona, entre la personalidad del Presidente de la Caja y la del Gobierno de Navarra. Ha de tenerse en cuenta que, en aquellos momentos, todos los miembros del Gobierno formaban parte del Consejo de Administración de la entidad crediticia, lo que no merece comentario alguno del Tribunal, que resuelve simplemente a la luz de los Estatutos. El Tribunal Supremo reitera aquí su conocida  tesis de que los miembros de los órganos de gobierno de la Caja designados por la entidad pública fundadora no son “cargos públicos”. Sin duda, así es formalmente, pero se precisan altas dosis de refinamiento y sutileza jurídica para neutralizar el hecho inequívoco de que en el año 1987 los miembros del Gobierno de Navarra eran miembros natos del Consejo de Administración de la CAN y lo eran, no por designio de la Ley o porque un sujeto o entidad privada así lo hubiera dispuesto, sino porque la antecesora Diputación Foral –en concurrencia con la Administración estatal– así lo había decidido al aprobar los Estatutos de la entidad. Para la jurisprudencia esta naturaleza privada parece también deducirse de la plena asimilación de la operatoria financiera de las Cajas de Ahorro con las de la Banca privada. A este respecto, la STS de 8 de mayo de 1999 va incluso más lejos, al sostener:

“Es claro que, ante este carácter de las Cajas de Ahorro, la institución del patronazgo no encaja en la actividad mercantil de intermediación en el crédito, por lo que el patronazgo que sobre ellas ostentan los Gobiernos estatal, autonómico o municipal viene limitado a la función benéfico-social que desarrollan las Cajas de Ahorro y al control de las grandes líneas políticas a que se somete su actividad mercantil, pero no puede extenderse al tráfico diario so pena de colapsar su actividad”.

Lo peculiar de esta conclusión no es su propio contenido, referido a la CAN, sino los argumentos legales en que se sustenta, extraídos de lo previsto en el art. 3 de la LFCA de 1987, acerca del Protectorado del Gobierno de Navarra sobre las Cajas de Ahorro; protectorado que no se contemplaba en los Estatutos anteriores vigentes de 1976 y sabido es que la propia Ley Foral excluía de su aplicación a las Cajas sujetas a convenio. La vertiente de la foralidad de la CAN, prácticamente se deja de lado, aunque no era la cuestión central, para aparentemente asimilarla al régimen común y general de las Cajas y que en consecuencia sería atribuible a Caja Navarra, esto es, la de entidad fundacional privada. Precisamente, la sentencia de la Audiencia Provincial de Navarra de 30 de julio de 1994, ya reseñada, que resulta plenamente ratificada por el Tribunal Supremo, entendió que la LFCA de 1987 no era de aplicación a la CAN.

Ambas sentencias, tanto la de la Audiencia Provincial como la del Tribunal Supremo, haciéndose eco de la jurisprudencia constitucional, destacan que las Cajas de Ahorro “constituyen una materia específicamente individualizada frente a las fundaciones” y que “en virtud del propio crecimiento y de la importancia actual de la actividad crediticia”, su inicial carácter de entidades benéfico-sociales ha dado paso a su especial “... consideración como entidades de crédito dentro del sistema financiero”. Es esta la calificación que las dos sentencias atribuyen a la CAN. El Tribunal Supremo enfatiza que el patronazgo del Gobierno de Navarra ha de limitarse a la “función benéfico-social” de la Caja y “al control de las grandes líneas políticas a que se somete su actividad mercantil”. Por su parte, la Audiencia –sin profundizar en ello– apela a la condición estatutaria de la CAN como “entidad de beneficencia privada”, aun reconociendo su prevalente carácter de entidad crediticia. 

Hay alguna sentencia sobre la impugnación de la aprobación de los Estatutos de la CAN por un partido político y por un ciudadano que fue Presidente de la Diputación Foral. Dichas sentencias inadmiten los recursos por razones de legitimación, por lo que no hacen referencia a la naturaleza jurídica de la Entidad. No obstante, en la sentencia del Tribunal Supremo de 20 de enero de 2009, se contiene alguna precisión respecto al carácter de la representación en los órganos de gobierno de la Entidad. El partido recurrente aludía a que miembros de partidos políticos formaban parte de dichos órganos, como representantes de grupos de interés social. El Tribunal Supremo lo rechaza en estos términos:

“Se trataría, además, de trasladar una representatividad política a instituciones que, por la naturaleza de sus funciones, tienen que permanecer ajenas a criterios de índole político-partidista al adoptar sus decisiones.

El hecho de que miembros de Partidos Políticos se encuentren formando parte de los órganos de las Cajas, en nada se opone a lo dicho anteriormente, pues en estos casos su nombramiento se ha hecho no por la pertenencia a un partido, sino como miembro de una Administración Pública u otra organización, a las que la Ley de Cajas se remite para configurar los órganos de su propia estructura.”

Si alguna consecuencia podemos extraer de este razonamiento es que, en opinión del Tribunal Supremo, los criterios de índole político partidista casan mal con el quehacer propio de las Cajas como entidades de crédito, lo que no obsta a la presencia en sus órganos de gobierno de personas pertenecientes a un partido político, pero no por esta condición, “sino como miembros de una Administración Pública u otra organización” en representación de los intereses colectivos.

Por otra parte, el Dictamen del Consejo de Navarra (14/2012, de 12 de abril), antes analizado, aunque no se pronuncia por el carácter público o privado de las Cajas, se hace eco de la jurisprudencia constitucional (SSTC 48/1988 y 49/1988) acerca de su naturaleza jurídica “como entes de carácter social” con “un cierto carácter fundacional”, pero predominando “su condición de entidades de crédito”, y sin que la intervención pública sobre ellas suponga “la conversión de todas las Cajas de Ahorro en entes públicos”. No existe, como ya se ha dicho, un pronunciamiento claro y explícito del Consejo sobre la naturaleza de la CAN, pero tampoco se atisban indicios de que para el órgano consultivo de Navarra dicha naturaleza sea distinta a la de las restantes Cajas de Ahorro españolas, aunque reconozca la singularidad de su régimen organizativo foral.

Finalmente, para la Comisión Nacional de la Competencia, en sus informes y resoluciones sobre la integración de Caja Navarra en Banca Cívica y posteriormente en CAIXABANK (9 de junio de 2010 y posteriores), Caja Navarra es “una institución de crédito de naturaleza fundacional privada”, que “no está bajo el control de ninguna persona física o jurídica”.

c) Así pues, lo que puede constatarse claramente es que partiendo de la configuración estatutaria de la CAN desde 1976, y a la vista de su evolución paralela y similar a las demás Cajas de Ahorro españolas, los operadores jurídicos más relevantes la consideran una entidad de crédito de naturaleza privada plenamente inserta en el sistema financiero español. A pesar de su carácter aforado, no se encuentran en su configuración estructural y funcional características significativas que la diferencien de las restantes Cajas integrantes del sistema financiero, cuya naturaleza privada es sostenida, doctrinal y jurisprudencialmente, de forma tan mayoritaria y concluyente como hemos expuesto en el epígrafe IV.3. Hemos razonado suficientemente el paralelismo, cuando no identidad en lo esencial del modelo, entre la CAN y las demás Cajas de Ahorro, lo cual –en pura lógica– demanda que se predique de todas ellas una misma naturaleza jurídica. Pero, huyendo de abstracciones, podemos realizar un ejercicio práctico de comparación entre la CAN y otra Caja de Ahorros de similar origen y configuración. Este puede ser el caso de CAJASTUR, cuya naturaleza privada ha sido mantenida tanto por el Tribunal Supremo como por el Tribunal Constitucional.

CAJASTUR era una Caja de Ahorros que nace de la fusión de la Caja de Ahorros Provincial de Oviedo y la Caja de Ahorros Municipal de Gijón, entidades ambas con un origen muy similar al de la CAN y la CAMP. De acuerdo con los Estatutos, la configuración de CAJASTUR era prácticamente idéntica a la CAN, en cuanto institución benéfico-social, patrocinada y garantizada por la Diputación y Ayuntamiento mencionados, en cuanto entidades fundadoras. Aunque por aplicación del Real Decreto 2290/1977 las Corporaciones fundadoras no ostentaban mayoría en la Asamblea General, tras la LORCA y la legislación asturiana reguladora de las Cajas de Ahorro, la representación pública –municipios con oficina de la entidad y corporaciones fundadoras– llegó a alcanzar el setenta y cinco por ciento de los integrantes del órgano de gobierno. Tras la Ley  44/2002, dicho porcentaje se redujo al cincuenta por ciento a partir del 1 de enero de 2003. Como puede apreciarse, CAJASTUR ha contado con una representación pública, en determinados momentos, superior a la ostentada en Caja Navarra, para equipararse tras la vigencia de la Ley Financiera de 2002. Además, conforme a lo previsto en la Ley 2/2002, de 23 junio, de Cajas de Ahorros de Asturias, la Administración del Principado ejerce sobre CAJASTUR la tutela y el control que hemos expuesto como típica de la legislación autonómica. Un control que la Administración Foral no tenía legalmente atribuido sobre Caja Navarra. Con estos antecedentes y dada la similitud existente entre CAJASTUR y Caja Navarra, ¿puede sostenerse que ostentan distinta naturaleza jurídica, una, privada y la otra, pública? Creemos que no cabría en un razonamiento lógico, en el contexto de un régimen jurídico sustancialmente idéntico y, partiendo de que los Estatutos de la CAN la catalogan como entidad de naturaleza privada y exenta en su actuación del control de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra, salvo la que es propia al ejercicio del protectorado, a la reforma estatutaria y a la inspección.

En suma, nuestro análisis histórico ha puesto de manifiesto una profunda evolución de la naturaleza de la CAN, desde su consideración como un auténtico servicio provincial (en las propias palabras de la Diputación Foral y de los servicios jurídicos forales y estatales), dependiente de la Diputación Foral, hasta su calificación de entidad de naturaleza estrictamente privada. Como se ha expuesto, ha existido un periodo intermedio (en los inicios de la etapa constitucional) donde el carácter privado de la institución era, a nuestro juicio, discutible desde una perspectiva material. No obstante, ya conocemos la doctrina invariablemente sostenida por la jurisdicción constitucional y ordinaria, desde mediados de los años setenta del siglo XX, acerca de la consideración de las Cajas como entidades privadas de interés social. No existían diferencias relevantes de régimen jurídico para no tener en la misma consideración a la CAN. Por otra parte, partiendo de la negación por el Tribunal Supremo del carácter de servicio municipal a la CAMP, difícilmente podría sostenerse que de su fusión con la CAN –estatutariamente definida como entidad privada– pudiera generarse el nacimiento de un ente público. Para el realismo jurídico americano la verdad jurídica es la que establecen los Tribunales. La justicia española ha hablado con suficiente claridad acerca del carácter privado de las Cajas de Ahorro. A ello nos atenemos.

Al examinar esta problemática desde la perspectiva general en el epígrafe III.3 hemos realizado determinadas observaciones a la citada jurisprudencia, que –a nuestro juicio– no valoró suficientemente la relevancia del efectivo control público interno y externo a que han estado sometidas las Cajas durante muchos años. Estas mismas observaciones las damos aquí por reproducidas en lo que hace al control público interno de la CAN, especialmente, hasta el año 2000. Para nosotros, conforme a lo expuesto, la presencia íntegra del Gobierno de Navarra en el Consejo de Administración de la CAN, suponiendo una neta mayoría del órgano de gobierno, difícilmente podría resultar inocua jurídicamente. Ejemplos hemos puesto de que, a determinados efectos, operadores jurídicos relevantes consideran a las Cajas de Ahorro, como empresas o entes públicos, si la representación pública era mayoritaria en sus órganos de gobierno y Administración. Precisamente por ello, la ley limitó la representación pública a una presencia no mayoritaria y esto acabó también sucediendo con la CAN, cuyos Estatutos de 2010 renegaron finalmente de la reconocida presencia “público-política” en el gobierno de la entidad.

Dicha presencia público-política puso de relieve un cierto grado de dependencia pública de la CAN, especialmente del Gobierno de Navarra, más o menos intenso según el momento que se examine. Pero de nuevo tendremos que evocar las palabras del Tribunal Constitucional, para quien ese control público no implicaba la “publificación” de las Cajas de Ahorro.

5. La inspección y supervisión de Caja Navarra.

En el epígrafe II.3.1.º hemos examinado el Decreto 1473/1971, de 1 de julio, dictado para el traspaso de funciones del Instituto de Crédito de las Cajas de Ahorro al BDE, en el que se encomiendan a la autoridad financiera las funciones de “alta dirección, coordinación e inspección de las Cajas de Ahorro”. A su vez, en el epígrafe IV.3.2.º se ha transcrito el art. 45 de los Estatutos de la CAN de 1976, relativo a la inspección de la entidad. El contraste entre lo dispuesto en el precepto estatutario y el contenido del Decreto 1473/1971, vigente en aquel momento, pone de relieve que se realiza un reparto competencial entre la Diputación Foral y el BDE en materia de inspección de la CAN, tomando como base la propia descripción literal de las funciones inspectora y de alta dirección que la norma estatal asigna a la autoridad  financiera. Por tanto, en forma bien consciente, se asignan a la Diputación funciones que, en el régimen común corresponden estrictamente al BDE. Así resulta:

a) El art. 45.a) de los Estatutos establece que la Diputación “dispondrá y realizará inspecciones periódicas... para comprobar el cumplimiento de las normas vigentes en relación con balances, estructura de cuentas, intereses que se apliquen y en lo referente al cumplimiento de las normas generales y estatutarias que regulan su funcionamiento y operaciones”. Por su parte, el apartado b) del art. 45 dispone que “dispondrá y realizará las inspecciones extraordinarias sobre cualquier aspecto de la actividad de la Caja”. Si se compara atentamente lo previsto en tales apartados del precepto estatutario con lo establecido en al artículo tercero, apartado C, letras a) y b) del Decreto 1473/1971 se comprobará que coinciden literalmente, con la salvedad del término “realizará”
b) Coincide también en forma prácticamente literal lo previsto en el artículo tercero, apartado A, letra a) del Decreto (en materia de “alta dirección” del BDE) con lo dispuesto en el artículo 45.c) de los Estatutos. El primero asigna al BDE, respecto a todas las Cajas, como el segundo lo hace a la Diputación respecto a la CAN, la vigilancia y la exigencia del “... cumplimiento de las órdenes emanadas del Ministerio de Hacienda y el de estos Estatutos en materia de inversión de fondos de ahorro, de beneficios, de rendición de balances y cuentas de resultados, constitución y materialización de reservas”. Omite el precepto estatutario la referencia contenida en la norma estatal a las disposiciones sobre apertura de oficinas o cualesquiera otras sobre el “funcionamiento de estas entidades” (Cajas de Ahorro).

c) Los apartados d), e) y f) del artículo 45 de los Estatutos se refieren a la forma de realizar las inspecciones por la Diputación Foral y su relación con las facultades de supervisión de BDE. Dicen así: 

d) La Diputación practicará las operaciones de inspección con arreglo a las instrucciones y modelos que el Banco de España le curse, para que tenga lugar en los mismos términos y con los mismos datos que en el resto de las Cajas de Ahorro.

e) La Diputación Foral de Navarra informará al Banco de España de todas las actuaciones de inspección a que se refieren los apartados anteriores, con remisión de copia de las actuaciones inspectoras.

f) No obstante queda a salvo la alta Inspección que al Banco de España atribuyen las disposiciones legales.

Lo previsto en el reiterado precepto estatutario se ha mantenido de forma invariable hasta los Estatutos vigentes de la CAN, con la excepción de las facultades de vigilancia y exigencia del cumplimiento de las disposiciones dictadas por el Ministerio de Hacienda (apartado c) del artículo 45), que desaparece de los Estatutos de 2010. En relación con todo ello, es de destacar lo siguiente: 

● En forma convenida entre el Estado y Navarra, como es propio de la naturaleza de los Estatutos, se establece que las inspecciones ordinarias de carácter periódico, así como las extraordinarias, sobre la CAN no las ejerce directamente el BDE, tal como sucede en el régimen general, sino que se atribuyen a la Diputación Foral, quien las “dispondrá y realizará”. No pueden ser más terminantes al respecto los Estatutos. Al propio tiempo, hasta el año 2010, correspondía también a la Diputación la vigilancia y exigencia a la CAN del cumplimiento de las disposiciones generales y estatutarias relativas a la inversión de los fondos, de los beneficios, de la rendición de cuentas y de la constitución y materialización de reservas, esto es, los aspectos más relevantes acerca de la solvencia y seguridad de la entidad. La inspección a practicar por la Diputación puede extenderse a “cualquier aspecto de la actividad de la Caja”.
● De forma más o menos directa, se reconoce la vinculación de la CAN a la normativa vigente para las entidades de crédito, así como a las órdenes e instrucciones dictadas por las autoridades financieras, esto es, el Ministerio competente y el BDE. La sujeción a lo que se ha dado en llamar supervisión general del BDE es clara, lo cual –por ejemplo– se plasma en que las facultades inspectoras de la Diputación sobre la Caja se han de ejercer “con arreglo a las instrucciones y modelos que el BDE le curse” y tendrán lugar “en los mismos términos y con los mismos datos que el resto de las Cajas de Ahorro”. Dicha supervisión general se concreta también en el deber de informar al BDE de las inspecciones realizadas y de sus resultados, para el ejercicio por la autoridad financiera de las competencias que ostenta. Por último, y de forma especialmente simbólica, se reconoce la Alta Inspección del BDE, expresión de perfiles ambiguos, pero que comprende todo lo expresado con anterioridad y, en último término, reconoce sus superiores atribuciones como autoridad financiera.

Puede sostenerse, por tanto, que corresponde a la Diputación la inspección de la CAN, cuyo ejercicio tendrá lugar tal como la realiza el BDE respecto a las Cajas de régimen común.

● Puede sorprender, a la vista del trascendental papel del BDE en materia de supervisión de entidades de crédito, según hemos razonado en el epígrafe correspondiente, que se atribuyan a la Diputación Foral tan amplias facultades de inspección, con arreglo a un sistema peculiar que se aleja tanto del general afectante a las Cajas de régimen común. Desde la perspectiva foral, sin embargo, el sistema de inspección establecido en 1976 puede considerarse la culminación y reconocimiento de una aspiración de la Diputación Foral, mantenida desde la constitución de la CAN, tal como hemos puesto de relieve en el relato histórico. La Diputación Foral y sus servicios jurídicos siempre han defendido su competencia para inspeccionar la CAN y este aspecto fue una fuente recurrente de conflictos con el Estado.

Si las escasas inspecciones realizadas por la Diputación y en tan significativos momentos, según nuestra investigación, concuerdan con la realidad del ejercicio de esta competencia foral, pudiéramos decir que desmerecen de la determinación manifestada por las instancias navarras en defensa de estas facultades inspectoras desde la constitución de la CAN hasta 1980, periodo en que se ha centrado nuestra investigación.

● En el epígrafe III.2.2º hemos examinado el alcance de las competencias de supervisión e inspección del BDE sobre las entidades de crédito. Allí hemos expuesto el criterio jurisprudencial, derivado de la legislación estatal de general aplicación, según el cual en “materia de solvencia y seguridad de las Cajas de Ahorro corresponden al Gobierno y al BDE”, como competencias básicas del Estado, las relativas a las inspección, disciplina y sanción. De acuerdo con dicha jurisprudencia se ha extraído la consecuencia de que las competencias del BDE en supervisión de las Cajas son amplísimas y las de las Comunidades Autónomas, prácticamente residuales. No coincidimos con las tesis que aplican miméticamente este esquema general sobre la CAN y nada hay, a nuestro juicio, que fundamente o avale la restricción de las facultades inspectoras de la Diputación a aspectos organizativos y de aplicación de la obra social. Y ello porque:

a) Las funciones inspectoras asumidas por la Diputación, conforme al precepto estatutario de reiterada mención, constituyen una copia literal de las que correspondían al BDE, como autoridad financiera y que comprendían todos los aspectos relativos a la operatoria de intermediación financiera de las Cajas, tal como estaban establecidas en la década de los setenta del siglo XX. Hemos expuesto su contenido, que no hemos de repetir, y bien fácil es constatar que comprenden lo relativo a la solvencia y seguridad de la entidad, términos acuñados posteriormente, pero que siguen refiriéndose a las inversiones de fondos, destino de excedentes y constitución de reservas, materias todas ellas bajo la inspección y vigilancia de la Diputación sobre la CAN; inspección que, hemos de reiterar y enfatizar, podía afectar “a cualquier aspecto de la actividad de la Caja”.

Es esta, en efecto, una facultad singular ínsita a la competencia foral sobre la CAN, que se separa del sistema de inspección y supervisión establecido con carácter general por la legislación básica estatal. Una peculiaridad “concordada” entre el Estado y Navarra, bajo la intermediación del BDE, que no es un convidado de piedra en el proceso negociador. Por otra parte, la propia Ley de Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito, así como la LORCA, disponen que el reparto competencial en materia de supervisión e inspección se entiende sin perjuicio “... de lo que resulte de los convenios entre el BDE y las Comunidades Autónomas” (art. 43 bis, apartado 8, de la LDIEC y disposición adicional primera, apartado 3, de la LORCA). La citada STS de 4 de mayo de 2010 sostiene que la celebración de estos convenios entre el BDE y las Comunidades Autónomas “... hay que entender que incluso dentro de las propias competencias del órgano regulador”.

b) El hecho de que la CAN, en su aspecto funcional de intermediación financiera, haya estado sujeta siempre a la legislación general y así haya sido reconocido en todo momento por las instancias forales y por los Estatutos, no implica que la inspección para la verificación del cumplimiento de las disposiciones de general aplicación tenga que estar necesariamente atribuido al regulador estatal, como sucede con las Cajas de régimen común. Las instancias forales han defendido de forma perseverante las facultades inspectoras de la Diputación y así lo reconocen los Estatutos convenidos, si bien con sujeción a las instrucciones y modelos del BDE, en la forma ya expuesta. En la vertiente práctica, como hemos señalado, bien clara quedaba la disección cuando efectivamente se realizaron inspecciones dispuestas por la Diputación. Hemos de recordar que, en la inspección de 1978, se utilizaron los modelos del BDE, y los inspectores advertían que en el examen de los aspectos funcionales de la CAN se ceñían estrictamente a la normativa estatal y a las instrucciones dictadas por el BDE.

Por otra parte, de los Estatutos se deriva que las decisiones fundamentales a adoptar, a resultas de las inspecciones, corresponden al BDE. No se atribuyen a la Diputación Foral, sino que esta debe trasladar las inspecciones realizadas al órgano estatal regulador, quien ostenta la Alta Inspección y a quien corresponde la adopción de cualquier decisión sobre el cumplimiento de las normas de ordenación y disciplina, formulando los correspondientes requerimientos.

● Es habitual escuchar la observación acerca de la inconveniencia de que quien tiene la influencia dominante sobre una entidad ostente al mismo tiempo la facultad inspectora sobre ella. No parecen existir dudas acerca de esto y, por ello, se dota a los controles internos de la debida independencia y se establecen fiscalizaciones externas a cargo de órganos independientes del fiscalizado. Con desconocimiento de estas elementales normas, durante muchos años el Gobierno de Navarra ha ejercido una influencia dominante sobre la CAN y simultáneamente ha ostentado relevantes funciones inspectoras sobre la entidad. Ya conocemos la raigambre foral en que se ha sustentado esta situación. Quizá el Fuero debiera haberse acompasado a las normas generalmente aceptadas de control interno y de fiscalización externa, más aún en virtud del prevalente papel atribuido al BDE como autoridad financiera y organismo regulador, con un reforzamiento funcional instado por la Unión Europea. No ha sido así y las facultades inspectoras de la Diputación Foral sobre la CAN han permanecido, en lo sustancial, invariables hasta la actualidad. Ha habido oportunidad para cambiar este estado de cosas en las reformas estatutarias de 2000, 2004, 2010 y 2012, y cuantas veces se hubiera querido, si existía convicción acerca de un nuevo modelo de inspección. Nada se ha hecho al respecto y los Estatutos de la CAN siguen manteniendo el régimen de inspección que se ha analizado. Sin perjuicio de las opiniones extrajurídicas que ello pueda suscitar, jurídicamente las cosas eran claras: en términos imperativos se establece que la Diputación dispondrá y realizará inspecciones periódicas y extraordinarias sobre la CAN.
VI el proceso de reestructuración del sector de cajas de ahorros.

1. El planteamiento general normativo.

En el año 2009 se inicia un proceso general de reestructuración del sector financiero español, que afecta profundamente a las Cajas de Ahorros, vertiente esta última que será objeto de nuestra atención. Al margen de la profusa y compleja legislación dictada en los últimos cuatro años, la mayor parte por vía de urgencia (Reales Decretos-ley), nuestra información procede esencialmente de los organismos reguladores estatales, tales como Banco de España (BDE), la Comisión Nacional de la Competencia y la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV). Reseñaremos en primer lugar la legislación dictada, que contiene reiteradas reformas de la normativa anterior, junto a iniciativas radicalmente novedosas: 

● Real Decreto-ley 9/2009, de 26 de junio, de reestructuración bancaria y reforzamiento de los recursos propios de las entidades de crédito, que constituye el Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria (FROB), con el objeto de gestionar los procesos de reestructuración y reducción de entidades de crédito y contribuir a reforzar sus recursos propios. Fue derogado por la Ley 9/2012, de 14 de noviembre.

● Real Decreto-ley 6/2010, de 9 de abril, de medidas para el impulso de la recuperación económica y el empleo, cuyo artículo 25 tiene una completa regulación de los sistemas institucionales de protección (SIP), añadiendo una nueva letra d) al apartado 3 del artículo 8 de la Ley 13/1985, de 25 de mayo, de coeficientes de inversión. El artículo 26 reduce los plazos y otros trámites de actuación del FROB.

● Real Decreto-ley 11/2010, de 9 de julio, de órganos rectores y otros aspectos del régimen jurídico de las Cajas de Ahorros, que regula de nuevo los sistemas institucionales de protección, el ejercicio indirecto de la actividad financiera a través de un banco y las fundaciones de carácter especial. Introduce reformas en el gobierno corporativo de las Cajas, limitando el porcentaje de representación pública en sus órganos de gobierno y, además, modifica el régimen de las cuotas de participación, a las que se dota de derecho a voto, para potenciar el aumento de los recursos propios de estas entidades de crédito.

● Real Decreto-ley 2/2011, de 18 de febrero, de reforzamiento del sistema financiero. Esencialmente, establece mayores exigencias de solvencia, incrementando los requerimientos de capital principal, que se establecen en el ocho por ciento de los activos ponderados por riesgo con carácter general, pero se eleva al diez por ciento para aquellas entidades o grupos que no hayan colocado al menos el veinte por ciento de su capital entre inversores terceros y tengan un porcentaje de financiación mayorista superior al veinte por ciento.

● Real Decreto-ley 2/2012, de 3 de febrero, de saneamiento del sector financiero. Tiene por objeto afrontar lo que se denomina el “gran lastre” del sector bancario por la magnitud de su exposición a los activos relacionados con el sector inmobiliario, que habían sufrido un fuerte deterioro. Se establece un plan de saneamiento del sector financiero que contempla requerimientos de provisiones y capitales adicionales para cubrir el deterioro en los balances, ocasionado por los activos en situación de riesgo vinculados a la actividad de promoción inmobiliaria.

● Ley 8/2012, de 30 de octubre, de saneamiento y venta de activos inmobiliarios del sector financiero. Se elevan las provisiones sobre las financiaciones en situación de riesgo normal relacionadas con el suelo para promoción inmobiliaria y con las construcciones o promociones inmobiliarias. Se separan los activos inmobiliarios adjudicados a través de su traspaso obligatorio a sociedades para la gestión de activos.

● Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración y resolución de entidades de crédito. Se definen los distintos escenarios de crisis y sus marcos de gestión, contemplando la “actuación temprana”, la “reestructuración” y la “resolución”. La Ley pretende distinguir clara y eficazmente dicha triple distinción y establecer los instrumentos y medidas que puedan adoptarse respecto a cada uno de los casos, así como los efectos que de ellos puedan derivarse. Adelantándose al derecho comunitario, la Ley adapta su contenido a la propuesta de la Directiva de la Comisión Europea de 6 de junio de 2012. La “reestructuración” afecta a las entidades de crédito que requieren apoyo financiero público para garantizar su viabilidad, cuando existan elementos objetivos que hagan razonablemente previsible que dicho apoyo será reembolsado o recuperado. La “resolución” se contrae a entidades crediticias inviables que, por razones de interés público y estabilidad financiera, resulta necesario evitar su liquidación concursal. Se impulsa el reforzamiento de la solvencia de las entidades de crédito (a partir del 1 de enero de 2013, core tier 1 de 9 %). Ni que decir tiene que la Ley contiene numerosas modificaciones de la legislación que anteriormente ha sido calendada.

Prácticamente toda la normativa examinada, reguladora en general del proceso de reestructuración y resolución de las entidades de crédito constituye legislación básica o de aplicación general en virtud de los títulos competenciales estatales, conforme a lo previsto en el art. 149.1.11.ª, 13.ª y 14.ª, esto es, los relativos a las bases de la ordenación del crédito y la banca, a las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, y de la Hacienda General y deuda del Estado. Es difícil emitir un juicio global sobre la adecuación de tan vasta legislación a los títulos competenciales del Estado. En general no se ha sometido a discusión tal adecuación ni, en lo que nos ha tocado examinar, encontramos nosotros óbices de orden competencial para la emanación estatal de esta legislación reguladora del proceso de reestructuración financiera.

2. Las causas y los remedios de la reestructuración del sector de las Cajas de Ahorros.

Es mucho lo que se ha dicho y escrito acerca de la crisis en el sector de las Cajas de Ahorro a partir de 2009. De todo lo cual nos hacemos eco en alguna medida, pero con una incidencia mayor en las fuentes de información provinentes de las exposiciones públicas de los altos cargos del BDE y de sus notas informativas. Para estas fuentes, la crisis del sector financiero –en el marco de una crisis y recesión económica general de muchos países occidentales– afectó al activo, al pasivo y a las estructura de las entidades de crédito. Desde la perspectiva estructural, se detectó un exceso de capacidad instalada, derivada de un prolongado crecimiento de la actividad crediticia, que no se adecuó a la “evolución previsible del negocio bancario”. Por el lado del pasivo, se pasó de una tradicional captación de depósitos minoristas a una internacionalización de las fuentes de financiación, lo que generó una mayor vulnerabilidad como consecuencia de la crisis internacional. El mayor peligro, en la vertiente del activo, provino de una exposición mayoritaria al crédito hipotecario.

Todo lo anterior incidió de forma decisiva en las Cajas de Ahorro. A juicio del BDE, dos factores característicos de estas entidades influyeron en su pérdida de solvencia y en la acumulación de desajustes, que tuvo lugar en muchos casos. Ambos factores derivaban de la naturaleza fundacional de las Cajas y de su gobierno corporativo. Por un lado, la fuerte presencia de representación pública, junto a la ausencia o reducción de la disciplina impuesta en el mercado por la ausencia de accionistas, no facilitó la toma de decisiones en reacción a la situación. Por otro, este modelo no societario dificultó la absorción de capital externo de calidad. No acostumbró el BDE a insistir en el distinto comportamiento de las diversas Cajas, aunque los hubo, con resultados bien dispares en cuanto a su solvencia y estabilidad. Todo ello generó la necesidad de dictar una batería de medidas legislativas dirigidas a solventar los desajustes detectados y que, en términos generales, se resumen en lo siguiente:

● Creación del FROB para facilitar los procesos de integración institucional viables, reforzando la solvencia y reduciendo la capacidad instalada de las entidades afectadas. A tales efectos, las ayudas públicas se condicionaban al cumplimiento de los planes de reestructuración. Ya en 2011 se potencia la capacidad de actuación del FROB, cuya financiación se articula solo a través de acciones ordinarias. En el caso de Cajas de Ahorros respaldadas en su capitalización por el FROB, debían transformarse en la modalidad jurídica a que nos referiremos y elaborar un plan detallado de ajustes a supervisar y aprobar por el BDE.

● Reforma legal de la institucionalidad de las Cajas de Ahorro para permitir la captación de capital de calidad, favorecer la profesionalización de su gobierno y administración e impulsar una mayor disciplina de los mercados. Bajo tales directrices, se actuaron las siguientes medidas que analizaremos con mayor profundidad en cuanto se puedan relacionar con la situación de Caja Navarra. a) Se reforzaron las fuentes de ampliación de recursos, especialmente, modificando el régimen jurídico de las cuotas participativas, a las que se otorgaron derechos de voto. b) Se modificó la LORCA para limitar la representación pública en los órganos de gobierno al 40 por 100 de sus integrantes. c) Siguiendo las pautas iniciadas antes de 2009 sobre reforma de la normativa contable sobre provisiones por insolvencia, se establecieron incrementos de las ratios de capital principal, afectantes a todas las entidades de crédito. d) Desde el prisma estructural, se posibilitó, en principio de manera estrictamente opcional, a las Cajas de Ahorros continuar con su status tradicional, integrarse en un SIP, ejercer indirectamente la actividad financiera a través de un banco o, finalmente, transformarse en una fundación de carácter especial con participación accionarial en un banco al que se cede todo el negocio.

Para finalizar este apartado nos referiremos a ciertos aspectos del proceso de reestructuración de las Cajas de Ahorro que, más allá de su teórica actuación funcional, fue inducido, cuando no impuesto por el organismo regulador español, la Unión Europea y otras instancias internacionales. Antes de ello hemos de reflejar los datos expresado por un informe de la Confederación Española de Cajas de Ahorro (CECA), de 8 de marzo de 2013. Según dicho informe, de un total de 45 Cajas de Ahorros (a comienzos de 2010), 43 han participado o se encuentran participando en algún proceso de consolidación, lo que en volumen de activos expresa el 99,9 por 100 del sector. De 45 entidades se ha pasado a 14 entidades o grupos de entidades. El número de oficinas de Cajas de Ahorro se ha reducido en un 20,5 por 100 y el de empleados en un 19,6 por 100. Solamente las Cajas denominadas Caixa Ontinyent y Colonya Caixa Pollença continúan con su configuración tradicional. Son datos bien expresivos acerca del sentido y alcance del proceso de reestructuración y resolución verificado en los últimos años.

● En lo que al impulso del proceso de transformación de las Cajas hemos de comenzar por el Fondo Monetario Internacional (FMI). Sin extendernos a otras actuaciones, nos hacemos eco de su informe de 24 de mayo de 2010. El FMI recomendaba a España “acelerar la reestructuración del sistema financiero para reducir la sobrecapacidad y dar lugar a instituciones más robustas”; entendía que el proceso, al amparo del FROB, era demasiado lento y recomendaba acelerarlo. Sobre las Cajas de Ahorros, en particular, entendía que su marco legal debía adaptarse al nuevo marco económico y que la prioridad legislativa era “reducir la influencia política en las Cajas, impulsar su capacidad para aumentar capital y ofrecer la oportunidad a las Cajas de convertirse en sociedades tenedoras de acciones”. Pese a este modo de expresarse, no ocultaba el FMI la conveniencia de utilizar medidas legales coercitivas al servicio de la consecución de tales objetivos.

El Comité de Supervisión Bancaria de Basilea, con anterioridad a 2010, venía adoptando acuerdos de regulación financiera para mantener una relación proporcionada entre el capital exigido y el riesgo asumido por las entidades crediticias. Ante la crisis económica iniciada en 2008, el Comité llegó a la convicción de que los anteriores acuerdos sobre exigencias de capital no habían sido efectivos. Se llegó así al Acuerdo de septiembre de 2010 (Basilea III), por el que se endurecían las exigencias de capital, pero defiriendo su efectividad al periodo comprendido entre el 1 de enero de 2013 y el 31 de diciembre de 2019. España, como veremos, aplicó con antelación los Acuerdos de Basilea III (Real Decreto-ley 2/2011).

La Unión Europea hasta hace poco no ha tenido una clara posición respecto a las Cajas de Ahorro. Puede decirse que, a pesar de haber dictado algunas Directivas respecto a la homogenización de las entidades de crédito en los distintos países, renunció a medidas propias de armonización general. A nuestro juicio, algo tiene que ver con ello el peculiar modelo jurídico de las sparkassen alemanas y su firme defensa hasta ahora por la República Federal. Las relaciones entre Alemania y la Unión Europea sobre esta materia podrían enseñarnos lecciones muy provechosas respecto a nuestra propia situación. No podemos extendernos en ello, y solo destacamos el apunte ya realizado acerca de que ha logrado, en lo esencial, neutralizarse la garantía pública respecto al funcionamiento de las sparkassen. En relación con España, lo decisivo hoy es el Memorando de Entendimiento sobre condiciones de Política Sectorial Financiera de 23 de julio de 2012, fraguado al amparo del Acuerdo Marco de la facilidad Europea de Estabilización Financiera. Dicho Memorando, de carácter obligatorio, contiene entre sus objetivos principales, entre otros, uno relativo a la reestructuración del sector de las Cajas de Ahorros. A este respecto, se señala expresamente: 

“Se reforzarán los mecanismos de gobernanza de las antiguas cajas de ahorros y de los bancos comerciales bajo su control. Las autoridades españolas prepararán para finales de noviembre de 2012 normas que aclaren la función de las cajas de ahorro en su calidad de accionistas de entidades de crédito, para, en último término, reducir su participación en las mismas hasta un nivel no mayoritario. Es más, las autoridades propondrán medidas para reforzar las normas de idoneidad de los órganos de gobierno de las cajas de ahorros y para adoptar requisitos de incompatibilidad para los órganos de gobierno de las antiguas cajas de ahorros y los bancos comerciales bajo su control. Más aún, para finales de noviembre de 2012, las autoridades españolas presentarán una hoja de ruta para la eventual elaboración de la relación de bancos incluidos en la prueba de resistencia que hayan gozado de ayudas estatales dentro de su proceso de reestructuración.”

Los requerimientos, tal como se observa, afectan al nuevo modelo de las Cajas derivado de la reestructuración y su gobernanza. El objetivo es que estas entidades reduzcan su participación en los bancos hasta alcanzar un nivel no mayoritario, y que los integrantes de los órganos de gobierno sean idóneos y sujetos a estricta incompatibilidad entre dichos cargos y los de los bancos comerciales controlados.

● En lo que hace al impulso del BDE, según sus propios dirigentes y las memorias elaboradas, el protagonismo del organismo regulador español es indiscutible. En abril de 2011, el Subgobernador del BDE sostenía que lo característico del proceso de concentración de las Cajas de Ahorros era “que ha tenido que ser animado con medidas regulatorias, incluidos apoyos públicos, para proteger la estabilidad de la financiación interior y, desde luego, ha sido impulsado por el BDE como una condición necesaria para afianzar el futuro”. El propio Subgobernador exponía las razones que reclamaban la reestructuración, al igual que lo hiciera en noviembre de 2010, cuando advertía de la necesidad de perseverar en los “procesos de integración”, asegurándose de que “no hay vacilaciones en los planes de integración”. Todo lo cual se señalaba ante la constatación, a finales del año 2010, del agravamiento  de los desajustes por “el incremento de la morosidad en un contexto de exceso de inversión en el sector de la construcción y de la promoción inmobiliaria”. Finalmente, por no sobrecargar las citas, en la Memoria de supervisión bancaria en España, 2010, se reconoce que “el BDE impulsó que las Cajas integrantes de un SIP traspasasen su negocio financiero a la entidad de crédito central y profundizasen sus ajustes en materia de gastos estructurales”. Al margen de lo que la propia Institución declara, ha de tenerse en cuenta la intervención del BDE en prácticamente todas las facetas del proceso, informando, supervisando y, en su caso, autorizando o aprobando generalmente todas las medidas de integración, creación de bancos, ampliaciones de capital, estrategias y planes de recapitalización, etc, conforme a la profusa legislación entonces vigente. No parecía tarea fácil, en dicho contexto, sustraerse a las directrices del organismo regulador, en el marco de una legislación cada vez más exigente en materia de solvencia y seguridad financiera.

Visto el proceso desde la atalaya actual quizá sea fácil, atendiendo al resultado alcanzado, describirlo como la historia de una transformación anunciada de las Cajas. Pero es que, cada medida legislativa adoptada constituía en potencia un nuevo paso en la desnaturalización del modelo tradicional de Cajas de Ahorro. En principio, conforme a lo previsto en los arts. 4, 5 y 6 del Real Decreto-ley 11/2010, las distintas alternativas de configuración –modelo tradicional, SIP, ejercicio indirecto de la actividad financiera y fundación especial– parecían concebidas como simples alternativas de reestructuración, pero – finalmente– se revelaron como estadios de un proceso en las siguientes fases que constituyen una simple generalización: 1.ª Constitución de un SIP como alternativa a la fusión de Cajas. 2.ª Creación de un banco al que se encomienda el ejercicio indirecto de la actividad crediticia, segregando el negocio financiero de las Cajas. 3.ª Transformación de las Cajas en fundaciones de carácter especial, lo cual era un final inexorable para muchas de ellas en las que concurrían los requerimientos legalmente establecidos.

Por otra parte, la experiencia italiana sobre el proceso de reconversión de las Cajas de Ahorro puede haber suministrado las oportunas lecciones para el caso español, puesto que, con más de veinte años de adelanto, se culminó una reforma de enorme paralelismo con la verificada en España. En efecto, la llamada “Ley Amato” de 1990 y una serie de disposiciones complementarias acarrearon la segregación de los dos tipos de actividad de las Cajas de Ahorros, la benéfico-social y la financiera. Al igual que ha acabado sucediendo en España, el negocio bancario pasó a ser administrado por una sociedad anónima con estatuto de Banco y la actividad benéfico-social continuó desempeñándola una fundación, que era la propietaria de las acciones del Banco. A raíz de ello, en el marco de un proceso lento y difícil, en el que no podemos extendernos, la controversia se ha situado en la naturaleza de las fundaciones y en el control de los bancos. Ha habido normativa orientada hacia la desinversión progresiva en los bancos, a través de incentivos fiscales, y hacia la diversificación del objeto y patrimonio de dichas fundaciones.

3. Régimen jurídico del proceso de reestructuración.

1.º El objeto específico de análisis.

Anteriormente hemos reseñado el conjunto de la normativa reguladora del proceso de reestructuración y resolución de las Cajas de Ahorro, así como las medidas adoptadas y objetivos perseguidos por dicha legislación. Ni mucho menos podemos introducirnos en su examen en profundidad, por lo que habremos de limitarnos al análisis de los aspectos que tiene relación con el singular proceso de transformación de Caja Navarra, tanto desde la perspectiva de la regulación general como de las previsiones estatutarias. A tales efectos, se ha de precisar ya de forma sucinta dicho proceso de transformación de Caja Navarra. Nos permitiremos denominar a las Cajas concernidas por su nombre comercial, por ser sobradamente conocidas.

Caja Navarra, Caja Burgos y Caja Canarias suscriben un contrato de integración el 7 de abril de 2010, aunque con acuerdos previos que datan, según consta, del 3 de diciembre de 2009. El Grupo se denomina BANCA CÍVICA S. A., que constituye un Banco con forma de Sociedad Anónima. Posteriormente, el 10 de diciembre de 2010, mediante addenda al contrato inicial, se integra en el Grupo CAJASOL (resultante de la fusión de esta con Caja Guadalajara), suscribiéndose el correspondiente contrato de adhesión, que no afecta en lo sustancial a la anterior naturaleza de la integración ni a su estructura de control. BANCA CÍVICA y Caixabank suscriben un acuerdo de integración (26 de marzo de 2012), conforme a un proyecto de fusión por absorción de la segunda sobre la primera, que es ratificado por los Consejos de Administración de ambas entidades el 18 de abril de 2012. De acuerdo con ello, Banca Cívica se extingue por disolución sin liquidación. Pues bien, teniendo en cuenta que se está ante la inicial constitución de un SIP por diversas Cajas de Ahorros, con posterior ejercicio indirecto de la actividad financiera a través de un banco central del Grupo, que definitivamente desemboca en una fusión bancaria, será este el proceso –junto con sus avatares conexos, tales como ayudas del FROB y ampliaciones de capital– lo que será examinado a la luz de la legislación vigente, preferentemente desde la perspectiva de su supervisión y control por los poderes públicos competentes.

2.º Los sistemas institucionales de protección, la transformación de las Cajas y los aspectos anexos.

A) Los sistemas institucionales de protección (SIP).

Para entender la verdadera funcionalidad de los SIP, también denominados “fusiones frías”, se ha de partir de que, en general, la legislación autonómica atribuía a la Administración de la respectiva Comunidad Autónoma la potestad de autorizar las fusiones plenas de las Cajas de Ahorro, previo informe del BDE, siendo necesario el acuerdo conjunto de los diversos gobiernos autonómicos concernidos para el caso de entidades con sus sedes centrales en distintas Comunidades Autónomas (disposición adicional 5.ª de la LORCA). Pero, al margen de las fusiones formales, ya el art. 8 de la Ley 13/1985 contemplaba la posibilidad de acuerdos de integración de entidades de crédito para una dirección común, considerados como grupos consolidados de entidades de crédito. No obstante, pese a la modificación del precepto por la Ley 36/2007, se consideraba que tales acuerdos no ofrecían suficiente seguridad jurídica. Tras la constitución del FROB en 2009, muchas Cajas de Ahorro no fueron capaces por si solas de afrontar planes de actuación para el reforzamiento de su solvencia y liquidez. Fue por ello que el Gobierno dictó el Real Decreto-ley 6/2010,de 9 de abril, en cuyo art. 25 se estableció el nuevo régimen jurídico de los SIP. 

Para los expertos, la instauración del nuevo SIP se fundamentó, esencialmente, en dotar de la máxima celeridad a la integración de las Cajas de Ahorro, soslayando las eventuales intervenciones obstativas y retardatarias de las Comunidades Autónomas, cuya autorización –como sabemos– era preceptiva en el caso de fusiones formales y plenas. De ahí que se califique a los SIP de fusiones frías, desprovistas de ciertos requerimientos afectantes a las fusiones plenas, pero con capacidad para obtener similares resultados a los de estas. Los caracteres del SIP, conforme a la normativa citada, pueden sintetizarse así:

● Formalización a través de un acuerdo contractual de integración con un deber de permanencia mínimo de diez años.

● Existencia de una entidad central del grupo, de nueva constitución o una de las integrantes del SIP, que determinará de forma vinculante sus políticas y estrategias de negocio y otros aspectos comunes.

● Compromiso mutuo de solvencia y liquidez extensible como mínimo al 40% de los recursos propios, así como idéntico porcentaje de puesta en común de resultados, proporcionalmente distribuidos entre los entes integrantes.

● Cumplimiento de los requisitos de solvencia en materia de recursos propios, con ponderación de riesgo 0%, a juicio del BDE.

A todos los requisitos anteriormente señalados, el Real Decreto-ley 11/2010 añadió que, en el caso de SIP constituidos por Cajas de Ahorro, necesariamente la entidad central habría de ser una sociedad anónima (Banco) participada por las Cajas integrantes en al menos el 50% de su accionariado. A continuación expondremos el sistema de control público de la articulación del mecanismo de integración que nos ocupa:

a) El BDE, como autoridad financiera, desempeña lógicamente un papel trascendental. A este organismo regulador compete la supervisión de todo el proceso de constitución del SIP y comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos. Puede hablarse, aunque impropiamente de una aprobación de la constitución, porque esta no puede realizarse con la oposición de la autoridad financiera (art. 8.3.d.IV de la Ley 138/1985, conforme a la redacción de los Reales Decretos 6/2010 y 11/2010).

b) En la medida en que la entidad central gestora del SIP ha de ser  un Banco, su creación corresponde autorizarla al Ministerio de Economía y Hacienda, previo informe del BDE y del Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención de Blanqueo de Capitales (art. 1 del Real Decreto 1245/1995, de 14 de julio, sobre creación de bancos). La fusión de entidades bancarias sigue el mismo procedimiento, al amparo de dicha normativa. La Ley 9/2012 centralizará estas facultades autorizatorias en el BDE

c) De conformidad con lo previsto en la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia (LDC), las concentraciones económicas están sometidas al control de la Comisión Nacional de la Competencia (CNC), conforme al procedimiento establecido en los arts. 55 y siguientes de dicha Ley, al objeto de verificar y valorar si pueden contribuir a obstaculizar el mantenimiento de una competencia efectiva en todo o en una parte del mercado nacional (art. 10). Corresponde al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia autorizar los SIP en cuanto concentraciones económicas, previo informe del BDE (Art. 57 de la LDC).

d) En el supuesto de que intervenga el FROB, en el caso de que el SIP presente debilidades en su situación económico-financiera, deben presentarse al BDE planes de actuación y de reestructuración, conforme a lo previsto en los arts. 6 a 8 del Real Decreto-ley 9/2009, cuya aprobación corresponde al organismo regulador. De acuerdo con las nuevas exigencias de solvencia establecidas en el Real Decreto-ley 2/2011, el BDE aprueba la estrategia, calendarios y medidas para el cumplimiento de dichas exigencias, indicando a los SIP o a las distintas entidades las necesidades adicionales de capital a captar en el mercado o, en su caso, mediante ayudas del FROB.

e) En los casos en que el SIP proceda a la ampliación de su capital mediante la emisión de acciones y la oferta pública para su suscripción, las correspondientes operaciones están sujetas a la supervisión de la CNMV, que puede denegar la admisión de valores a negociación, en los términos establecidos en la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, y en el Real Decreto 1310/2005, de 4 de noviembre, que desarrolla parcialmente dicha Ley. Ha de estarse en especial al procedimiento de admisión regulado en los arts. 5 al 15, y en el régimen de los folletos informativos establecido en los arts. 16 a 37, en ambos casos, de dicho Real Decreto. La CNMV interviene también en los supuestos de adquisición de participaciones significativas en el capital social de entidades, así como en otros casos, que exceden nuestro interés.
f) Al inicio de este apartado hemos aludido a la funcionalidad de los SIP, en tanto fusiones frías o no plenas, exoneradas de determinadas autorizaciones y, significativamente, de las relativas a las Administraciones Autonómicas. Se ha visto también su sentido y funcionalidad equivalente al de las fusiones plenas. En vista de ello, muchas Comunidades Autónomas –encontrando identidad de razón– se apresuraron a modificar su legislación reguladora de las Cajas de Ahorros para incluir a los SIP en los supuestos de preceptividad de autorización de la Administración Autonómica. Fue el caso de Galicia, que contempla dicha autorización en la Ley 10/2009, por la que se modifica el art. 15 del Texto Refundido de la Ley de Cajas de Ahorro de Galicia. Impugnada esta modificación legislativa, fue suspendida la vigencia de dicha Ley gallega por ATC de 30 de junio de 2010; considera, sustancialmente, el TC que no cabe la autorización autonómica de los SIP, siendo así que el art. 4 del Real Decreto-ley 11/2010 encomienda exclusivamente al BDE la comprobación de los requisitos necesarios para la integración o abandono del SIP, “... sin intervención de ninguna otra autoridad...”. Pero la situación generada resulta paradójica, toda vez que otras Comunidades Autónomas han ejercido dichas facultades autorizatorias al no haberse impugnado su respectiva legislación.

Sin perjuicio de todo lo anterior, diversa legislación autonómica –en su anterior redacción o en la derivada de las modificaciones efectuadas en los últimos años– atribuye a los respectivos Gobiernos autonómicos la competencia para autorizar la cesión global del activo y el pasivo, así como la escisión, en que intervengan Cajas de Ahorro con domicilio social es sus territorios.

B) La transformación de las Cajas en fundaciones de carácter especial.

En principio, como se ha dicho, el Real Decreto-ley 11/2010 no imponía opción alguna acerca del modelo jurídico de las Cajas, ya sea persistir en el régimen tradicional, ya encomendar el ejercicio indirecto de la actividad financiera a un banco, ya traspasar todo el negocio financiero a un banco, segregando la actividad de la obra social y convirtiéndose la Caja en una fundación de carácter especial. En principio, los SIP también se hallaban ante esta tesitura alternativa.

El Real Decreto-Ley 2/2011, en su art. 1, introdujo una nueva ratio de capital principal del 8 por 100 para todas las entidades de crédito, incrementado al 10 por 100 para los grupos consolidables y entidades más dependientes de la financiación mayorista que, además, no tengan un 20 por 100 o más del capital en bolsa o en manos de terceros. Dice así el art. 1.2:

“el porcentaje anterior será del 10% para los grupos consolidables de entidades de crédito y las entidades individuales mencionadas en el apartado anterior que reúnan las dos condiciones siguientes:

a) tengan un coeficiente de financiación mayorista superior al 20% conforme a la definición establecida por el Banco de España, y,

b) no tengan distribuidos títulos representativos de su capital social o derechos de voto por, al menos, un porcentaje igual o superior al 20% del mismo a terceros, incluidos accionistas o socios.... En caso de grupos consolidables de entidades de crédito en el que se incluyan una o más cajas de ahorros que hayan optado por desarrollar su objeto propio como entidad de crédito de forma indirecta, esta condición se verificará sobre el banco al que hayan aportado su negocio financiero”.

Lógicamente, las nuevas exigencias de solvencia motivaron nuevas ampliaciones de capital, en el mercado o con el recurso del FROB. La disposición transitoria primera del mencionado Real Decreto-ley 2/2011 establecía la estrategia para el cumplimiento de los requerimientos de capital establecidos en su art. 1, a la que debían adaptarse las entidades crediticias o los grupos consolidables.

En esta tesitura, es decisivo lo previsto en los arts. 5 y 6 del Real Decreto-ley 11/2010, acerca de la transformación de las Cajas en fundaciones de carácter especial. Como hemos señalado, esta transformación aparece como una opción otorgada por el legislador. Establece en efecto el art. 6.1 que “las Cajas de Ahorro podrán acordar la segregación de sus actividades financieras y benéfico-sociales mediante el régimen previsto...” y enumera los supuestos en que pueden tener lugar. Salvo la renuncia voluntaria, tenemos dudas de que el resto de los supuestos constituyan realmente una opción. Solo nos interesa el caso previsto en la letra a), que se remite a lo previsto en el art. 5, apartado 7 del Real Decreto-ley. Todo ello ha sido objeto de sucesivas reformas, por lo que –en lo posible– nos limitaremos al examen de su contenido conforme a la redacción dada por la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de Reestructuración y Resolución de Entidades de Crédito. Conforme a esta última redacción, dispone el art. 5.7 del Real Decreto-ley 11/2010:

7. Si una caja de ahorros dejase de ostentar el control en los términos del artículo 42 del Código de Comercio o redujese su participación de modo que no alcance el 25% de los derechos de voto de la entidad de crédito a que se refiere la presente Disposición, procede la transformación en fundación de carácter especial con arreglo a lo previsto en el artículo siguiente y con pérdida de la autorización para actuar como entidad de crédito según lo previsto en la Ley de Ordenación Bancaria (RCL 1947, 4) de 31 de diciembre de 1946.”

A su vez, el art. 6.2 del expresado Real Decreto-ley establece: 

“Junto con el acuerdo de transformación, la Asamblea General de la Caja, o la de las Cajas de manera conjunta, acordará la constitución de fundaciones de carácter especial, con aprobación de sus estatutos y designación de su patronato.

Cuando el hecho determinante de la obligación de la Caja a transformarse en fundación de carácter especial sea el establecido en las letras a) o c) del apartado 1, la transformación se producirá dentro del plazo de cinco meses desde el momento en que se produzca el hecho determinante de la disolución.

Transcurrido el plazo anterior sin que se haya ejecutado la citada transformación, se producirá la disolución directa de todos los órganos de la Caja de Ahorros y la baja en el registro especial de entidades de crédito del Banco de España, nombrando el protectorado correspondiente una comisión gestora de la fundación de carácter especial, a los efectos de aprobar los Estatutos, nombrar al patronato, fijar en su caso el régimen que corresponda para la amortización inmediata de las cuotas participativas que carezcan de derecho de voto y adoptar cuantos actos o acuerdos sean necesarios para materializar la transformación acaecida, en cumplimiento de la normativa estatal y autonómica aplicable.

La segregación de la actividad financiera se regirá por lo establecido en la Ley 3/2009, de 3 de abril (RCL 2009, 719) , sobre modificaciones estructurales de sociedades mercantiles.”

Finalmente, la disposición transitoria novena añadida por la Ley 9/2012, reza así:

“Régimen transitorio de la transformación de las Cajas de Ahorros en fundaciones de carácter especial

1. Las Cajas de Ahorros que, al tiempo de la entrada en vigor de esta Ley, estén incursas en causa legal de transformación en fundación de carácter especial con independencia de que hayan solicitado la renuncia a la autorización para actuar como entidad de crédito, contarán con el plazo que reste de los cinco meses a que se refiere el artículo 6.2 de este Real Decreto-ley a contar desde que hubiesen incurrido en dicha causa.

Por su parte, las Cajas de Ahorros que, al tiempo de la entrada en vigor de esta Ley, llevaran incursas en causa legal de transformación un período superior a los cinco meses, quedarán automáticamente transformadas con disolución de todos sus órganos y baja en el registro especial de entidades de crédito del Banco de España conforme al procedimiento previsto en el citado artículo 6.2 de este Real Decreto-ley.

2. El régimen previsto en el apartado anterior se aplicará igualmente a las Cajas de Ahorros que hayan iniciado el proceso de transformación en fundación de carácter especial.”

A los efectos de la aplicación de estas disposiciones a Caja Navarra, se ha de adelantar que la fusión de Banca Cívica y Caixa Bank fue inscrita en el Registro Mercantil el día 2 de agosto de 2012, constando que la participación accionarial de la entidad navarra ascendía al 1,2 por 100, esto es, muy inferior al límite mínimo establecido. De acuerdo con todo ello resulta:

● Que al ostentar Caja Navarra en Caixa Bank un control o participación en el capital inferior al 25 por 100 pierde automáticamente la autorización para actuar como entidad de crédito y debe proceder a transformarse en una fundación de carácter especial.

● Siendo el plazo establecido para realizar la transformación el de cinco meses desde que se produce el hecho determinante (reducción del control o participación por debajo del porcentaje ya señalado), su finalización tiene lugar el 2 de enero de 2013, término que determina el transcurso del expresado plazo desde la inscripción de la fusión en el Registro Mercantil. Nótese que la reforma de la Ley 9/2012 no otorga un plazo de cinco meses desde su entrada en vigor, sino “... el plazo que reste de los cinco meses a que se refiere el art. 6.2 de este Real Decreto-ley 11/2010 a contar desde que hubiera incurrido en dicha causa” (de transformación).

● El transcurso del reiterado plazo desde la producción del hecho determinante de la transformación, se produce “la disolución directa de todos los órganos de la Caja de Ahorros” y “ la baja en el registro especial de entidades de crédito del BDE”. Producidas estas consecuencias legales, dispone la norma que el protectorado correspondiente designe “una comisión gestora de la fundación de carácter especial, a los efectos de aprobar los Estatutos...” y demás expresamente previstos.

Pues bien, como se expondrá en el siguiente apartado, de la misma forma que Caja Navarra encomendó el ejercicio indirecto de su actividad financiera a un Banco (Banca Cívica), en aplicación de lo previsto en el art. 5.1 del Real Decreto-ley 11/2010, hubo de perder su condición de entidad de crédito y habrá de transformarse en una fundación de carácter especial, conforme a la normativa estatal que se acaba de analizar. Seguidamente, examinaremos el proceso emprendido en 2010 por Caja Navarra hasta su pérdida de la condición de entidad de crédito, incidiendo en el control y supervisión del proceso por los distintos poderes públicos (estatales y autonómicos), el papel desempeñado por el Gobierno de Navarra y las reformas estatutarias que han debido realizarse.

4. La transformación de Caja Navarra y la pérdida de su condición de entidad de crédito.

1º De entidad crediticia a la conversión en fundación de carácter especial

A) Banca Cívica

Solo reseñaremos los hitos más relevantes de la transformación. Tras el acuerdo de integración suscrito el 7 de abril de 2010 entre Caja Navarra, Caja Canarias y Caja de Burgos, se constituye el grupo consolidable Banca Cívica, cuya cabecera es el Banco de dicha denominación (sociedad anónima), que integra el negocio de las tres Cajas, aunque estas pueden seguir ejerciendo el negocio de banca minorista en sus zonas naturales, manteniendo su personalidad jurídica propia y su naturaleza. Banca Cívica ejercerá la dirección económica única y permanente del grupo, que implica un sistema de integración financiera (SIP), un sistema de tesorería global y un sistema de participación de resultados. A juicio de la Comisión Nacional de la Competencia (CNC) supone una “concentración” de facto. Tras la autorización del BDE y la aprobación de la CNC, Bánca Cívica S.A. se inscribe en el Registro Oficial de entidades del BDE el 17 de junio de 2010 y en el Registro Mercantil de Madrid el 15 de junio de 2010.

Posteriormente, vigente ya el RDL 11/2010, Cajasol se integra en el grupo Banca Cívica, mediante addenda de adhesión de 10 de diciembre de 2010, manteniendo los tres sistemas de integración. Aunque, en lo sustancial, no varía la naturaleza del grupo, se profundiza en la integración de las Cajas adheridas y se facilita su apertura a los mercados de capital. Ninguna Caja controla por sí misma Banca Cívica, S.A. y la cuota de interés de Caja Navarra en la sociedad central es del 29,1 por 100. Para la CNC, el contrato de integración supone “una fusión de facto” entre Banca Cívica y sus Cajas de Ahorro integradas, con aportación de “todos los elementos patrimoniales principales y accesorios que integran el negocio financiero”. Es un hecho relevante que el Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria (FROB) adquiere participaciones preferentes de Banca Cívica por importe de 977 millones de euros (11 de febrero de 2011), lo que implica la sujeción a los planes y estrategias supervisados por el BDE, que contemplaba la normativa vigente. Al propio tiempo, se produce una ampliación de capital mediante una oferta pública de suscripción de acciones, admitida por la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV) (29 de junio de 2011). Sin que nos adentremos en mayores detalles, es de resaltar que el SIP, como operación de concentración, es autorizado por la CNC (8 de febrero de 2011); el Ministerio de Economía y Hacienda (a propuesta favorable del BDE) autoriza a las Cajas integrantes la segregación de los activos y pasivos en favor de Banca Cívica, S.A. y la modificación estatutaria de esta entidad y, asimismo, autoriza la ampliación de capital por terceros (24 de junio de 2011). Todo ello cuenta con los informes favorables del BDE. Tanto la Junta de Castilla y León (Acuerdo de 16 de junio de 2011), como el Consejero de Economía de la Junta de Andalucía (Orden de 20 de junio de 2011) autorizan a Caja Burgos y a Cajasol, respectivamente, la segregación de activos y pasivos, así como el ejercicio indirecto de la actividad financiera en favor de Banca Cívica, de conformidad con la respectiva legislación reguladora de las Cajas de Ahorro. El 1 de julio de 2011 se inscribe en el Registro de Entidades del BDE el ejercicio indirecto de la actividad financiera de Caja Navarra, con asignación de nuevo código, lo cual implica que la Caja deja de ser una entidad crediticia, eufemismos aparte, aunque conserve tal calificación jurídica. 

B) Caixabank

Caixabank, S.A. es una sociedad bancaria, con cotización en bolsas especiales, a cuyo través –desde el 1 de julio de 2011- la Caja de Ahorros y Pensiones de Barcelona (La Caixa) ejerce de forma indirecta su actividad financiera como entidad de crédito y que controla el 81,516 por 100 de su capital. Sabemos que Banca Cívica es la sociedad cabecera del grupo consolidable de las Cajas de Ahorro ya señaladas, articulada a través de un SIP. Ambas entidades se fusionan de acuerdo con lo que a continuación se señala. No es, como resulta obvio, una fusión de Cajas de Ahorro sino una fusión bancaria.

El 26 de marzo de 2012 se produce el acuerdo de integración entre Caixabank y Banca Cívica, conforme al proyecto de fusión previamente negociado, que es ratificado por los Consejos de Administración de ambas entidades (18 de abril de 2012). Mediante dicho acuerdo se produce la fusión por absorción de Caixabank sobre Banca Cívica, sociedad bancaria, esta última, que se disuelve sin liquidación. Como consecuencia, se transmite en bloque todo el patrimonio de banca Cívica a Caixabank, que adquiere todos los derechos y obligaciones por sucesión universal. El resultado de la operación es que se han de amortizar todas las acciones de Banca Cívica, que serán canjeadas por acciones de Caixabank. En lo que se refiere a las Cajas involucradas, mantienen su autonomía en la gestión y desarrollo de la obra social, sin que –en virtud del pacto de accionistas- se impida el control de Caixabank por La Caixa. La CNC autoriza la operación de concentración (27 de junio de 2012), al igual que el Ministerio de Economía y Competitividad (26 de julio de 2012), en ambos casos previo informe favorable del BDE. La Dirección General de Seguros resuelve no oponerse a la adquisición de diversas entidades aseguradoras del Grupo Banca Cívica (18 de junio de 2012) y, de igual forma, la CNMV no se opone a la adquisición por Caixabank de participaciones significativas en diversas sociedades de las Cajas integrantes de Banca Cívica. Finalmente, sin ser exhaustivos, el BDE resuelve no oponerse al aumento de capital de Caixabank, con ocasión de la fusión (resolución de 20 de octubre de 2012), como tampoco a otro aumento para la conversión de obligaciones necesariamente convertibles emitidas por Banca Cívica (10 de julio de 2012). Por lo que respeta a las Comunidades Autónomas interesadas, tanto la Junta de Castilla y León (4 de junio de 2012) como la Junta de Andalucía (27 de julio de 2012) se dan por enteradas de la fusión por absorción. La información cotejada indica que en el mes de marzo de 2013 Caixabank devuelve al FROB los 977 millones de euros aportados a Banca Cívica en febrero de 2011, en forma de participaciones preferentes. El 13 de agosto de 2012, el BDE adopta resolución por la que hace pública la baja de Banca Cívica en el Registro de Bancos, producida el 6 de agosto de 2012. En lo que toca a Caja Navarra, consta que su baja en el Registro Oficial de Entidades del BDE se produjo el 3 de enero de 2013, por transformación en una fundación de carácter especial. En relación con Caja Navarra, finalmente, se han de reseñar dos hechos significativos que pasan a relatarse.

· El Secretario General Técnico del Departamento de Economía, Hacienda, Industria y Empleo del Gobierno de Navarra, con fecha 27 de julio de 2012, suscribe una manifestación-declaración para su constancia en relación con la inscripción de la operación de fusión por absorción de Banca Cívica por Caixabank. En ella se afirma que el Consejo General de Caja Navarra aprobó dicha operación el 22 de mayo de 2012, lo cual conllevaría “la extinción del sistema institucional de protección (SIP) del Grupo Banca Cívica, al que está adherida dicha Caja de Ahorros” Asimismo, manifestando que “la fusión afecta a dos entidades de crédito que tienen su domicilio social fuera de Navarra y que además las mismas tienen la naturaleza de bancos y no de Cajas de Ahorros”, declara:

“Que tal operación es totalmente ajena a las competencias que corresponden a la Comunidad Foral de Navarra, tanto por la no aplicación a Caja Navarra de la normativa de cajas de ahorros de esta Comunidad, como por la ausencia de competencias establecidas a este respecto en la normativa estatutaria que resulta de aplicación a Caja Navarra conforme al régimen de convenio existente. (Artículo 56.1 f) de la Ley Orgánica 13/1982 de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra en relación con la Disposición adicional primera de la referida Ley y la Disposición adicional primera de la Constitución española de 1978)”.

Dicha declaración reconoce un hecho al que hemos dedicado especial atención, para alcanzar las mismas conclusiones, a saber, que la sujeción de Caja Navarra al régimen especial de convenio, conforme a la LORAFNA y a la legislación foral reguladora de las Cajas de Ahorro, exonera a la entidad de la aplicación de esta misma legislación, entre otras cosas, en lo relativo al control de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra. Asimismo, ha sido visto que los Estatutos de la Caja no reservan al Gobierno de Navarra competencia alguna en la materia de que se trata, sin perjuicio –no obstante- del ejercicio del protectorado que le atribuye el art. 1 de dichas normas estatutarias.

· Por Orden Foral 1/2013, de 3 de enero, de la Consejera de Economía, Hacienda, Industria y Empleo, se nombra la Comisión Gestora de la fundación de carácter especial de Caja Navarra a la que se confieren “... los poderes y facultades necesarios para la adopción de cuantos actos y acuerdos exija la materialización de la transformación de la entidad en fundación de carácter especial”. 

La decisión adoptada se justifica en los preceptos de la Ley 9/2012, ya examinados, relativos a la pérdida de la condición de entidad de crédito de las Cajas y su transformación en fundación de carácter especial, cuando se produzca el hecho determinante de pérdida de control del banco instrumental, en el plazo y la forma que se ha analizado. La exposición de motivos de la Orden Foral alude a que, consumado el hecho determinante y transcurrido el plazo establecido, “... se producirá la disolución directa de todos los órganos” de la Caja, “... debiendo el protectorado nombrar una comisión gestora de la fundación de carácter especial...”. Apelando a la normativa estatal citada y a la disposición adicional tercera de los Estatutos de la entidad, la Consejería que ejerce el protectorado dicta la Orden Foral que nos ocupa, “con efectos de 3 de enero de 2013”. Conforme a todo lo anterior y de acuerdo con la información ya aportada, Caja Navarra deja de ser una entidad de crédito el día 3 de enero de 2013 y la Comisión Gestora que la rige habrá de realizar las actuaciones necesarias para la materialización de la transformación de la Caja en fundación de carácter especial, carácter que ex lege ya reúne desde dicha fecha.

En definitiva, hemos analizado el proceso de reestructuración en que ha estado involucrada Caja Navarra desde el año 2010, con la constitución del SIP Banca Cívica, hasta su transformación en fundación de carácter especial, como consecuencia de la fusión por absorción de Caixabank y la liquidación de la absorbida. Se ha constatado una profusa intervención de distintos poderes públicos estatales, tanto de la Administración central como de los organismos reguladores independientes, con una participación especialmente intensa –como era del caso- del BDE y sin desmerecer las que han tenido la CNC y la CNMV, en el ámbito de sus respectivas competencias. También las Administraciones autonómicas de Andalucía y Castilla y León han intervenido en los singulares aspectos a los que alcanzaba su competencia. Por el contrario, también es un hecho que la Administración de la Comunidad Foral de Navarra, hasta donde nosotros conocemos, ha limitado su actuación a la aprobación de las reformas estatutarias y al nombramiento de la Comisión Gestora.

2º El proceso de transformación en el marco de los Estatutos de Caja Navarra

Hemos aludido con anterioridad a la posible calificación del proceso como la historia de una transformación anunciada, consideración a la que también puede transportarnos el examen de las reformas estatutarias de Caja Navarra en el periodo que nos ocupa. Para comenzar, el artículo 31.j) de los Estatutos de 2004 ya atribuían al Consejo General la facultad de “aprobar la fusión, escisión total o parcial de la entidad y cualquier otra forma de integración o acuerdo siempre que implique la disolución y liquidación de la entidad”. Por su parte, el art. 46.2.l) facultaba al Consejo de Administración a “establecer convenios de colaboración o cooperación y alianzas con otras Cajas de Ahorros”. Tales decisiones no se sometían estatutariamente ni al control ni a la autorización de la Administración de la Comunidad Foral. Al amparo de dichas habilitaciones a los órganos de gobierno de la Caja, fue constituido el SIP de Banca Cívica.

No deja de sorprender que la exposición de motivos de los Estatutos de 2010 se refiera a diversas motivaciones en el orden organizativo que, siendo importantes, no alcanzaban la relevancia del profundo cambio acaecido con la constitución del SIP Banca Cívica (7 de abril de 2010), siendo así que, prácticamente de forma simultánea, se estaba procediendo a la reforma estatutaria, cuya aprobación por el Gobierno de Navarra tuvo lugar el 17 de mayo de 2010. La constitución del SIP condicionó, desde luego, la reforma, que se limitó a dar por hecho y recogerlo expresamente en el art. 1.2, in fine, tras definir la naturaleza de la Caja, añadiendo la frase “... estando integrada en el Grupo Banca Cívica a través del correspondiente contrato de integración aprobado por el Consejo de Administración”. A su vez, el art. 4.3 establecía: 

“La Caja podrá desarrollar su objeto directa o indirectamene mediante la creación o participación en entidades de cualquier naturaleza, pudiendo incorporarse a Confederaciones o Federaciones u otras organizaciones de Cajas y establecer acuerdos con las mismas”.

Quod erat demostrandum, la previsión acabó cumpliéndose, al encomendar Caja Navarra el ejercicio indirecto de la actividad financiera a Banca Cívica, permaneciendo en la Caja “el ejercicio de la propiedad accionarial y la dirección y gestión de la obra social”, tal como se precisa en el preámbulo de la reforma estatutaria de 2012, aprobada por el Gobierno de Navarra el 18 de julio de dicho año. Al igual que sucediera con la reforma de 2010, tras producirse la fusión en Caixabank y en forma prácticamente concomitante al otorgamiento de las preceptivas autorizaciones de dicha fusión, se produce la reforma estatutaria que viene simplemente a recoger el resultado de lo ya acaecido. El art. 1 de los Estatutos cataloga a la Caja en los términos que nos son tan  sabidos (apartados 1 y 2) y en el apartado 3 relata lo que realmente ya es, de la siguiente forma:

“La Caja desarrolla su objeto mediante el ejercicio indirecto de la actividad financiera, a través de la entidad bancaria instrumental (en lo sucesivo el banco instrumental) a la que aportó todo su negocio financiero, y de la que participa en su capital”.

Como puede observarse, ya no se dice, como en 2010, que “la Caja podrá desarrollar...”, sino que “la Caja desarrolla su objeto mediante el ejercicio indirecto...”  Reiterando lo ya expuesto, su condición de entidad de crédito era ya simplemente virtual y ese “ejercicio indirecto” no era otra cosa que el ejercicio directo por Caixabank de la actividad financiera.

Consumados tales hechos, y teniendo presente lo dispuesto en los artículos 5 y 6 del Real Decreto-ley 11/2010 (en la redacción dada por el Real Decreto-ley 2/2012) sobre la eventual conversión en una fundación de carácter especial de producirse los hechos determinantes legalmente previstos, que estaban a punto de tener lugar definitivamente, la disposición adicional tercera de los Estatutos establece:

“En el caso de que, por concurrir alguno de los supuestos previstos en el artículo 6, 1, del Real Decreto-ley 11/2010, de 9 de julio, de órganos y otros aspectos del régimen jurídico de las Cajas de Ahorro, modificado por el Real Decreto-ley 2/2012, de 3 de febrero, de saneamiento del sector financiero, Caja Navarra se transformase en Fundación de carácter especial, estos Estatutos resultarán modificados, convirtiéndose en Estatutos de la Fundación de carácter Especial, las competencias de supervisión y control de la misma, siempre que el ámbito de actuación principal de esta Fundación no exceda de Navarra, corresponderán a la Comunidad Foral de Navarra, a través del Protectorado que será ejercido por el Departamento de Economía y Hacienda del Gobierno de Navarra, en virtud del especial régimen foral establecido en la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra (artículos 44.20, 56.1 f), 57e) y Disposición Final Única.

Este régimen especial, resultará también de aplicación respecto del carácter paccionado de los Estatutos de esta Fundación conforme al sistema establecido en las Disposiciones Finales Segunda y Tercera de los presentes Estatutos.”

De acuerdo con ello, se pretendía un efecto automático de transformación de la Caja en una fundación de carácter especial, de producirse los supuestos legales que lo determinaban, atribuyendo su protectorado al Gobierno de Navarra; nuevo régimen especial que no obstaba al carácter paccionado de los Estatutos de la fundación transformada, cuya reforma se ajustaría al mecanismo foral recogido en aquéllos. Pero sabemos que las nuevas disposiciones contenidas en la Ley 9/2012 obligaban a la disolución directa de los órganos de las Cajas y a la baja en el registro especial de entidades de crédito del Banco de España, que tuvo lugar el 3 de enero de 2013 para Caja Navarra, con la consecuencia del nombramiento de una Comisión Gestora con los cometidos ya vistos, que también se efectuó en la misma fecha. A resultas de todo el proceso que se ha examinado, parece oportuno efectuar las siguientes consideraciones:

· Partiendo de que, como ya se ha expuesto, el régimen aforado de Caja Navarra contemplaba un sistema de gobierno de la entidad plenamente autónomo, exento de los controles predicables de otras Cajas, no sujetas a convenio, según la propia legislación foral, el Gobierno de Navarra no ha intervenido en el proceso de transformación, salvo para aprobar las reformas estatutarias, simplemente en aval de lo ya resuelto. Como reiteradamente se ha sostenido, la legislación general de Cajas de Ahorro no es de aplicación a Caja Navarra, como entidad sujeta al régimen especial de convenio, razón por la que sus órganos competentes han decidido autónomamente, primero, la constitución del SIP Banca Cívica y, segundo, la fusión por absorción con Caixabank y consiguiente ejercicio indirecto de la actividad financiera por ésta. Y con la salvedad afectante a la aprobación de los Estatutos y el nombramiento de la Comisión Gestora, desconocemos la existencia de toda otra actuación de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra en el proceso de que se trata. 

Sin perjuicio de todo lo anterior, corresponde al Gobierno ejercer el “protectorado público” sobre Caja Navarra (artículo 1.1 Estatutos). No definen los Estatutos el alcance del protectorado sobre la entidad, pero es bien sabido que su significado general comprende el control de su actuación, respetando su gobierno autónomo. Si atendiésemos supletoriamente a lo previsto en el artículo 3.c) de la LFCA, corresponde al protectorado público “vigilar el cumplimiento por parte de las Cajas de Ahorro de su función económico-social...”. Para el Tribunal Supremo, en la sentencia de 1987 que ya hemos analizado, dicho protectorado, además de extenderse con naturalidad a la obra benéfico-social, comprende “el control de las grandes líneas políticas a que se somete su actividad mercantil, pero no lo relativo al “tráfico diario””. Según este criterio, que nos parece razonable, el Gobierno de Navarra, en ejercicio del protectorado público sobre la Caja, pudo vigilar y controlar el proceso con una extensión que legalmente no está prefijada. En cualquier caso, es sabido que la representación pública en la Junta de entidades fundadoras emitía sus informes al respecto.

· No podemos sustraernos al proceloso contexto de producción normativa en que tiene lugar, finalmente, la disolución de los órganos gestores de Caja Navarra, en virtud de determinaciones legales sobre los supuestos y la forma de transformación en fundación de carácter especial sucesivamente modificados, y vueltos a modificar, en diversas ocasiones a lo largo de tres años. En un contexto ordinario, no creemos que se hubiera emitido legislación tan precipitada que culminase en las abruptas previsiones acerca de aquella disolución. Algo tuvo que ver en todo ello lo previsto en el Memorando de Entendimiento de 2012 respecto a la reestructuración de las Cajas de Ahorro, según el cual, las medidas relacionadas con ello debían adoptarse a “finales de noviembre de 2012”.

Así las cosas, a nuestro juicio, las determinaciones contenidas al respecto en la Ley 9/2012 eran de aplicación a Navarra. En primer lugar, son estrictas disposiciones financieras directamente aplicables a Caja Navarra, al igual que a las restantes Cajas de Ahorro, toda vez que –como hemos acreditado- Navarra siempre ha considerado ajeno al régimen aforado el aspecto funcional relativo al ejercicio de la actividad de intermediación financiera. La titularidad estatal sobre la competencia de ordenación del crédito y la Banca no resulta discutible, según lo ya razonado. Se trata, además, de un aspecto básico de tal ordenación, cual es el de la determinación de los sujetos que pueden realizar las funciones de intermediación financiera y sus características estructurales. Caja Navarra dejó de serlo, conforme a dicha legislación, y ello acarreó las consecuencias que tuvieron lugar el día 3 de enero de 2013 y que no es menester reiterar. En segundo lugar, puede hablarse, como hemos hablado, de cierta precipitación disolutoria, pero ello venía implícito en el Memorando de Entendimiento con la Unión Europea, de obligado cumplimiento por España.

Por lo expuesto, difícilmente puede considerarse que –ante los mandatos derivados de la Ley 9/2012- el desenlace de Caja Navarra pudiera ser otro que la disolución de sus órganos de gobierno y el nombramiento de la Comisión Gestora. Actuaciones que –por lo razonado- no menoscaban el régimen aforado de la entidad. Por el contrario, el Gobierno de Navarra –conforme a los Estatutos- ejerce el protectorado público sobre la Caja y deberá velar por el cumplimiento de la normativa financiera de aplicación. Sin perjuicio, además, de que la conversión de la Caja en fundación de carácter especial no obsta a que sus nuevos estatutos se elaboren y aprueben de acuerdo con el “carácter paccionado” que les es propio, de acuerdo con lo previsto en la disposición adicional tercera, párrafo segundo, y en las disposiciones finales segunda y tercera de dichas normas estatutarias.

· Al igual que ha sucedido con muchas otras Cajas de Ahorro españolas, el proceso de transformación de Caja Navarra ha sido impulsado por la autoridad financiera e inducido por las sucesivas medidas legales adoptadas en los últimos años, bajo los auspicios y requerimientos de los organismos internacionales a los que nos hemos referido, en el marco de una recesión económica general, de singular incidencia en el sistema financiero español y, especialmente, en el sector de las Cajas de Ahorro. Cuestión distinta es el acierto o demérito de los gobernantes y gestores de Caja Navarra en las concretas medidas adoptadas, en la oportunidad temporal de los momentos en que se han tomado y en la elección de las alianzas que se han fraguado, todo lo cual corresponde ser valorado por otros.

VII LA EVENTUAL FISCALIZACIÓN DE CAJA NAVARRA POR LA CAMARA DE COMPTOS DE NAVARRA.

La Cámara de Comptos de Navarra fue restablecida mediante Norma del Parlamento Foral de 28 de enero de 1980. Posteriormente, el artículo 18 (hoy 18 bis) del Amejoramiento recoge y ampara a la Institución fiscalizadora, como insita al “régimen foral” de Navarra. Se rige hoy por la Ley 19/1984, de 20 de diciembre, reguladora de la Cámara de Comptos de Navarra (LFCCN). El órgano fiscalizador foral lleva en funcionamiento alrededor de treinta y dos años. Con anterioridad, por supuesto, se hallaban bien asentadas y continuaban ejerciendo sus funciones de intermediación financiera y benéfico-sociales la CAN y la CAMP que, tras la fusión de ambas, daría lugar a Caja Navarra. Constituían, ambas, empresas crediticias de gran relevancia económica en la Comunidad Foral de Navarra. Nunca la Cámara de Comptos las ha fiscalizado ni lo ha hecho con Caja Navarra. En este sentido, ha tenido un comportamiento idéntico al que han seguido los organismos fiscalizadores autonómicos y el Tribunal de Cuentas de España. Hasta donde alcanza nuestro conocimiento, este proceder es el usual en el derecho comparado europeo. No creemos que nuestro órgano fiscalizador haya actuado así por capricho o por casualidad.

Tras todo cuanto llevamos expuesto, son sencillas de entender las razones jurídicas en virtud de las cuales la Cámara de Comptos no ha fiscalizado a Caja Navarra ni a sus antecesoras. Tal como se ha señalado, desde los Estatutos de 1976 Caja Navarra se califica como una institución de naturaleza privada, con fines benéfico-sociales y de intermediación financiera. Naturaleza esta que, no solo en el aspecto de la personalidad jurídica formal, ratifica la jurisprudencia, la doctrina mayoritaria y otros operadores jurídicos relevantes, siguiendo así el criterio que se aplica a la generalidad de las Cajas de Ahorro españolas.

Esta tesis parece haber sido compartida por la Cámara de Comptos a lo largo de su historia postconstitucional, si no queremos apreciar una inconsistencia lógica en su actuación. Pues bien, no corresponde a la Cámara de Comptos la fiscalización de las entidades privadas no incluidas en el sector público foral. Establece, en efecto, el artículo 18 bis, apartado 1, de la LORAFNA que “la Cámara de Comptos es el órgano fiscalizador externo de la gestión económica y financiera del sector público de la Comunidad Foral de Navarra, de los entes locales y del resto del sector público de Navarra”. El artículo 1 de la LFCC reitera lo dispuesto en el Amejoramiento, con el añadido de que le corresponde fiscalizar también aquellos fondos que tengan la consideración de públicos. En términos más exhaustivos, su artículo 2 describe así el concepto de sector público:

“1. A los efectos de lo previsto en el artículo anterior, integran el sector público dependiente de la Comunidad Foral:

a) La Administración de la Comunidad Foral de Navarra.

b) Las corporaciones Locales.

c) Los Organismos Autónomos dependientes de las Administraciones Públicas de Navarra.

d) Las Empresas con participación mayoritaria de las Administraciones Públicas de Navarra.

e) Aquellas Entidades u Organismos Públicos no comprendidos en los apartados anteriores y que tengan a su cargo la gestión o manejo de fondos públicos de Navarra.

2. Corresponde a la Cámara de Comptos la fiscalización de las subvenciones, créditos, avales, exenciones, bonificaciones fiscales y de cualquier otra ayuda al sector público que beneficie al sector privado.””

Pues bien, partiendo de las características ya reseñadas que son predicables de Caja Navarra, esta no está incluida en ninguno de los supuestos relacionados en el transcrito precepto y que amerite su eventual inclusión en el sector público foral. Mucho menos puede decirse que los fondos manejados por la entidad constituyeran fondos públicos, lo cual –siendo algo obvio- ha sido a menudo puesto de relieve por la jurisprudencia, que ha insistido en la “ajenidad” de los recursos de que se nutren las Cajas. En principio, por tanto, y con carácter general, nuestro criterio es que tanto Caja Navarra como sus antecesoras no están comprendidas dentro del ámbito público sobre el que la Cámara de Comptos de Navarra puede extender su fiscalización.

Durante los últimos meses hemos tenido la oportunidad de escuchar a miembros del Gobierno de Navarra que, respecto a Caja Navarra, como fundación de carácter especial, pudiera admitirse algún tipo de “fiscalización pública”, aunque posteriormente se han retractado de este parecer. En relación con ello, hemos de precisar –en consonancia con jurisprudencia constitucional sistemática- el carácter indisponible de las competencias de los poderes públicos. Si aquella “fiscalización pública” pudiera comprender la extensión del control de la Cámara de Comptos sobre Caja Navarra, este efecto no podrá derivarse de un acto de voluntad de la entidad ni del organismo administrativo que apruebe sus Estatutos. Parafraseando lo que en alguna ocasión ha señalado el Tribunal Constitucional, la fiscalización pública de una entidad no puede depender de la voluntad de la entidad que eventualmente puede estar sujeta a ella. No es admisible en definitiva que la determinación del régimen jurídico aplicable a una entidad, así como el sujeto público al que correspondería el ejercicio de las funciones públicas sobre él, quede “... al albur de la decisión del presumiblemente destinatario de la regulación”. En suma, de existir, la fiscalización pública de Caja Navarra derivará de su configuración jurídica y del marco legal que le sea de aplicación.

Por otro lado, la circunstancia de que, en caso de liquidación, el remanente de la entidad tras su liquidación y, una vez agotado el destino a obras sociales, pueda pasar al Gobierno de Navarra y al Ayuntamiento de Pamplona (artículo 58 Estatutos), constituye un hecho eventual y condicionado que no implica la actual “publificación” del patrimonio de Caja Navarra.

En los singulares aspectos interesados en la petición de informe, a saber, la “integración de la CAN en Banca Cívica y su apoyo posterior a la fusión de ésta con Caixabank”, las cosas nos resultan especialmente claras. Nuestro criterio es que la Cámara de Comptos no ostenta competencias para fiscalizar dichas actuaciones de Caja Navarra; incluso, esta tesis quizá sería defendible aunque se admitiese la vinculación de la entidad al sector público foral. Hemos prestado especial atención al proceso de transformación de Caja Navarra y hemos comprobado que tal proceso de transformación ha estado tutelado, y controlado, en virtud de la legislación aplicable, por la Administración estatal y los diversos organismos reguladores estatales que extienden su competencia sobre la materia. Especialmente significativa es la posición del Banco de España, como autoridad financiera, que ostenta la competencia general de supervisión sobre todas las entidades de crédito y que constituye la instancia dirigente y tutelante de todo el proceso de reestructuración. Suyas son y de los restantes organismos reguladores independientes, así como del Ministerio de Economía, las funciones de control sobre las actuaciones controvertidas; actuaciones, por lo demás, afectantes a la creación y fusión de bancos. Siendo todo ello así, no puede la Cámara de Comptos de Navarra ejercer funciones de control que legalmente corresponden a otros organismos. Su intromisión en tales procesos, pudiera generar conflictos competenciales con los organismos estatales a quienes corresponde el ejercicio de aquellas facultades que el ordenamiento jurídico les ha otorgado.

Dicho todo lo cual, ha de precisarse algo más. Hemos visto que al Gobierno de Navarra corresponde el ejercicio del protectorado público sobre la Caja, así como su inspección, en los términos expresados en los artículos 1 y 59 de sus Estatutos. Ambas, protectorado e inspección, constituyen funciones públicas de vigilancia y control sobre la actuación socio-económica de la Caja, cuya ejercicio no sería irrazonable que fuera fiscalizado por la Cámara de Comptos desde la perspectiva de su cualificación institucional y funcional. Creemos también que sería jurídicamente admisible, a la vista del marco legal por el que se rige el órgano fiscalizador dependiente de este Parlamento. Puede decirse, sin embargo, si no estamos errados en nuestras apreciaciones y si hemos de dar crédito a lo manifestado por los propios miembros del Gobierno de Navarra, que puede estarse ante una materia muy escasa en actuaciones fiscalizables, dadas las singulares y limitadas ocasiones en que parece haber intervenido el ejecutivo foral con respecto al proceso de transformación de Caja Navarra.

CONCLUSIONES

Primera. Las Cajas de Ahorros españolas, que cuentan casi con doscientos años de existencia, tuvieron un origen muy diverso y han sufrido una profunda transformación a lo largo de su historia. Su fundación procede tanto de entidades públicas como de instituciones y personalidades privadas, articulándose inicialmente de muy diversas formas, ya sea de carácter mutualista, corporativo, societario o fundacional. Consideradas inicialmente como instituciones o establecimientos de beneficencia, en los comienzos del siglo XX pasaron a constituirse como instituciones financieras con fines benéfico-sociales, sin ánimo de lucro.

Segunda. Los poderes públicos desempeñaron un papel esencial en la promoción de la creación y en la propia fundación de las Cajas de Ahorros. En lo que toca a la constitución de estas entidades, las Corporaciones locales –municipios y provincias- fueron los poderes públicos que, en la práctica asumieron generalmente la tarea de creación de las Cajas, con el aval de una legislación de régimen local que –a lo largo del siglo XIX y, especialmente, del XX- les atribuía la correspondiente competencia y les facultaba para provincializar y municipalizar sin monopolio estos servicios crediticios y benéfico-sociales.

Tercera. Aún con un peso relativamente mayor o menor según las épocas, la intervención del Estado en la configuración legal y en el propio desenvolvimiento funcional y operativo de las Cajas ha sido siempre muy relevante. El Gobierno ejerció, hasta la etapa constitucional, las funciones de protectorado y tutela de las Cajas, autorizando su creación y aprobando sus Estatutos. La intervención y control gubernamental, más o menos intensa según las épocas, ha estado siempre presente, alcanzando la propia operatoria social y crediticia de las Cajas. El siglo XX contempló, hasta la Constitución Española de 1978, una reglamentación e intervención gubernativa de tal alcance que acabó por integrar a las Cajas de Ahorro en la gran maquinaria estatal, al servicio de sus políticas públicas de desarrollo económico-social de la nación.

Cuarta. Desde la perspectiva de la configuración legal, es decisivo el Estatuto de las Cajas de Ahorro de 1933 y de determinada normativa inmediatamente precedente, que estableció un régimen jurídico uniforme e indistinto para todas las Cajas Generales de Ahorro Popular, ya de patronato oficial, ya privado; tanto si dependiesen de las entidades locales como si lo fueran de instituciones privadas. Con dicha denominación o la más genérica que acabó por imponerse de Cajas de Ahorro, todas ellas estaban sujetas a la inscripción en un mismo registro gubernamental, sometidas a la misma regulación y sujetas al control del protectorado ministerial en cada momento competente.

Por lo que se refiere al aspecto organizativo interno, dicha normativa contenía una regulación flexible, sin imponer un modelo uniforme de la estructura orgánica ni de su composición. Los entes locales gozaron de autonomía para organizar sus Cajas de Ahorro provinciales y municipales, lo que generalmente se plasmó en una representación pública mayoritaria en sus órganos de gobierno.

Quinta. Desde el punto de vista evolutivo de esta institución, lo más destacable es su progresiva consolidación del carácter de entidades crediticias, hasta llegar a equipararse prácticamente con los bancos en su operativa financiera en el último cuarto del siglo XX, a raiz del llamado Decreto Fuentes Quintana de 1977. Su adscripción al Ministerio de Hacienda y el sometimiento a la supervisión financiera del Banco de España, como autoridad financiera, producida años atrás, fueron las consecuencias inmediatas de dicha evolución, aunque su definitiva consagración legal como auténticas entidades de crédito acabó por condicionar su configuración y naturaleza jurídica.

Sexta. La controversia acerca de la naturaleza jurídica de las Cajas de Ahorros, desde el Estatuto de 1933, ha sido constante. En el cuerpo del informe se han expuesto las distintas tesis jurídicas defendidas a lo largo de este periodo. En lo que respecta a las Cajas fundadas por los entes locales, unos defendieron su carácter público y otros su naturaleza privada, partiendo de la ambigüedad y falta de precisión al respecto en la legislación aplicable. El sometimiento de las Cajas provinciales y municipales al mismo régimen jurídico funcional que las Cajas de patronato privado, así como una cierta descoordinación entre la legislación específica de estas entidades y la general del régimen local, contribuyó a alimentar la polémica.

Hasta los años setenta del pasado siglo, los entes locales fundadores de las Cajas participaban mayoritariamente en sus órganos de gobierno y garantizaban a la entidad. Hubo jurisprudencia relevante que –a la luz de la legislación del régimen local- calificó a estas Cajas como servicios públicos provinciales o municipales, aunque se rigiesen por el derecho privado. Hubo también otra jurisprudencia que, analizando aspectos accesorios a la cuestión, las consideraba entidades de naturaleza privada.

Séptima. Ya en la década de los setenta del siglo XX, al socaire de las corrientes doctrinales del momento y de las tesis gubernamentales sobre el modelo de las Cajas de Ahorro, comenzó a asentarse una jurisprudencia que dejó de postular el carácter de servicios provinciales y municipales de las Cajas de Ahorro fundadas por los entes locales, para considerarlas entidades privadas en atención a los fines que persiguen y a las operaciones financieras que realizan; tesis, a nuestro juicio, que no prestó la debida atención a lo establecido en la legislación de régimen local, que resultó totalmente oscurecida por la normativa financiera específica. A raíz del Real Decreto “Fuentes Quintana” (1977), tanto la jurisprudencia constitucional como la ordinaria, en una copiosa serie de pronunciamientos, dictados hasta la actualidad, considera sistemáticamente a las Cajas de Ahorros fundadas por las corporaciones locales como entidades de carácter social, de naturaleza privada y sin ánimo de lucro. Entiende esta jurisprudencia que, a la luz de aquélla norma y de la legislación estatal y autonómica en vigor, dichas Cajas se han desligado del ente que las fundó.

Octava. Tras la Constitución, que no menciona a las Cajas de Ahorros como materia específica en el sistema de distribución competencial (artículos 148 y 149 CE), todas las Comunidades Autónomas han asumido competencias exclusivas sobre las Cajas de Ahorros, con sujeción a la legislación básica estatal ordenadora del crédito y la banca, así como a las bases y coordinación de la política económica general (artículo 149.1.11ª y 13ª CE). No obstante, el Estado ha dictado legislación básica en materia de órganos rectores de Cajas de Ahorro, competencia legitimada por el Tribunal Constitucional, en cuanto que su configuración específica como entidades de crédito que han de cumplir una función social, en sus aspectos básicos, forma parte de las competencias estatales sobre las bases de la ordenación de la actividad económica general y del crédito en particular. A su vez, la práctica totalidad de las Comunidades Autónomas han dictado su propia legislación en materia de Cajas de Ahorro, en ejercicio de las competencias asumidas en sus Estatutos de Autonomía.

Novena. A resultas de la legislación estatal y autonómica reguladora de la materia, hasta el año 2002, la representación pública de muchas Cajas de Ahorro era mayoritaria y de forma, en algunos casos, muy cualificada. Por otra parte, es habitual que la legislación autonómica reserve a los Gobiernos y Administraciones autonómicas respectivas intensas facultades de intervención y control, tanto de la actividad empresarial de estas entidades, como de su obra social. En atención a ambas razones, algunos han postulado la consideración de las Cajas de Ahorro en que concurren dichas circunstancias como empresas públicas integrantes del sector público autonómico.

Esta tesis ha resultado minoritaria y nunca ha sido aceptada por la jurisprudencia, quien era consciente o debería serlo, de la concurrencia en muchos casos de dicho control interno y externo por los poderes públicos autonómicos y locales. Para el Tribunal Constitucional, la relevancia pública de las Cajas, que justifica el protectorado y control por la Administración competente, no conduce necesariamente a la publificación de estas entidades, porque es propio del Estado Social de Derecho la existencia de entes de carácter social, no público, que cumplen fines de interés general. Hemos expuesto alguna matización personal al respecto en el cuerpo del informe.

Décima. La Caja de Ahorros Municipal de Pamplona (CAMP) fue constituida por el Ayuntamiento de Pamplona en 1872 y la Caja de Ahorros de Navarra lo fue por la Diputación Foral en 1921. Ambas Cajas navarras tienen un historial muy similar al de otras Cajas de Ahorros creadas por diversas provincias y municipios. La CAN y la CAMP fueron creadas al amparo de la legislación general de régimen local y de la específica de estas entidades, acabaron inscribiéndose en los Registros oficiales correspondientes y se rigieron por la normativa general de aplicación en cada momento vigente. De acuerdo con la documentación que hemos examinado, la peculiaridad de las Cajas navarras estribó en la firmeza con que la Diputación Foral defendió su gobierno y gestión autónomos, bajo su superior dirección, frente a lo que consideraron intrusiones estatales en tal ámbito de actuación, al amparo de lo dispuesto en los artículos 6 y 10 de la Ley Paccionada de 1841. Desde la constitución de la CAN hasta finales de los setenta del pasado siglo proliferaron los conflictos con el Estado en un amplio ámbito material de su actuación.

Undécima. Ya desde su constitución hasta albores del Amejoramiento, la propia Diputación Foral y sus Servicios Jurídicos, han considerado a la CAN un servicio económico provincial, dependiente de la institución foral, a quien correspondía aprobar sus Estatutos, integrar su patronato de forma mayoritaria e inspeccionar su funcionamiento. La creación por la Diputación y la garantía total e ilimitada que ésta le prestaba son argumentos recurrentes y constantes para avalar la foralidad de la CAN, al amparo de lo previsto en los citados preceptos de la Ley Paccionada, y con el aval de la legislación de régimen local. Tesis esta de la que constantemente discrepa el Estado, que la consideraba una Caja General de Ahorro Popular idéntica a las demás existentes en España.

Se ha expuesto nuestro criterio, según el cual no era jurídicamente irrazonable hasta finales de los setenta la consideración de la CAN como un servicio económico dependiente de la Diputación, tal como podría ser predicable de cualesquiera Cajas provinciales o municipales respecto a los entes locales que las habían fundado. No obstante, se ha de tener en cuenta la jurisprudencia refractaria a todo ello que ya se iba imponiendo y que, concretamente, respecto a la CAMP, declaraba que no era un servicio municipal.

Duodécima. Los recurrentes conflictos entre el Estado y Navarra sobre la CAN se recrudecieron con la normativa estatal de 1975 y 1977 que, abandonando la anterior flexibilidad organizativa de las Cajas de Ahorro, impuso un modelo uniforme para todas estas entidades. La Diputación Foral logró sustraerse a la aplicación de dicha legislación y llegó a un pacto con el Estado (1976), en virtud del cual, ambos aprobarían concurrentemente los Estatutos de la Institución, como así se llevó a efecto. Los nuevos estatutos pivotaron sobre dos directrices básicas, siempre mantenidas por la Diputación Foral. Por un lado, la vertiente organizativa de la CAN era una competencia de régimen foral; por otro, la funcional relativa al ejercicio de la actividad financiera era de competencia estatal, a cuya legislación general debía someterse, como las restantes Cajas, la Caja navarra. Pese al Convenio alcanzado, hubo nuevos conflictos con ocasión del Real Decreto de 1977 que, tras prolongadas negociaciones y, contando las tesis forales con el apoyo de los Servicios Jurídicos estatales, finalizó sin que los Estatutos de la CAN fuesen adaptados a dicha norma.

Manteniéndose las mismas tesis respecto a la CAMP, pese a la jurisprudencia ya existente sobre ella, no se alcanzó ningún pacto sobre esta entidad, cuyos Estatutos no fueron adaptados ni a la legislación estatal ni a la foral sucesivamente vigente. Finalmente, se extinguió en 1999 en virtud de fusión por absorción por la CAN, que daría lugar a Caja Navarra.

Decimotercera. Aprobado el Amejoramiento, su artículo 56.1.f) atribuyó a Navarra, en el marco de las bases y la ordenación de la actividad económica general y de la política monetaria, crediticia y bancaria, la competencia exclusiva sobre Cajas de Ahorro, sin perjuicio del régimen especial de convenios en la materia. De acuerdo con ello, la competencia de Navarra en la materia se desdobla en dos variantes; una primera, que podría denominarse competencia “estatutaria”, similar a la que corresponde a las Comunidades Autónomas sobre las Cajas de Ahorro; y otra de régimen foral, amparada en los derechos históricos de Navarra y que acabará circunscribiéndose a la única entidad objeto de Convenio, esto es, Caja Navarra.

En ejercicio de la competencia “estatutaria”, con sujeción estricta a las bases estatales, la  Comunidad Foral ha dictado una  completa legislación –legal y reglamentaria- sobre las Cajas de Ahorro con domicilio social en Navarra, cuyo protectorado corresponde al Gobierno de Navarra y sobre las que ejerce un amplio elenco de funciones de control, equiparable al que corresponde, según la respectiva legislación, a las Comunidades Autónomas. Dicha normativa foral se emana sin perjuicio del régimen especial de convenios, por lo que no es de aplicación a Caja Navarra.

Decimocuarta. Navarra, en virtud del régimen foral, ostenta sobre Caja Navarra, en cuanto entidad sujeta al régimen aforado de convenio, un plus competencial que, de acuerdo con el contenido de los derechos históricos, se constriñe a la vertiente organizativa de la institución. Dicho sistema aforado se concreta en la elaboración de un texto concordado de sus Estatutos entre el Estado y Navarra, que, posteriormente, ha de ser objeto de aprobación concurrente por los órganos competentes de ambas Administraciones, mecanismo que facilita la armonización de las competencias forales y estatales sobre la materia. En la práctica, el establecimiento de un régimen organizativo peculiar implica la exclusión de la aplicación de la legislación estatal general (LORCA) y de la foral reguladora de las Cajas de Ahorros. Por el contrario, en la vertiente funcional del ejercicio de la actividad financiera por Caja Navarra, conforme siempre ha sido y se ha reconocido, se sujeta a lo dispuesto con carácter general en la legislación estatal.

La jurisprudencia de la Audiencia Provincial y del Tribunal Superior de Justicia de Navarra ha mantenido, de forma inequívoca, que Caja Navarra, por su régimen de convenio, no está sujeta ni al régimen establecido por la LORCA ni al previsto en la legislación foral reguladora de las Cajas de Ahorro. También ha ratificado este criterio el Consejo de Navarra. La Administración estatal, con su actuación concordada, lo viene ratificando sistemáticamente. Aún sin existir pronunciamientos específicos ni del Tribunal Supremo ni del Tribunal Constitucional, nuestro criterio es coincidente con las tesis expuestas, aun cuando la LORCA no contenga un régimen explícito de salvaguarda del régimen foral, porque éste resulta amparado por la propia Constitución y el Amejoramiento.

Decimoquinta. Partiendo de que los Estatutos de Caja Navarra, desde 1976, la catalogan como una institución de naturaleza privada y teniendo en cuenta su devenir similar a las restantes Cajas de Ahorro y que su carácter aforado no le imprime un sello singular en los aspectos básicos de entidad crediticia, se considera generalmente que la entidad navarra tiene una naturaleza jurídica idéntica a las demás Cajas. Existe escasa jurisprudencia al respecto, pero la que hay no se aparta del criterio general, a saber, que se trata de una institución privada con finalidades de interés general, tesis ésta que en muchas ocasiones se da prácticamente por sobreentendida. Otros operadores jurídicos relevantes mantienen idéntico criterio acerca de que Caja Navarra es una entidad privada de carácter social.

Nosotros hemos matizado esta tesis, enmarcando la cuestión en el devenir histórico de la institución, a la luz del concreto modelo estatutario establecido. Especialmente, se han realizado observaciones desde la perspectiva de la influencia dominante que la Diputación Foral o el Gobierno de Navarra han ejercido sobre Caja Navarra mediante su integración en los órganos de gobierno, lo que –a nuestro juicio- no ha merecido la debida atención jurisprudencial. En cualquier caso, lo que no nos resultaría lógico es postular la naturaleza pública de Caja Navarra, manteniendo simultáneamente el carácter privado de otras muchas Cajas de Ahorro en las que la influencia pública interna y externa ha sido superior.

Decimosexta. El Banco de España, como se ha acreditado, constituye la autoridad financiera reguladora y supervisora de todas las entidades de crédito, con unas atribuciones amplísimas, que prácticamente convierten en residuales las funciones inspectoras que corresponden a las Comunidades Autónomas sobre las Cajas de Ahorro, tal como se deriva de la jurisprudencia constitucional y ordinaria emanada al respecto. El caso del Gobierno de Navarra sobre Caja Navarra, en materia de inspección, es singular a la luz de sus Estatutos desde 1976. Las normas estatutarias no es que faculten al Gobierno de Navarra para inspeccionar la entidad, sino que le imponen el deber de realizarlas de forma periódica y, en su caso, extraordinaria. Inspecciones que podían referirse a cualquier aspecto de la actividad de la Caja. Nada hay en los Estatutos que restrinja la inspección a la obra social, todo lo contrario, según hemos razonado a la vista de su concreto contenido, y sin perjuicio del sometimiento a las instrucciones y modelos de inspección que pueda imponer la autoridad financiera, así como de la sujeción a su alta inspección.

Las facultades inspectoras, como se ha comprobado, han sido algo sistemáticamente defendido por la Diputación Foral como integrantes del régimen foral. Puede resultar hoy sorprendente a la vista del fortalecimiento competencial del Banco de España, como organismo regulador, en el marco de lo que es común a los bancos centrales en el seno de la Unión Europea. En cualquier caso, las facultades inspectoras del Gobierno de Navarra han permanecido prácticamente inalteradas hasta hoy. Ha habido oportunidad para cambiar este estado de cosas en las reformas de 2000, 2004, 2010 y 2012, y cuantas veces se hubiese querido, si existía convicción acerca de la necesidad de un nuevo sistema de inspección. Pero no se ha hecho.

Decimoséptima. La Cámara de Comptos nunca ha fiscalizado a la CAN, la CAMP o a Caja Navarra. Teniendo en cuenta lo ya concluido, la razón no puede ser otra que la consideración de estas Cajas de Ahorro como entidades de naturaleza privada, que no están incluidas en el sector público foral ni gestionan fondos públicos. Estas razones fundamentan la no extensión de las funciones fiscalizadoras de la Cámara de Comptos a Caja Navarra, conforme a lo previsto en el Amejoramiento y en la Ley Foral reguladora del órgano fiscalizador dependiente del Parlamento de Navarra. Sentado lo anterior, menos defendible aún resulta su posible competencia para fiscalizar la integración de CAN en Banca Cívica y su apoyo posterior a la fusión de ésta con Caixabank. Tales actuaciones se ubican bajo la órbita competencial del Ministerio correspondiente y de los organismos reguladores estatales que se han señalado, con el protagonismo especial del Banco de España, competencias de los supervisores estatales que no pueden resultar interferidas por el órgano fiscalizador navarro.

Dicho lo cual, nada obsta a que la Cámara de Comptos fiscalice la actuación del Gobierno de Navarra en el ejercicio de sus funciones inspectoras y de protectorado público sobre Caja Navarra. 

Decimoctava. La conversión de Caja Navarra en fundación de carácter especial, con los efectos disolutorios de sus órganos de gobierno y el nombramiento por el Gobierno de Navarra de una Comisión Gestora con las atribuciones que se le asignan, constituye el efecto derivado de la concurrencia de un supuesto determinante de todo ello, previsto en la legislación estatal, que consideramos respetuosa con el orden de distribución competencial vigente y que no desmerece el régimen aforado de la entidad, en el contexto y bajo las circunstancias a que nos hemos referido en el cuerpo del informe.

Es cuanto informa el que suscribe y que somete a cualquier otro criterio mejor fundado en derecho.

Pamplona, 13 de junio de 2013


Conforme,


El Letrado Mayor


Pablo Díez Lago





El Letrado,


Miguel Esparza Oroz
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